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    ¿Qué nos ha pasado?

  


  La crisis ha cambiado a España. Lo que empezó siendo una desaceleración de la economía, provocada por la crisis financiera que comenzó en Estados Unidos en el verano de 2007 y se precipitó un año después, ha acabado por convertirse en una grave recesión económica y crisis social aquí. Una crisis en la que aún estamos inmersos, en el segundo episodio de recaída y sin atisbar una recuperación en esta recesión en forma de W.


  En menos de cuatro años, España ha pasado de ser el país europeo que más empleo creaba a ver crecer su paro hasta superar ampliamente los cinco millones de personas y reducirse su PIB por habitante a los niveles de 2004. El saldo de la inmigración, que tanto debate había causado cuando España crecía de forma desbocada, se ha tornado negativo. Por primera vez en los últimos años, el número de personas que se van de España es superior al de las que llegan. En estos últimos tres años largos hemos vivido un proceso de empobrecimiento, aunque no debemos olvidar que el PIB per cápita ha pasado de 10.668 euros (en euros de 2010) en 1982 a 22.486 euros en la actualidad, es decir, se ha más que doblado, lo que ha servido, indudablemente, de colchón en la actual crisis, pues somos mucho más ricos que entonces.


  No se ve aún horizonte de salida a la crisis. Como tampoco el fin de la incertidumbre que pesa sobre el futuro del euro, y, por tanto, de la propia Unión Europea (UE). Es una crisis sistémica, que ha afectado más duramente a España en razón, entre otras, del peso desmedido que había cobrado el sector de la construcción, lastrando a familias y bancos. Sin embargo, España ha logrado hasta ahora sortear el temporal con medidas impopulares que han evitado que su economía se viera intervenida por el Fondo Monetario Internacional (FMI) y por la propia UE, lo que hubiera tenido un coste social y de pérdida de autoestima aún mucho más elevado.


  Desde la experiencia personal, varias generaciones de españoles no habían vivido un cambio de tal alcance desde los albores de una transición democrática que coincidió con una grave crisis económica. La financiera de 2008 se convirtió en una crisis económica general que, a su vez, se transformó en una crisis del empleo. Y en muchos países ha producido una crisis social y política. Frente a un período de relativa paz social, las manifestaciones contra las élites políticas y económicas han ido en aumento en los últimos cuatro años en Europa y Estados Unidos. La popularidad de los líderes políticos ha caído en picado. Y los partidos en el gobierno no han sido inmunes en las urnas al descontento de los ciudadanos.


  En España, ha sido tal el descalabro electoral sufrido por el PSOE a todos los niveles (municipal, autonómico y central), que en menos de cuatro años esta formación ha pasado de ser un partido de gobierno a tener que ser ya no un partido en la oposición, sino un partido de oposición. El 9 de marzo de 2008, y tras cuatro años en el Gobierno central, los socialistas ganaron las elecciones generales con más de 11 millones de votos y comenzaron su segunda legislatura con un elevado poder territorial (gobernando en nueve de las 17 comunidades autónomas (CC AA) y en numerosos ayuntamientos). Poco más de tres años y medio después, cosechaban –en las elecciones generales del 20 de noviembre de 2011– su peor resultado histórico, habiendo perdido, además, tan sólo seis meses antes de esos comicios, casi todo su poder autonómico y buena parte del municipal. Nunca en democracia un partido en España había acumulado tanto poder (central, territorial e institucional) y responsabilidad como ahora tiene el PP. Nunca el PSOE ha tenido menos.


  ¿Qué ha pasado? No está tan claro como puede parecerlo. No hay un consenso entre economistas, politólogos ni sociólogos, y menos aún sobre el porqué. Puede resultar osado ofrecer un análisis a estas alturas de la historia, cuando aún estamos en plena tormenta. Pero hemos tenido la oportunidad de haber vivido estos años desde un lugar excepcional en la Administración española como es el Departamento de Análisis y Estudios del Gabinete de la Presidencia del Gobierno, una unidad que tuvo como cometido ofrecer análisis estratégico y prospectivo multidisciplinar, como también lo es este libro cuyo objetivo es mirar hacia atrás para ver mejor por delante. Lo que aquí reflejamos es un proceso de análisis y experiencias tal como lo vivimos desde esa atalaya, aunque otros lo habrán vivido de otro modo. Y quizás nuestro punto de vista se vea algo deformado, justamente por situarse desde ese lugar. Pero siempre hemos partido de aquella recomendación de Ortega y Gasset, en su España invertebrada, de que «sólo debe ser lo que puede ser y sólo puede ser lo que se mueve dentro de las condiciones de lo que es», por lo que «toda recta sentencia sobre cómo deben ser las cosas presupone la devota observación de su realidad».


  Algunos de los análisis realizados en estos años quedan reflejados en este libro, basado, sin embargo, esencialmente en fuentes públicas, que busca plasmar las grandes razones y tendencias, huyendo de la anécdota. Nuestros puntos de vista sólo nos atañen a nosotros y a nadie más. Se trata de trasladar la vivencia de esta crisis económica, social y política en estos cuatro años en que no sólo ha cambiado España y el conjunto de Europa, sino también el mundo.


  Pues la crisis ha acelerado tendencias que estaban ya en curso. Algunas economías emergentes se han consolidado política y económicamente hablando, y ahora no sólo financian al mundo desarrollado, sino que le dicen lo que tiene que hacer. Estamos viviendo un cambio geopolítico y geoeconómico de primera magnitud, sin el cual no se puede comprender lo que nos está pasando. Avanzamos hacia un mundo más multipolar, pero no necesariamente más multilateral. El G-20, en el que logró situarse España y que agrupa a las principales economías del mundo, pronto se convirtió en el foro de referencia, a nivel de jefes de Estado y de Gobierno, aunque no en el elemento motor para eso que se ha venido en llamar la gobernanza global. En el seno del G-20 ha habido coincidencia en los diagnósticos, pero no en las terapias.


  Vivimos en un mundo en el que EE UU sigue siendo la principal potencia en términos económicos, financieros, militares y culturales, pero al que la crisis ha hecho perder poder relativo y ha ensimismado. La gran emergencia, que nos afecta, ha sido, naturalmente, la de China. En cuanto a Europa, la crisis coincidió con la puesta en marcha de sus nuevas instituciones y procesos contemplados en el Tratado de Lisboa, pero también con el embate más serio a su proyecto central que es el euro y su unión monetaria. La crisis ha dinamizado el mayor avance hacia una gobernanza económica, al menos en la zona euro, pero de una forma excesivamente lenta, pese a la aceleración, que deja abierto el futuro, contemplando el abismo.


  Contra el presidente del Gobierno durante esos casi cuatro años, José Luis Rodríguez Zapatero, pesaron tres factores, reconocidos por él mismo, que, junto a la crisis en sí que se ha llevado por delante a varios gobiernos en Europa, acabaron por desgastarle a él y al PSOE. En primer lugar, el no haber reconocido la crisis a tiempo, aunque ya en julio de 2008 la admitió. En segundo lugar, tras la caída de Lehman Brothers el 15 de septiembre de 2008, prepararse para una crisis que él y mucha gente dentro y fuera de España pensó que iba a ser más corta, en torno a un año, lo llevó a retrasar el profundo proceso de reformas que el país necesitaba, y que en verdad debería haberse puesto en marcha en la primera legislatura, cuando, sin la presión de la crisis, hubiese sido más fácil hacerlo. Pues una parte de los problemas hubieran resultado menos graves si se hubieran hecho las reformas necesarias y se hubieran evitado algunos excesos en la segunda legislatura de Aznar y la primera de Zapatero cuando este país, no sólo los gobiernos sino la sociedad, vivió con cierta complacencia. Aquel «España va bien» trajo estos lodos. El tercer factor no fueron tanto los recortes anunciados el 12 de mayo 2010, sino su falta de explicación a la ciudadanía, como tampoco se explicó bien la reforma de la Constitución en agosto-septiembre de 2011.


  La mayor obsesión de Zapatero a partir de mayo de 2010 fue la de evitar una intervención por parte del FMI y de la UE que, como se ha visto en los casos de Grecia, Irlanda o Portugal, hubiera resultado mucho más costosa en términos sociales, pues habría supuesto recortes más amplios y profundos, y además hubiera socavado la autoestima de un país que ya de por sí no cree suficientemente en sí mismo. Hubiera sido «caer en el abismo para un país como España», como asegurara Zapatero después de salir de La Moncloa.


  Todo responde a una palabra: crisis. El Diccionario de la Real Academia Española la define, en sus tres primeras acepciones, como «cambio brusco en el curso de una enfermedad, ya sea para mejorarse, ya para agravarse el paciente»; «mutación importante en el desarrollo de otros procesos, ya de orden físico, ya históricos o espirituales», o «situación de un asunto o proceso cuando está en duda la continuación, modificación o cese». Las tres valen. Pues estamos ante un cambio brusco, una mutación importante, y ante la duda de si lo que tenemos va a durar o no. El cambio que puede suponer esta crisis es comparable en alcance histórico a la caída del Muro de Berlín, en 1989, y a la posterior disolución de la URSS. Ni los grandes expertos, salvo excepciones, ni los responsables políticos la vieron venir. Y para sortearla no ha habido brújula económica, ni en España ni en otros países, porque no ha habido un norte claro ni fijo.


  Éste no es un balance de la acción de gobierno de Zapatero, ni pretende abordarlo todo, sino solamente aquellos aspectos que sirven para explicar lo que ha pasado. Tampoco es un anecdotario ni un juicio sobre personas concretas, que no nos corresponde hacer. Es un análisis de un cuádruple fallo: el de la economía española; el de su sociedad; el del PSOE, y el cambio de mundo, especialmente, el de la Europa que conocíamos. Han sido cuatro años durísimos para cualquier gobierno. Peter Schwartz, prospectivista, fundador del Global Business Network, definía la situación a finales de 2011 como la de una barca que baja por unos rápidos en rafting y cuyos componentes tienen que remar con fuerza para separarse de las rocas, en un esfuerzo constante por seguir a flote y avanzar sin llegar a ver el final. «Por primera vez», reconocía, «hay a la vez una incertidumbre sobre el corto y sobre el largo plazo. Pero», añadía, «todo es político. Lo hemos hecho nosotros.»


  
    La crisis económica y financiera

  


  ¿Qué ha pasado para que un país que en 2007 tenía algunos de los mejores índices económicos de su historia pasara en tan sólo cuatro años a una de sus peores recesiones, a tener que acometer unos duros ajustes presupuestarios y recortes en sus estructuras de protección social, a verse abocado de nuevo a una dramática tasa de paro y a enfrentarse a unas perspectivas anémicas de crecimiento?


  La respuesta, como suele ocurrir, es compleja. Hubo algo de todo: complacencia, deficiencias en la gestión, mala suerte, decisiones equivocadas, quizás falta de audacia en algunos momentos… Pero la narrativa que se acabó imponiendo, aquella que presentó este naufragio nacional simplemente como el producto de la improvisación y la incompetencia del Gobierno, es demasiado simplista para ser veraz. La realidad fue, y es, bastante más poliédrica. Y no apunta sólo al Gobierno y a las Administraciones Públicas, sino a la propia sociedad: a una clase empresarial poco dinámica, a unos agentes sociales anclados en el pasado y a una ciudadanía que a menudo hizo dejación de su responsabilidad colectiva. A un fallo de país.


  Lo primero que es necesario entender es que, desde el comienzo de la segunda legislatura de Zapatero, en abril de 2008, el Gobierno tuvo que enfrentarse no a una crisis, sino a varias. La crisis ha sido realmente una convergencia de crisis, una crisis de crisis; ha sido, sin duda, una crisis económica y financiera, pero también una crisis geopolítica e ideológica. En lo puramente económico, comenzó con una crisis financiera en EE UU motivada por productos financieros tóxicos, que fueron posibles gracias a la desregulación del sector. Esta crisis pinchó burbujas de precios creadas, entre otras razones, por los grandes flujos de capital que llegaban a las economías desarrolladas como consecuencia de los desequilibrios macroeconómicos internacionales. Posteriormente, las políticas de estímulo que fueron necesarias para contrarrestar el parón económico generado por la crisis financiera, la necesidad de afrontar las prestaciones por un desempleo desbocado y la merma en ingresos fiscales, acabaron por generar un serio déficit público que llevó a una crisis de deuda pública; y ello, sumado a deficiencias en el diseño de la Unión Monetaria Europea, contribuyó a una crisis del euro que había empezado por otras razones y cuyo final está aún por escribir.


  La crisis económica tuvo para España una doble dimensión: internacional y nacional. Porque si es innegable que la crisis se originó y tuvo una naturaleza global, o al menos occidental, no lo es menos que catalizó una crisis propia en España: la del agotamiento de nuestro modelo productivo.


  Enfrentarse a esta tormenta perfecta nunca hubiese sido fácil. Pero en los tiempos que corren es particularmente difícil hacerlo, dadas las mayores dificultades que existen para gobernar, por tres razones principales. Por arriba, la UE, que si está, como lo estaba durante la última legislatura de Zapatero, dominada por una ideología económica diferente a la que un gobierno defiende (la conservadora, de Merkel y Sarkozy), obliga a tomar decisiones que el electorado afín no entiende. Por abajo, España es ya un país muy descentralizado. Gobernar hoy es mucho más difícil que hace dos o tres lustros, pues buena parte de las competencias y del poder político y administrativo para llevarlas a cabo ya no está bajo el control del gobierno central, sino de las CC AA. Y por los lados están los mercados e inversores que, como bien hemos experimentado en estos años, pueden condicionar, y enormemente, el margen de maniobra política, además de las sociedades y el mundo mediático, mucho más complejo que hace unos años.


  A todo esto hay que sumar algo que no es nuevo: el efecto paralizador de la burocracia administrativa que, por su naturaleza conservadora –su función, al fin y al cabo, es la de asegurar el mantenimiento de la maquinaria del Estado; es decir, conservar– es muy frecuentemente una fuente de barreras al cambio, especialmente en momentos como los actuales en los que se requieren reformas transformadoras.


  Y a estas dificultades, se une la globalización, económica y financiera pero también de gentes y de ideas, que, con sus mil aristas, complica y acelera la realidad con la que tienen que lidiar los gestores públicos. Desde el círculo de 24 horas que son hoy los mercados y los medios de comunicación, que exigen afinar al máximo y de manera constante el mensaje que se ha de comunicar, hasta el hecho de que hoy todos los temas están interrelacionados y requieren de un enfoque transversal. Esto hace que cada vez se lleve a cabo una mayor parte de la planificación y la gestión de la labor del Gobierno en las presidencias de los Ejecutivos, el único lugar donde se pueden integrar los diferentes departamentos y donde se tiene la autoridad política para establecer una línea de acción común. Esto es especialmente negativo para un país como España cuya estructura administrativa no está pensada para ser presidencialista, como, por ejemplo, sí lo está la de EE UU. A pesar de lo que se diga a veces, en nuestro Estado los recursos de la Presidencia están absolutamente infradimensionados en comparación con las responsabilidades que acaba asumiendo.


  Esta realidad multinivel de la gobernanza actual no es necesariamente negativa. Muchos argumentarán que a la larga estos condicionantes son positivos, por toda una serie de razones: la cesión de soberanía, aunque sea en ocasiones compartida, a la UE, ha traído sin duda más beneficios que costes; la descentralización puede ayudar a una mejor articulación de los problemas de la ciudadanía, y la función de vigilantes que llevan a cabo mercados e inversores puede limitar los excesos de los gobernantes ante tentaciones de excesos en el uso de los recursos públicos. Pero, sin entrar a valorar ahora lo negativo o positivo de esta situación, baste con enunciar aquí que lo que sin duda ha generado es una mayor complejidad y dificultad de los poderes públicos para resolver los problemas con que la sociedad se encuentra, lo que por otro lado y legítimamente les reclaman los ciudadanos.


  El mundo es más complejo y gobernar más difícil. Puede parecer una obviedad pero es algo que a menudo se olvida a la hora de enjuiciar la gestión de los gobiernos.


  LA CRISIS PROPIA Y LA AJENA


  Al comienzo de la segunda legislatura socialista, en abril de 2008, España era un país que crecía, pero con síntomas ya de la enfermedad que incubaba. Vivíamos los últimos meses de una apacible fantasía, de un nivel de consumo y de endeudamiento privado por encima de nuestras posibilidades (a nivel agregado, pues buena parte de los españoles vivían, y ahora aún más, con bajos salarios). Los ciudadanos lo sospechaban, pero en su mayoría miraban hacia otro lado disfrutando de los frutos de un ciclo de crecimiento económico de 12 años, catalizado por las reformas acometidas por el último Gobierno socialista de Felipe González y que dejaron al primer Gobierno de Aznar un país creciendo por encima del 2% y creando medio millón de puestos de trabajo al año, algo que el PP siguió impulsando pero sin acometer verdaderas reformas estructurales, lo que se tradujo en cada vez menores niveles de productividad.


  En esta estela, que prosiguió en la primera legislatura (2004-2008) de Zapatero, el Gobierno pudo presentarse como gestor de los mejores datos económicos de la historia de la democracia: crecimiento récord de empleo, la tasa de paro más baja en la historia moderna del país, el primer superávit de las cuentas públicas… Sin embargo, los expertos ya sabían, y el gobierno también, que España tenía un modelo de crecimiento insostenible. Y, en palabras de Martin Feldstein, antiguo presidente del consejo de asesores económicos de Ronald Reagan, «lo que no se puede sostener, no se sostiene».


  La economía española arrastra problemas crónicos desde hace décadas, si no siglos. Desde el Plan de Estabilización de 1959 hasta las reformas acometidas para entrar en la UE, primero, y garantizar nuestra entrada en el euro, después, España ha ido modernizando su estructura económica. Pero aún perduran muchos rasgos de una economía poco dinámica, desde la ausencia de una clase empresarial verdaderamente emprendedora hasta un mercado laboral anquilosado, pasando por la ausencia de verdadera competencia en muchos mercados de productos y servicios. Todo ello tiene bloqueada y taponada la energía creativa del país.


  Tres fenómenos, tres shocks externos positivos, permitieron al país postergar la necesaria reestructuración y, paradójicamente, hacer más dura la caída cuando ésta llegó. En primer lugar, nuestra entrada en la UE en 1986, que nos dio acceso a mercados, pero también a inversiones de nuestros socios europeos que permitieron desarrollar industrias competitivas basadas en el bajo coste de la mano de obra. En segundo lugar, nuestro acceso al euro. Bajos tipos de interés hicieron que llegaran a España flujos de capital para financiar proyectos de inversión –y, por lo tanto, crecimiento económico y puestos de trabajo– que no hubieran sido rentables al tipo de interés que correspondía a nuestro nivel de inflación y parámetros macro y microeconómicos. Los tipos de interés del euro eran los establecidos realmente para las necesidades de una economía alemana, en aquella época estancada y necesitada de unos préstamos baratos para estimular su crecimiento. Y el tercer shock externo positivo fue la inmigración, que proveyó al país de mano de obra barata y, por ende, permitió mantener un modelo de bajos costes laborales durante más tiempo, retrasando las reformas necesarias para construir una economía basada en ganancias de productividad sostenibles.


  Pero en 2007 la economía española era ya una economía con serios desequilibrios, que el Gobierno había empezado a corregir, pero para lo que aún hacía falta mucho más tiempo y energía. Estos problemas se podían resumir en cuatro grandes deficiencias: una excesiva concentración sectorial, especialmente en torno a la construcción y el sector inmobiliario; un enorme endeudamiento privado; una altísima dependencia de capital exterior para financiarlo (en otras palabras, el ahorro nacional no daba para financiar nuestra inversión y consumo), canalizada en gran medida, y a diferencia de la mayoría de países desarrollados, a través de la banca, y unas pobres tasas de productividad, que sin embargo habían empezado a mejorar en el período inmediatamente anterior al estallido de la crisis.


  Todas ellas estaban relacionadas y se retroalimentaban. En el ciclo de crecimiento previo a la crisis económica, la tasa de ahorro de los españoles se situó en un promedio del 11,3% de su renta disponible, casi tres puntos por debajo de la zona euro (14%). La inversión de los hogares en el período 2000-2007 tuvo un incremento desmesurado, desde el 9% de la renta disponible hasta el 14,7%, en su casi totalidad imputable a la inversión inmobiliaria. La elevada inversión en vivienda, unida a unos bajos niveles de ahorro, llevó a los hogares a endeudarse y a los intermediarios financieros a apelar a la financiación externa para alimentar esta insaciable demanda de crédito. El crédito hipotecario llegó a crecer a tasas del 30% y a un promedio del 20% entre 2000 y 2007. Como consecuencia, el endeudamiento de los hogares relacionado con la vivienda se multiplicó por dos, pasando del 29,4% del PIB en 2000 al 64,4% en 2009. El endeudamiento total pasó del 31,1% en 1995 a 85,8% en 2009, es decir, casi se triplicó.


  Nuestra pertenencia al euro, tan positiva en otros aspectos, fue letal en éste. Los bajos tipos de interés, que eran mucho más reducidos de los que hubieran correspondido a la realidad de la economía española, y en particular a sus tensiones inflacionistas, animaron a los hogares a endeudarse y a las empresas a invertir en proyectos que, con los tipos que realmente hubieran correspondido a España, jamás hubieran tenido un retorno positivo. El bajo coste de capital que nuestra pertenencia a la zona euro permitió fue el caramelo envenenado del sector privado español. Por su parte, la insaciable demanda de crédito y la desaparición del riesgo del tipo de cambio hicieron que los flujos de capital extranjeros financiaran sin límites nuestro insostenible nivel de consumo e inversión.


  Sin embargo, es importante recordar, aunque a menudo se olvide, que, al contrario que en otros países como EE UU, buena parte de este endeudamiento fue utilizado para financiar inversiones y no sólo consumo. Y si bien es cierto que una parte considerable de este endeudamiento fue dilapidado en la burbuja inmobiliaria, también lo es que otra parte muy importante fue dedicada a la inversión en capital físico, desde infraestructuras hasta bienes de equipo, tecnología y capital humano que incrementaron nuestra productividad y competitividad.


  Dicho esto, a su llegada al Gobierno en abril de 2004, el equipo económico de Zapatero tenía identificados estos desequilibrios, y el programa económico del PSOE apuntaba medidas a tomar para corregirlos. Por ejemplo, se reformó la Ley del Suelo. Pero ni se hizo lo suficiente, ni se hizo lo suficientemente rápido. Las razones son, en el fondo, comprensibles, aunque no justificables. Cuando un gobernante se encuentra una dinámica económica que está resolviendo el principal problema social del país, en nuestro caso el desempleo, hay que ser muy arriesgado (y algunos dirían muy mal político) para asfixiar a la gallina de los huevos de oro.


  No hay que olvidar que, además del crónico problema de nuestra economía con el empleo, el incremento de la población activa añadía presión a la necesidad de encontrar fuentes de creación de empleo con las que absorber este crecimiento. Durante el último ciclo completo de nuestra economía (1994-2007), la población activa en España creció en más de seis millones de trabajadores, un 39%, con un aumento de la tasa de actividad femenina del 37% al 52%. Además, los ocupados pasaron de 12,2 millones a 20,3; un incremento del 66%. Tenemos más de cinco millones de parados pero en la última década recibimos casi 4,8 millones de inmigrantes, una integración que además se hizo sin grandes tensiones sociales. Una mayoría de los empleos destruidos durante esta crisis lo han sido debido al estallido de una burbuja inmobiliaria que, en todo caso, respondió también en parte a un incremento estructural de la demanda de viviendas por el aumento de la población y del número de familias.


  Hubo otro factor. Estas medidas no hubiesen sido sólo impopulares entre los ciudadanos, sino que lo hubieran sido también, y éste fue, sin duda, el factor de resistencia más intenso, para los intereses empresariales que, subidos en la ola de una economía de dinero fácil, estaban consiguiendo unos beneficios sin parangón en Europa.


  Pero, como bien descubriría Zapatero, en España, país corporativista donde los haya, los intereses de algunas grandes empresas, siempre con la amenaza de la destrucción de empleo, junto con las resistencias corporativas de muy diversos sectores, hicieron todo lo posible para bloquear las reformas que les afectaban. Sólo un presidente del Gobierno sabe hasta qué punto llegan las presiones de las que es sujeto. Y en un país como España, donde el mundo político y el privado están en una constante connivencia, el producto final no puede ser bueno. Como concluyó un pertinente observador extranjero que compartió con nosotros su análisis de la realidad económica española, España está dominada por un mercantilismo plutocrático público/privado, donde un grupo relativamente reducido de grandes empresas se benefician de un mercado con grandes barreras a la competencia, capturando una buena parte de la riqueza creada por el país. Y lo hace con la ayuda no siempre legítima de los resortes del Estado, beneficiándose de una excesiva connivencia entre lo público y lo privado.


  Es innegable que en todos los países el Estado apoya a sus empresas; y no sólo es permisible, sino exigible, que un Gobierno apoye a las empresas españolas en su internacionalización. De hecho el éxito de muchos viajes internacionales, por ejemplo de Merkel o Sarkozy, se mide a menudo por los contratos que han conseguido para empresas de su país, algo que a veces parece aún causar sonrojo cuando se trata de un gobernante español. La relación público/privada institucionalizada forma parte de un modelo de economía de mercado que, más o menos eficiente, es el de la Europa continental y está legitimado. Pero otra cosa muy diferente es la connivencia opaca e ilícita, que demasiado a menudo caracteriza la vida económica española. Una connivencia que frustra y desmotiva a la gran mayoría de directivos, empresarios y emprendedores honestos y trabajadores de este país.


  También adolece España de una falta de cultura de la competencia. Como lo expresó memorablemente Pedro Solbes en una ocasión, algo pasa cuando, ni siquiera en un sector como el de la hostelería, donde está claro que las barreras de entrada son bajas como prueban los miles de bares y restaurantes que existen, no hay una verdadera competencia: vas a un barrio y todos cobran lo mismo por la caña de cerveza y, cuando sube (porque nunca baja), la suben todos al mismo tiempo y al mismo precio. A pesar de los intentos del Gobierno de Zapatero, y de la aplicación de la Directiva europea de servicios, la economía española sigue siendo corporativista en muchos sectores que tienen erigidas grandes barreras de entrada a posibles nuevos competidores. Como dijo Jesús Encinar, uno de los emprendedores más conocidos de España, cuando recabamos su opinión sobre cómo se podía crear un entorno más favorable a los emprendedores, «en España es muy difícil abrir una nueva empresa en casi cualquier sector importante; están controlados por tres o cuatro grandes empresas que tiene todo a su favor». El propio Zapatero ha explicado su frustración por no haber podido avanzar más en las reformas dinamizadoras, especialmente en el ámbito de los servicios profesionales, ante las resistencias al cambio.


  En todo caso, cuando a partir del verano de 2007 los mercados financieros empezaron a tensarse, España se había situado en la peor situación posible: con una alta dependencia de financiación exterior a través de esos mercados y entidades financieras. España había ido acumulando e ignorando desequilibrios; había estado jugando con fuego… y se quemó.


   


  *


   


  La explosión de la crisis financiera, desde sus primeros signos en el verano de 2007 cuando el cierre de dos fondos por parte de BNP Paribas hizo saltar las alarmas, pasando por la quiebra de Bear Stearns en marzo del siguiente año y culminando con la casi implosión final del sistema financiero norteamericano en septiembre de 2008 con la quiebra de Lehman Brothers, hizo despertar a España de la ilusa asunción de que el mundo financiaría indefinidamente su déficit de ahorro. El credit crunch, como lo llamaron los anglosajones, afectó a España donde más vulnerable era y más daño podía hacer: secando la financiación que este país necesitaba como agua de mayo. La crisis y la congelación del crédito llegaron en el peor momento, haciendo inviable un proceso de transición suave que sólo se había intentado a medias.


  Ríos de tinta han corrido sobre las razones de la crisis. No es éste el lugar para añadir más al torrente. Como ya se ha dicho, no ha habido una crisis sino varias, interrelacionadas y que se han retroalimentado, pero que tuvieron orígenes diferentes. Hubo una crisis internacional. Pero nosotros también teníamos nuestra propia crisis de modelo de crecimiento. A ella se ha unido, después, la crisis del euro. Y todo ello englobado en la crisis del mundo occidental, ante el traspaso de poder económico (y político) hacia Asia.


  En esencia, la crisis financiera internacional tuvo dos causas principales, que se retroalimentaron: la desregulación financiera y lo que podríamos llamar la cara oscura de la globalización, que se tradujo a su vez en tres fenómenos perniciosos: desequilibrios macroeconómicos globales, ingentes flujos financieros mundiales y un estancamiento de las rentas salariales que empujó a muchos a tener que recurrir al crédito.


  Los bancos son necesarios, pero pocas cosas hay a la vez tan necesarias y tan peligrosas para la estabilidad de una economía y una sociedad como el sistema financiero. Por ello requieren una regulación muy particular. No es abuso. Los bancos se benefician de lo que se llama una garantía implícita. El saber que el Estado no puede dejarles caer les permite lograr financiación más barata. Es decir, reciben un subsidio implícito. A cambio de ese privilegio deben ser regulados de manera más restrictiva para neutralizar el peligro sistémico que suponen.


  Esta lección básica se olvidó a partir de los años ochenta. Comenzando por el famoso big-bang que desreguló los mercados financieros en el Reino Unido y puso los cimientos del resurgir de la City londinense como gran centro financiero, todos los países occidentales, presionados por los poderosos lobbies financieros, comenzaron a desregular sus mercados. La izquierda acabó colonizada por esta ideología y de hecho fue Bill Clinton quien desarmó las últimas provisiones del Glass-Steagall Act que tras la depresión del 1929 fijó los pilares básicos de un entramado regulatorio que impidió que hubiese otra gran crisis financiera precisamente hasta que fueron desmanteladas en los noventa.


  Esta desregulación permitió no sólo diseñar productos excesivamente complejos, sino que las entidades financieras asumieran demasiados riesgos y, sobre todo, que lo hicieran con su propio capital, poniendo en riesgo su estabilidad y, por un efecto dominó, la de todo el sistema si se tratase de grandes entidades. Se rompieron las barreras que separaban la banca tradicional de la banca de inversión y de alto riesgo. Y cuando ésta se vino abajo, arrastró a la primera. En resumen, las estructuras regulatorias inadecuadas generaron toda una serie de fallos: de incentivos, de modelización, de los reguladores, etcétera.


  Como consecuencia de todo ello, el sistema financiero fue incapaz de gestionar bien el riesgo de asignar el capital de manera eficiente. Y acabó también desligándose de la actividad productiva hasta el punto de que hoy en día la mayor parte de las transacciones financieras no están dedicadas a inversiones productivas sino a los mercados de divisas y derivados. Éstas, aunque pueden servir para un propósito útil en la economía real, como es la cobertura del riesgo, en realidad son utilizadas la mayoría de las veces con una vocación exclusivamente inversora y cortoplacista que, aunque legal, puede ser muy desestabilizadora. Máxime cuando, gracias a las nuevas tecnologías, es posible realizar grandes volúmenes de transacciones en fracciones de segundo para, con pequeños arbitrajes, hacer importantes beneficios; lo que se conoce en inglés como high frequency trading y que representa un porcentaje cada vez mayor del volumen de negocios de los mercados financieros.


  Otra de las principales y más negativas consecuencias a las que llevó este proceso de desregulación fue el desproporcionado aumento de los beneficios del sector financiero y su consiguiente sobredimensionamiento, sobre todo en EE UU. Un informe publicado en 2009 por Jim Reid, analista del Deutsche Bank, ilustra de manera sencilla buena parte del origen de la crisis y también de sus consecuencias políticas. Su análisis compara el beneficio del sector financiero en EE UU durante los últimos 40 años con el crecimiento del PIB y, lo que es más interesante, con el beneficio del resto de los sectores. Mientras que hasta hace una década el beneficio del sector financiero fue similar al del resto de los sectores, en la última década se ha disparado a más del doble y, tras el paréntesis de 2008, ha vuelto a hacerlo a partir de 2009. En diciembre de 2011 el Wall Street Journal informaba de que el porcentaje de riqueza generado por el sector financiero en Estados Unidos en el año suponía un 8,4% en términos de PIB, superando el anterior máximo de 2006, y muy lejos del 2,8% que representaba en 1950.


  Por decirlo de otra manera, el sector financiero se ha llevado una parte mucho más grande de la tarta de la riqueza generada por el país que el resto de los sectores. Según Reid, el sector había logrado en la última década 1,2 billones de dólares de beneficios excesivos, es decir, de los beneficios que hubiese conseguido si se hubiese mantenido la tendencia.


  Este análisis explica en buena medida la historia de la crisis financiera de EE UU (y también de Europa): bancos que, para continuar logrando desmesuradas tasas de beneficio, tuvieron que crear y negociar productos cada vez más complejos y arriesgados y venderlos a clientes cada vez menos solventes, lo que al final llevó a una ola de impagados que catalizó primero la crisis financiera, que a su vez llevó a la recesión. Explica también el incremento desmesurado de las transacciones financieras internacionales en la última década, como antes se ha descrito. Y ayuda a entender también la reacción contra el sector financiero de la mayoría de la población de EE UU, que ha visto cómo durante la última década sus ingresos se estancaban mientras que unos pocos en ese sector y otros asociados han incrementado enormemente su riqueza.


  Todavía en junio de 2008, un informe interno del banco holandés Rabobank sobre propuestas de reforma del FMI y de regulación financiera internacional, decía que «deberíamos en buena medida poner nuestra fe en la capacidad de autorregulación de la industria financiera». Y Gregory Mankiw, antiguo presidente del consejo de asesores económicos del presidente George W. Bush, ha dicho, quizás con razón, que «jamás seremos capaces de evitar en su totalidad los excesos de las instituciones financieras».


  Sin embargo, es innegable que la desregulación ha tenido efectos particularmente perniciosos en el sistema financiero, y que el fundamentalismo desregulatorio de la ideología neoliberal no tiene ya base empírica alguna de defensa. Las economías de mercado no se autorregulan, y hay un amplio repertorio de premios Nobel concedidos por análisis de elementos que distorsionan los mercados: asimetrías de información, tendencias monopolísticas… Las economías de mercado tienden a excesos (diríamos que son ciclotímicas) y, aunque siempre supimos que los mercados no se autorregulaban, tuvo que venir la crisis para recordárnoslo y mostrar que lo que se presentaba como eficiencia económica (más aún, como axioma) no era más que preferencia ideológica, y además muy nociva. Y a día de hoy el sistema financiero sigue cogido con alfileres, especialmente en Europa, donde padecen aún cuatro grandes problemas: activos tóxicos, insuficiente capital, restricción del crédito y ausencia de una regulación internacional.


   


  *


   


  Otra causa subyacente de la crisis internacional fueron los desequilibrios macroeconómicos globales. En el sistema financiero internacional por el que se ha organizado la relación entre divisas en los últimos 30 años (el llamado Bretton Woods II), las economías emergentes, especialmente las asiáticas, habían ligado sus divisas al dólar, permitiéndoles vender a EE UU a precios competitivos. Hasta finales de los noventa, algunos de estos países también habían dependido de los flujos externos de capital para financiar su crecimiento, para lo que, presionados por los países occidentales, eliminaron los controles de capital, permitiendo su libre entrada y salida. Pero la crisis asiática de finales de los noventa demostró a las economías emergentes lo peligroso que era depender de la financiación externa y lo desestabilizadora que podía ser la salida masiva y repentina de capitales en ausencia de controles que lo evitaran, pero que el FMI, siguiendo la ortodoxia de entonces, impedía establecer a sus países deudores.


  Como consecuencia de ello, estos países empezaron a financiarse en mayor medida con fondos propios y acumular divisas con su excedente. El hecho de que la principal divisa de reserva fuese el dólar implicó una demanda asegurada de esta moneda, lo que permitió a EE UU financiar un consumo mayor a su producción: gracias al valor del dólar como divisa universal podía endeudarse con la seguridad de que el resto de países estaban obligados a comprar su divisa como reserva, financiando así su déficit. Es lo que De Gaulle llamó el «privilegio exorbitante» de EE UU.


  El consumismo de EE UU y el consiguiente déficit facilitaron a su vez el superávit por cuenta corriente de las economías emergentes y potenciar así su crecimiento vía exportaciones. China no ha sido una excepción a esta dinámica. De hecho, ha sido su principal protagonista, invirtiendo en divisas, especialmente en dólares, el enorme ahorro doméstico acumulado en la última década. Actualmente se estima que tiene unas reservas de alrededor de tres billones de dólares, el equivalente al 60% de su PIB.


  Pero éste no era, no es, un sistema sostenible. Ha permitido un desaforado consumo basado en el endeudamiento en EE UU, que no podía continuar de manera indefinida, y ha generado unos desequilibrios globales, por ejemplo los altos déficits de cuenta corriente de países como España, que han sido una de las causas de la actual crisis. Y ésta ha precipitado el final de este modelo.


  En resumen, las economías emergentes llevan años ahorrando y prestando ese ahorro a países que, como EE UU o España, consumían e invertían mucho más de lo que generaban. Como ha dicho en alguna ocasión Felipe González, «nos hemos gastado lo que no teníamos». Es decir, unos países ahorran y otros consumen, y la globalización financiera permite que el excedente de unos compense el déficit de otros, siempre que los mercados financieros internacionales funcionen y que los inversores no empiecen a pensar que debes tanto que puede ser posible que no puedas repagarlo. Si eres EE UU y el resto de los países están casi obligados a ahorrar en dólares, como principal moneda de reserva, puedes seguir financiando tu déficit y tu deuda pública. Pero si no eres EE UU, si eres, por ejemplo, España, con una divisa cuya demanda no necesariamente te financia (pues los inversores pueden adquirir bonos de otros países de la zona euro que perciban como de menor riesgo) y los que en su día te prestaban su ahorro empiezan a dudar de que vayas a crecer lo suficiente como para poder devolvérselo cuando toque, te dejan de prestar y tienes un problema. Así de simple.


   


  *


   


  La globalización financiera es otra de las causas de la crisis, y el origen de muchos de nuestros problemas, sobre todo de la incapacidad para regular el sector financiero. La liberalización del movimiento de capital en casi todo el mundo (China es la gran excepción) ha llevado a que los movimientos de dinero tengan hoy en día un volumen vertiginoso. Buena parte de estos flujos son, como ya se ha explicado, para inversiones no productivas y a muy corto plazo, por ejemplo, en los mercados de divisas. Para sus defensores, cumplen un papel fundamental: proveer liquidez y asegurar que el capital llega a donde más eficazmente puede ser utilizado. Pero la realidad es que no hay evidencia empírica de que aquellos países que han liberalizado sus mercados de capitales hayan crecido más económicamente. De hecho, los ejemplos de mayor crecimiento económico en las últimas décadas los han protagonizado a menudo países que han restringido los flujos de capital, siendo China el caso más obvio.


  Lo que sí que está claro es que esta liberalización de movimiento de capitales, unida a los avances tecnológicos, ha impulsado un incremento vertiginoso de las transacciones financieras internacionales en la última década, que ha llevado a una desproporción entre el volumen de los movimientos financieros y el nivel del comercio internacional, entre la economía financiera y la llamada economía real. Algo que, como no podía ser de otra forma, ha generado inestabilidad. Entre 1999 y 2007, el comercio se incrementó en un 140%, mientras que los flujos de capital lo hicieron en un 366%. En 2007 el valor de las transacciones financieras equivalía a 70 veces el PIB mundial. Muestra de la posible relación causal entre este fenómeno y la crisis es que al comienzo de ésta, a finales de 2007, el mercado de derivados financieros negociados fuera de mercados regulados era de 596 billones de dólares, comparado con un PIB mundial de 55 billones de dólares; es decir, el volumen de estos complejos productos financieros, cuyo valor a menudo era imposible de saber, era diez veces mayor que el PIB mundial. Constituían lo que el propio financiero norteamericano Warren Buffett denominó «armas financieras de destrucción masiva».


  A pesar de los indudables beneficios que trae la globalización y la libertad de movimiento de capitales, es ya igual de indudable que éstas pueden crear serios problemas, sobre todo cuando, como en la crisis asiática de final de los noventa, hay un sudden stop, es decir, una parada súbita de la entrada de flujos de capital, acompañada de una salida masiva de capital. La globalización financiera actuó, pues, de correa de transmisión tanto de los desequilibrios macroeconómicos globales como de los productos financieros tóxicos, que acabaron por minar el sistema financiero. Y una vez se desató la crisis en EE UU, esta misma globalización financiera la propagó a todo el mundo, y muy específicamente a Europa.


   


  *


   


  Otro de los fenómenos más nocivos del sistema socioeconómico actual, y que también está en el corazón del origen de la crisis, es la sustitución de una verdadera distribución de riqueza por una pseudodemocratización del crédito como consecuencia del incremento de la desigualdad. Y esa explosión, por necesidad, del crédito ha estado en la base de la crisis por endeudamiento que vivimos. Los últimos 30 años han sido testigos de una creación ingente de riqueza, de la que se han apropiado tan sólo unos pocos. Y la forma de cuadrar la sociedad de gran consumo que necesita el capitalismo global con una no redistribución de la riqueza era sustituyendo ésta por el crédito. La crisis ha mostrado la limitación de este modelo.


  LA CRISIS FINANCIERA DE 2008

  Y SUS EFECTOS EN ESPAÑA


  La combinación de los factores anteriores acabó por crear una bomba de relojería. El exceso de crédito llevó en algunos países, incluida España, tanto a burbujas en los precios de los activos, que los bancos centrales no supieron pinchar de forma controlada, como a unos niveles de endeudamiento privado insostenibles. La presión que tenían los bancos privados por los márgenes cada vez más estrechos les llevó a experimentar con productos cada vez más complejos y arriesgados, algo que pudieron hacer gracias a la desregulación del sector. La securitización (el empaquetamiento de riesgo para ser revendido) rompió el vínculo entre el que daba el préstamo y el que asumía el riesgo de que no se pagara; es decir, eliminó el incentivo de asegurar que aquel al que se concedía un préstamo pudiera pagarlo. Todo ello llevó, como es bien sabido, a la crisis financiera de septiembre de 2008 que, tras la caída del banco de inversión norteamericano Lehman Brothers, supuso la práctica paralización de los mercados financieros y de crédito internacionales.


  En aquel momento la economía española tenía, por los factores antes explicados, serias vulnerabilidades. La crisis financiera desató los efectos negativos de todas ellas. En primer lugar, la enorme necesidad de financiación exterior. Cuando aquel otoño (de hecho, como ya hemos dicho, el proceso había comenzado casi un año antes) el sistema financiero mundial, que canalizaba un crédito que España necesitaba como el agua, se secó de pronto, la crisis nos golpeó donde más nos dolía. Y comenzó el proceso que ha maniatado a nuestra economía desde entonces. Cuando una economía está altamente endeudada, si la refinanciación falla, la tasa de mortalidad empresarial se dispara; empresas que pueden incluso tener beneficios pero a las que les falta liquidez resultan estranguladas. La desaparición de empresas incrementa el desempleo, lo que lastra el consumo y a su vez, vía el incremento de la morosidad (la gente deja de poder pagar las hipotecas y las empresas sus préstamos), lleva a que los balances de los bancos empiecen a resentirse, lo que les hace restringir aún más el crédito.


  Este ciclo llevó a la recesión a finales de 2008 y principios de 2009, lo que obligó al Estado a incrementar su gasto para compensar el efecto recesivo del parón del crédito, el consumo y la inversión (y obligó a aumentar las partidas del seguro por desempleo). Sin embargo, en aquel momento España tenía ya un enorme endeudamiento privado (que no público, pues el gobierno socialista lo había mantenido a raya durante su primera legislatura, logrando el primer superávit de nuestra historia democrática). Así, el crédito del sistema financiero a hogares y empresas era del 170% del PIB en 2009 (93% del PIB a empresas y 77% a hogares). El endeudamiento total de la economía (hogares, empresas, instituciones financieras y sector público) llegó al 342% del PIB en 2008, y el endeudamiento frente al exterior llegó al año siguiente al 168% del PIB (1,7 billones de euros). Había pues una alta dependencia de la financiación exterior, una muy alta bancarización de la economía y un alto endeudamiento privado, asumiendo que se podría financiar de manera permanente. La crisis nos hizo despertar de ese sueño.


  La recesión llevó a un incremento dramático del déficit público, por dos razones: la reducción de los ingresos del Estado y el incremento del gasto público. Como se ha visto, la crisis provocó un desplome de la actividad económica, que redundó en una sustancial reducción de los ingresos a través del IVA, IRPF e impuesto de sociedades. Las administraciones locales se vieron especialmente afectadas por la caída del sector de la construcción, pues eran las recalificaciones de terrenos y otras transacciones asociadas una de sus principales fuentes de ingresos.


  Las comunidades autónomas pronto empezaron a revelarse como el gran agujero negro de las finanzas públicas. Lo que en su día fue visto en algunas como un milagro de desarrollo de infraestructuras y modernización, se descubrió cuando bajó la marea del crédito fácil y barato como lo que era: una gestión irresponsable, basada en un endeudamiento insostenible; pan para hoy y hambre para mañana.


  El otro lado que contribuyó a la subida del déficit fue lógicamente el del incremento del gasto público, primero a través de los programas de gasto puestos en marcha para estimular la economía en las primeras fases de la crisis y, segundo, por lo que se llama estabilizadores automáticos: mecanismos de gasto que entran en funcionamiento de manera automática en las crisis, como por ejemplo el subsidio del desempleo, que supone, con una cuantía de parados como la actual, una enorme carga para el Estado. Así, el saldo presupuestario anual del conjunto de las administraciones pasó de un superávit en 2007 a un déficit del 11,1% en 2009 y al 9,2% en 2010. Dicho esto, no hay que olvidar que en 2010, 2011 y 2012, todos los países de la zona euro presentarán déficits y que España tenía un menor déficit que países como EE UU, el Reino Unido o Japón.


  Además, es importante destacar que España sigue contando con un nivel de deuda pública (que mide la deuda acumulada, frente al déficit, que mide el saldo anual) relativamente contenido. Con la crisis, el nivel de deuda pública ha aumentado en todos los países de la UE. En España se incrementó en 24 puntos de PIB desde 2007 a 2010, tan sólo algo por encima del promedio de la UE (21 puntos). En el tercer trimestre de 2011 la deuda de todas las administraciones se situaba en el 66% del PIB, un nivel de endeudamiento público bajo en relación a los grandes países europeos y 21 puntos por debajo del promedio de la eurozona, aunque con perspectivas de crecer.


  La crisis hizo aflorar también la falta de competitividad de muchos de los sectores por su bajo nivel de productividad. En España hay realmente dos economías: los sectores comercializables, que exportan, son a menudo altamente competitivos, pero los no comercializables son un lastre por sus bajos niveles de productividad (que han mejorado sustancialmente con la crisis, aunque en buena medida por la reducción de plantillas que ha llevado al incremento del paro). Desde 1996 hasta 2008 la productividad en España creció menos que la media de la UE, con unas diferencias muy significativas, en buena medida por el hecho de que los costes laborales unitarios crecieron en España también por encima de la media desde 1996 hasta el 2008 (aunque, como se verá más adelante, esta falta de competitividad vino más por el lado de los márgenes de beneficio de las empresas que de los costes salariales).


  El estallido de la crisis dio también una rápida respuesta a la pregunta que tanto tiempo venía planteándose sobre el sector inmobiliario. La crisis confirmó que, efectivamente, había una burbuja, y que además era de enormes proporciones, algo a lo que el mal diseño de política económica y fiscal, por ejemplo la desgravación por adquisición de vivienda, había contribuido. Y mostró lo pernicioso de la excesiva concentración en la construcción (que en 2007 representaba una contribución al Valor Añadido Bruto del 12,3%).


  También afectó al sistema financiero español, aunque menos en un principio que a los de otros países. Mucho se dijo en aquel momento de lo que ayudó a ello la prudencia de la regulación del Banco de España, algo más estricta en razón de lo aprendido por nuestra propia crisis bancaria 30 años antes. Pero en buena medida la razón por la que las entidades financieras españolas comercializaran menos productos tóxicos fue también porque no tenían la presión sobre sus márgenes de los bancos europeos y norteamericanos, nutridos sus beneficios como estaban por la burbuja inmobiliaria y la expansión a Latinoamérica. Sin embargo, como los siguientes meses se encargarían de demostrar, nuestro sistema financiero también había cometido excesos, que ahora tocaba asumir, sobre todo asociados al sector inmobiliario, especialmente el crédito a los promotores.


  Pero, sin duda, el impacto más grave, por lo menos en términos humanos, fue el paro, consecuencia en parte de un mercado laboral desfasado, que cuando crecemos mucho crea mucho empleo, pero que cuando la economía se estanca no tiene mecanismos de ajuste más que el de la destrucción de puestos de trabajo.


  La economía española quedó, pues, estancada por la crisis. Todos los componentes de la demanda cayeron a mínimos como consecuencia del alto nivel de paro, el alto nivel de endeudamiento y la contracción del crédito. En el primer trimestre del año 2009, la crisis provocó una contracción del PIB del 6% anualizada y la pérdida del equivalente a 600.000 empleos a tiempo completo. En el segundo la contracción fue del 4% anualizada, destruyendo 200.000 empleos. Era la mayor recesión económica de nuestra joven democracia.



  PARAR EL GOLPE: LAS POLÍTICAS DE ESTÍMULO


  La respuesta que se dio a la crisis se dividió en tres etapas bien diferenciadas. La primera, desde su comienzo hasta la primera mitad de 2009, basada en la política de estímulos. La segunda, desde la segunda mitad de 2009 hasta la primavera de 2010, centrada en las reformas. Y la tercera, desde la segunda mitad de 2010 hasta el final de 2011 (el final de la segunda legislatura socialista), basada esencialmente en las políticas de austeridad, aunque prosiguieran las reformas. Estas tres etapas fueron parejas a una crisis que ha tenido, en España y en general en buena parte del mundo desarrollado, forma de W, con una primera y muy súbita recesión a finales de 2008 y principios de 2009, una recuperación en la segunda mitad de 2009 y una recaída a partir del verano de 2011. Todavía está por llegar, y no sabemos cuándo, la segunda recuperación.


  La primera reacción ante la crisis fue la de entender que era seria, pero nunca se pensó que sería de la profundidad y la duración que ha sido (y sigue siendo). A esto contribuyeron varios factores. En primer lugar, el que el presidente no percibiera intuitivamente en un primer momento la gravedad de lo que se venía encima. Mientras que, cuando llegó a La Moncloa, Zapatero era un gran conocedor de la realidad sociológica y cultural de España, lo que le permitió entender, por ejemplo, que el país estaba preparado para su agenda de modernización cívica, su menor familiaridad con los aspectos económicos le impidió tener ese mismo olfato con los desequilibrios económicos del país, aunque con el tiempo desarrollaría un profundo conocimiento de la realidad económica. La falta de experiencia económica era de hecho un rasgo común entre la mayoría de los líderes internacionales al comienzo de la crisis (la excepción más significativa fue Gordon Brown, ministro de Economía durante más de una década antes de convertirse en primer ministro del Reino Unido) y es un elemento que no es ajeno a cómo se ha gestionado la situación en los últimos tres años. Un segundo factor fue lo que muchos dieron en llamar la crisis invisible, pues es cierto que, durante una primera etapa, el efecto de la crisis no fue tan visible, pues buena parte de la población no vio su renta disponible afectada y, con la bajada de tipos de interés, su poder adquisitivo incluso se incrementó.


  Pero no cabe duda de la responsabilidad del Gobierno en una gestión de la crisis que fue manifiestamente mejorable. Buena parte de ello fue producto de un modelo de gestión que concentraba en un entorno muy limitado el diagnóstico y las decisiones. Esto fue así por dos razones. Primero, y como ya se ha apuntado, la dinámica de la política en nuestros tiempos hace que buena parte de la gestión y decisiones, y todas las importantes, acaben tomándose a nivel de las presidencias, que, en nuestro caso, está infradimensionada. Pero en este caso hubo innegablemente un factor personal: la forma de concebir la gestión política de Zapatero, como la de la mayoría de los políticos, tiende a ser bastante personalista, acumulando en ellos y su entorno más inmediato –un entorno a menudo muy disperso– la información y la toma de decisiones.


  No deja de ser cierto que en los primeros meses el Ministerio de Economía veía la crisis como una recesión transitoria provocada por el crash inmobiliario. Fue un error grave de diagnóstico, que además condujo a una actitud algunas veces obstruccionista. Pero, aunque desde el Ministerio se hubiese visto algo más, la dispersión de las influencias sobre Zapatero hubiera hecho muy difícil la aceptación del diagnóstico correcto.


  De ese diagnóstico fallido hoy ya es evidente que el error político fundamental, y quizás el que más nocivo ha acabado siendo para la recuperación, fue el de minusvalorar la crisis bancaria. Aunque los bancos españoles no tuvieran activos tóxicos, era evidente que la crisis bancaria exterior iba a dañar a los bancos españoles, y muy especialmente a las cajas. Y que además España contaba con su propia crisis bancaria, la asociada al pinchazo de la burbuja inmobiliaria; eran nuestros activos tóxicos (los inmobiliarios), que todavía pesan en 170.000 millones sobre los balances de las entidades financieras.


  Así pues, fue un error crucial el no hacer a tiempo la reforma financiera y ese error es imputable tanto al Gobierno como al Banco de España. Cierto es que en cualquier país, y en España igual o más, el poder del sector financiero hace muy difícil el poder imponerle una reforma que, por lo menos a corto plazo, va a afectar negativamente a sus beneficios. De ahí la resistencia, y los bancos tienen muchos resortes para ejercerla sobre la clase política. Decir que se tenía que haber hecho no quita para que sólo Zapatero sepa las presiones a las que fue sujeto y qué palancas se emplearon para hacerlo. Además, el Banco de España, obsesionado con la necesidad de reformas estructurales, vio la paja en el ojo ajeno pero no la viga en el propio. En muchas ocasiones pareció estar más dedicado a presionar al Gobierno en materia de política económica y social que a ocuparse de los problemas que tenía en el sector de cuya supervisión era responsable, y que eran muchos. La razón era en parte, lógicamente, que reconocer que el sistema financiero español tenía problemas graves era admitir el propio fracaso del Banco de España en su supervisión. Pero ese retraso va a salirle caro a la economía española. La reforma financiera debería haber estado completada a finales de 2009 o a principios de 2010, y todavía no lo está. Y dado que pasará un tiempo desde que se haga la reforma hasta que se restablezca el flujo del crédito, se tardarán al menos dos años hasta que las empresas españolas puedan, si todo va bien, volver a recurrir de manera normal a sus vías de financiación.


  En todo caso, Zapatero tardó en reconocer públicamente la crisis. Tres meses. Mucho se ha hablado de su insistencia en no admitir públicamente no ya la gravedad de la crisis sino, en un primer momento, la mera existencia de la misma, incluso la palabra. Zapatero sabía perfectamente cuáles eran los datos de la economía española. A su servicio tenía una Oficina Económica cuya principal labor era proveerle precisamente de esta información y análisis. Y lo hacía. Aunque desde fuera algunos de los que escuchaba le insistieron en lo contrario. Un importante asesor económico llegó a decirle a Zapatero: «Sal a la calle y mira cómo compra la gente, y los restaurantes están llenos», para hacer ver que la crisis no era de la profundidad que algunos advertían. Y posteriormente el mismo Zapatero admitiría que no la vio venir, en el sentido que no vio venir la verdadera profundidad de la crisis. Es verdad que, en un primer momento, casi nadie en la comunidad internacional supo anticipar la mayor crisis económica de los últimos 80 años: ni los analistas privados, ni las agencias de calificación crediticia, ni los principales organismos internacionales. Tampoco los gobiernos, incluido el español. Además, la realidad es que, a pesar de los desequilibrios descritos, fue tan sólo tras la quiebra de Lehman Brothers cuando empezaron a cambiar drásticamente las perspectivas de crecimiento económico. Así, en abril de 2008, el panel de expertos de Funcas (uno de los institutos económicos de más prestigio de España) estimaba que el crecimiento de España en 2009 sería de un 2,1%. Tan sólo siete meses después, tras la quiebra de Lehman Brothers, estos mismos analistas rebajaron las previsiones hasta un -0,9%.


  Aun así, en enero de 2008, en una entrevista en El Mundo, Zapatero había reconocido ya que «en 2008 creceremos claramente menos que en 2007». Y cuando en una entrevista en TVE, el 29 de enero de ese mismo año, habló de «un proceso de desaceleración económica desde un nivel de crecimiento económico muy alto que ha tenido la economía española», la realidad era que el crecimiento en ese momento era de un 0,8% intertrimestral, que la previsión mínima entre los economistas integrados en el Panel de Funcas para 2008 era del 2,4% y que la Comisión Europea tenía una previsión del 3% para 2008 y del 2,3% para 2009. Es decir, Zapatero decía lo que decían los números en esas fechas.


  Asimismo, cabe recordar que tampoco el PP supo en aquel momento predecir la gravedad de la crisis. En su programa electoral de 2008, se comprometía a «crear 2,2 millones de puestos de trabajo, situar la tasa de paro en el 6,5% y acelerar el crecimiento económico para situarlo en torno al 4% al final de la legislatura». Objetivos poco creíbles si realmente eran conscientes de la profundidad de la crisis, como acusaron a Zapatero de tener que haberlo sido.


  Y cuando, tras la campaña, Zapatero seguía negándose a hablar de «crisis» y recesión, la realidad era que los últimos datos conocidos seguían siendo positivos (un crecimiento del 0,6 intertrimestral en el cuarto trimestre de 2007) y las previsiones del Panel de Funcas y de la Comisión Europea seguían estimando crecimientos significativos tanto para 2008 como para 2009 (cuando hoy sabemos que ya se adivinaba la recesión).


  Cuando en junio de 2008 aún defendía que «es opinable que haya crisis» en una entrevista en El País (pensaba que era opinable que hubiera recesión), de nuevo el consenso de las previsiones de Funcas para ese año era aún de un crecimiento del 2,2% y del 1,7% para el 2009, muy similares a las de la Comisión. Y cuando el 8 de julio de 2008, en una entrevista en Antena 3, por fin pronuncia la palabra «crisis», las previsiones de crecimiento seguían siendo positivas.


  En todo caso, su resistencia a hablar sin tapujos de crisis durante tanto tiempo fue un empeño personal, pues muchos de sus asesores le presionaron para que evitara el error político de la negación y aceptara decir la dichosa palabra. Desconocemos las razones últimas de su actitud, aunque probablemente pesó también su sentido de responsabilidad como gobernante de intentar dar confianza al país y de hacer de contrapeso positivo en un clima de abatimiento colectivo. Y es cierto que, en un primer momento, los datos económicos no eran tan malos y daban margen para hacerlo. No fue hasta finales de 2008, tras la caída de Lehman Brothers, cuando empezaron a reducirse significativamente las proyecciones de crecimiento para España (y para el resto de las economías avanzadas). Pero ya en noviembre de 2008, en una entrevista en la Cadena Ser, Zapatero dijo sin ambages: «lo que es cierto es que tenemos una situación de recesión; que, después de muchos años de la economía mundial creciendo de manera muy positiva, y también creciendo la Unión Europea y, de manera muy particular, España, hemos entrado en un período de frenazo en seco».


  En todo caso, con el tiempo se impuso la idea de que Zapatero había negado la crisis durante muchos meses e incluso años. El precio que pagó por ello, como el tiempo se encargó de demostrar, fue la pérdida de su credibilidad. La tardanza en reconocer la crisis fue, sin duda, uno de los grandes errores políticos de Zapatero. Pero fue eso, un error, una decisión conscientemente tomada y consciente del riesgo que asumía (o por lo menos en parte), que resultó equivocada.


  También es cierto que esa insistencia en negar la gravedad de la crisis no fue óbice para que el Gobierno fuera adoptando medidas. Ya las había tomado en la misma semana de su constitución orientadas a fomentar el consumo (deducción de 400 euros en el IRPF y eliminación del impuesto del patrimonio) y dar liquidez a las empresas mediante la devolución mensual del IVA. Cuando a partir de septiembre de 2008 estalla la crisis financiera, el Gobierno de Zapatero adopta de inmediato medidas para garantizar la estabilidad del sistema financiero, coordinadas en el ámbito internacional. Así, obligados en parte por el precedente unilateral de Irlanda, el 10 de octubre de 2008 el Gobierno aprueba el aumento de la cobertura ofrecida por el Fondo de Garantía de Depósitos hasta los 100.000 euros por titular y entidad para garantizar los ahorros y se adoptan también medidas para dar estabilidad al sistema financiero con la creación del Fondo de Adquisición de Activos Financieros y del Plan de avales del Estado para respaldar las emisiones de deuda bancaria. España fue prácticamente el primer país de Europa en reaccionar, hasta tal punto que Zapatero retrasó el anuncio de las medidas para poder presentarlo como una acción europea conjunta, tras la reunión extraordinaria del Consejo Europeo que tuvo lugar en otoño de 2008.


   


  *


   


  La respuesta nacional se encuadró en lo que fue una respuesta global bastante rápida a la crisis. Ésta es probablemente la primera crisis económica global, pues nunca antes las grandes economías del mundo, estando tan íntimamente ligadas, se habían visto afectadas al mismo tiempo por una crisis. El G-20 se constituyó, casi de emergencia, como el foro de respuesta global a la crisis, ya no a nivel de ministros de Economía, como había funcionado hasta entonces, sino de jefes de Estado y de Gobierno, y Zapatero logró introducirse en él. El presidente Bush convocó la primera cumbre en Washington en octubre de 2008, y la siguiente se celebró en Londres en abril de 2009. En sus primeras reuniones el grupo funcionó bien, pero lo hizo principalmente porque los intereses estaban alineados; todos los países estaban interesados en actuar conjuntamente para evitar el colapso del sistema financiero; todos –China incluida– entendían que era necesario adoptar con urgencia políticas de estímulo e idealmente coordinarlas (esto último, pese a la retórica del momento, nunca llegó realmente a hacerse).


  Zapatero encargó a la Fundación Ideas, del PSOE, y a otros la elaboración de un informe que pudiera servir de base a la posición española para la cumbre de noviembre de 2008 en Washington. Se convocó a un grupo de expertos nacionales que lo elaboraron con cuatro ejes: una propuesta de reforma de la arquitectura financiera internacional; el fortalecimiento de la supervisión financiera en Europa; más transparencia y garantías para los hedgefunds y derivados financieros, y un mejor gobierno corporativo.


  Cuando meses después lo peor de la crisis parecía haber pasado y las necesidades de cada país empezaron a divergir, el ímpetu para la reforma del sistema financiero internacional, el principal compromiso adoptado por el G-20, empezó a languidecer, no tanto por la complejidad técnica, sino por el poder de los agentes financieros y su capacidad para fijar la narrativa mediática y neutralizar los esfuerzos por atarlos más en corto.


  Aun así, se ha avanzado. El G-20 ha empezado a acometer una reforma de la supervisión y regulación financiera en el ámbito internacional al impulsar el Acuerdo de Basilea III, que obliga a los bancos a tener más capital y reduce los incentivos a asumir riesgos excesivos, establecer el Consejo de Estabilidad Financiera para analizar de manera preventiva los riesgos financieros sistémicos, y acordar que el FMI lleve a cabo un análisis de estabilidad a todos sus miembros con sectores financieros sistémicos.


   


  *


   


  Sea como fuere hoy sabemos que la crisis afectó a España de pleno. La congelación del crédito había parado en seco la actividad económica y precipitó el ajuste en el sector de la construcción. Las economías occidentales, incluida la española, habían entrado en recesión, y algunos de los emergentes también se vieron afectados. Por eso el G-20 pidió un plan de estímulo a cada país. La primera reacción del Gobierno español fue en este sentido, la de parar el golpe, con una serie de medidas adoptadas entre noviembre de 2008 y marzo del siguiente año y que retrospectivamente el Gobierno empaquetó como Plan E, lanzado en enero de 2009.


   


  
    PLAN E


    
      
        
          	
            Aumento de la inversión pública

          

          	
            – Creación del Fondo de Inversión Local (8.000 M)


            – Creación del Fondo Estatal de Dinamización de la Economía y el Empleo (3.000 M)

          
        


        
          	
            Reducción de gasto corriente

          

          	
            – 2.500 M en los PGE de 2009

          
        


        
          	
            Apoyo a la liquidez a las empresas

          

          	
            – Ampliación y mejora de las líneas de financiación del ICO (para movilizar la cifra récord de 47.000 M)

          
        


        
          	
            Apoyo a sectores productivos

          

          	
            – Automóvil: Plan integral del automóvil (VIVE, 2000 E)


            – Vivienda: Fomento del alquiler y de la VPO


            – Turismo: Plan Renove Turismo

          
        

      
    


    Fuente: Boletín Oficial del Estado

  


   


  En aquel momento había un claro apoyo a las políticas llamadas keynesianas de estímulo, avalado por el G-20. Es decir, se aceptaba, como argumentó Keynes, que una recesión está caracterizada por una caída de la demanda privada, de empresas y ciudadanos, y que el Estado debe entrar para compensar. De hecho el FMI llegó a felicitar al Gobierno español por la entidad del plan de estímulo. Meses después, cuando esto se volvió en contra por la penalización del aumento del déficit, muchos en el Gobierno se quejarían de que las mismas organizaciones internacionales que les habían felicitado en un primer momento les condenaban después, olvidando que ellas habían reclamado esos estímulos. La doctrina del estímulo fiscal para la generación de demanda no está tan sólo basada en las ideas de Keynes, anticuadas para algunos. Son varios los grandes economistas, empezando por los premios Nobel Krugman o Stiglitz, que defendieron y defienden su vigencia.


  Del Plan E se criticó a posteriori que implicara un elevado gasto y que éste no fuera productivo. Ésta es una crítica válida. No hay duda de que mucho de ese gasto no fue dedicado a inversión productiva. Pero en aquel momento lo prioritario era evitar la destrucción masiva de puestos de trabajo, como consecuencia del pinchazo de la burbuja inmobiliaria. El principal objetivo para el Gobierno de Zapatero era, por consiguiente, dar una solución de urgencia a este drama humano. También hay que recordar que una parte importante de los fondos fue destinada a los ayuntamientos y que ellos fueron los responsables de la decisión de los proyectos a financiar.


  Pese a que el objetivo del Plan E era englobar todas las medidas, su relevancia pronto decayó, a lo que sin duda contribuyeron las escasas referencias que tanto Zapatero como el Gobierno hicieron a él después de los primeros meses. Como tantas otras veces durante esta legislatura, si el diseño de las políticas pareció adecuado en su momento, su gestión no fue la mejor y adolecieron de una falta de visión estratégica que las dotara de continuidad, especialmente ante el aluvión de propuestas que llegaron a parecer inconexas e improvisadas.


  LA ETAPA REFORMISTA


  Parado el golpe, al menos en la medida de lo posible, el Gobierno de Zapatero comenzó con las reformas. El Gobierno sabía que, junto a la crisis internacional, España tenía otra crisis propia: la del agotamiento de nuestro modelo productivo. Un modelo basado, como ya se ha explicado, en financiación externa, y excesivamente concentrado en sectores de baja productividad, especialmente el de la construcción. Además, al compartir la moneda con el resto de la zona euro, España no podía devaluar unilateralmente su moneda para abaratar sus exportaciones y conseguir así un crecimiento rápido (aunque la experiencia histórica demuestra que conduce a incrementos de la inflación y, por tanto, no es una estrategia sostenible de crecimiento). La vía era hacer lo que los expertos llaman una devaluación interna, es decir un abaratamiento de los costes de nuestros productos y servicios reduciendo los salarios de los empleados –lo que acabaría por llegar, si bien tardíamente–, los precios (lo que no ha ocurrido) y, algo que a menudo se olvida, también proporcionalmente los beneficios de las empresas. O hacer un esfuerzo ingente de reformas para recuperar la competitividad perdida.


  La evidencia empírica demuestra que las reformas estructurales no generan crecimiento a corto plazo, que es lo que el país necesita. Sí que sientan las bases para un crecimiento más sostenido a largo plazo, pero no tienen un efecto inmediato. De ahí que lo ideal sea compatibilizar las reformas estructurales con estímulos a corto plazo que faciliten el crecimiento. Sin embargo, nuestra pertenencia al euro y la presión para contener el gasto público que ya empezaba a imponerse desde Alemania, convirtieron la vía de las reformas estructurales en la prioridad.


  Hacía falta, por tanto, un enfoque estratégico a la resolución de la crisis, que planteara nada menos que un cambio del modelo productivo. Y eso era lo que pretendían ser la Estrategia y la Ley de Economía Sostenible. El 11 de mayo de 2009, en el Debate del estado de la Nación, Zapatero sorprendió con el anuncio de toda una batería de medidas. Entre ellas destacó, especialmente, el anuncio del desarrollo de la Ley de Economía Sostenible (LES), entendiendo la sostenibilidad en una triple dimensión: económica y financiera, social y medioambiental. La medida más llamativa fue el anuncio de la eliminación de la desgravación por adquisición de la vivienda, salvo para las rentas más bajas, pues se consideraba que había contribuido a inflar la burbuja inmobiliaria y tenía el efecto pernicioso de canalizar el ahorro hacia un sector de baja productividad como era el de la construcción. También anunció un Fondo para la Economía Sostenible dotado con 20.000 millones de euros y otro Fondo de Inversión Local de 5.000 millones de euros a cargo de los Presupuestos Generales del Estado para 2010.


  Aunque lenta y no muy eficazmente, había calado la idea de la necesidad de dotar a la Ley de un enfoque estratégico, con la elaboración de una Estrategia de Economía Sostenible (EES), presentada a finales de 2009, como mecanismo de planificación estratégica. La Estrategia tenía como objetivo ofrecer un diagnóstico, plan de acción y hoja de ruta con el fin de «cambiar el patrón de crecimiento de la economía española para impulsar y afianzar su recuperación y garantizar el bienestar social en el futuro». Establecía un calendario de reformas, con fechas concretas para su aprobación. Y, esta vez sí, se cumplió lo anunciado. Durante los primeros meses de 2010 la rueda de prensa tras el Consejo de Ministros fue anunciando viernes tras viernes la aprobación de las reformas comprometidas en la fecha establecida, aunque luego se retrasaran o diluyeran en el Congreso.


  La Estrategia se dividió en cuatro partes: una primera que caracterizaba las diversas dimensiones del nuevo crecimiento sostenible a desarrollar, y establecía una serie de indicadores cuantitativos para medir su aplicación y desarrollo hasta el 2020; una segunda que describía las reformas modernizadoras que se pondrían en marcha para lograr este objetivo (aunque de hecho sirvió en buena medida para re-empaquetar muchas de las medidas dispersas que se habían tomado o se tenían ya planificadas) y de las cuales la Ley de Economía Sostenible sería la primera y más importante; una tercera en la que se recogían los instrumentos de financiación que la harían realidad, y una cuarta que establecía los escenarios para «acordar y aprobar las reformas», es decir, para mandar el mensaje de que se buscaría el consenso más amplio posible, que no pudo ser.


  En su momento la Ley de Economía Sostenible fue muy criticada. Comentarios como: «¿A quién se le ocurre que se pueda arreglar la economía española con una ley?», fueron habituales. Sin embargo, la política es una mezcla de varias lógicas; sí la económica, pero también la administrativa. Y, en la administración, si algo tiene entidad tiene que ser una ley. Su preparación fue un proceso tortuoso y frustrante (de hecho no se aprobaría hasta el siguiente año). Algunos ministerios concibieron la iniciativa como una oportunidad para incorporar todos los proyectos de ley que tenían esperanza de sacar adelante, con lo que empezó efectivamente a parecer lo que después fue criticada por ser: un cajón de sastre. Como casi siempre, hubo una constante tensión entre aquellos que dentro del Gobierno abogaban por reformas más radicales y aquellos que, aplicando la lógica administrativa, veían imposibles las reformas de gran calado por las dificultades procedimentales.


  Un paso importante en este nuevo enfoque estratégico es que Zapatero se persuadiera de la necesidad de un enfoque integral para acometer una verdadera transformación de la economía española, una segunda modernización tras la de los años ochenta. Hacía falta un relato público que permitiera a la ciudadanía visualizar esa economía española del futuro hacia la que se pretendía avanzar; que conectase las medidas coyunturales, las reformas estructurales y la visión de conjunto. Una visualización de la segunda modernización de España y de la transición de la economía del ladrillo a la economía verde y tecnológica que nos alineara con las grandes tendencias del futuro: sociedad del conocimiento, lucha contra el cambio climático, nuevo modelo energético, multipolaridad económica, flujos migratorios y envejecimiento de la población.


  Había antecedentes de que una transformación del modelo económico se podía hacer rápido y con éxito. La reconversión industrial de los ochenta en España era un buen ejemplo. Un proceso que redujo la contribución de la industria al PIB entre 1980 y 1990 del 26% al 21%, y del empleo del 23,5% al 20%. En ese mismo período los servicios subieron del 55% al 61% del PIB y del 48% al 58% del empleo. Pero la reforma necesaria era diferente, determinada por la globalización y la sociedad del conocimiento.


  La experiencia de Finlandia era otro caso y ofrecía lecciones útiles sobre cómo se pueden hacer cambios estructurales significativos en un período corto de tiempo, siempre que exista sensación de urgencia, instituciones sobre las que construirlo y consenso. Finlandia, con una economía basada en la exportación de materias primas, sobre todo a la URSS, sufrió con el desplome de ésta una profunda recesión. Entre 1990 y 1993 el PIB se contrajo en un 14% y el paro subió de un 3% a casi un 20%. Pero el país logró reconvertirse a una economía basada en la tecnología y en apenas una década era ya un caso de éxito. Hoy lidera varios rankings desde competitividad hasta nivel educativo. En 2008 su tasa de paro era del 6% y la crisis no la subirá del 8%.


  Las principales conclusiones que cabía extraer del caso finlandés fueron que era necesario un enfoque integral; que, aunque el artífice de la transformación fue el sector privado, las instituciones y las políticas públicas importan y que el Estado ha de jugar un papel clave, como impulsor y coordinador de la I+D+i (Investigación Científica, Desarrollo e Innovación Tecnológica), con una política macroeconómica estable y, quizás lo más importante, guiando un giro gradual hacia las políticas micro en el ámbito de la innovación, la tecnología y la educación; que el sistema educativo era clave, porque afecta tanto a la oferta como a la demanda de innovación; que también lo era la protección social y su cohesión entre Gobierno, empresas y trabajadores, y que el consenso nacional fue la piedra angular del sistema y se tomaron medidas concretas para facilitarlo. El país invirtió fuertemente en I+D+i incluso durante la recesión y el Estado creó toda una infraestructura de apoyo pública para ello. Finlandia no es un caso aislado, pues otros países como Corea del Sur o Nueva Zelanda también habían mostrado que era posible hacer una reestructuración profunda en muy poco tiempo.


  En España era necesario avanzar hacia un nuevo modelo en el que el ahorro nacional se dirigiera, no a sectores de baja productividad como la construcción, tal y como había sido el caso durante la última década, sino a sectores de más valor añadido y mayor demanda futura. Sin embargo, no bastaba con anunciar las medidas, sino que había que acometerlas y crear mecanismos de seguimiento y evaluación para que se ejecutasen y tuviesen el efecto deseado. Algunas de ellas serían sin duda impopulares. Pero no todas tenían por qué serlo ni tener el enorme coste electoral que siempre se les atribuye (de hecho un análisis de la OCDE muestra que no hay una correlación entre reformas y peores resultados electorales). Había que rechazar la dicotomía que obliga a elegir entre reformas estructurales dolorosas para los ciudadanos o no hacer reformas y languidecer. Es una dicotomía a menudo falsa. La historia demuestra que es posible poner en marcha reformas que despierten el apoyo y la imaginación de la mayoría de la población: el New Deal de Roosevelt o la creación y desarrollo del Estado del Bienestar y la economía capitalista mixta en la Europa de los 50 fueron reformas de calado que no sólo beneficiaron a la mayoría, sino que sentaron las bases de un crecimiento económico sostenido. El reto era encontrar ahora esas reformas que lograran los cambios necesarios en nuestro país sin resultar traumáticas para la mayoría. Pues pese a la crisis, el Gobierno se resistía a imponer medidas que supusieran sacrificios para los ciudadanos y sus familias.


  Con todo ello se sugería que el Gobierno podía aspirar a construir un relato político que, si era bien comunicado e incorporaba en su definición y desarrollo a todos los agentes sociales y económicos, permitiese crear una visión compartida de país. Por esa razón, ya en marzo de 2009 se empezó a trabajar en una propuesta de discurso económico renovado con los siguientes principios: un mayor realismo, mayor liderazgo del Gobierno en la formulación de una planificación estratégica de las reformas (competencia, seriedad y gravitas) y una mayor insistencia en la idea de esfuerzo colectivo.


  A pesar de estos esfuerzos, nunca llegó a calar la idea de que el Gobierno de Zapatero estaba realmente actuando con una buena planificación estratégica para modernizar nuestra economía. Además de los problemas en el proceso de toma de decisiones, de gestión y de implementación, se echó también en falta una mayor y mejor explicación del porqué de las medidas y un discurso económico que la acompañara. La falta tanto de una planificación estratégica en la identificación de los problemas, como del diseño de un plan integral de actuación y de la puesta en marcha de una política eficaz de comunicación para trasladarlo a la ciudadanía, hicieron que fuese imponiéndose la visión de un Gobierno que gobernaba a base de improvisaciones.


  Así, la Ley de Economía Sostenible acabó por verse como una amalgama de propuestas deslavazadas que, además, quedó al final totalmente eclipsada por una pequeña disposición adicional: la que se conoció como Ley Sinde y que proponía actuar firmemente contra las descargas ilegales. Muchas de las importantes reformas que se plantearon, como la de los servicios profesionales que hubiera deshecho muchos intereses creados, nunca llegaron a completarse. El lento proceso legislativo de aprobación, fue visto por algunos como muestra de la falta de compromiso con el proyecto de los responsables administrativos en los departamentos del Gobierno responsables de empujar su tramitación.


  En todo caso, si una conclusión quedó de aquel proceso fue que, más que improvisación, lo que hubo fue falta de una buena planificación estratégica y proceso de toma de decisiones en lo que ha constituido, con ésta y muchas otras leyes y cambios, un esfuerzo reformista que España no había abordado en lustros, aunque resultara incompleto, y se haya de proseguir. Pero la mala comunicación, el muro mediático y la forma como se hizo, incluida la reforma laboral de la que hablaremos más adelante, no transmitieron esta idea de gran impulso reformador.


  También es justo reconocer que la Ley de Economía Sostenible fue víctima del cambio de aires ideológico que se empezó a gestar en aquellos meses. Fue una Ley diseñada en un contexto keynesiano, cuando había un consenso internacional sobre la necesidad de un papel activo del Estado para estimular la economía a través de reformas y de impulso a sectores estratégicos, que es lo que pretendía la LES. Sin embargo, como veremos más adelante, el viento empezaría a cambiar hacia la austeridad, y la Ley fue víctima de ese giro.


  Tampoco dio impresión de contundencia la otra gran reforma que intentó acometer el Ejecutivo: la del sistema financiero. El primer paso fueron las medidas de apoyo al sector en el peor momento de la crisis. Entre noviembre 2008 y enero de 2009 el Gobierno ya estableció medidas de apoyo a la liquidez. En junio de 2009 se estableció el FROB (Fondo de Reestructuración Ordenada Bancaria), que, con 9.000 millones de euros de capital, capacidad de apalancamiento hasta 27.000 millones y ampliable hasta 90.000 millones, tenía como propósito facilitar los procesos de integración de instituciones viables, reforzar la solvencia de la entidad resultante y promover su reestructuración. Hasta 2011, ocho entidades habían solicitado ayuda al FROB.


  Tras esto se acometió lo que se intentó fuera la verdadera reforma. Comenzó en julio de 2010 con la aprobación de la nueva Ley de Cajas para afrontar las debilidades del modelo. Se presentó como una ley que abría nuevas posibilidades a las cajas para poder competir con los bancos en igualdad de condiciones, pudiendo captar recursos propios de la máxima calidad. Sin embargo el lado oscuro de esta reforma fue el reducir aún más la diversidad de modelos en el sector financiero que pudieran servir de manera más efectiva a las diferentes necesidades financieras de la sociedad (que siempre fue la gran virtud del sistema de cajas) y el llevar a una aún mayor concentración de poder económico en un cada vez menor número de entidades financieras, pues se exigía a las cajas convertirse en bancos, privatizándose, o fusionándose con alguno si no eran capaces de fortalecer su capital por sí mismas.


  El refuerzo de la transparencia fue otro objetivo fundamental. Así, en julio de 2010 se llevaron a cabo las famosas pruebas de estrés, de resistencia, a nivel europeo. El Banco de España apostó, acertadamente, por hacer un esfuerzo de transparencia y sometió a la práctica totalidad de su sistema financiero a los tests, mucho más que otros países como Alemania. Cuatro entidades resultaron necesitar reforzar recursos propios por un total de 1.835 millones de euros. Sin embargo, estas pruebas pronto fueron consideradas irrelevantes por los inversores, pues los criterios resultaron ser excesivamente laxos y no capturaban realmente todas las deudas problemáticas que las entidades tenían en sus balances. De hecho, en julio de 2011 se procedió a una segunda ronda de tests a nivel europeo para intentar dotar al sistema de mayor credibilidad. Siguiendo con el esfuerzo de transparencia, en diciembre de 2010 el Banco de España publicó los resultados de exposición al sector inmobiliario. La exposición total de las cajas se cifró en 217.000 millones de euros, aunque los mercados no acabaron de creer que no fuera bastante más.


  Finalmente, en febrero de 2011 se aprobó el Plan de Reforzamiento del Sistema Financiero. El propósito era reforzar la confianza en el sistema financiero español y garantizar su solvencia. Se estableció un requerimiento de capital principal de, al menos, el 8% de los activos totales ponderados por riesgo, que se elevaba hasta el 10% para algunas entidades. Al mes siguiente el Banco de España publicó las necesidades de capital adicional para el reforzamiento del sistema financiero español, según las cuales 13 entidades necesitaban 17.000 millones de euros de capital adicional. Y en abril el Banco de España aprobó las estrategias presentadas por las 13 entidades para cumplir con los nuevos requisitos de capital, estableciéndose el 30 de septiembre como fecha tope para que las entidades alcanzasen el nivel de capital principal exigido.


  Sin embargo todo este proceso no consiguió levantar la sombra de la duda sobre el estado de los balances de las entidades financieras y especialmente sobre el impacto en su solvencia de la deuda asociada al sector inmobiliario, no sólo del crédito hipotecario sino más aún del crédito a promotores (que algunos analistas llegaron a valorar en 360.000 millones de euros, casi el 40% del PIB) y el valor de los activos que las entidades habían tenido que incorporar a sus balances.


  Quizás sólo la reforma de las pensiones dio la sensación de ser una reforma sustancial y acometida con éxito. El Acuerdo Social y Económico fue consensuado con los interlocutores sociales en febrero de 2011. Las principales medidas, que se ponían en marcha paulatinamente y estarán en vigor plenamente en el año 2027 eran: la jubilación a los 67 años como regla general, pero permitiendo la jubilación flexible entre los 61 y los 67 años a algunos colectivos, y favoreciendo el cómputo para la pensión a la jubilación de determinados colectivos como madres que han interrumpido su carrera laboral o jóvenes en trabajos como becarios; la ampliación del período de cómputo de años cotizados para el cálculo de la pensión (de 15 a 25 años) y el incremento a 37 años (o 38 años y 6 meses, según la edad) del período cotizado exigido para acceder al 100% de la pensión, y la revisión a partir de 2027 de los parámetros fundamentales del sistema atendiendo a la evolución de la esperanza de vida a los 67 años.


  La justificación que se dio a esta reforma fue la de garantizar la sostenibilidad del sistema ante el progresivo envejecimiento de la población. Según el INE la tasa de dependencia (relación entre población mayor de 65 años y población de 16-64 años) se multiplicará por 2,5 en las próximas cuatro décadas, al pasar del 24,6% actual al 60,6% en 2050. En 2060, según Eurostat, España será el país de la UE con la mayor proporción de mayores de 80 años: un 14,2% (desde el 4,9% actual), 2,2 puntos por encima de la media esperada para la UE-27 (12%). Sin embargo, no hay que obviar que este debate tiene un importante trasfondo ideológico y que hay un enorme interés por parte del sector financiero para hacerse con una parte de este negocio. Y hay que recordar que las estimaciones demográficas a largo plazo son poco fiables y que el ratio determinante para la sostenibilidad de las pensiones es el de contribuyentes frente a beneficiarios y que España, con una población activa muy reducida en comparación a nuestros socios europeos, tiene aún un gran margen para incrementar el número de contribuyentes al sistema.


  En todo caso, las medidas que comprende la reforma de pensiones permitirán reducir a la mitad el incremento esperado de este gasto respecto a un escenario en ausencia de reformas: un ahorro de 3,5 puntos de PIB en el año 2050. De esta forma, España se situaría en la media europea del peso del gasto en pensiones sobre PIB, y en línea con Alemania, Francia e Italia.


   


  *


   


  A partir del tercer trimestre de 2009 las economías europeas volvieron a retomar la senda del crecimiento, más gracias a la agresiva política de estímulos fiscales y al tirón de Alemania y de las economías emergentes que a las reformas (pues, como bien prueba la evidencia empírica, no hay una correlación entre reformas estructurales y crecimiento a corto plazo). Esta recuperación se prolongó hasta mediados de 2011. El Gobierno se aferró a estos primeros datos algo menos negativos como un clavo ardiendo, aunque en agosto de 2009 Zapatero era ya consciente de que la crisis podía durar más de lo previsto. Hay que recordar el error de diagnóstico de base que tiñó todas las reacciones del Gobierno: nunca se pensó que la crisis fuera a ser tan larga. Pero ahora que han salido a la luz documentos de la Casa Blanca, tampoco Obama lo pensó.


  En todo caso, había cifras que daban una cierta licencia para este optimismo. El paro registrado empezó a descender en abril de 2010 y las afiliaciones medias a la seguridad social aumentaron a partir de enero. La economía española había salido de la recesión en el primer trimestre de 2010, con un crecimiento intertrimestral del 0,1% (aunque en términos interanuales cayó un 1,3%), la matriculación de automóviles había aumentado un 35% en el primer trimestre, la producción industrial creció en abril y mayo un promedio del 2,8% y las exportaciones aumentaron a partir de enero, contribuyendo positivamente al PIB y compensando la contribución negativa de la demanda nacional. Además, la productividad por hora trabajada seguía creciendo, consolidando una tendencia de mejora que había comenzado ya antes de la crisis.


  Hay otro factor más. Las reformas no significaban sacrificios. El Gobierno se resistió todo lo que pudo a imponer sacrificios. Éstos se impusieron vía el desempleo, y poco a poco a través de los salarios. Pero de una recesión no se sale sin sacrificios colectivos. Éstos acabarían por llegar de golpe.


   


  *


   


  En este contexto, en el primer semestre de 2010, España ostentó la presidencia rotatoria de la UE. Se planificó doblemente, según el anterior Tratado de Niza o si entraba en vigor el de Lisboa, hasta que en noviembre de 2009 se aprobó finalmente éste y se supo que iba a ser una Presidencia menos española, dado que en efecto iban a estar operativas las nuevas autoridades (presidente del Consejo Europeo y alto representante de Política Exterior), creadas por el nuevo Tratado, que reducían el protagonismo de las presidencias nacionales rotatorias y muy especialmente el papel de su presidente o jefe de gobierno. Zapatero apostó por ser leal a Lisboa, explicando que teníamos la responsabilidad de dar su correspondiente espacio de poder a las nuevas instituciones, no como concesión a Bruselas, sino para así crear un precedente positivo en el interés general europeo y por tanto también de España a largo plazo. Así, el Gobierno fomentó desde un principio a las nuevas instituciones, especialmente la presidencia del Consejo Europeo en la persona de Van Rompuy, lo que le restó relevancia al propio Zapatero. A la vez España impulsó una coordinación con las dos presidencias nacionales posteriores, en el Trío con Bélgica (que realizó su presidencia con un Gobierno en funciones, sin que se dejara notar) y Hungría.


  Tampoco iba a ser ésta una presidencia habitual en el contenido pues era obvio que los temas económicos iban a eclipsar todo lo demás. El mismo Financial Times advertía que España debía dejar a un lado la puesta en práctica del Tratado de Lisboa para concentrarse en los problemas económicos. El Gobierno pensó que se podían y debían hacer ambos. La presidencia se inició con una gran desconfianza hacia España, muy en particular en el mundo mediático anglosajón, que insistía en incorporarnos al grupo de los despectivamente llamados PIGS («cerdos» en inglés, que se corresponde con las iniciales en ese idioma de Portugal, Italia, Grecia y España).


  Pero los temas económicos, lógicamente, primaron. Zapatero pensaba que era inaplazable una mayor coordinación económica europea e impulsar esa idea fue su principal propósito durante la presidencia. El discurrir de la crisis confirmó lo acertado de esa visión, pues puso de manifiesto la necesidad de coordinarnos para identificar riesgos sistémicos y atajarlos. El principal propósito del Gobierno, además de avanzar en la coordinación de la política económica de los Estados de la Unión, y muy especialmente de la zona euro, en respuesta a la crisis, fue poner los pilares de un gobierno económico o una gobernanza económica común en la UE. Para ello lo primero fue intentar desactivar las críticas, especialmente en la prensa internacional, que señalaban que las dificultades económicas de España le impedían ejercer un liderazgo sobre la dirección de la economía de la Unión.


  La necesidad de una mayor coordinación económica europea era obvia. En un mundo globalizado como el actual, un modelo de economía sostenible para la UE no puede ser desarrollado por los Estados miembros de manera aislada. La crisis ha puesto de manifiesto la necesidad de cooperar, sobre todo entre los miembros de la zona euro, para poder identificar riesgos sistémicos y para dar una respuesta coordinada. Sólo una solución europea podía hacer frente a una crisis transnacional como la que se estaba viviendo. De hecho, la adopción e impulso coordinado de medidas de emergencia en los primeros momentos evitó que la recesión se convirtiese en depresión. Zapatero lo expresó de una manera sencilla pero contundente cuando afirmó que si teníamos un mercado común y una moneda común, era lógico que tuviéramos también una gobernanza económica común.


  Se trataba pues, de avanzar hacia una Unión Económica. Y es que en la Unión Económica y Monetaria ha faltado hasta ahora la dimensión económica; económica, no sólo monetaria. Una Unión Económica entendida, eso sí, no como homogeneización de políticas económicas o de soluciones institucionales, sino como mejor coordinación de las políticas económicas y fiscales, especialmente en la eurozona pero también en el conjunto de la UE. Las circunstancias de cada Estado miembro varían y las soluciones deben poder adaptarse a ellas. La diversidad institucional es un activo. Pero sí se pueden y se deben fijar objetivos, criterios y mecanismos de coordinación comunes. Al fin y al cabo, todos los países europeos comparten unos objetivos básicos como la prosperidad, la protección social o la sostenibilidad.


  Además, como después se vio, la inacción también conlleva un riesgo. Si no se avanza hacia una mayor cooperación, se desandará lo andado y se pondrá en peligro la integración lograda hasta ahora y que a todos ha beneficiado. Y es necesario disponer de los instrumentos para hacer frente a posibles futuras tensiones en el seno de la zona euro.


  Esta necesidad es también una oportunidad. De la misma manera que la gestación de la Unión Económica y Monetaria fue sólo posible gracias a la conjunción de una serie de factores históricos, ahora también hay una ventana de oportunidad para avanzar en la profundización de una mayor coordinación económica: la crisis, la reforma de los mecanismos de gobernanza económica europea y la aplicación del Tratado de Lisboa.


  Porque, de hecho, éste ofrecía ya en aquel momento muchos instrumentos para avanzar en esa dirección, y contenía –contiene– todo un programa de gobernanza económica a desarrollar. Zapatero estaba decidido a que la presidencia española empezase a desbrozar este camino hacia una mayor coordinación económica en la Unión Europea. No era sólo la vocación española; también era su responsabilidad, pues correspondía a España comenzar a desplegar el Tratado de Lisboa.


  De hecho la coordinación económica europea funcionó en parte durante la crisis. La respuesta coordinada fue ya clave para estabilizar los mercados financieros en otoño de 2008. Lo fue, después, para articular un programa europeo de estímulo para hacer frente a la recesión. Y lo sigue siendo ahora en los procesos de consolidación fiscal y reformas estructurales necesarias para seguir creciendo.


  Este proceso culminó con la adopción de los nuevos mecanismos de supervisión y el establecimiento de los primeros pilares de una gobernanza económica europea, aunque insuficientes a la luz de lo ocurrido después. La crisis quizás sea vista en retrospectiva como un punto de inflexión en la profundización de la Unión Económica y Monetaria, pues en los últimos meses se ha empezado a poner las bases para una verdadera coordinación económica europea: se logró articular la operación de apoyo financiero a Grecia; se creó el Mecanismo Europeo de Estabilización, acompañado de medidas excepcionales de liquidez a través del Banco Central Europeo; y, sobre todo, se han sentado ya los elementos de la nueva arquitectura supervisora europea financiera, con la Junta Europea de Riesgo Sistémico y las Autoridades de Supervisión Europeas para la banca, seguros y mercados bursátiles. También se ha centralizado la supervisión de las agencias de rating en la nueva Autoridad Europea de Supervisión de Mercados y Valores.


  El Grupo de Trabajo del presidente del Consejo, Van Rompuy, también aportó medidas concretas para fortalecer la gobernanza económica de la eurozona, reforzando tanto el brazo preventivo como el correctivo del Pacto de Estabilidad y Crecimiento y creando un marco de gestión de futuras crisis que incluyera sanciones para los que incumplieran, algo que, por cierto, Zapatero fue el primero en reclamar durante la presidencia española y por lo que fue criticado duramente por los mismos que meses después hablaban sin remilgos de la necesidad de sanciones. De hecho, las sanciones se han incorporado al nuevo Pacto Fiscal, o Tratado sobre la Estabilidad, Coordinación y Gobernanza en la Unión Económica y Monetaria, que debería entrar en vigor el 1 de enero de 2013.


  En esta presidencia se lanzó la nueva Estrategia para el Crecimiento y Empleo / Europa 2020 para impulsar las reformas que permitan desarrollar todo nuestro crecimiento, corrigiendo los errores de la Agenda de Lisboa: habrá objetivos cuantitativos en materia de empleo, I+D, educación, cambio climático e inclusión social, y una gobernanza con verdaderos incentivos. Aunque tal estrategia peca, lo mismo que la anterior, de falta de mecanismos suficientes para obligar a los Estados a cumplir sus objetivos.


  Pero la presidencia española se vio socavada por la crisis de la deuda soberana en la zona euro y la necesidad del Gobierno, para evitar una intervención, de adoptar unas medidas de austeridad sin precedentes en la democracia. También demostró que el poder en la UE había pasado fundamentalmente a manos de Alemania.


  Hay que recordar aquí que, sobre todo, lo que ha cambiado es que en los años anteriores a la crisis desde el ingreso de España en la UE, cada gran decisión de la Unión ha venido acompañada de unas medidas muy favorables para España, como fue la política, y el fondo, de cohesión económica y social cuando se construyó el mercado único, que logró González, o el buen resultado presupuestario para España que consiguió Aznar y que acompañó la entrada en el euro. Pero la situación ha variado, en buena parte por la incorporación a la UE de países menos ricos que España y el hecho de ser 27, con perspectivas de más, y en un entorno presupuestario restrictivo.


  LA NOCHE DE LAS TIJERAS LARGAS

  Y LA ETAPA DE AUSTERIDAD


  El atisbo de recuperación y el voluntarismo que el Gobierno empezó a desplegar desde la segunda mitad de 2009 tuvo un precipitado parón en mayo de 2010. De la mano de la crisis de la deuda griega, en la primavera de este año el foco de atención de los inversores internacionales se había empezado a volver contra España. La consecuencia más visible fue el incremento del diferencial de nuestra deuda respecto al bono alemán (la famosa prima de riesgo, que pasaría a formar parte del vocabulario cotidiano de los españoles), con el consiguiente incremento en el coste de financiación, no sólo para el Estado sino para el sector privado. También provocó la salida de capital de nuestro país y la paralización de algunos proyectos de inversión extranjeros en España.


  ¿Por qué? La respuesta es que se repitió lo que siempre ha ocurrido en el pasado cada vez que se ha producido una crisis financiera que ha llevado a una recesión. Para mantener la estabilidad del sistema financiero y re-estimular la economía, los Estados deben incrementar su gasto y por lo tanto también su endeudamiento. El aumento del déficit y la deuda hace que los inversores exijan tipos de interés más altos para financiar la deuda ante el riesgo de que, bajo el peso de ésta, los países no sean capaces de crecer lo suficiente para repagarles. El incremento en el coste de la financiación implica a su vez que se haga más grande la carga de la deuda, convirtiéndose en un círculo vicioso, todo ello en el marco estrecho de una unión monetaria con un Banco Central Europeo que no funciona como la Reserva Federal en EE UU haciendo de prestamista de última instancia de los Estados.


  En esta ocasión, fue Grecia la que catalizó todo este proceso. Con su irresponsabilidad financiera (bajo un gobierno conservador ayudado en su ocultación de las cuentas por un banco de inversión) y falta de crecimiento, llegó a una situación fiscal límite. Empezaron entonces las primeras discusiones sobre cómo acometer su rescate. Una primera cuestión a decidir era si debía requerirse la asistencia del FMI o no. No era una cuestión baladí, pues tenía una importante carga política. Para algunos la respuesta era afirmativa, pues el FMI tenía una experiencia en este tipo de procesos de la que carecían la UE y los países miembros. Además, decían, un programa de ajuste del FMI tendría más credibilidad e impondría más disciplina sobre Grecia. Y, sobre todo porque un rescate de la UE en solitario, liderado por Alemania, lanzaría la señal a los mercados de que Berlín se hacía implícitamente corresponsable de las finanzas del resto de Estados de la UE, con lo que el euro, aunque a corto plazo pudiera salir reforzado por la resolución de la crisis griega, sería percibido a medio y largo plazo como una divisa más débil. Los euroescépticos también eran partidarios de un rescate del FMI, para así evitar una mayor integración económica de la UE.


  Otros, liderados por Francia, preferían en cambio un rescate desde la UE, pues si los europeos no éramos capaces de poner nuestra propia casa en orden la credibilidad del proyecto quedaría muy mermada. Un rescate europeo lanzaría un mensaje de mayor integración económica y política de la UE (o, por lo menos, de la zona euro), lo que a largo plazo reduciría el riesgo de shocks asimétricos y, por lo tanto, fortalecería la economía europea y haría el euro más fuerte.


  En todo caso Grecia tuvo que ser rescatada. El rescate –un primer rescate, pues luego llegaría el segundo– abrió los ojos a los inversores sobre el riesgo de impago por parte de Estados que hasta ese momento habían recibido el mismo tratamiento que la siempre fiable Alemania. Tras el país helénico llegaron, de manera que parecía inexorable, los rescates de Irlanda y Portugal. Y pronto España estaría en el punto de mira. Los inversores veían que el endeudamiento privado en España era muy alto, incluido el sector financiero, al que los inversores no consideraban (con razón) realmente saneado de la deuda inmobiliaria irrecuperable (algo a lo que el lento proceso de consolidación de las cajas no ayudó), y, sobre todo, que España no tenía ningún control sobre el tipo de interés ni sobre su moneda como mecanismos para catalizar el crecimiento. La crisis de España, de origen global, se había europeizado, algo que se acentuaría con el tiempo.


  Las llamadas a recortar el gasto público para reducir el déficit plantearon a España el dilema en el que ha vivido desde entonces: que lo que los mercados nos exigían para salvarnos a corto plazo (una reducción del gasto) nos podía condenar a languidecer sin crecimiento a medio plazo. Si algo se aprendió de la crisis de los años treinta y también de la japonesa de los ochenta es que el principal riesgo después de una crisis tan profunda como ésta es retirar los estímulos fiscales demasiado pronto, pues se corre el riesgo de llevar a la economía a un largo período de estancamiento o incluso de declive. En el caso de España era aún peor porque se nos estaba exigiendo retirar los estímulos cuando el crecimiento era aún muy débil y el desempleo muy elevado.


  Los defensores de recortar el déficit con premura lo presentaban como una cuestión secuencial: es necesario primero comprometerse a reducir la deuda para después, con la confianza recuperada, poder seguir creciendo. Si no se acometen recortes, la falta de confianza puede llevar a una fuga de capitales que hunda la economía. Sin embargo, experiencias pasadas (especialmente la japonesa) muestran que recortar el gasto público antes de tiempo acaba no sólo reduciendo el crecimiento sino también aumentando el déficit (es lógico pues si no crecemos no habrá ingresos).


  El dilema se mantenía: ¿qué hacer cuando lo que la economía necesita para garantizar el crecimiento a medio plazo es mantener los estímulos, pero a corto plazo sufres un contagio de falta de confianza? O se mandan señales a los mercados de que el país va a reducir el déficit de manera inmediata, o los inversores suben el coste de la deuda hasta límites inasumibles, o incluso se sufre una fuga de capitales ante el miedo de una suspensión de pagos o que la economía no crezca lo suficiente como para poder repagar la deuda.


  Fuera como fuere, lo que empezó siendo una crisis del modelo neoliberal acabó llevándose por delante el gasto público y las políticas sociales. Y lo peor estaba aún por llegar.


  En el Consejo Europeo que se celebró el viernes 7 de mayo de 2010 ya se había planteado la intervención de Grecia y la necesidad para todos los países de reducir sus déficits. Fue la crisis griega la que disparó las otras. Merkel y Sarkozy llevaban la voz cantante. Y le exigieron a España una inmediata reducción de 30.000 millones de euros en sus cuentas públicas, plan de reducción del déficit del que ya habían estado hablando desde dos semanas antes los ministros de Economía de España y de Alemania. Aunque no todo el mundo estaba de acuerdo. Sólo unas semanas antes, el entonces director gerente del FMI, Dominique Strauss-Kahn, le había dicho a Zapatero que tuviera cuidado con no suprimir de forma demasiado brusca los estímulos dado el problema de empleo que tenía España. Pero Merkel insistió especialmente en que la marca del sacrificio –pues en eso estábamos finalmente– fuera una congelación de las pensiones (salvo para las mínimas), algo que Alemania había aplicado durante dos años consecutivos.


  Sin demora, hubo que montar un paquete de reducción de 30.000 millones de déficit, con una subida del IVA, la supresión del cheque bebé de 2.500 euros, la reducción inmediata de un 5% de media del sueldo de los funcionarios y la congelación de dichos sueldos al año siguiente y la demandada congelación de las pensiones, salvo las no contributivas, entre otras medidas. Zapatero había regresado de Bruselas del Consejo Europeo y se mantenía en contacto permanente con la vicepresidenta segunda y ministra de Economía, Elena Salgado, reunida en Bruselas, durante todo el fin de semana. Y mientras, temerosos de que la suerte del euro les arrastrara también a ellos, hubo varias llamadas de líderes internacionales a Zapatero para apoyarle en el recorte, a comenzar por la del propio Obama, preocupado por Europa y por las repercusiones que para EE UU pudiera tener lo que estaba ocurriendo en la eurozona. Todo se hubo de decidir muy deprisa, con trazos gruesos, casi sin reflexión ni posibilidades de preparar la explicación, pues el presidente comparecía el 12 de mayo en el Congreso de los Diputados. La alternativa era un rescate o intervención de España por la UE y el FMI, que Zapatero quiso entonces, y siempre después, rehuir a toda costa pues hubiera implicado sacrificios mucho mayores, como se ha visto en los casos de Grecia, Irlanda y Portugal.


  El miércoles 12 de mayo de 2010, en el pleno del Congreso de los Diputados, Zapatero anunciaría las medidas de austeridad, sin haber preparado no ya a la ciudadanía para ello, sino ni siquiera al grupo parlamentario socialista. Algunos asesores le aconsejaron que esa noche, tras haberlo anunciado en el Parlamento, acudiera a TVE a explicarlo directamente a los españoles en una entrevista que hubiera tenido el máximo impacto. Quizás por su pudor a utilizar la televisión, y su creencia de que lo que decía en el Parlamento llegaba a los ciudadanos, se resistió, con lo que los mensajes sólo llegaron a través de los titulares de los medios. No la explicación.


  En una votación ajustadísima, y en la que el PP votó en contra en un momento crucial para el país, se aprobaría el recorte histórico del gasto que sería, además, el principio del fin político del Gobierno socialista. Pero Zapatero había tomado su decisión; haría lo que fuese para recuperar la confianza de los inversores y de nuestros socios europeos, que tantos años nos había costado conseguir. Y de hecho así ganó imagen a ojos de Merkel, que aparentemente empezó a recuperar su confianza en la voluntad de austeridad y reformas del Gobierno español, e incluso de España en su conjunto.


  En junio de 2010 vino otra vuelta de tuerca a la descomposición de la narrativa económica del Gobierno: la reforma laboral. Ante el fracaso del diálogo entre los interlocutores sociales que ya no se podía eternizar, el 16 de junio se aprobó el Decreto Ley de «Medidas Urgentes para la reforma del mercado de trabajo». Un día antes los sindicatos habían aprobado ya la convocatoria de una huelga general, que acabó celebrándose el 29 de septiembre.


  El 14 de julio se celebró el Debate del estado de la Nación. A él llegó Zapatero consciente de que se presentaba al que era probablemente su debate parlamentario más duro en todo su período de gobierno. Pero para entonces el presidente tenía ya trazado su rumbo, y dejó constancia de ello con una de sus frases más recordadas y que recoge como ninguna otra el espíritu con el que, tras las duras decisiones de mayo de 2010, encaró lo que para él era una tarea de Estado: «Tomaré las decisiones que España necesita aunque sean difíciles. Voy a seguir ese camino cueste lo que cueste y me cueste lo que me cueste». Y, en una admonición que resultó premonitoria, concluyó: «Si hubiera contradicción entre los intereses del PSOE y lo que necesita España, yo optaré: lo que necesita España».


  Para entonces el presidente ya era consciente del riesgo de anunciar que la recuperación estaba a la vuelta de la esquina. Y, aunque seguía considerando necesario ofrecer razones para creer en sí mismo a un país cada vez más alicaído, siempre que le era posible, el contenido que se quiso dar a ese discurso fue muy diferente al de los anteriores Debates del estado de la Nación y empezó a adoptar un tono más épico, al advertir de las serias dificultades que atravesaba el país, explicar lo inevitable de los sacrificios y llamar al esfuerzo colectivo, a un «proyecto de país».


  Durante esos meses, el Gobierno de Zapatero puso en marcha un ajuste fiscal importante para mostrar que la voluntad de reducir el déficit era firme. Con el objetivo de reducir el déficit para el conjunto de las Administraciones Públicas hasta el 6% del PIB en 2011 y el 3% en 2013, en cumplimiento con el plan de Actualización del Pacto de Estabilidad y Crecimiento de la UE, se puso en marcha el Plan de Austeridad 2011-2013, que acometió un recorte generalizado del gasto público para lograr un ahorro equivalente al 2,6% del PIB, reduciendo el gasto público en 5.250 millones de euros en 2010 y en 10.000 millones más en 2011.


  Las medidas eran concretas y de calado: reducción de un 5% de media de los salarios de todos los empleados públicos, y del 15% para los miembros del Gobierno y congelación salarial en 2011 (lo que se esperaba tuviese también un impacto en el sector privado, y lo tuvo); suspensión de la revalorización de las pensiones en 2011, excepto de las no contributivas (las más bajas), como ya hemos visto; restricción en las jubilaciones parciales; disminución del gasto en prestaciones por dependencia; eliminación de la prestación por nacimiento; recorte del gasto farmacéutico; reducción de la Ayuda al Desarrollo; y congelación de inversiones en infraestructuras y reducción en un 25% del resto de inversiones en el período 2011-2013. Todo ello se sumaba al Plan de Acción Inmediata 2010, puesto en marcha en enero, que suponía una reducción de 5.000 millones de euros y a los Acuerdos Marco con Comunidades Autónomas y Ayuntamientos para implicarles en la consolidación fiscal. Y la austeridad no frenó el impulso reformista. Todo lo contrario. El alcance de lo que se puso en marcha sólo se llegará a ver, si acaso, cuando se despeje la niebla.


  Pero más allá de las medidas, el Gobierno era consciente de que había también que mejorar la comunicación hacia inversores y creadores de opinión extranjeros, pues se consideraba que el castigo que estaba recibiendo nuestra prima de riesgo era excesivo. Las variables fundamentales de la economía española no eran peores que las de otras grandes economías europeas y había superado la crisis mejor que la mayoría de ellas. El PIB cayó menos, la deuda pública (una variable mucho más importante y significativa que el déficit anual) era de las más bajas y, con la sola excepción del desempleo, los desequilibrios que se acumularon durante la fase expansiva comenzaron una rápida corrección durante la recesión. Y, a pesar de las dudas sobre el potencial de crecimiento de nuestra economía a medio plazo, el FMI proyectaba una deuda pública para España en 2015 del 94,4% del PIB, inferior a la de Francia (94,8%), Bélgica (99,9%), EE UU (109,7%) o Italia (124,7%).


  Dicho esto, es innegable que, como hemos explicado, la economía española adolecía de ciertas debilidades estructurales que la crisis agudizó y que generaron dudas sobre el potencial de crecimiento de nuestra economía a medio y largo plazo, como la burbuja inmobiliaria y su impacto en los balances del sector financiero, el alto nivel de endeudamiento privado, las perspectivas de un rápido crecimiento de la deuda pública, la baja productividad, la alta tasa de paro o la imposibilidad de devaluar. Sin embargo, ello no explica por sí solo por qué se creó una imagen tan negativa de las perspectivas económicas de España, pues un conocimiento más completo de las variables económicas del país permitía una visión más positiva de nuestra coyuntura económica. Así, a pesar de los problemas de productividad de nuestra economía, el comportamiento de las exportaciones durante y después de la crisis fue bueno (de hecho la productividad por ocupado era diez puntos por encima del promedio de la UE y mayor incluso que la de Alemania); la tasa de paro, aunque alta, tuvo también mucho que ver con el incremento de la población activa en un 40% durante la última década y, en todo caso, altos niveles de paro no habían impedido a España en el pasado buenos niveles de crecimiento; y nuestro sistema financiero había aguantado sin necesidad de rescatar a ninguna entidad significativa. Además, esas mismas vulnerabilidades no habían impedido que España hubiera disfrutado durante los primeros dos años de la crisis de un diferencial mucho menor.


  A pesar de todo ello, fue a España a la que analistas, agencias de calificación, comentaristas e inversores integraron en el grupo de economías débiles a partir de la primavera de 2010, cuando la crisis griega llegó a su peor momento, mientras que países con importantes desequilibrios –quizás no los mismos pero de equivalente seriedad– y más deuda pública como Italia o Bélgica, no corrieron la misma suerte en aquel momento.


  Los fundamentos económicos no parecen, por tanto, suficientes para explicar las reacciones de los inversores hacia España. Fueron, sin duda, un factor importante, pero no el único; por sí mismos no explican el tratamiento que recibió España. Incluso el Financial Times, tan crítico con España, reconoció en un editorial el 25 Agosto de 2010 «que hay una sensación entre inversores de que España quizás ha sido excesivamente castigada».


  La ausencia de reformas, contrariamente a lo que se ha venido repitiendo, tampoco parece haber sido un factor determinante. Hasta mediados de mayo de 2010 el diferencial de la deuda pública española con la alemana se había mantenido, salvo en la semana de pánico anterior a la creación del Mecanismo Europeo de Estabilización, por debajo de los 100 puntos básicos, y parejo, incluso por debajo, del italiano. Fue, paradójicamente, tras el anuncio de algunas reformas que reclamaban analistas e inversores cuando el diferencial de la deuda comenzó su incremento más pronunciado, tras la acusada caída que la creación del Mecanismo de Estabilización había propiciado.


  Por todo ello, y aún sin descartar ni ser exhaustivos en el análisis del impacto de los fundamentos económicos en nuestro diferencial, parece obvio que hubo otros factores que incidieron. Y existen fundadas razones para pensar que un factor determinante y que hizo al país más vulnerable a los dos factores anteriores fue la mala gestión que se hizo de las percepciones que se iban formando de la economía española los inversores, analistas financieros, creadores de opinión y medios de comunicación internacionales, guiados a menudo por informaciones incompletas o sesgadas y a las que no se respondió.


  ¿Son realmente tan importantes las percepciones? Siempre es difícil probar empíricamente una causalidad directa entre factores intangibles de este tipo y la evolución del diferencial, pero lo que está claro es que la evolución de la prima de riesgo española con respecto a la alemana no estuvo sólo correlacionada con las medidas de política económica que se tomaron o dejaron de tomar. Y cuando el diferencial italiano superó al español, quedó claro ya que estábamos ante una crisis sistémica y no sólo española, algo que resultó determinante para los esfuerzos del Gobierno.


  Existen otros dos factores a considerar. En primer lugar, la evolución del diferencial está claramente correlacionada con el estado de ánimo de los mercados. Cuando el sentimiento se vuelve negativo, los países percibidos como más vulnerables son los que más sufren. La crisis griega creó un clima de desconfianza hacia la solvencia de las cuentas públicas y la viabilidad del euro y España se vio arrastrada por esta desconfianza generalizada. Al permitir que se desarrollara una narrativa negativa sobre nuestra economía, nos pusimos en el ojo del huracán. Sin embargo, esta correlación tampoco es muy directa. El incremento del diferencial ha coincidido con bajadas en las bolsas en algunas ocasiones, pero no siempre. Y aunque puede que la crisis griega afectase, tampoco hay una correlación total entre ésta y la evolución del diferencial español. De hecho, la escalada del diferencial español comenzó el día después que la UE aprobara el primer paquete de ayuda para Grecia (11 de abril de 2010).


  Hay además otro factor, éste puramente financiero, detrás de las dificultades de España. Los inversores aspiran siempre a ganar dinero, aunque sea a costa de crear profecías que se cumplen a base de rumores. Una vez anunciado el rescate de Grecia, los inversores (o especuladores, según se mire), empezaron a buscar en el horizonte nuevas oportunidades de beneficio. Además, vieron en la vulnerabilidad del euro una oportunidad para hacer apuestas con enormes beneficios si éste se resquebrajaba. España fue vista como el eslabón débil por donde el euro podía saltar. Y se lo pusimos fácil al permitir que, al otear el horizonte, España ya fuese vista entre la comunidad financiera internacional como un país con serias dificultades.


  Aunque es difícil de probar empíricamente, parece bastante razonable asumir que una imagen de debilidad económica haya hecho a España particularmente vulnerable a estas dos dinámicas: la de la sobrerreacción de los mercados en momentos de incertidumbre y la de los ataques de inversores financieros. Como se pudo observar durante toda la primavera y parte del verano de 2010, hubo una clara correlación entre el tratamiento informativo de nuestra economía y la evolución del diferencial, y es razonable asumir que existe cierta causalidad entre ambos.


  La decisión, a la que ya hemos hecho alusión, de publicar los stress tests, pruebas de resistencia, de la banca es un buen ejemplo del poder de la comunicación y la emisión de señales hacia los agentes económicos. El anuncio por parte de Zapatero, a sugerencia del Banco de España, a mediados de junio de que España publicaría los resultados de las pruebas –algo de lo que luego convenció también a Merkel y al conjunto de la UE– sirvió para enviar una señal de transparencia y confianza en el sector financiero español que llevó a un significativo descenso del diferencial. Un impacto mucho mayor que el que tuvo la publicación en sí de los resultados, pues éstos no conllevaron un marcado cambio de tendencia, y fueron pronto criticados por insuficientes.


  La propuesta de que son las percepciones y la imagen, y no sólo las decisiones adoptadas, lo que condiciona a corto plazo el comportamiento de los inversores y los mercados no se basa sólo en estas observaciones empíricas sino que tiene también una sólida base teórica. Los inversores basan muchas de sus decisiones en las percepciones de las perspectivas futuras de una economía. Incluso analistas que se suponen bien informados están muy condicionados en su análisis por éstas (baste como ejemplo el informe del Banco Mundial que sitúo erróneamente a España como uno de los países con más deuda pública de Europa, probablemente arrastrado inconscientemente por las constantes referencias a nuestro elevado déficit).


  Las actitudes de los inversores, una vez ancladas, son bastante resistentes a la realidad. Y ese anclaje muchas veces viene derivado de percepciones. Es decir, una vez fijado el marco o la narrativa, es difícil cambiarlo. En cierta manera es la aplicación al contexto financiero de las teorías del lingüista George Lakoff: una vez creado un marco, los inversores interpretan las acciones en función de él. Imponer el marco es ganar la mitad de la guerra. Es interesante constatar, por ejemplo, cómo, una vez se impuso la idea de que España era un país con problemas de deuda pública, casi todas las noticias, incluso en los medios financieros especializados, hacían referencia al dato del déficit español (de los más altos de Europa) y no al del total de la deuda pública (de los más bajos), a pesar de que este último es mucho más significativo. Es decir, la evidencia era seleccionada para poder dar confirmación a la narrativa que se daba ya por válida –España como país con problemas de solvencia–, aunque no lo fuese.


  Este comportamiento irracional de los agentes económicos y el riesgo, por tanto, de que los mercados generen resultados ineficientes ha sido ampliamente analizado. Joseph Stiglitz ganó el premio Nobel por su estudio de las llamadas «asimetrías de información» y más recientemente George Soros, un buen conocedor de cómo funcionan los mercados por dentro, ha propuesto en su «teoría de la reflexividad» que los mercados son a menudo volátiles e ineficientes a la hora de evaluar la realidad económica ya que son el resultado de la suma agregada de las opiniones de los agentes económicos y éstas son casi siempre subjetivas y sesgadas. Así, los mercados crean distorsiones que acaban por definir la realidad sobre la que estos mismos mercados reaccionan.


  En suma, y como la crisis ha demostrado, los mercados son a menudo muy ineficientes, por toda una serie de razones como la falta de información de los agentes o los comportamientos irracionales causados por la incertidumbre. Lo mismo se aplica a la hora de evaluar la situación económica de países, formada a menudo por expertos y analistas internacionales que, lejos del país, tan sólo tienen información superficial y se dejan llevar por la narrativa y los marcos dominantes. Así, al permitir que se creara una imagen negativa de la economía española, nos convertimos en un país vulnerable.


  Pero, volvamos a nuestra pregunta original, ¿por qué se creó una imagen tan negativa de España? Para empezar, es importante ver de dónde partíamos: la imagen de un país pobre hasta hace no mucho, cuyo rápido enriquecimiento ha causado admiración pero también algo de sospecha (e incluso suspicacia), a lo que los estereotipos históricos y culturales no son ajenos. España, especialmente para los países del norte, es percibida como un país moderno y avanzado, pero sigue siendo un país del Sur (de Europa) con todas las connotaciones que eso arrastra, incluso culturales y religiosas, como la de católicos frente a calvinistas. La burbuja inmobiliaria y fenómenos como la inseguridad jurídica de muchos británicos que compraron viviendas de buena fe en España que después han resultado ser ilegales (un tema con gran repercusión mediática en el Reino Unido) han acentuado esta imagen de país que no es de fiar del todo.


  Otro buen ejemplo de ello fueron las declaraciones de Bill Gross, presidente de PIMCO, uno de los mayores fondos de inversión de deuda del mundo, y personaje muy influyente en los mercados, poniendo en duda la solvencia de España porque, al fin y al cabo, el país había «suspendido pagos 13 veces en los últimos dos siglos» (dato que había sacado del libro de los economistas Kenneth Rogoff y Carmen Reinhart: Esta vez es diferente: ocho siglos de disparate financiero, que acababa de salir en EE UU). La historia pesa, y los estereotipos culturales también. Al fin y al cabo, los inversores son seres humanos, y a la hora de tomar sus decisiones, arrastran los sesgos y condicionantes prevalentes en su cultura y con los que han sido educados. Y los del norte de Europa respecto a España son, a pesar del avance de los últimos 30 años, aún bastante marcados.


  También hay que recordar que, en la competencia internacional, cuando las cosas se ponen mal, todo, o casi todo, vale, incluso entre amigos y aliados. La guerra financiera no es algo de ciencia ficción. Todos los Estados están en el mismo mercado de deuda pública y hay competencia por colocar las emisiones. Como prueban los rumores que salieron de funcionarios del Gobierno alemán sembrando dudas sobre la solvencia de nuestro país en la primavera de 2011. En una situación complicada como la de entonces, poner los focos sobre España ayudaba a otros países a evitar que éstos se pusieran sobre ellos.


  De la misma manera, no es de extrañar que desde la City londinense se pudieran interpretar las señales negativas sobre la economía española como prueba de sus sospechas sobre la solidez de la economía española. A pesar de la mentalidad librecambista de los británicos, no ha terminado de agradar que un país que hasta hace poco veían como de segunda fila comprase activos estratégicos como BAA (el gestor de los aeropuertos) o entidades financieras con solera. En cierta manera, probar que la economía española no era tan sólida como parecía era algo que las élites financieras y empresariales del país estaban deseando hacer.


  Esta imagen negativa de nuestra economía se impuso a la realidad en parte también por la cobertura de medios de comunicación y analistas internacionales, que son creadores de opinión. Sus comentarios negativos sobre España, a menudo basados en información errónea (por equivocación o por inercia), han jugado un papel importante en que inversores sin mejores fuentes de información desarrollasen una visión negativa de nuestro país y retrajesen su inversión. Esta dinámica mejoró bastante con la labor de comunicación e interlocución con inversores extranjeros del secretario de Estado de Economía, José Manuel Campa, que multiplicó sus viajes y visitas al extranjero para explicar las decisiones del Gobierno y vender una imagen más positiva de España.


  La asociación de España con la periferia fue siempre algo que preocupó al Gobierno. No era un tema baladí; nos había generado un coste importante y podía seguir haciéndolo. Era fundamental evitar que la atención de los inversores se fijara en España y comenzara la dinámica de rumores que llevara a profecías que se cumplen a sí mismas. Era vital, pues, que se percibiera que el Gobierno de Zapatero entendía los retos a los que se enfrentaba y estaba dispuesto a tomar las medidas necesarias. Y para ello era esencial intentar responder de manera sistemática a informaciones negativas sobre España, tanto de medios como de analistas. Países grandes como EE UU o Alemania no tienen que hacer este esfuerzo porque inversores y analistas van a ellos en busca de información y están pendientes del debate político y económico interno. España no tiene esa suerte. Las declaraciones de la clase política española, incluso las del Gobierno, no suelen pasar de nuestras fronteras. Es necesario hacer llegar a analistas, inversores y creadores de opinión la información y los mensajes, con un esfuerzo proactivo de comunicación.


  Dos datos económicos particularmente preocupantes y llamativos de nuestra economía –la dimensión de la burbuja inmobiliaria y la tasa de paro– nos hicieron especialmente vulnerables a esta interpretación y posicionaron la marca España como víctima para unos medios que necesitaban buscar el siguiente eslabón de la crisis. Fue ese contexto el que hizo tan dañina la mala gestión de nuestra imagen económica. La supuesta tardanza en reconocer la crisis dio pie a que la comunidad financiera internacional interpretase que el Gobierno ni comprendía la gravedad de la situación, ni estaba dispuesto a tomar las medidas necesarias. Las rectificaciones en los anuncios de medidas económicas ahondaron aún más esta percepción.


  Hubiera sido necesario dar desde el principio una imagen a la comunidad económica internacional de que el Gobierno entendía los retos a los que nos enfrentábamos. Sin embargo se permitió que se generase una imagen de estancamiento económico, déficit galopante, sector financiero débil, alta tasa de desempleo, ausencia de reformas, etcétera. Como consecuencia de ello, se creó una narrativa negativa de la situación, y de las perspectivas de la economía española sólo se destacaban los aspectos negativos, mientras los positivos no eran ni entendidos ni reconocidos, permitiendo que se sumara a España a las economías débiles de la eurozona.


  Por tanto, no sólo había que acometer las reformas y programas de austeridad, sino también crear una percepción creíble de lo que se hacía. Había –y hay– que mandar señales de confianza a los agentes porque las políticas pueden no dar resultados observables hasta dos o tres años después de aprobadas y mientras tanto las señales y las percepciones son determinantes en las opiniones de analistas e inversores. Obviamente los mensajes tienen que ser seguidos de acciones que les den credibilidad. Pero la clave es que son tan importantes los mensajes que se lanzan antes, y las percepciones que se crean, como las acciones que se toman.


   


  *


   


  Pero en todo caso el viento ideológico había cambiado. «Dejar de estimular – es tiempo de que todos nos apretemos el cinturón». Con este título escribía Jean-Claude Trichet, entonces presidente del BCE, en el Financial Times el 22 de julio de 2010. A lomos del rápido crecimiento de los déficits presupuestarios (recordemos, consecuencia de la estabilización del sistema financiero, las políticas de estímulo de la demanda para compensar el frenazo económico y los llamados estabilizadores automáticos, es decir, el incremento del gasto de protección social) y con Alemania como adalid, la doctrina de la austeridad empezó a imponerse en Europa.


  En España el Gobierno quedó maniatado. El último año (2011) de su segunda legislatura el objetivo prioritario de Zapatero y su Gobierno fue el de evitar que España sufriera una intervención externa, pues como hemos apuntado, dicha intervención implicaría unos durísimos ajustes, como se estaba viendo en Grecia, Irlanda y Portugal. Además, un rescate nos hubiera retrotraído a un pasado de país sin confianza en sí mismo. El objetivo era evitar el rescate, en lo que se pudiese, pues como confesó Paul Volcker, antiguo y respetado presidente de la Reserva Federal (Banco Central) de EE UU en una visita a La Moncloa, «España no es dueña de su destino; las variables de las que va a depender lo que pase ya no están en vuestras manos».


  Lo único que podía hacer España era mostrarse como un alumno obediente, aunque eso significase perder la identidad de izquierdas para muchos (que quizás no valoraron el esfuerzo del Gobierno para mantener la protección social). Pero el Gobierno no tuvo opción; las dudas sobre la solidez de nuestro sistema financiero y nuestro potencial de crecimiento, justificadas o no, minaron la confianza en nuestra capacidad de repago de la deuda y nos obligaron a implantar un serio ajuste fiscal. La dinámica política imperante en Europa no permitió otra alternativa. La otra posibilidad, la de una devaluación, había desaparecido desde nuestra pertenencia el euro. Y salir del euro hubiera provocado una catástrofe para España y para Europa.


  Dentro de ese objetivo de evitar la intervención hay que entender la reforma de la Constitución llevada a cabo el verano de 2011. Durante ese verano las tensiones llegaron a un nuevo punto álgido. A ello contribuyó la histórica rebaja de la calificación de la deuda de EE UU por parte de la agencia de rating Standard & Poors ante lo que percibió como incapacidad de los mecanismos institucionales del país para poner coto al déficit, así como la amenaza de cierre de la administración ante la falta de fondos para continuar haciendo pagos.


  En ese contexto, y con la presión sobre la deuda española en máximos, Zapatero recibió una carta del BCE, fechada el 4 de agosto, firmada por Trichet y por el gobernador del Banco de España (como Berlusconi recibió otra del presidente del BCE y del gobernador del Banco de Italia), con una serie de demandas entre las que no figuraba una reforma constitucional para prohibir los déficits excesivos. Pero por esos días de agosto, Merkel, tras una reunión con Sarkozy, declaró públicamente y de forma genérica la necesidad de que todos los países del euro constitucionalizaran, como había hecho Alemania, la regla de oro sobre contención del déficit y la deuda (lo que acabaría incluyéndose en el Tratado Fiscal a principios de 2012). Y esto encendió una luz en Zapatero. La reforma de la Constitución no fue entonces, como muchos pretendieron hacer creer, una imposición del BCE o la UE. No se exigió entonces la reforma de la Constitución para limitar los déficits excesivos. Fue esencialmente una respuesta a las presiones para que España hiciera algo, pero que evitaba nuevos recortes o medidas con un impacto financiero inmediato. Por eso dijo Zapatero a los suyos, en un comentario que entonces sonó algo críptico, que había hecho lo menos doloroso que podía hacer.


  Enseguida Zapatero redactó, con Elena Salgado, una primera posición sobre esta reforma. Después incluiría a otros en el procedimiento. Rajoy, que no sólo estaba de acuerdo, porque el PP lo había propuesto, sino que debió ver que este paso podía dañar las expectativas electorales del PSOE, dio de inmediato su acuerdo. El grupo parlamentario socialista se enteró la misma mañana del anuncio.


  El objetivo prioritario de una reforma de la Constitución destinada a consagrar en la Carta Magna el principio de la estabilidad presupuestaria en los márgenes establecidos por la Unión Europea era mandar una señal clara sobre la seriedad de España y de confianza en el futuro a largo plazo (el objetivo era el 2020), pero fue recibida por los ciudadanos, y sobre todo por la izquierda, como una indicación de que se iba de inmediato a más austeridad. La austeridad era la nueva diosa. Y el debate en el último año de legislatura socialista giró en torno a esa gran cuestión: ¿era la austeridad la estrategia correcta o su exceso nos estaba llevando al desastre?


  Fuera o no consecuencia de las políticas de austeridad, la realidad es que a partir de mediados de 2011 la tibia recuperación se torna en estancamiento, empezando por EE UU pero contagiándose rápidamente a Europa. Ante esta situación, cada vez son más las voces que advierten del riesgo de una década perdida si se continúa con las políticas de austeridad. Uno de ellos es el economista jefe del banco de inversiones japonés Nomura, Richard Koo, reconocido experto internacional en la crisis japonesa de los ochenta. Koo ve grandes paralelismos entre dicha crisis y la que actualmente afecta a los países desarrollados. Sufren de lo que él ha denominado recesiones de balance, es decir, recesiones generadas por un excesivo endeudamiento. En ellas se rompe uno de los mecanismos habituales de las economías de mercado, que es la lógica de la maximización del beneficio. La prioridad de empresas y familias en estas recesiones es sanear deudas. De ahí que los fondos queden estancados en el sistema bancario y que las rebajas de tipos de interés o incluso las medidas para fomentar el crédito sean inefectivas. Lo único que funciona es compensar la caída del consumo privado a través del estímulo fiscal público. Por tanto, las políticas de austeridad por las que han optado algunos y que se les han impuesto a otros, como es el caso de España, serían el peor error que podríamos cometer y, de persistir por esta línea, estaríamos efectivamente condenando a nuestros países a un largo período de estancamiento o incluso empobrecimiento.


  En todo caso, la recesión en W era ya una realidad. Empezando por EE UU y contagiándose rápidamente a Alemania, la locomotora europea, la economía se volvió a parar en los países desarrollados, especialmente en Europa, por el efecto combinado de las políticas de austeridad, falta de crecimiento, el problemático estado del sector financiero y el riesgo soberano. El fantasma de una segunda recesión echó a volar en pleno agosto de 2011. El FMI redujo sus estimaciones de crecimiento de la economía mundial del 4,3% al 4% para 2011, con unas expectativas de crecimiento para las economías desarrolladas de tan sólo un 1,6%. La OCDE preveía ya una fuerte desaceleración de las economías europeas en la segunda mitad de 2011 y 2012. En España los datos de empleo, que habían empezado a mostrar cierta mejoría, volvieron a empeorar llegado el otoño, y dieron la puntilla a las pocas esperanzas que le quedaban al PSOE de que una ligera recuperación llegara a tiempo para las elecciones generales.


  Además, en esta ocasión se planteó la posibilidad de una contracción global dado que las economías emergentes, que actuaron con su crecimiento de contrapeso a la recesión de las economías desarrolladas en 2009, tenían ya su capacidad de respuesta mucho más reducida sin correr riesgos de exacerbar los desequilibrios que ya las afectan: inflación, baja tasa de retorno de la inversión y burbujas de crédito. La desaceleración en las economías occidentales también afectaba a las economías emergentes vía la reducción de sus exportaciones a los países desarrollados, el precio de las materias primas y el encarecimiento de la financiación. Según análisis internos de un importante banco español, estos tres factores explican el 60% de la evolución económica de los países latinoamericanos.


  Así, se llegaba a 2012 con la convergencia de dos grandes peligros: los graves problemas del euro y un riesgo de contracción global. Además en un año en el que procesos de elección presidencial en EE UU, Francia y Rusia, y el cambio de generación en China, pueden provocar una parálisis política (y probablemente políticas populistas) que no es el mejor contexto para la toma de decisiones. Todo ello conforma un escenario de alta inestabilidad que, tras casi cuatro años ya con un sistema financiero internacional al borde del precipicio, es un contexto propicio para accidentes que, como se vio en el otoño de 2008, pueden desatarse de manera rápida y ser después muy difíciles de controlar, pues se convierten, vía el miedo que provocan entre inversores y ciudadanos, en profecías que se cumplen a sí mismas.


  EURO: LO IMPENSABLE ES POSIBLE


  Fueran o no las adecuadas, las políticas de austeridad no calmaron los nervios de los inversores sobre Europa. Ya en enero de 2011, The Economist apostaba claramente en un artículo («Time for Plan B. The euro area’s bail-out strategy is not working») por un default (es decir, una suspensión de pagos y subsiguiente reestructuración de la deuda) de Grecia, Irlanda y Portugal. Y, aunque se planteaba como una forma de permitir a estos países soltar la carga inasumible de su deuda, empezar a crecer y fortalecer así la zona euro (lo cual podría ser cierto), también podría ser un primer paso para forzar a estos países a salir del euro, puesto que su problema estructural de falta de competitividad subyacería aún después de una reestructuración, y, si se mantenían dentro del euro, se verían obligados a reducir salarios y precios a un nivel tal que podría generar deflación y un incontenible descontento social.


  El artículo no era del todo malo para España, porque sugería combinar esta estrategia de reestructuración de la deuda de estos tres países con un apoyo firme de la UE (a través del BCE y del Mecanismo de Estabilidad) a los países solventes pero que pudieran tener dificultades de liquidez, como España, Bélgica e Italia. Es decir, de momento dejaba a España fuera del grupo de los insolventes, precisamente la idea que el Gobierno intentaba que calara entre analistas e inversores. Bajo el acrónimo de PIGS, al que ya hemos hecho referencia, había una tendencia, sutil pero poderosa, para juntar a España con Grecia y los débiles. El Gobierno puso en marcha una campaña de comunicación para neutralizarlo.


  Pero la realidad era que, por primera vez, se estaba empezando a hablar abiertamente de la ruptura del euro. Era un escenario que el Gobierno siempre se resistió a contemplar, aunque no tenía probabilidad cero. De hecho, a principios de 2011 un estudio interno sobre posibles escenarios ya puso sobre la mesa la posibilidad de ruptura del euro, y fue mal recibido pues por entonces se había superado una crisis del diferencial, algunos indicadores económicos mejoraban, y podía parecer que era factible dejar atrás la pesadilla para España y para el conjunto de la zona euro. Pero la pesadilla acabó regresando porque los líderes europeos no habían hecho sus deberes políticos.


  Bastante se había avanzado, sin embargo, en la gobernanza económica europea. Se había instituido un sistema de supervisión anticipada y posterior de los presupuestos estatales, que ha entrado en vigor en 2012, con el sometimiento de las grandes líneas a Bruselas antes incluso que a los parlamentos nacionales en lo que se conoce como el semestre europeo, junto con otras medidas. Pero de momento todo ha resultado insuficiente para los mercados que dudan que varios de los Estados puedan hacer frente al pago de sus deudas. Los rescates de la deuda griega se han sucedido sin gran éxito, e incluso han contaminado al sector privado con la quita voluntaria que se aprobó (pero que no se aplicará, de momento, a otros países para no agravar esta contaminación).


  La UE ha ido saliendo del paso, de cumbre en cumbre con cada vez más frecuencia, sin resolver los problemas de fondo. Y en diciembre de 2011, en el último Consejo Europeo al que asistió Zapatero con una posición consensuada con el PP, se decidió avanzar entre los miembros del euro y los que quisieran por fuera de los tratados comunitarios hacia un sistema mucho más duro de coordinación y control de la austeridad presupuestaria. El Tratado Fiscal –que pone fuera de la ley (europea) a Keynes– puede tomar su tiempo en entrar en vigor y, así, los intentos de resolver los problemas a medio o largo plazo no sirven para resolver los que se plantean a corto. La UE sigue ganando tiempo e intentando salir del paso.


  Siempre se ha sabido que el euro (y la UE) son construcciones políticas. No se romperán por dinámicas económicas, por muy graves que éstas sean, si hay voluntad política de evitarlo. Pero el euro sí se puede romper si no hay voluntad política de mantenerlo, o lo que es lo mismo, cuando las sociedades europeas ya no crean en una Europa unida.


  Hay un claro interés español porque el proyecto europeo avance, y con España en el grupo de vanguardia. Pero, como veremos después, España ha perdido capacidad de influencia por la ampliación al Este y por la crisis que ha afectado más a este país. La crisis económica española, y la propia crisis europea, han dejado a España con menos fuerzas. Se le escucha menos.


  De hecho, hemos asistido en estos años y meses a un pulso de enorme envergadura, de Merkel contra todos, para lograr imponer su visión de lo que debían ser las políticas de austeridad y estabilidad a aplicar en toda la zona euro. Merkel es una ferviente creyente en las virtudes del diferencial de la deuda (y de las agencias de calificación) para obligar a los gobiernos a la austeridad y la ortodoxia financiera; de utilizar a los mercados para presionar. La canciller no actuaba en el vacío, sino que se erigió en portavoz de una opinión pública que no olvida los propios esfuerzos internos de Alemania para digerir su unificación y adaptarse a la nueva competencia que supone la globalización. Los alemanes piensan que se han empobrecido (de hecho sus salarios han permanecido estancados durante una década, aunque el país como tal no lo haya hecho), y que se han tenido que apretar el cinturón mientras otras sociedades se iban de fiesta con el euro. Aunque ninguno de sus dirigentes parece poder o querer explicarles que la economía más beneficiada por el euro ha sido la alemana, que vio multiplicar sus exportaciones gracias a una moneda más barata de lo que hubiera sido el marco alemán.


  Pero el caso es que hoy la sociedad alemana, una sociedad más vieja que, por ejemplo, la española, teme por sus ahorros, y se ha vuelto más antieuropea. Un 53% de los alemanes dice que no ve el futuro de Alemania en la UE, y el 78% está en contra de ayudar a Grecia (un 40% en España, lo que no es poco). También Alemania está viviendo el final de su excepcionalidad: las generaciones actuales ya han hecho la penitencia de la locura hitleriana y no ven la UE como algo que sea su responsabilidad histórica mantener; la mantendrán si les es rentable, como al resto de países. No es tanto que Berlín busque imponer una Europa alemana, sino una Europa como Alemania, lo que a su vez dista de la idea de Genscher tras la reunificación de una Alemania europea. El Partido Liberal, en su intento de salvarse, ha adoptado una posición crecientemente euroescéptica. Y el diario populista Bild ha alentado una campaña negativa sobre «¿vamos a tener que pagar por toda Europa?».


  Ante el escenario de ruptura del euro, buena parte de la comunidad política parece estar en negación. La principal razón que se da por la que el euro no se puede romper es porque, se dice, es inconcebible pues los costes serían enormes. De hecho, un estudio de UBS señalaba en septiembre de 2011 que el coste de la salida de un país pequeño del euro, como Grecia, sería de un 40 a un 50% del PIB para el Estado en cuestión. La salida de Alemania, con la consiguiente ruptura de la moneda única, podría suponer un retroceso del 20 al 30% del PIB sólo en el primer año para los alemanes. Pero la metodología del informe invalida su principal conclusión (que Alemania no debería dejar que se rompa el euro), y es que habla del coste que tendría para Alemania la ruptura del euro pero no lo compara con el coste para Alemania de mantener un euro en el que Berlín tuviera que financiar a una Europa del sur deficitaria de manera permanente. Y éste es el verdadero temor de los alemanes. Puede que el coste de ruptura sea muy alto, pero si los alemanes creen que el coste de mantenerlo será aún mayor, lo económicamente racional para ellos será ir hacia la ruptura.


  La ruptura del euro podría llevarse por delante la UE con enormes consecuencias políticas y de desorden social. Además, como indicó un estudio publicado por el BCE, y que ratifica UBS, desde un punto de vista jurídico no es posible que un país se salga del euro, pues no está previsto, si no se marcha a la vez de la propia Unión Europea, aunque ya se sabe la capacidad de retorcer el derecho en estos casos.


  Sin embargo, que la ruptura del euro tuviera un elevadísimo coste económico y político no es razón por la que no pueda pasar. La historia está llena de casos en los que las graves consecuencias no han sido impedimento para que algo ocurriera. La otra razón que a menudo se esgrime para dudar de la supervivencia del euro es que su final sería tan costoso para Alemania como para hacerlo inasumible. Pero quizás no sea así. Sus bancos se llevarían un golpe por la quita/quiebra de la deuda del sur, pero el Estado alemán tiene la solvencia para poder sostenerlos. Y la revalorización de su nueva moneda encarecería sus exportaciones, pero Alemania fue capaz de exportar con un marco fuerte y lo volvería a hacer.


  A veces un escenario parece imposible, pero se vuelve perfectamente factible si se ve como el resultado de la concatenación de una serie de acontecimientos, cada uno de ellos perfectamente posible. Una quiebra desordenada de Grecia es posible porque, como se está viendo, los griegos no van a aguantar los ajustes durante años, que es lo que les tocaría. Eso les podría llevar a abandonar el euro, primero por la fuga de capitales y segundo para poder devaluar y crecer, pues el problema con Grecia no es tanto la deuda sino las perspectivas de un crecimiento anémico. Si Grecia sale del euro, es posible que el efecto contagio fuerce la salida de otros detrás, por ejemplo Portugal. Y si han salido uno o dos países, es razonable pensar que los inversores ya no vean el euro como una moneda segura y empiecen a considerar por descontado que se rompe, lo cual podría convertirse en una profecía que se cumpla a sí misma.


  Y lo peor es que hay una solución clara para evitarlo. Unión fiscal, eurobonos, Tesoro único… son todo soluciones, pero requieren el apoyo de los ciudadanos del norte de Europa y éste simplemente no se da de momento. Decir más Europa significa eurobonos para los países del sur, mientras que para los del norte más Europa significa más disciplina fiscal para los del Sur. Los intereses simplemente no están alineados, no son los mismos.


  Una solución, en la que España debe liderar, es ofrecer un gran pacto en el que los países del sur se comprometen de verdad a poner su casa en orden y exigir a cambio a los del norte una integración fiscal en serio. Pero es muy posible, insistimos, que las sociedades del sur no aguanten los ajustes, sobre todo después de 20 años de incremento de la desigualdad, una década de salarios estancados y una resolución de la crisis vista como enormemente injusta. Además, quién sabe si la integración funcionaría. En una conversación reciente un viceministro chino dijo algo que puede muy bien ser cierto: que la UE y el euro eran una buena idea pero que habíamos ido demasiado rápido, y que (y esto fue lo interesante) intentar profundizar en la integración fiscal era incidir en el error. Dicho sea de paso, el giro en la política económica china para potenciar el consumo interno llevará posiblemente a una menor disponibilidad de capital para poder ser prestado al exterior (lo que afectará a países con déficit de cuenta corriente como EE UU y España) y a un incremento de los tipos de interés en EE UU y otras economías desarrolladas.


  La visión de Merkel, luterana educada en la República Democrática y no en la parte occidental tan ligada al proyecto europeo desde su principio, dista mucho de la de Jean Monnet. En su famoso discurso en Brujas el 2 de noviembre de 2010, Merkel, alejándose de la idea comunitaria, abogó por el «método de la unión», es decir, por un enfoque mucho más intergubernamental, aunque posteriormente se fuera acercando a la ortodoxia, presionada por un Tribunal Constitucional alemán que se resiste no ya a ceder soberanía fiscal, sino control del Parlamento alemán.


  El eje franco-alemán es esencial. Se ha hablado de Merkozy, pero crecientemente es Alemania la que lleva la voz cantante, aunque no ejerce un verdadero liderazgo. A la vez se ha empezado a hablar del Grupo de Fráncfort, un directorio formado por los líderes de Francia y Alemania, los presidentes de la Comisión Europea y del Consejo Europeo, el presidente del BCE y la directora del FMI, además del presidente del Eurogrupo y el comisario de Asuntos Económicos y Financieros. Es un directorio que se ha reunido ya varias veces y que va contra el sentido democrático (y contra los intereses de España).


  El verdadero pulso de Merkel fue contra Berlusconi, del que no se fiaba porque se comprometía a medidas que luego nunca ponía en práctica. Il cavaliere se vio finalmente apartado de la presidencia del Gobierno para dar paso al tecnócrata Monti, al que Merkel y Sarkozy apoyaron invitándole a alguna cumbre con ellos (lo que plantea un reto para España, de entrar en este directorio si va más allá de un mero apoyo a este Ejecutivo italiano). Pero el hecho de que la cuestión italiana haya pasado por delante de la española, y que el diferencial de la deuda de Italia se haya situado bastante por delante, no sólo ha demostrado que estamos ante una crisis que no es puramente nacional, española, sino europea y hasta cierto punto global, y que requerirá no sólo soluciones nacionales, sino también europeas.


  Con la crisis y la puesta en marcha de cumbres del Eurogrupo –a las que se había resistido Merkel hasta que resultaron inevitables–, y en diciembre de 2011 con la negociación de un nuevo acuerdo fiscal fuera del Tratado de la UE, por primera vez desde que ingresara en la hoy Unión, Londres, con Cameron, se ha quedado al margen de las grandes decisiones en la Unión o en una parte de ella. Esto cambia las relaciones de poder en la UE, y va contra los intereses de España. A pesar de los pesares, el Reino Unido y España compartían o cruzaban intereses en la Unión. La marginación de Londres no es buena para España. España tiene en el Reino Unido más inversiones que en toda América Latina, y algunas importantes en el sector financiero. El alejamiento de Londres puede contribuir a la periferización de España.


  La cumbre del euro de diciembre de 2011, que decidió lanzar el Tratado Fiscal que se completó en enero de 2012, dejó a Europa, en palabras de unos de los presentes, «cogida con alfileres». A este resquebrajamiento del proyecto europeo no ha sido ajena, según el propio Zapatero, la presión, el estrés, a que se ven sometidos los líderes. No tienen espacio ni tiempo para aspirar o trabajar por proyectos o ideales más nobles o mayores que la mera supervivencia. Si es una máxima constante de la política que lo urgente desplaza a lo importante, en lo que se refiere a la relación de la crisis con el proyecto europeo esta dinámica ha tomado una deriva nunca vista hasta ahora en los últimos 50 años. Lo urgente está acabando con el euro y con la UE.


  TIEMPOS DIFÍCILES


  Durante los últimos años Occidente ha vivido su peor crisis económica desde la Gran Depresión. Más de cuatro años después de su comienzo, continúa. A pesar de que ha habido momentos en los que pensamos que lo peor ya había pasado, la realidad es que las recesiones que se originan por crisis financieras y exceso de endeudamiento son especialmente duras y largas, lo que augura varios años más de dificultades. Carmen Reinhart y Kenneth Rogoff, ya citados, han analizado datos sobre crisis financieras y soberanas durante los últimos ocho siglos. Las conclusiones son sencillas, y preocupantes. Las crisis financieras suceden de manera periódica y casi siempre llevan a recesiones profundas, crisis fiscales soberanas y suspensiones de pagos. Otro estudio del FMI que cubría crisis en 17 países desarrollados identificó que las recesiones que vienen precedidas de crisis financieras tienden a ser más largas y profundas que las demás (suelen durar el doble y generar una pérdida de producto bruto cuatro veces mayor).


  A pesar de que antes de cada crisis se esgrimen siempre argumentos para intentar justificar que las burbujas de precios (muy a menudo en el sector inmobiliario) están causadas por factores racionales, y de que esta vez es diferente, la secuencia ha sido muy similar en todas las crisis financieras a lo largo de la historia: el crecimiento y/o el exceso de liquidez llevan al desarrollo de burbujas de precios financiadas por los bancos, que eventualmente explotan, llevando al sistema financiero al precipicio, generando un parón económico y una recesión profunda, tras la cual el Estado debe rescatar al sistema financiero por su riesgo sistémico. Todo ello lleva a un incremento de la deuda pública por el coste de los rescates, el descenso de los ingresos que acarrea la recesión y el aumento del gasto público por los estímulos y del gasto social para paliar las consecuencias de la crisis, por ejemplo, con los subsidios de desempleo. Y estas crisis fiscales acaban a menudo en reestructuraciones de deuda y suspensiones de pago, domésticas y/o externas.


  Según Reinhart y Rogoff, la actual es, en términos históricos, una crisis financiera de las más graves, con niveles de deuda pública muy altos históricamente; similar a la Segunda Guerra Mundial… pero sin que haya habido una guerra de por medio. Grecia e Irlanda tienen niveles de deuda relativos a su PIB que son prácticamente inéditos en la historia.


  Si el pasado es una guía útil para evaluar el impacto de una crisis financiera, las consecuencias de la que comenzó en 2007 van a ser importantes, pues en las crisis más severas el impacto en las principales variables económicas ha sido muy significativo. Según su análisis, las recesiones asociadas a crisis financieras han repercutido en una caída media del precio de la vivienda del 36% a lo largo de cinco años, una caída media del 56% de las bolsas a lo largo de tres años y medio, una subida del desempleo en una media del 7% a lo largo de cuatro años, y una caída del PIB en una media del 9,3% a lo largo de dos años.


  Los datos ya confirman que la actual crisis está en esa liga. El S&P 500, uno de los principales índices de la bolsa norteamericana, bajó exactamente un 56% durante la primera fase de la crisis, aunque la duración de ese valle fue bastante menor que en crisis anteriores. La caída en el precio de la vivienda en EE UU ya está por encima de la media de anteriores crisis severas, como lo estaría en España probablemente de no ser por el papel jugado por el sector financiero, que ha acumulado propiedades a precios que no se corresponden con los del mercado para evitar una corrección que afectara aún más a sus balances.


  Y lo más preocupante es que los altos niveles de deuda actuales tendrán un efecto boomerang y pasarán factura al crecimiento de los países endeudados (las economías más desarrolladas) dentro de cinco o diez años. Y que, aunque buena parte de este crecimiento vendrá, por tanto, de las economías emergentes, éstas no estarán exentas de problemas pues a lo largo de la historia casi todas las economías emergentes con rápido crecimiento han tenido una crisis financiera profunda antes de lograr graduarse como una economía desarrollada. China puede no ser una excepción.


  Las crisis financieras las causan factores mucho más allá de una regulación deficiente. Son consecuencia inevitable de la naturaleza humana y en parte de factores políticos y sociológicos. Evitarlas es imposible, como demuestra la historia, pero para reducir su riesgo debe actuarse a nivel político y social, y no sólo regulatorio. En todo caso, la mejor vacuna es haber tenido una crisis reciente que haya obligado a adoptar mecanismos que reduzcan el riesgo. El sistema financiero en Suecia, por ejemplo, no se vio muy afectado por la actual crisis, porque tuvo su propia crisis en los noventa que le hizo tomar medidas para limitar los excesos del sector financiero. Y la crisis en España hubiese sido mucho peor sin nuestra propia crisis financiera de final de los setenta que llevó a adoptar una regulación financiera más prudencial. En todo caso, las medidas regulatorias deben ser lo más sencillas posibles, pues son las más difíciles de desnaturalizar y las más efectivas.


  La salida de la crisis no va a ser pues fácil, especialmente en Europa, y la reestructuración de la deuda parece inevitable no sólo en Grecia, sino también en Portugal e incluso Irlanda. Para el resto de los países desarrollados la salida probablemente se hará a través de algo de inflación, algo de subidas de impuestos, algo de reestructuración encubierta y algo de represión financiera (obligar a las grandes instituciones financieras y fondos de pensiones a adquirir deuda por debajo de las rentabilidades comprometidas).


  Preguntado en su momento por España, Rogoff se mostró relativamente optimista. Su recomendación era que la UE debería trazar una línea roja en España, porque es un país demasiado grande para caer, no solamente por el coste del rescate sino porque abriría la puerta a una absoluta incertidumbre. Si cae España, dijo, «nadie estará seguro, porque los inversores se preguntarán por qué no puede seguirle Bélgica e Italia». En su opinión la deuda del Estado central era manejable, aunque le suscitaba dudas la deuda regional y local. Pero, dijo, España debería salir adelante siempre que no repita el error más común en crisis soberanas a lo largo de la historia: hacer pública la deuda privada del sector financiero hasta niveles que hacen insolvente al Estado. España, dijo, debe evitar a toda costa repetir el error de Irlanda de garantizar las deudas asumidas por los bonistas privados de las entidades financieras.


   


  *


   


  Sea como fuere, lo que está claro es que tenemos encima una crisis profunda, cuya resolución no es fácil y que en el mejor de los casos requerirá no sólo esfuerzo, sino tiempo. De hecho, los últimos años han servido para contrastar cómo la economía sigue estando lejos de ser una verdadera disciplina científica, pues hay posiciones divergentes sobre cuál es la receta para salir de la crisis. Más de 70 años después de que Keynes publicara su Teoría general del empleo, el interés y el dinero en 1936, los economistas aún debaten si la respuesta pasa por los estímulos fiscales o por políticas de austeridad. Mientras son muchos los que defienden la necesidad de mantener los estímulos, otros mantienen que la consolidación fiscal debe ser ahora la prioridad. Entre estos últimos, unos lo argumentan en términos de pura necesidad –la insostenibilidad de los déficits–, pero otros van más allá y sugieren que los recortes pueden de hecho ser buenos para el crecimiento económico. Junto a los argumentos negativos sobre la necesidad de recortar el gasto público hay otros positivos que defienden que la austeridad puede llevar al crecimiento. En un influyente papel presentado al Ecofin en Madrid en mayo de 2010, el economista italiano Alberto Alesina rebatió las tesis de que los ajustes fiscales generen recaídas económicas y de que tengan necesariamente un coste político para los gobiernos que las ejecutan. A los argumentos económicos a favor de la austeridad (o quizás por ellos) se suman los políticos. Los defensores de los ajustes argumentan que la evidencia muestra que los ajustes fiscales no llevan necesariamente a malos resultados electorales. Comparando los ajustes fiscales con los resultados electorales, Alesina concluye que no hay ninguna correlación entre ajustes fiscales y fracaso electoral, algo que también confirma la OCDE, lo que parece tener cierta base histórica, pero probablemente no aplicarse a la actual crisis, como veremos. Eso sí, la popularidad de los gobiernos es mayor cuando el ajuste se realiza mediante recortes del gasto que con subidas de impuestos.


  Además defiende que en las democracias consolidadas no hay una correlación positiva entre el incremento del gasto público y el éxito electoral, ya que los electores castigan lo que perciben como una manipulación oportunista de la política fiscal. La clave es reducir gasto pero al tiempo hacer reformas del Estado del Bienestar que aumenten la eficiencia de éste. De esta manera se pueden conjugar recortes con mantenimiento, e incluso mejora, de los niveles de protección social.


  Frente a estos argumentos a favor de la austeridad, hay, como ya se ha dicho, un importante número de expertos que advierten sobre el efecto depresor del recorte del gasto público en las actuales circunstancias. Economistas como Joseph Stiglitz, Paul Krugman, Bradford DeLong, Martin Wolf (editorialista jefe económico del Financial Times) e incluso The Economist defienden que la evidencia histórica demuestra que ante recesiones profundas como la actual es mucho mayor el riesgo que comporta retirar los estímulos demasiado pronto que demasiado tarde. Según estos expertos tampoco parece razonable sugerir que, en tiempos de recesión, con bajos tipos de interés y escasa demanda de crédito, el incremento del gasto genere inflación y empuje los tipos al alza, ni que desplace demanda privada de crédito. Además, recuerdan, los actuales déficits no están generados en su mayor medida por déficits estructurales, sino por una caída coyuntural de la recaudación y por los estabilizadores automáticos, por lo que una reducción del gasto puede tener un serio impacto en la actividad económica, reducir ingresos y aumentar la deuda. Por último, argumentan que no es cierto que la deuda lastre el crecimiento, sino que la causalidad es la inversa: es el bajo crecimiento lo que reduce los ingresos del Estado y acaban generando altos niveles de deuda pública. Además, recuerdan, el coste que suman las políticas de estímulo al servicio de la deuda pública a largo plazo es insignificante si se compara con el coste potencial de una nueva recesión causada por la retirada de los estímulos.


  Por ello, deben combinarse políticas de estímulo a corto plazo que generen crecimiento (y, por tanto, ayuden también a generar ingresos y reducir el déficit) con políticas de reducción de la deuda a medio y largo plazo. Las reformas estructurales son importantes para garantizar niveles sostenibles de crecimiento y deuda a medio y largo plazo, pero por sí solas no crean empleo ni crecimiento a corto plazo, que es lo que hoy necesitamos.


  De hecho, los críticos con las actuales políticas de austeridad recuerdan que los argumentos empleados por sus defensores (que la confianza que genera la consolidación fiscal, unida a la reducción de tipos de interés, impulsará la inversión, el consumo y el crecimiento) son los mismos que los esgrimidos por el presidente Hoover en 1932 para defender su política de ajuste como respuesta al crack del 29 y que acabó transformando una crisis financiera en la Gran Depresión, o los que impuso el FMI en la crisis asiática de 1997, convirtiendo meras recaídas económicas en profundas recesiones. La razón es que al reducir el Estado su gasto, se reduce también en tiempos de recesión la actividad económica y los ingresos de los ciudadanos, aumentando el desempleo y la capacidad de consumo.


   


  *


   


  Lo que está claro es que las respuestas dadas hasta ahora no han sido efectivas, particularmente en Europa, y esto ya ha provocado que persista la presión sobre el euro y las dudas sobre su viabilidad. Y es que hoy debemos reconocer sin ambages que la moneda única europea está en peligro. La crisis, más que ser la causa profunda, ha sido el elemento catalizador que ha puesto al descubierto los fallos de diseño de la Unión Monetaria, que intentó crear una zona monetaria única con países que tenían no sólo variables macroeconómicas muy diferentes, sino también culturas y entramados institucionales dispares. La apuesta era que la creación del euro iría creando convergencia económica –no sólo en riqueza, sino también en competitividad–, pero en la realidad no ha sido así. Y los tratados no habían creado los mecanismos necesarios para asegurarse de que cuando llegaran las dificultades la Unión dispusiese de los mecanismos necesarios para hacerle frente, como un Tesoro único o la emisión de deuda conjunta (los famosos eurobonos) que protegieran a los países más débiles de subidas insostenibles en los costes de su financiación.


  Este diseño imperfecto podría haberse mantenido durante mucho más tiempo si estuviéramos en otra época, pero el cambio geopolítico que estamos viviendo lo ha hecho estallar. Porque, como hemos apuntado, en el origen de las crisis económica, financiera y soberana que han llevado a las dificultades al euro están los desequilibrios macroeconómicos globales producto del ascenso de las economías emergentes.


  Pero la clave del preocupante futuro del euro no es sólo económica ni política, sino también sociológica, especialmente por dos razones. La primera es el ya citado final de la excepcionalidad alemana: las generaciones actuales ya han hecho la penitencia de la Segunda Guerra Mundial y no ven la UE como algo que sea su responsabilidad histórica; mantendrán la UE si les es rentable, como el resto de los países. Y están empezando a temer que quizás el coste sea mayor que el beneficio. Los ciudadanos alemanes no van a apoyar una transferencia de riqueza permanente, sine die, a los países del sur de Europa. La segunda razón es el miedo atávico de los alemanes a, como nos dijo un analista alemán, «perder los ahorros» que les viene de sus procesos hiperinflacionarios en los años treinta y cuarenta. Y los alemanes pueden estar empezando a pensar que, aunque quieran, mantener una Unión con unos países crónicamente deficitarios como los del sur por su incapacidad para crecer puede poner en peligro su propia solvencia, sus ahorros. Y no lo van a aceptar.


  Además, hay una influyente minoría intelectual en Alemania, en torno al Bundesbank y algunas empresas, que está pensando en serio que quizás el euro ya no sea tan favorable para Alemania como antes. En el mundo de hoy, sus interlocutores y mercados principales son y van a ser además de EE UU, China, Rusia, Brasil, Turquía…, no Grecia o Portugal. Ven cada vez más a Europa, por lo menos al sur, como un lastre; un pozo económico sin fondo, y cuyos mercados de exportación no justifican, a futuro, el coste de mantenerlos.


  Con estos mimbres se antoja complicado mantener el euro en su configuración actual. Los alemanes lo están intentando. Merkel de hecho ha cambiado varias veces, siempre tarde, aunque nunca aún demasiado tarde. Se ha vuelto en los últimos meses más europeísta. Pero a cambio de querer apretarles las tuercas a los países del sur para asegurarse de su solvencia a largo plazo. Lograrlo es complicado porque los ajustes pueden no ser sostenibles por el lado social.


  Los analistas económicos que están diseñando los planes en Berlín y Bruselas no parecen ser del todo conscientes de que todo ajuste tiene un lado económico/político, pero tiene otro lado social. Y es posible que las ciudadanías del sur no aguanten año tras año de ajustes, especialmente tras 30 años de políticas neoliberales que han llevado a un incremento de la desigualdad, un estancamiento de las rentas de las clases trabajadoras y medias y una resolución de la crisis financiera que es percibida como muy injusta, y todo sin una perspectiva clara de crecimiento (aunque sí parecen tenerla los irlandeses). A los ciudadanos griegos se les está prometiendo una década de dolor para, al final del esfuerzo, estar aún enormemente endeudados (120% del PIB en 2020). Se les pide sacrificios pero sin ofrecerles luz al final del túnel que los justifique. Los gobiernos de los países del sur e Irlanda, atrapados entre tener que satisfacer a sus acreedores externos o a sus votantes, antes o después acabarán por responder a sus votantes. Eso podría significar dejar de pagar la deuda, una quiebra desordenada, controles de capital, y una salida del euro.


  Pero de momento todos los cambios políticos, con o sin elecciones, habidos en la zona euro (Irlanda, Portugal y España, con elecciones; Grecia e Italia con gobiernos tecnocráticos) han llevado a políticas de aún mayor austeridad que las precedentes; de cambio, en general, de la izquierda hacia la derecha. La clave ahora está en Francia y en Alemania, pues si cambian el color de los gobiernos de estos dos países centrales, podría cambiar la política europea de seguir apretando con medidas de ajuste en vez de aflojar algo hacia medidas de crecimiento, siempre que se cuente con la ayuda del Banco Central Europeo. Y de hecho, la idea empieza a calar y la UE se aprestaba en enero de 2012 a aprobar un paquete con financiación europeo para impulsar el crecimiento.


   


  *


   


  La economía española tiene ante sí un reto formidable, pues nuestro modelo de crecimiento ha dejado de funcionar y toca reconstruirlo en las peores condiciones posibles. El empleo es sin duda el principal reto. Si no hay empleo no hay consumo; si hay paro crece el gasto público deteriorando el déficit y hay impagos, cuando el incremento de la morosidad es letal en una economía tan bancarizada como la española. Sin empleo no hay crecimiento, pero sin crecimiento no hay empleo. Ahí está el círculo vicioso, y no va a ser fácil salir de él.


  Durante la última legislatura de Zapatero hubo otro impedimento, como fue la falta de colaboración de la oposición. No hubo posibilidad de pactos, con una oposición que practicó una política de tierra quemada para desgastar al Gobierno, y un Ejecutivo que realmente no propició un gobierno de concentración que la situación quizás hubiera requerido, ni tampoco grandes acuerdos porque consideraba que era un esfuerzo inútil ante la negativa que le transmitió Rajoy a Zapatero de entrar en ellos. Y a todo ello hay que añadir que se ha reducido enormemente el margen de maniobra para hacer política. España no podría resistir mucho si desde Bruselas, Berlín o ahora especialmente Fráncfort (sede del BCE) se indicara que no están dispuestos a apoyarnos para poder seguir financiándonos. Eso obliga a cualquier dirigente, Zapatero o Rajoy, a seguir la política impuesta en Europa que hoy, dada la preminencia conservadora, es esencialmente una política económica centrada –equivocadamente– en la reducción del déficit, en consonancia con los mercados.


  El reto es duro, pero también hay razones para el optimismo. Como en crisis anteriores, la economía española ha corregido muy rápidamente algunos de los desequilibrios que le abocaron a ella. Así la tasa de ahorro creció hasta más del 18% de la renta disponible en 2009, si bien la principal razón fue la preocupación y ya ha vuelto a niveles más próximos al promedio histórico. El endeudamiento de las familias relacionado con la vivienda, uno de los grandes factores detrás de nuestra crisis, también se está corrigiendo. En abril de 2011, alcanzaba el 63,7% sobre el PIB, siete décimas menos que en 2009. Sigue siendo superior al de las familias en Alemania (61%), Francia (54,8%) o Italia (42,5%), pero es inferior al de las familias en el Reino Unido (100%). También se está corrigiendo el endeudamiento total de las familias, que bajó el equivalente a casi un punto porcentual del PIB de 2009 a 2010 y siguió cayendo en 2011.


  Esta reducción del endeudamiento privado ayuda a corregir uno de los grandes talones de Aquiles de nuestra economía: la excesiva dependencia de la financiación externa. Aquí conviene recordar también que España no tiene una posición deudora bruta especialmente elevada frente al exterior. Como porcentaje sobre el PIB, España, con el 164%, se sitúa en línea con Francia (197,5%) o Alemania (156%), y por detrás del Reino Unido (420%). Lo que sí que tiene el país es una posición financiera neta (activos menos pasivos) negativa frente al exterior. En este aspecto España es más vulnerable que Alemania o Francia. Como porcentaje del PIB, ésta se sitúa en el 87%. Aunque se ha corregido desde 2009 (91%). A pesar de que en 2010 el saldo de inversión extranjera directa era ya positivo (España había invertido más en el resto del mundo que el resto del mundo en España) y se situaba en el 3,6%, la inversión en cartera hacía que el saldo total fuera negativo (el -61,2% del PIB).


  Es decir, lo que diferencia a España de otras economías es su limitada internacionalización, el escaso volumen de exportaciones y de activos fuera del país. A pesar del enorme incremento del endeudamiento de las empresas españolas entre 2000-2008, la mayor parte de esta financiación externa fue destinada a financiar inversión privada nacional en lugar de emplearla para invertir en el extranjero. Pero gracias al magnífico comportamiento del sector exportador se está corrigiendo este desequilibrio: el déficit por cuenta corriente ha bajado del 10% en 2007 al 3% a día de hoy, siendo la economía de la zona euro que más lo ha hecho.


   


  En el otro gran talón de Aquiles de nuestra estructura económica, la productividad, España también ha logrado avances importantes. Desde 1996 hasta 2008 la productividad en España creció por debajo de la media de la UE. Sin embargo, entre 2005 y 2008 esta tendencia se invirtió, doblándose su crecimiento. Desde el inicio de la crisis, ha seguido mejorando sustancialmente, principalmente por la destrucción de empleo pero también por la pérdida de peso en la economía de actividades de menor productividad relativa, especialmente la construcción.


   


  
    Crecimiento de la productividad por ocupado
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    Fuente: Eurostat

  


   


  Los costes laborales por unidad de producto también crecieron en España más que la media de la UE desde 1996 hasta mediados de 2008. No obstante, en los dos últimos años esta tendencia se ha corregido parcialmente. Según las estimaciones de la Comisión Europea, desde mediados de 2008, España ha recuperado un tercio de la competitividad perdida a partir de su entrada en el euro en 1999.


   


  
    Crecimiento de los costes laborales unitarios
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  La economía española está, pues, empezando a reaccionar. Pero tiene por delante un reto inmenso para reinventarse. Y lo que lo hace aún más complicado es tener que hacerlo en el medio de dos grandes tendencias transformadoras que están creando un enorme shock en la economía global: el auge de las economías emergentes y la crisis del modelo de capitalismo occidental.
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  El crecimiento de las economías emergentes es la tendencia económica definitoria de nuestro tiempo. Las últimas dos décadas han sido testigos de una divergencia en el crecimiento de economías desarrolladas y emergentes, a favor de éstas. Como veremos más adelante, es sin duda una transición geopolítica de magnitud histórica. También lo es económicamente: países que representan casi tres quintos de la población mundial se han incorporado en las tres últimas décadas a la economía global, con ingentes reservas de mano de obra e innovación tecnológica, pero también con capacidad de consumo ilimitadas. Si las últimas estimaciones del FMI son correctas, en 2013 las economías emergentes ya representarán más de la mitad de la producción mundial. Lo que empezó con las reformas en China en 1978, continuó en la India a partir de 1991 y se ha extendido ya a buena parte de Asia y Latinoamérica, e incluso partes de África. Si las economías emergentes continúan creciendo por lo menos tres puntos porcentuales al año más rápido que EE UU –algo bastante probable– representarán en 2030 dos tercios de la producción global. Las cuatro economías emergentes más pobladas –China, la India, Indonesia y Brasil– representarán ya dos quintos de la producción mundial, poco menos que EE UU y la UE juntas (que representarían entre un cuarto y un tercio).


  En cierta manera, es la rectificación de la anomalía histórica que ha supuesto la primacía económica de Occidente durante los últimos 200 años. En 1700 la mayor economía del mundo era la India, seguida de China. Lo cual es lógico, dado que durante la mayor parte de la historia el poder económico ha estado determinado por el tamaño demográfico.


  Detrás de este despegue económico hay factores diversos, cuya naturaleza y grado de contribución al fenómeno es todavía debatido y que van desde las lecciones aprendidas de los errores de los ochenta en América Latina a las reformas puestas en marcha en China. Este último factor es sin duda el más importante; la historia del despertar de las economías emergentes es realmente la historia del incremento mayúsculo del comercio de cada una de ellas con China.


  ¿Puede torcerse este crecimiento? ¿Cuáles serían las consecuencias? Ésa es la gran pregunta económica. Es difícil evaluarlo, pero el riesgo de un crash de las economías emergentes es real, pues es difícil que su crecimiento continúe al mismo ritmo sin que tengan algún accidente. Según se van desarrollando, el crecimiento es más difícil. Es más complicado desarrollar sectores más avanzados que mover gente del campo a la ciudad. Ya no pueden depender tanto de inversiones masivas en capital fijo sino que deben ser más productivas. Deben pasar de exportar a desarrollar su demanda interna y encontrar fuentes domésticas de financiación. Y eso en el pasado casi siempre ha llevado a un proceso similar: burbujas de crédito, gasto público excesivo, una asignación ineficiente de los recursos e inflación. En resumen, el auge de los emergentes plantea dos grandes riesgos disruptivos para España: el de la competencia que pueden generar países con una mano de obra barata ingente y con una cada vez mayor capacidad de desarrollo tecnológico, y el efecto desestabilizador de un posible crash en países como China, aunque hoy por hoy no esté a la vista.
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  Todo ello sumado a la que posiblemente va a ser la otra gran tendencia de nuestro tiempo: las tensiones derivadas de los efectos negativos de un modelo de capitalismo, el occidental, cuyos desequilibrios son cada vez más difíciles de ignorar. Con la rápida recuperación de la segunda mitad de 2009 se olvidaron las voces que advertían que la crisis era un aviso sobre un sistema socioeconómico que tenía serios problemas, económicos y sociales. ¿Quién se acuerda ahora que Sarkozy apeló a una «refundación del capitalismo» a finales de 2008? De hecho, muchas de las malas prácticas que nos llevaron a la crisis son hoy otra vez ya moneda común. Pero, a pesar de la capacidad de respuesta y adaptación de la economía de mercado y el sistema capitalista, los problemas que llevaron a la crisis persisten. En cierta manera se han intensificado, lo que hace prever una próxima crisis aún más seria. Lo cual empieza a hacer pensar a muchos que el sistema está quebrado. Quizás la manifestación más seria de esto haya sido el incremento de la desigualdad asociado a la globalización.


  El incremento de la desigualdad se ha dado en todo el mundo desarrollado y las clases medias, empobrecidas, pueden empezar a verse como las perdedoras del sistema económico vigente y, por lo tanto, de la globalización. De hecho no debemos olvidar que Obama fue elegido con un discurso bastante proteccionista, y que por debajo del radar y a pesar de la retórica complaciente, la combinación de la crisis y los costes que está generando la globalización a las clases medias occidentales está haciendo que el proteccionismo avance, muchas veces con nuevos tipos de barreras no tipificadas en los acuerdos de la Organización Mundial del Comercio.


  En resumen, estamos viviendo años de transformación de la economía global. Traerá problemas, pero también oportunidades para España y Europa si las sabemos aprovechar. El ascenso de los emergentes es una gran noticia para todos, pues está sacando a millones de personas de la miseria, permitiéndoles alcanzar niveles de vida dignos. Y porque se está construyendo una clase media global. Pero para los europeos es un reto: tenemos que mejorar nuestros sistemas productivos mediante la aplicación de nuevas tecnologías, aumentando la productividad y la competitividad de nuestras economías. Hoy hay muchos más millones de personas, de consumidores, que desean nuestros productos y servicios, que quieren aprender de nosotros: en nuestras escuelas, en nuestras universidades, compartir nuestra ciencia, nuestros servicios públicos, etcétera. Hay muchos millones de personas en el mundo que, en medio de un crecimiento económico que provoca tensiones en sus sociedades, miran a Europa como modelo de democracia, como modelo de convivencia, como modelo que aúna eficiencia económica y justicia social. Pero para lograrlo tenemos que salvar a la Unión Europea y dar pasos adelante en la integración.


  En un mundo más competitivo, tenemos que hacer que nuestro modelo social no sólo sobreviva, sino que mejore. Si no aprendemos a hacerlo, la oportunidad que es la globalización se volverá en nuestra contra. Si no la aprovechamos, las sociedades europeas podemos vernos superadas en desarrollo tecnológico, en capacidad de crear empleo, en costes de producción y, sobre todo, en talento y creatividad, por estas economías emergentes. Y eso sólo podría traducirse en empobrecimiento de amplias capas de la población en nuestro continente y en nuestro país, en el empeoramiento de las condiciones de trabajo, y en una paulatina pérdida de capacidad adquisitiva. El mundo está cambiando y o bien tomamos medidas serias para gestionar ese cambio y aprovechar sus oportunidades o nos veremos arrastrados en la dirección que marquen otros.


  
    La crisis social

  


  Más allá de los grandes números económicos y de las explicaciones técnicas que día tras día ofrecían los medios de comunicación, el impacto social fue la cara más dura de la crisis y la que más preocupó al Gobierno (le hubiera preocupado a cualquiera pero aún más a un gobierno de izquierdas). En términos sociales los efectos de la crisis económica han sido devastadores. El aumento del desempleo ha sido el más visible. Pero no ha sido el único. Pues si con esta crisis millones de ciudadanos han perdido sus puestos de trabajo, sus empresas, sus casas, sus ahorros y sus sueños, las clases trabajadoras y medias se han empobrecido y la desigualdad social ha crecido. El incremento de la desigualdad es la gran tendencia social de nuestro tiempo y que la crisis ha agravado, en España y fuera. Desde su inicio, la gran preocupación del Gobierno de Zapatero fue la de proteger a los colectivos sociales más vulnerables, y preservar los activos principales del Estado del Bienestar. Incluso después de mayo de 2010, cuando se vio obligado a adoptar las medidas de ajuste y austeridad para evitar que España fuera intervenida, una prioridad del Gobierno fue mantener el máximo nivel posible de protección social.


  El paro se recibía golpe a golpe en La Moncloa. Y cada EPA (Encuesta de Población Activa) trimestral, o el paro registrado de cada mes, era un trallazo que se dejaba sentir en la calle, pero también en el Gobierno. Sobrepasar los cinco millones de parados, y un porcentaje cercano al 23% ha sido el efecto central de la crisis. Preguntado hacia el final de su mandato cuál era, en su opinión, el mayor problema que tenía España, Zapatero no vaciló en señalar al mercado laboral, porque hace, dijo, que toda crisis se traduzca de inmediato en insoportables niveles de paro. Y, efectivamente, la economía española ha realizado principalmente su ajuste vía paro, antes que vía precios o salarios.


  PARO Y RENTA: HACIA LA DÉCADA PERDIDA


  Desde los primeros días de la crisis todos los partidos empezaron a repetir el mantra de que la máxima prioridad era crear empleo. Una formulación algo simplista, que obvia que sin crecimiento no es posible crear empleo, lo que no quiere decir que, en estos tiempos, con crecimiento se creen necesariamente puestos de trabajo (como se está demostrando en EE UU). La ausencia de crecimiento se debe a muchos factores de la economía española como la concentración económica y falta de competencia en los mercados, bajos niveles de inversión privada en I+D+i, ausencia de una cultura emprendedora, y otros factores a los que nos hemos referido en el capítulo económico. Las reformas laborales no podían aspirar a crear empleo por sí solas, sin crecimiento. Por ello, éstas estuvieron orientadas, no a crear empleo en la crisis, sino a asegurar que cuando la economía volviera a crecer se crearan puestos de trabajo más sostenibles que en el pasado, y que cuando llegara una nueva crisis no se tradujera en una destrucción tal de empleos.


  A este respecto es importante recordar dos aspectos. El primero, es que, pese a la retórica conservadora que ve en un mercado laboral –sin duda ineficiente– la razón de todos los males económicos de España, y lo utiliza como escudo para ocultar las reformas que podrían y deberían romper las concentraciones de poder económico que taponan el dinamismo y el crecimiento de nuestra economía, la realidad es que ya se han hecho desde los ochenta varias reformas liberalizadoras del mercado laboral y ninguna de ellas ha derivado ni en empleo de más calidad, ni en un mercado laboral más eficaz en la asignación del factor trabajo, ni en mejoras de productividad a ello asociadas. La reforma del mercado laboral es necesaria, pero no es suficiente para imprimir dinamismo a la economía española. Cada nueva reforma laboral se hace bajo la presión del paro creciente y con el diagnóstico de que la rigidez del mercado laboral es la causa del paro. Sin embargo, el resultado no ha dejado de ser un incremento de la precariedad laboral y, como consecuencia, una mayor sensibilidad del empleo al momento del ciclo económico. Este diagnóstico no suele tener en cuenta la importancia de la estructura productiva en la explicación del paro y la precariedad. De Europa no sólo nos diferenciamos en la tasa de paro y en la regulación laboral, también nos diferenciamos en el peso de sectores productivos de baja cualificación y más sensibles al ciclo económico, como la construcción y la hostelería, y de una estructura económica menos dinámica e innovadora, con menos competencia y con menores niveles de productividad.


  El segundo aspecto que se debe recordar es que en España ni siquiera en los mejores años de las últimas décadas el índice de paro bajó del 7-8%, es decir, del nivel que en otros países empieza a generar preocupación. Nuestro supuesto pleno empleo (o tasa natural) era un 8% de paro. Eso indica que hay algo que no funciona ni en nuestro mercado laboral ni en nuestro modelo de crecimiento. Independientemente de que en estas cifras haya gato encerrado por la posibilidad de fraude (gente que cobra el paro y trabaja en la economía sumergida), que el pleno empleo signifique tales niveles de desempleo oficial no es algo sostenible a largo plazo, entre otras razones porque al no pagar su justa parte de impuestos, la actividad económica lícita tiene que asumir una mayor carga tributaria, lastrando su competitividad.


  Tampoco es sostenible que las crisis se traduzcan de inmediato en desempleo masivo, pues eso es lo que más afecta a los ciudadanos y más desequilibra las cuentas del Estado, tanto en lo que se ha de gastar de más en cobertura, como en los ingresos de menos que los parados implican. A evitarlo, y a lograr que las empresas no tuvieran que elegir entre despedidos y cierres, acercando la realidad laboral a la del mercado, y a dinamizar la contratación ante una recuperación que se esperaba rápida, estuvo dirigida la reforma laboral. Zapatero se esforzó durante meses en que saliera de un acuerdo entre los interlocutores sociales, pero al no conseguirlo aprobó una reforma laboral que no satisfizo a ninguna de las partes, que introducía el despido objetivo con 20 días por año trabajado de indemnización ante la existencia en la empresa de «pérdidas económicas no meramente coyunturales» a acreditar y otras medidas que llevaron a los sindicatos a convocar la huelga general del 29 de septiembre de 2010. Una huelga que actuó en detrimento tanto de los sindicatos como del Gobierno y que demostró que éste había gastado capital político en una reforma incompleta y poco útil.


  Con todo, no fue el paro el único mal social al que la crisis obligó a enfrentarse. También lo fue el que este país se haya empobrecido y que a finales de 2010, pasado el ecuador de la segunda legislatura de Zapatero, los niveles de renta por habitante hubieran bajado en términos reales a los de 2004. Es decir, un retroceso de seis años, lo que da pie a hablar de una «década perdida» y de una pérdida de confianza de los españoles en su propio país que puede tardar años en recuperarse.


  La crisis social es por tanto mayúscula; y es una crisis de país. Nunca ha cabido minimizarla, ni el Gobierno de Zapatero lo hizo. Aunque hay elementos que contribuyen a mitigarla. Entre otros, el papel de la familia –y dentro de ella la generación en torno a 50 años con empleos– como marco de solidaridad intergeneracional, algo que no se da en tal grado en los países del norte o centro de Europa. Tenemos a nuestro favor no sólo este régimen de bienestar familiarista como otros países europeos mediterráneos, sino también el hecho de que una parte importante de los parados sean extranjeros que vivirían peor en sus países, pero que se están empezando a marchar cuando pueden encontrar un futuro prometedor en sus lugares de origen, la salida de jóvenes españoles profesionales a otros países de nuestro entorno –aunque esto se aplica a personas con formación universitaria e idiomas– y el hecho de que somos más del doble de ricos que en 1982, cuando el PSOE con Felipe González ganó por vez primera en esta democracia las elecciones, también en tiempos de crisis. A euros de 2010, la renta por habitante era en 1982 de 10.668 euros, y a finales de 2011 de 22.486 euros. Pero, claro está, la riqueza es un concepto relativo y el hecho de retroceder, aunque sea a niveles mayores que los de antaño, se vive como un verdadero empobrecimiento.


  Es innegable que la crisis actual ha producido un mayor descenso del PIB por habitante que las crisis de los años ochenta o noventa (en euros constantes). A comienzos de los noventa la disminución fue de poco más de 300 euros, y la cuesta abajo sólo duró dos años, pero desde 2008 no ha parado de bajar y el descenso acumulaba en 2010 unos 1.500 euros respecto a 2007, volviendo a niveles de 2004. Cuando se tengan los datos definitivos para 2011, que será ya tras la publicación de este libro, es previsible que arrojen, finalmente, un cierto freno en este descenso, pero derivado no de un incremento de rentas, sino de la reducción de la población como consecuencia de que muchos inmigrantes (y españoles) están saliendo del país, lo que hace que el total de la renta nacional se divida entre un menor número de personas.


  En comparación con otros países desarrollados, la caída del PIB per cápita en España, medida en euros de poder de paridad de compra, es de las mayores de Europa, de unos 1.700 euros. Por delante sólo están Irlanda (que ha perdido 5.800 euros), Islandia (3.000 euros), Luxemburgo (2.300 euros) y Estonia (1.800 euros). La caída media en la zona euro ha sido de 800 euros, en la UE-27 de 600 euros y de 1.200 euros en EE UU y Japón. La caída relativa de poder adquisitivo en España entre 2007 y 2010 es superior a la media comunitaria, pues hemos pasado de estar un 5% por encima del promedio de la UE-27 a estar en el 100%, la misma situación relativa que en 2002. Estamos lejos del descenso del 20% de Irlanda, pero en este ranking negativo, además de ese país, sólo está Estonia (ha caído un 6%), empatamos con Letonia, y estamos muy próximos al Reino Unido o Japón (pierden un 4%). Y es obvio que el ajuste todavía no ha terminado. Debe señalarse que en varios de estos países que más renta han perdido también se produjo una burbuja inmobiliaria en la fase de crecimiento, que la crisis pinchó de forma brusca. Pero la principal razón por la que se ha producido este descenso en el nivel de rentas es el paro.


  EL DRAMA DEL DESEMPLEO


  La intensa caída del PIB per cápita está unida a que en esta crisis la destrucción del empleo en España no sólo ha sido mayor en términos absolutos, sino también en términos relativos y en un período de tiempo muy corto: 800.000 personas engrosaron las filas del paro entre el último trimestre de 2008 y el primero de 2009. Nunca antes había sucedido en España que la tasa de desempleo se incrementase más del doble en dos años, como ocurrió entre 2008 y 2010 en que pasó del 10% al 20%.


  El paro había comenzado a aumentar ya antes de septiembre de 2008. El shock en los mercados financieros tras la caída de Lehman Brothers y la consiguiente congelación del crédito, provocó, como ya hemos visto, el reventón del sector de la construcción inmobiliaria, un sector de alta generación de empleo en nuestro país, aunque de mala calidad (inherentemente de baja productividad y, en su mayor parte, de baja formación). El aumento dramático del desempleo se trasladó a otros sectores. En un mercado dual, la crisis primero se llevó por delante a una parte importante de los temporales, pero acabaría mermando a los fijos a través de los ERE y del cierre de empresas.


  El pinchazo repentino de la burbuja inmobiliaria se hizo notar y se prolongó. Un 40%, aproximadamente, de la destrucción de empleo entre 2007 y 2011 se debió directamente a la construcción, a lo que habría que sumar empleos indirectos. Por ello mismo, el descenso de la ocupación ha sido mucho más acusado en los varones que en las mujeres, debido a la segregación ocupacional, pues en el sector de la construcción predominan los hombres.


   


  
    Evolución de la tasa de paro
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    Fuente: Encuesta de Población Activa (INE, IIIT 2011)

  


   


  Además, debe tenerse en cuenta que el incremento del paro ha sido diferente según las características de los ocupados, en términos de género, nacionalidad, nivel de estudios o edad. El crecimiento ha sido más intenso para aquellos grupos de población que contaban con mayores tasas de desempleo al comienzo de la crisis, exceptuando (debido al efecto del desempleo en la construcción, como ya se ha señalado) el caso de las mujeres. Como dato positivo, cabe señalar que el diferencial de paro entre hombres y mujeres nunca había estado tan bajo como en la actualidad, y que en algunos grupos, como los extranjeros o españoles sin estudios, el paro femenino es menor que el masculino. El mayor aumento del paro entre los colectivos peor situados al comienzo de la crisis apunta a que las desigualdades están aumentando debido a que empeoran más rápidamente las condiciones de vida de quienes están más abajo en la escala social.


  Si tenemos en cuenta la edad, se puede observar que la subida del paro ha sido mucho mayor para los españoles menores de 30 años. Por nacionalidad, se observa que a igualdad de otras características, el paro entre los extranjeros es mucho mayor que entre la población española, con tasas que superan el 25% en casi todos los grupos de población. Para el conjunto de los españoles, la tasa de paro es del 18%, mientras que para los extranjeros es del 30%.


  En resumen, la realidad del desempleo en España es tan brutal como compleja. Las razones que lo causaron eran ya imposibles de subsanar cuando la sangría comenzó. Y desde La Moncloa el drama se vivía como el del capitán de un barco que ha partido maltrecho de puerto; con medidas de emergencia para taponar en lo posible la sangría, pero a sabiendas de que estaba expuesto a la tormenta con poco margen de maniobra. Los intentos de frenar el aumento del paro resultaron infructuosos, especialmente dada la escasa recuperación de la economía y la caída, a partir del verano de 2011 en una nueva contracción, en España y en otros países. La reforma laboral, como ya hemos dicho, no estaba destinada a frenar el paro, sino, esencialmente, a favorecer la contratación una vez que la economía se pusiera en marcha, pero ésta no ha vuelto a arrancar. El gobierno de Zapatero decidió incluso, en agosto de 2011, autorizar la concatenación durante más de dos años (hasta 2013) de los contratos temporales para evitar que muchos de ellos fueran a la calle y la creación de un nuevo contrato de formación para los 600.000 jóvenes, de hasta 30 años, que dejaron sus estudios profesionales para entrar en la construcción y la hostelería.


  En la Ley de Economía Sostenible se adoptaron medidas para intentar sentar las bases de una mayor creación de empleo y de más calidad. Ya en enero de 2009, en el momento más intenso de la recesión, el Gabinete de la Presidencia trabajaba en reformas estratégicas para afrontar a largo plazo el problema del empleo, como, por ejemplo, el impulso a los llamados empleos verdes. España tiene un potencial especialmente alto de generación de empleo verde. Además, actuaciones en el ámbito de la eficiencia energética, como el de aislamiento de edificios, pueden ponerse en marcha muy rápidamente, generan retornos casi inmediatos y requieren una gran cantidad de empleo, en gran parte proveniente del sector de la construcción. El potencial de generación de empleo es alto también en muchos otros sectores de la economía verde más allá de las energías renovables, como el transporte (coche eléctrico, transporte público…), el reciclaje, el tratamiento de aguas residuales, los servicios de asesoría energética y gestión medioambiental, la agricultura ecológica o la gestión forestal.


  Muchos de estos sectores son intensivos de trabajo. Por ejemplo, las energías renovables lo son mucho más que las fósiles como el petróleo, que son más intensivas de capital. Un estudio del Grupo MAPA de EE UU confirmaba que las renovables generan más empleo que las industrias de energías fósiles. Por cada millón de dólares de producción, en la industria del gas o del petróleo se crean en EE UU 3,5 empleos, mientras que el aislamiento de edificios genera 13 empleos y el transporte público, 20.


  España es líder mundial en varias industrias del sector (no sólo energías renovables, sino también otras como la gestión de residuos urbanos), con lo que tenemos ya desarrolladas economías de escala, modelos de negocio probados, capital técnico y humano de primer nivel, cuota y penetración de mercado internacional, y otros factores que nos dan una ventaja competitiva a la hora de crecer en el sector y generar empleo. Además, tenemos también mucha experiencia y capital productivo instalado en el sector de las infraestructuras debido al empuje llevado a cabo en nuestro país en los últimos años, factores de producción que pueden en muchos casos generar sinergias con varios de los sectores verdes.


  El empleo verde también tiene toda una serie de beneficios añadidos. En primer lugar porque el empleo en energías renovables en España es más estable que la media del resto de la economía. Los contratos indefinidos son el 82% y los temporales tan sólo el 15%, frente al 30% en el conjunto de las empresas. Es decir, la temporalidad es de la mitad. Además es un empleo cualificado, lo que dota a la economía de más competitividad. Y las empresas (y el trabajo) están muy distribuidas geográficamente, con lo que también se contribuye al objetivo del fomento de la actividad económica en las CC AA menos desarrolladas.


  Mucha de la demanda de los nuevos productos y servicios verdes, y por lo tanto del empleo, se centra en las Pymes. Y actuaciones como el aislamiento de edificios pueden absorber parte de los parados de la construcción y son accesibles también para los desempleados de larga duración, por lo que su puesta en marcha podría tener un impacto permanente sobre los niveles de empleo. Un empuje al sector generaría no sólo empleos directos sino también indirectos, como consecuencia del efecto cascada en la demanda de nuevos productos y servicios para el sector y por el efecto multiplicador en la economía. Además de los trabajos nuevos que se podrían crear, están aquellos que se podrían mantener y que si no desarrollamos industrias verdes se perderán. Para lograr explotar este potencial se estudió, aunque nunca llegó a adoptarse, la puesta en marcha de un Plan Nacional de creación de Empleo Verde a través del desarrollo de infraestructuras, tecnologías, productos y servicios medioambientales.


  Junto a estas medidas orientadas a no repetir errores del pasado y sentar las bases para crear con la recuperación empleo de más calidad, se tomaron otras que fueron de pura emergencia, por ejemplo el Plan E. Como ya se ha explicado, tenía una finalidad social más que económica: poner a la gente a trabajar, a recibir un salario y evitar que supusieran un gasto adicional para el Estado, pues cada parado incrementa las prestaciones por desempleo que han de desembolsar las arcas públicas, y como se ha dicho era también lo que, entonces, venían propugnando el G-20 y el Fondo Monetario Internacional.


  Y es que, detrás de todas estas estadísticas, estaba el drama humano. El paro es la gran lacra social de España y lo ha sido de forma superlativa en los últimos tres años. Una aproximación a este drama nos la da ver qué ha sucedido en los hogares, pues, especialmente en nuestro país, el bienestar de las personas no obedece tanto a estrategias puramente individuales, aisladas del contexto social, sino que se debe a las restricciones y decisiones tomadas en el contexto familiar. Entre el segundo trimestre de 2007 y el tercero de 2011, según la EPA, los hogares con todos sus miembros activos ocupados han descendido en más de 1,5 millones (pasando de 10,6 a nueve millones). El número de hogares con todos sus miembros activos en paro se ha multiplicado por cuatro, pasando de 380.000 en 2007 a 1,57 millones a finales de 2011. La situación más grave es la de los hogares sin ingresos laborales, pensiones, o prestaciones (de desempleo u otro tipo), que han pasado de 335.000 a 560.000.


  Al drama humano han contribuido, además, el efecto indirecto de los que por falta de empleo y de ingresos han acabado no pudiendo pagar las hipotecas de sus casas, teniendo que devolverlas y, además, teniendo que acabar de pagar el préstamo con el que las compraron. O los que se vieron sometidos a desahucios por no poder hacer frente a sus alquileres. En los nueve primeros meses de 2011 se registraron 42.879 desahucios, una cifra muy superior a los 34.459 del mismo período de 2010. El debate público, mediático y político sobre la dación en pago fue muy importante al final de la legislatura, así como un incipiente movimiento ciudadano para impedir algunos desahucios.


  JÓVENES SIN TRABAJO


  Pero si el desempleo preocupaba en general, el paro juvenil se seguía con especial preocupación en el Gobierno socialista. Y es que la tasa de paro de los jóvenes (definidos en las estadísticas laborales como personas de entre 16 y 24 años), por encima del 45%, era una tasa sin igual en nuestro entorno europeo. Para interpretar este dato debe tenerse en cuenta que el paro juvenil suele ser del doble que el paro del conjunto de la población activa, tanto cuando la economía va bien como cuando va mal, y así ha sido en España como en la mayoría de los países de la UE (aunque no en Alemania). Por tanto, no cabe esperar que este paro baje de forma sustancial hasta que comience a disminuir para el resto de la población, pues debido a la falta de experiencia laboral la inserción de la juventud en el mercado de trabajo es más difícil. Además, el nivel de estudios de la mayor parte de estos jóvenes de 16 a 24 años que están en el mercado es bajo (los que siguen estudiando son en su mayoría inactivos), por lo que la mejor forma de luchar contra este problema es fomentando que los jóvenes sin empleo vuelvan al sistema educativo.


  Ése fue el objetivo que trazó el Gobierno de Zapatero y a ello se orientaron muchas de las medidas que se tomaron durante la crisis. Las reformas educativas emprendidas en los últimos años han flexibilizado considerablemente el sistema educativo para facilitar esta vuelta, especialmente en el nivel de Formación Profesional (FP). De hecho, desde que empezó la crisis en 2007 hasta 2010 ha disminuido el abandono educativo temprano (del 31% al 28%, el nivel más bajo desde que se registran estas estadísticas, en 1992).


  La combinación de alto paro juvenil con alto abandono educativo da como resultado el fenómeno conocido mediáticamente como los ni-ni: jóvenes que ni estudian ni trabajan, y que ya eran 800.000 en 2011. Somos uno de los países de la OCDE con más jóvenes en esta situación. En 2007 no llegaba a medio millón los jóvenes con estas características. El incremento se debe más a la destrucción de empleo que a su incorporación al mercado de trabajo: un 44% de los ni-nis eran parados con experiencia en 2007, mientras que en 2011 eran el 58%, lo que ha supuesto un aumento en términos absolutos de 160.000 jóvenes. El número de varones en esta situación ha crecido más que el de mujeres, debido a que, como se ha señalado, la destrucción del empleo ha sido mayor en la construcción.


  De nuevo, la burbuja inmobiliaria ha tenido efectos devastadores para la juventud que, en parte, se ha convertido en una generación perdida. Muchos jóvenes de los que hoy tienen hasta 35 años, abandonaron sus estudios escolares para entrar a trabajar con sueldos muy atractivos en la construcción o en los servicios, especialmente la hostelería. La crisis se ha llevado por delante esos empleos, dejando un reguero de jóvenes sin formación para las nuevas necesidades. De ahí que el gobierno de Zapatero sacara adelante nuevos programas de formación para este tipo de desempleados que si algún refugio han encontrado ha sido en sus familias.


  Debe tenerse en cuenta que la juventud es un proceso de transición de la familia de procedencia a la autonomía personal y laboral que se produce de forma distinta, dependiendo del origen social, del género y de las oportunidades laborales; por ello, pensar en la juventud como un colectivo homogéneo confunde mucho más que aclara, y lo propio es pensar en jóvenes heterogéneos, que en función de sus características sociales tendrán ciertas trayectorias sociales con más o menos probabilidad. Por ejemplo, hay más ni-nis entre los extranjeros que entre los españoles, o la probabilidad de ser ni-ni de un hijo de universitario es del 9%, mientras que si el padre no tiene estudios, la probabilidad es del 29%. A todo ello hay que añadir que según el último informe del Observatorio de la Juventud en España, dependiente del Instituto de la Juventud (Injuve), desde el año 2008 a la actualidad, el 20,7% de los jóvenes entre 16 y 29 años emancipados, más de medio millón, han tenido que volver a casa faltos de medios a pesar de la renta de emancipación que se instituyó.


  El nivel de paro juvenil ha sido una de las peores lacras de la situación social. Independientemente de que, como hemos visto, las causas de este fenómeno se originaran con anterioridad a la llegada del Gobierno socialista, la realidad es que cuando en 2011 los socialistas abandonaron el gobierno el desempleo o empleo precario afectaba a ocho de cada diez jóvenes españoles de 16 a 24 años económicamente activos, con lo que ello supone de pérdida de productividad y potencial económico y creativo para la sociedad. Ese es quizás el mayor problema que tiene hoy en día nuestro país: que lo que debería ser su solución –la energía de las generaciones jóvenes– se ha convertido en su principal lastre y fuente de preocupación.


  INMIGRANTES QUE SE VAN,

  POBLACIÓN QUE SE REDUCE


  España era el país de Europa, incluso del mundo en términos porcentuales (con una tasa tres veces mayor que la de EE UU), que más inmigrantes legales había acogido en la década anterior a la crisis, convirtiéndose en el décimo país del mundo que más inmigrantes tiene en números absolutos. Desde 2000 España tenía uno de los índices de inmigración legal –la irregular aumenta esta cifras y tasas– más elevados del mundo. De hecho, el número siguió creciendo al principio de la crisis. Pero en octubre de 2011 el INE vino a demostrar una nueva realidad: algunos inmigrantes se están marchando, sobre todo los de América Latina, un continente al alza. Aunque con las estadísticas disponibles es difícil saber si son españoles que se marchan, extranjeros que, tras nacionalizarse españoles, vuelven a sus países de origen o personas que gracias a la Ley de Memoria Histórica han logrado la nacionalidad, por ser descendientes de españoles, pero nunca han vivido en nuestro país.


  Según el INE, los extranjeros censados a mediados de 2011 eran 5.730.667, el 12,2% de la población de España, cuando a mediados de los noventa eran tan sólo cerca de un millón, la mayoría de la UE, y representaban el 2,5% de la población. Hay que considerar que entretanto, un millón más ha adquirido la nacionalidad española.


  Pero las cosas están cambiando. Según señaló el INE en octubre de 2011, se está produciendo una salida masiva en el número de residentes que el instituto cifra en 580.850 personas en 2011. Las salidas fueron la mitad en 2008. El INE prevé que la cifra de partidas se mantenga por encima del medio millón todos los años hasta 2020, con las llegadas en 450.000 anuales, lo que arrojará un saldo negativo que, si las cosas no cambian, se mantendrá durante la próxima década.


  De cada diez que parten, nueve son extranjeros. Y uno español, con nacionalidad de origen –pues emigran jóvenes con alta cualificación profesional– o adquirida. Los que se marchan son sobre todo personas provenientes de Ecuador, Colombia, Perú, Cuba y Argentina que están haciendo el camino inverso al de la inmigración, y regresando de España a sus países de origen.


  La inmigración ha dejado en estos años de ser una de las principales preocupaciones para los españoles. Según los barómetros del CIS, en abril de 2008 la inmigración era considerada un problema por el 26,1% de los ciudadanos y ocupaba el cuarto puesto del listado de problemas del país (después del paro, la situación económica y el terrorismo de ETA). En noviembre de 2011 el nivel de preocupación por la inmigración había descendido al 7,6%. En el ranking de problemas ocupaba el quinto puesto, tras el paro, la situación económica, la clase política y la sanidad.


  Naturalmente, la preocupación por la inmigración varía mucho según el grado de concentración de la inmigración por zonas geográficas. De hecho, en las elecciones generales de 2008, el PSOE perdió terreno en los municipios de mayor inmigración, lo que llevó a revisar la política inmigratoria. En algunos municipios, como el de Vic, las posiciones de un partido como Plataforma per Catalunya (PxC), que había hecho de su oposición a la inmigración su bandera, resultaron influyentes en la orientación de la política municipal. Y en otros casos candidatos del PP y CiU, con posiciones similares en este ámbito, también lograron buenos resultados.


  En 2011, el Gobierno reintrodujo la moratoria para la inmigración de ciudadanos provenientes de Rumania (primer origen de los inmigrantes en España, por delante ya de los marroquíes) y de Bulgaria. Los inmigrantes en España provenientes de América Latina son en su mayoría mujeres (54,21%), en contraste con la alta proporción de hombres entre los africanos (62,65%), y asiáticos, y si han respondido al efecto llamada ha sido más debido a la demanda provocada por la burbuja inmobiliaria que por las leyes que han ido variando de 2000 a nuestros días.


  Con todo esto, más la baja natalidad entre los ciudadanos de nacionalidad española y la previsión de más muertes que nacimientos para 2019, el INE ha pintado un panorama sombrío para la evolución de la población de España, resultante en buena parte de la crisis. Hace tres años, el INE preveía que España alcanzaría los 49 millones de habitantes en 2018. En 2010 predijo, de la mano de la elevada aunque menor inmigración, 47,2 millones para diez años después. Ahora prevé para 2020 una población 1,2% inferior a la actual. En el primer semestre de 2011, el INE estimó en 27.771 personas la pérdida de población. Ahora proyecta una caída de 34.193 para todo 2011.«En caso de mantenerse las tendencias demográficas actuales, España perdería más de medio millón de habitantes en los próximos diez años, después de un período de intenso crecimiento poblacional», señala el INE, situándose en 45,5 millones, frente a los 46,1 millones actuales. De todas formas, las previsiones demográficas no deben interpretarse como un futuro probable, sino como una situación a la que se llegará si se mantienen las tendencias presentes. Basta recordar lo desatinadas que estuvieron todo este tipo de previsiones de los años noventa, pues nadie fue capaz de adelantar el boom migratorio. Como señala Skidelsky, biógrafo de Keynes, nos hacemos trampas pensando que el futuro social es manejable como si fuese una situación de riesgo (calculable con probabilidad), cuando es en realidad de incertidumbre (es decir, que es difícil de prestarse a la prospectiva, más allá de proyectar en el tiempo las tendencias presentes).


   


  
    Evolución de la población extranjera residente en España, en número de personas (izquierda) y en porcentaje (derecha)
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    Fuente: Padrón, INE

  


  LOS SALARIOS TARDARON EN MODERARSE


  Los salarios reaccionaron poco y tarde a la situación de crisis económica y al brutal aumento del desempleo. De hecho, en 2008 aumentaron. En parte este aumento se debe a que primero se destruye el empleo más precario, de bajos salarios, haciendo, por tanto, que crezca el salario medio de los que mantienen sus puestos de trabajo, aunque el salario individual se mantenga constante. Pero además de este llamado efecto composición, la negociación colectiva también recogió incrementos salariales, como en 2009, con una subida en términos reales de los salarios pactados en convenio del 2,6%, produciendo un crecimiento real del 3%. Esto también puede deberse a que los asalariados representados en la negociación colectiva son sectores que están en mejores condiciones laborales que aquellos que quedan fuera de su cobertura. En otras palabras, la subida salarial observada es compatible con situaciones diferentes, como son los salarios constantes para quienes mantienen su empleo o con una bajada de salarios para quienes no entran en la negociación colectiva, mientras suben los de quienes sí entran. En todo caso, los convenios sectoriales o por empresas en 2011 tendieron a la baja real de los salarios.


  La adaptación de los salarios al nuevo contexto, globalmente hablando –pues hubo excepciones–, sólo empezó realmente a producirse en 2010 con la firma del nuevo Acuerdo de Negociación Colectiva en el que se pactaron crecimientos muy moderados para ese año y los dos siguientes. Al ser un crecimiento inferior a la subida del IPC, suponía un descenso salarial en términos reales, es decir, de poder adquisitivo. A esta moderación contribuyó lo ocurrido en algunas grandes empresas, pero también al impacto psicológico de la rebaja en los salarios de la función pública de un 5% en promedio, anunciado el famoso 12 de mayo de 2010 por Zapatero, que también tenía ese objetivo de frenar el aumento salarial en el sector privado, lo que poco a poco se fue logrando. Muchas empresas empezaron a impulsar convenios colectivos de reducción de salarios o al menos más ligados a la productividad.


  Los resistencia a la bajada de los salarios de los trabajadores protegidos por convenios fue un aspecto que contribuyó al aumento del desempleo, pues el ajuste se hizo vía empleo en vez de vía salarios tal y como ocurre en economías más flexibles. Sin embargo, es importante explicar que el nivel de los salarios no es, ni de lejos, el principal problema de la economía española. Debajo del simplista argumento de que en España el problema son los costes laborales, la realidad es que contribuyen mucho más a la falta de competitividad de nuestra economía los márgenes de beneficio que los salarios.


  De hecho, en el Debate del estado de la Nación de 2009 Zapatero ya explicó que el problema de la falta de competitividad de la economía española venía igual o más por el lado de los beneficios empresariales (en proporción, pues la crisis los estaba reduciendo), que de los salarios. Esa aseveración del entonces presidente del Gobierno venía avalada por un estudio del BBVA, según el cual el diferencial en el margen de beneficios de las empresas españolas con respecto a la media de la zona euro contribuía más que los salarios al diferencial de inflación de España con la zona euro. En otras palabras, los márgenes de beneficio eran más relevantes que los salarios a la hora de generar inflación y lastrar la competitividad española.


  Así, durante el período 1999-2007, la contribución al diferencial de inflación de los márgenes de beneficio (0,88 puntos porcentuales) había sido mucho mayor que la de los salarios (0,30 puntos porcentuales). De hecho, el margen de beneficio fue el factor que más contribuyó al diferencial de inflación con la zona euro, más que los costes laborales unitarios, que contribuyeron 0,75 puntos (0,30 los salarios más 0,45 la menor productividad) o los impuestos, que lo incrementan en 0,22 puntos porcentuales.


  El estudio del BBVA confirmaba que «los beneficios contribuyeron en gran medida al diferencial positivo de inflación en España», y concluía que «la conjunción de elevados márgenes de beneficios y del desajuste entre las ganancias salariales y la evolución de la productividad han contribuido de forma significativa a que España haya tenido una inflación superior a la UEM», aunque aclarase que había otros factores detrás del elevado nivel de crecimiento de precios en España (por ejemplo, el alto crecimiento de la demanda interna).


  La principal causa de los altos márgenes de beneficios en algunos sectores era bien conocida: la poca competencia que se da en determinados mercados de productos y servicios lo que permite a unas pocas grandes empresas con un gran volumen de negocio e influencia frenar la competencia y dificultar la entrada de nuevas compañías que puedan presionar a la baja sus precios, garantizándose así altos márgenes de beneficio.


  La historia, que es la de la globalización en su conjunto –y que, no por poco contada es menos real–, es que durante los 13 años de crecimiento continuado que experimentó nuestro país las empresas canalizaron la riqueza generada en mayor medida hacia el incremento de sus beneficios que al incremento de los salarios o a la reinversión, beneficios que después se distribuían entre los dueños del capital y los altos directivos, pero no con la mayoría de los empleados y, con la tendencia a la baja del impuesto de sociedades, cada vez menos con el erario público y, por tanto, con la financiación de los servicios sociales. El crecimiento económico no ha beneficiado a los asalariados, que son los más, sino a las rentas no salariales, que son las menos. Y es que los trabajadores españoles reciben una parte cada vez menor de la riqueza que genera la actividad económica. Entre 1995 y 2007, la participación de los salarios en el PIB en nuestro país bajó más de un punto y medio, hasta el 47,3%. Según la Comisión Europea, que maneja un concepto más amplio de ingresos –además de salarios incluye estimaciones de rentas de autónomos–, en los 30 años transcurridos entre 1975 y 2006 la participación en el PIB de las rentas del trabajo en España bajó más de 13 puntos hasta situarse en el 54,5% (3,3% menos que la media de la UE-15).


   


  
    Contabilidad de la Inflación. Países del área Euro-12 (1999-2007)


    (Contribuciones al cambio, tasa de crecimiento medio anual en %)


    
      
        
          	

          	
            Total

          

          	
            Salarios

          

          	
            Productividad

          

          	
            Margen Beneficio

          

          	
            Impuestos

          
        


        
          	
            Área EUR-12

          

          	
            1,96

          

          	
            1,26

          

          	
            0,45

          

          	
            0,87

          

          	
            0,28

          
        


        
          	
            En desviación con respecto a la media del área EUR-12

          
        


        
          	
            Bélgica

          

          	
            -0,05

          

          	
            0,17

          

          	
            0,06

          

          	
            -0,03

          

          	
            -0,13

          
        


        
          	
            Alemania

          

          	
            -1,13

          

          	
            -0,31

          

          	
            0,48

          

          	
            -0,33

          

          	
            0,00

          
        


        
          	
            Irlanda

          

          	
            1,57

          

          	
            1,03

          

          	
            0,51

          

          	
            0,78

          

          	
            0,27

          
        


        
          	
            Grecia

          

          	
            1,56

          

          	
            0,69

          

          	
            0,19

          

          	
            0,95

          

          	
            0,10

          
        


        
          	
            España

          

          	
            1,85

          

          	
            0,30

          

          	
            -0,45

          

          	
            0,88

          

          	
            0,22

          
        


        
          	
            Francia

          

          	
            -0,15

          

          	
            0,17

          

          	
            0,00

          

          	
            -0,20

          

          	
            -0,13

          
        


        
          	
            Italia

          

          	
            0,46

          

          	
            -0,14

          

          	
            -0,45

          

          	
            0,13

          

          	
            0,02

          
        


        
          	
            Luxemburgo

          

          	
            1,26

          

          	
            0,35

          

          	
            0,01

          

          	
            0,81

          

          	
            0,11

          
        


        
          	
            Holanda

          

          	
            0,64

          

          	
            0,65

          

          	
            0,32

          

          	
            0,18

          

          	
            0,13

          
        


        
          	
            Austria

          

          	
            -0,45

          

          	
            -0,22

          

          	
            0,30

          

          	
            0,31

          

          	
            -0,24

          
        


        
          	
            Portugal

          

          	
            1,13

          

          	
            0,66

          

          	
            -0,05

          

          	
            0,15

          

          	
            0,27

          
        


        
          	
            Finlandia

          

          	
            -0,55

          

          	
            0,25

          

          	
            0,44

          

          	
            -0,17

          

          	
            -0,19

          
        


        
          	
            Nota: El total es la suma de las contribuciones de salarios, márgenes e impuestos, menos la contribución de la productividad.

          
        

      
    


    Fuentes: Servicio de Estudios BBVA a partir de AMECO (en Estudio Situación España Marzo 2009, Servicio de Estudios BBVA)

  


   


  Aunque el diferencial de inflación con la UE se moderaría lógicamente con la crisis, la realidad de la relación entre márgenes y salarios es un tema que, como tantos otros, quizás el Gobierno de Zapatero no supo explicar bien a la ciudadanía a la hora de recabar el apoyo popular para adoptar medidas de fomento de la competencia, que es, al fin y al cabo, lo que impide márgenes de beneficio excesivos. El mismo estudio del BBVA afirmaba que la solución pasaba por «la implementación de políticas que mejoren la competencia en los mercados de bienes (y servicios) […] para mejorar la competitividad de la economía española». Por aquel entonces, la Comisión Nacional de la Competencia había realizado ya una interesante propuesta para atajar este problema: acompañar las leyes de una memoria que estudie cómo afectan a la competencia. Y es que, ante la crisis, el Gobierno y la sociedad española tienen legitimidad para demandar de las grandes empresas un esfuerzo para abrirse a la competencia y asumir, vía reducción de sus márgenes, parte del ahorro de costes que necesitamos.


  Los datos agregados de salarios esconden también una preocupante realidad de diferencias salariales. Las estadísticas del INE permiten comparar la distribución de las rentas salariales entre 2003 y 2009. En promedio, y con euros constantes de 2010, no se aprecian variaciones significativas en los salarios que se perciben a lo largo de ese año. Pero este resultado agregado oculta que si descomponemos entre grupos de población, los menores de 30 años o de bajo nivel de estudios han perdido renta salarial, que los universitarios la han aumentado, y que el incremento es mayor entre las mujeres universitarias. Los datos no permiten saber si hay un efecto composición, es decir, si estos incrementos salariales medios se deben a subidas del salario individual o a la destrucción del empleo de los universitarios de menor salario. Tampoco se puede saber aún si en los colectivos en los que bajan los salarios, la causa ha sido la disminución real del salario individual o simplemente se debe a que están más meses en paro y, por tanto, se reduce su salario anual. Más allá de estos posibles efectos de composición, el nivel de vida y la desigualdad del conjunto de la población se ven afectados.


  En definitiva, entre 2004 y 2009 la brecha salarial ha aumentado y la tendencia se ha acentuado especialmente a partir del año 2007 e incrementado ligeramente en 2009, último año para el que disponemos de datos generales. El salario anual por encima del cual se sitúa el 10% de los asalariados que más ganan ha aumentado hasta 40.123 euros (un 4% más que en 2008). El salario por debajo del cual se encuentra el 10% de los asalariados que menos ganan ha disminuido hasta situarse en 8.723 euros (un 2% menos que en 2008). Como resultado, el salario de los que menos ganan representa, aproximadamente, el 22% del salario de los que más ganan. Esta brecha salarial de casi un 78% es un punto superior a la de 2008.


  AUMENTO DE LA DESIGUALDAD:

  EL «EFECTO MATEO»


  La crisis ha acelerado y acentuado el aumento de la desigualdad que viene generándose desde hace dos décadas. Antes de que comenzase la crisis financiera de 2008, distintos estudios, especialmente los de la OCDE, apuntaban ya a un aumento de la desigualdad económica. Sabemos que había cierta tendencia al incremento de las desigualdades desde los años ochenta, especialmente en EE UU, el Reino Unido o Irlanda.


  Las explicaciones para estos aumentos apuntan a cuatro tipos de factores. Por un lado, la mayor integración económica y financiera mundial, es decir, la globalización, que llevaría a aumentar la competencia internacional, favoreciendo a quienes tienen capacidades más valoradas por el mercado, frente a los países con factores de producción poco competitivos y fácilmente sustituibles. Por otro lado, el desarrollo tecnológico y la sociedad del conocimiento, que potenciaría los empleos más creativos a costa de los que no pueden ser sustituidos por la tecnología. Además, cabe señalar la importancia de los factores puramente institucionales, en especial los que tienen que ver con el mercado de trabajo y con la redistribución de riqueza, como el sistema impositivo y las políticas sociales. También debe tenerse en cuenta el cambio de la población activa, actualmente más heterogéneo debido al aumento de la participación de las mujeres y de los inmigrantes en el mercado de trabajo.


  Identificar las causas y la forma más efectiva de enfrentarse a este fenómeno no es fácil. La interrelación entre todos los procesos antes descritos dificulta atribuir adecuadamente una causalidad definida a cada uno de ellos, sin contar la dificultad para definirlos y poder medirlos. Un estudio de la OCDE, que tanta relevancia cobró en los medios de comunicación en diciembre de 2011, afronta este reto, y se centra en la desigualdad salarial. Entre sus conclusiones destaca que la mayor exposición al comercio internacional no parece producir efectos sobre este tipo de desigualdad, algo con lo que otros expertos no están sin embargo de acuerdo. Adscribe más impacto al desarrollo tecnológico y a los cambios institucionales que debilitan la fuerza de trabajo, especialmente a los ocupados con contrato temporal. La participación de las mujeres contribuye a disminuir la dispersión salarial, posiblemente, aunque el informe no lo señale, debido a que tienden a desempeñar ocupaciones de salarios medios y bajos, aumentando así el peso de esta parte de la distribución salarial. El aumento del empleo cualificado también tiende a disminuir la desigualdad.


  El informe de la OCDE es muy limitado para entender la situación presente en España, pues recoge que la desigualdad salarial disminuyó entre 1980 y 2008, cuando los indicadores más recientes de desigualdad señalan que está aumentando desde 2008. La crisis ha acelerado la concentración de riqueza en algunas sociedades como la americana, una de las sociedades más desiguales, lo que ha llevado a la protesta del «99%», frente al 1% que concentra una mayor parte de la renta nacional, como ha puesto de relieve el movimiento Ocupemos Wall Street en EE UU. Incluso este 1% resulta excesivamente amplio en esta materia de concentración de la riqueza. Hoy la desigualdad no es ya sólo entre ricos y pobres, sino entre los muy ricos y el resto. En las sociedades europeas el impacto ha sido menor, aunque marcado en términos de desigualdad. También en la española, donde en 2009 ya hubo un repunte de la desigualdad que se volvió a ampliar. Probablemente contribuyó a ello, mucho más que en otros países, el tipo de crecimiento de los años anteriores.


  Posiblemente la aguda caída de la riqueza y el empleo sean causas centrales del aumento de las desigualdades económicas. Y éstas han aumentado independientemente de cómo se midan: como tasa de riesgo de pobreza relativa, índice de Gini o ratio entre las familias situadas en el 80 y el 20% de la distribución de la riqueza. La tasa de riesgo de pobreza relativa es el porcentaje de hogares cuya renta es inferior al 60% de la renta mediana, es decir, de la renta que no supera la mitad de la población. Si en 2009 la renta mediana era de unos 22.000 euros anuales por hogar (según la Encuesta de Condiciones de Vida de 2010), eso quiere decir que se consideran bajo el umbral de pobreza relativa los hogares cuya renta disponible es inferior a 13.200 euros: una pareja con unos ingresos superiores a los 700 euros mensuales por persona estaría por encima del umbral de pobreza. El índice de Gini, por su parte, compara la distribución observada de la renta con una distribución teórica en la que todos los hogares tuviesen la misma renta: si el indicador toma el valor 0 quiere decir que un hogar tiene toda la renta y el resto nada, y si toma el valor 1 (o 100), que todos los hogares tienen la misma renta. La ratio entre el 80% y el 20% de la renta compara en cuántas veces la riqueza de un hogar por debajo del cual está el 80% de los hogares con otro que deja por debajo al 20% de los hogares. Sea cual sea el indicador que tomemos, ha crecido tras la crisis, y está en los niveles más altos por lo menos desde 1993.


  En resumen, esta crisis ha llevado los indicadores de desigualdad a su nivel más alto en nuestra historia reciente. Conviene señalar que la evolución de estos indicadores es poco sensible a la variación en la tasa de paro, pues durante este período el paro sube o baja considerablemente sin que apenas varíen los indicadores de desigualdad. La diferencia de esta crisis con las anteriores es que, desde que se recogen estas estadísticas con procedimientos homologados, nunca había sido tan brusco el incremento del paro ni había caído tanto el PIB per cápita como en los últimos años (en euros constantes). Pero la disminución del PIB o el aumento del paro también han sido importantes en otros países como Irlanda o Islandia, sin que hayan aumentado tanto los indicadores de desigualdad. Esto se podría explicar por el bajo efecto redistributivo de nuestro Estado del Bienestar, con menos capacidad para reducir la pobreza después de las transferencias sociales.


  Para saber mejor a qué se debe la distribución desigual de los efectos de la crisis, que parece cebarse más en los más débiles, podemos observar qué ha pasado en el mercado de trabajo. Esto supone un estudio de la desigualdad desde el punto de vista individual y laboral, dejando de lado el estudio de la familia y de otros tipos de renta. Es una aproximación limitada, pero con la ventaja de que nos permite conocer mejor la evolución de los salarios, el mayor determinante del nivel de vida de la mayoría de las familias.


  En líneas generales puede decirse que los colectivos que estaban en peor situación en 2007 son precisamente aquellos cuyo deterioro de condiciones de vida ha sido mayor. Se podría estar produciendo lo que se conoce en política social como «efecto Mateo», por la máxima del evangelista: «A quien tiene se le dará, a quien no tiene se le quitará». Es una situación producida en diversos contextos en los que consiguen más recursos quienes parten de una mejor situación inicial que les permite sacar más partido de los cambios sociales o la redistribución pública de recursos. Otra posibilidad es que la crisis del empleo sea en buena medida sectorial, vinculada a la construcción y a la hostelería, sectores caracterizados por empleos precarios y de baja cualificación.


  Si atendemos a la evolución del paro, apreciamos que son los colectivos con menor nivel de paro en 2007 para los que menos crece el desempleo en estos cuatro años en términos absolutos. El crecimiento del paro ha sido mucho menor para los mayores de 40 años y para los titulados universitarios que para los jóvenes y las personas sin estudios. Hay una excepción notable a la que ya hemos aludido: las mujeres. Sus niveles de paro eran mayores al comienzo de la crisis, pero debido a que la destrucción de empleo ha sido más intensa en sectores masculinizados, el diferencial de paro con los hombres está más bajo que nunca. Es más, entre las mujeres extranjeras, el nivel de desempleo es menor que entre los hombres extranjeros. Como resultado de este aumento del paro, el empleo que permanece es de más calidad: se ha destruido más empleo temporal. Los varones españoles son el grupo en el que más sube el empleo indefinido a tiempo completo. Resumiendo, la situación ha empeorado con más intensidad para las personas jóvenes, de bajo nivel de cualificación y, debido a la composición sectorial del paro, los varones. Las desigualdades posiblemente han aumentado no sólo por el empeoramiento de los colectivos más débiles, sino porque, además, algunos grupos que estaban mejor, como los universitarios, pueden haber mejorado su situación.


  Desde el comienzo de la crisis, se ha producido un fuerte incremento de la pobreza. Los datos provisionales de la Encuesta de Condiciones de Vida indican que la tasa de pobreza relativa ha aumentado hasta el 20,8% en 2010, lo cual supone 1,3 puntos más que el dato de 2009.


  Medida en indicadores de privación subjetiva, es decir, de la percepción con que los miembros del hogar afrontan sus retos económicos, la situación, sin embargo, incluso parece haber mejorado. Esto probablemente se deba a que las familias han sabido apretarse el cinturón, e incluso es muy posible que se hayan recompuesto los hogares, con personas que hayan vuelto o bien a su hogar de origen, o bien hayan formado hogares más grandes, para aprovechar economías de escala dentro de la pobreza.


  A la pobreza contribuye también, evidentemente, el paro. En el primer trimestre de 2011, el número de hogares con todos los miembros en paro fue de 1.386.000, 87.000 más que en el mismo trimestre de 2010. Y los hogares que no perciben ninguna renta alcanzan los 317.000, 60.000 más que en el primer trimestre de 2010.


  La tasa de pobreza relativa en mujeres es 1,6 puntos superior a la de los hombres (20% en hombres por 21,6% en mujeres). Por grupos de edad, la evolución ha sido dispar. Entre la población mayor de 65 años, la tasa ha disminuido en seis décimas respecto al año anterior y se sitúa en el 24,6%. Entre los de 16 a 64 años, aumenta casi dos puntos, hasta alcanzar el 19,1%, el valor más elevado desde 1997 (20%). La tasa de pobreza infantil ha aumentado en 1,2 puntos respecto al año anterior y se sitúa en el 24,5%, su mayor nivel desde 2004. La pobreza infantil tiene una gran dependencia de las rentas de trabajo del hogar, y por tanto es altamente sensible al deterioro del mercado laboral. Sin embargo, la pobreza de los mayores de 65 años depende de las pensiones y, a pesar de las medidas de ajustes, las pensiones no contributivas han subido, y el resto se congelaron, en un contexto de bajada salarial, por lo que los pensionistas se han visto relativamente menos afectados por la crisis.


  Debe señalarse, sin embargo, que la relación entre paro y pobreza no es tan estrecha como puede parecer, pues en las últimas décadas la tasa de paro ha oscilado entre el 8 y el 24%, pero sin embargo la tasa de riesgo de pobreza relativa lo ha hecho entre el 18 y el 21%. Esto se explica por la redistribución de renta que se produce tanto por las prestaciones de desempleo como en el seno de la familia que reside en la misma vivienda.


   


  
    Indicadores tasa de paro e indicadores de desigualdad económica
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  En resumen, la herencia quizás más dolorosa de este naufragio nacional ha sido la que quizás menos repercusión mediática ha tenido: las políticas decididamente sociales y el incremento en gasto social que caracterizaron a los gobiernos de Zapatero hasta mayo de 2010 (e incluso después, con el esfuerzo del mantenimiento de las pensiones no contributivas y de las prestaciones por desempleo, por ejemplo) no conllevaron una disminución de la desigualdad social. Como le pasó al laborista Blair tras un período aún más largo, después de los siete años de gobierno socialista la mayoría de los indicadores, y en especial los de desigualdad, están hoy igual o peor pese al esfuerzo desplegado. Sería injusto, lógicamente, adscribir esto tan sólo a la acción del Gobierno; la principal razón hay que buscarla en la crisis. Pero incluso así son demasiados los indicadores, desde niveles de renta hasta movilidad social, que no han evolucionado como hubiese sido de esperar y que obligan a aceptar que el incremento del gasto social por sí solo no garantiza que se logren siempre los resultados esperados. El debate en la opinión pública tiende a limitarse a si se gasta más o menos, cuando la experiencia de los últimos años y la necesidad de la crisis muestran que el problema es cómo gastar mejor las partidas de política social. Esto es, con el mismo dinero debemos ser más efectivos en la reducción de las desigualdades sociales.


  LA IRA DE LOS PERDEDORES


  La crisis económica, un nuevo paradigma tecnológico, la globalización, el cambio climático, los grandes desplazamientos de población y el contacto con otras culturas, entre otros factores, están acelerando una dinámica imparable de transformaciones profundas y aceleradas. Hasta hace poco los descontentos con la globalización se concentraban en los países en desarrollo, críticos con las imposiciones del mundo desarrollado, y, en éste, los descontentos formaban una variada pero minoritaria amalgama de grupos antisistema. Lo que es nuevo es que los países ricos tampoco están ya contentos con la globalización. Las encuestas muestran una caída en picado en el apoyo a la globalización económica entre sus poblaciones, incluidas unas clases medias cada vez más inseguras y empobrecidas, que piensan que la globalización ya no juega a su favor. Un proceso que la crisis ha acelerado. Según diversas encuestas, de la mano de la crisis, el apoyo a la globalización, entendida en este caso como financiera, económica y comercial, ha caído tanto en EE UU como en Europa.


  Cada vez hay un mayor número de economistas de prestigio que empiezan a dudar de las virtudes de la globalización en su actual conformación. Paul Samuelson, para muchos el más grande economista de la segunda mitad del siglo XX, advirtió de que las ganancias de China pueden venir a costa de EE UU. Paul Krugman ha avisado de que el comercio con países de rentas bajas ya no es tan pequeño como para no tener un efecto en la desigualdad en los países ricos. Alan Blinder, antiguo vicepresidente de la Reserva Federal, ha expresado su preocupación de que el outsourcing provoque una dislocación sin precedentes en el mercado laboral de su país, lo que se aplica también a buen número de economías europeas. Y Martin Wolf, editorialista económico del Financial Times, y Larry Summers, antiguo secretario del Tesoro con Clinton y ex asesor económico de Obama, han mostrado ambos su preocupación por la deriva de la globalización financiera, admitiendo que ha generado lo contrario de lo esperado, pues han sido los países en desarrollo los que han prestado a los desarrollados, inflando burbujas consumistas en estos últimos, y los que siguen prestando ahora para comprar unas deudas soberanas cuya fiabilidad ha disminuido y, en cada vez mayor medida, para comprar empresas. La idea de que la globalización es un juego de suma positiva, en la que en todo caso el problema es que unos ganan un poco, mientras otros ganan mucho, puede no sostenerse por grandes sectores de la opinión pública en una situación como la actual de pérdida de poder adquisitivo para amplias capas de la población.


  Las dudas sobre la globalización han aumentado en la calle y también en los despachos y en las aulas. E incluso en los gobiernos, aunque siga imperando oficialmente, que no en la realidad, la oposición a los proteccionismos. El consenso sobre la globalización se ha resquebrajado. Y no debemos olvidar que la globalización ya se ha revertido en ocasiones anteriores, la última en 1914 coincidiendo con el inicio de la Primera Guerra Mundial. Puede volver a hacerlo, pues el sistema institucional que lo soporta es aún débil. No hay instituciones globales con verdadera capacidad que la articulen. Este desequilibrio entre el alcance nacional de los gobiernos y la naturaleza global de los mercados es el gran punto débil de la globalización. La crisis se ha vuelto violentamente contra los ciudadanos del Primer Mundo.


  Un efecto especialmente perverso de la globalización, agudizado por la crisis, está siendo el aumento, que ya hemos analizado, de las desigualdades entre las sociedades y en su seno, incluso en los países que más se están beneficiando de ella, los emergentes. Hoy la globalización está poniendo en peligro los empleos y el nivel salarial no ya sólo de las clases trabajadoras sino también de las clases medias, y en España, nuestro modelo social. Los perdedores de la globalización se han ampliado con la crisis en las sociedades occidentales, entre ellas la española. Puede llevar a una crisis política, a una crisis de la democracia. Charles A. Kupchan habla del «malestar democrático» que se está creando a medida que crece la distancia entre lo que demandan los ciudadanos y lo que los gobiernos pueden hacer, generando desafección entre electores y gobiernos. «El desajuste entre la creciente demanda de buen gobierno y su decreciente oferta es uno de los mayores retos que enfrenta el mundo occidental hoy en día», señala. Y lo basa en que los votantes piden que sus gobiernos respondan «a la bajada en el nivel de vida y las crecientes desigualdades derivadas de un flujo sin precedentes de bienes, servicios y capitales, a lo que se suma los efectos de la crisis».


  Hasta el momento la crisis ha provocado pocos estallidos sociales en Europa. Pero está por ver cuánto dura esta ficticia paz. Lo que sí ha potenciado han sido los populismos xenófobos y antieuropeos, como veremos. El sociólogo francés Camille Peugny habla de «desclasamiento», un sentimiento colectivo de las clases populares que de forma irresistible se sienten atraídas aún más hacia abajo, y también de las clases medias, desestabilizadas, que pierden pie y se sienten a la deriva, o incluso en descenso, con la consiguiente frustración ante la visión de que sus hijos vivirán peor que ellos. Esto conlleva un peligro, como apunta esta vez certeramente Fukuyama, para la propia estabilidad y futuro de unas democracias que se han asentado sobre la pasada fortaleza de estas clases. Frustración aún más grande tras los años de bonanza, de acceso a productos baratos de la mano de la globalización comercial. A este fenómeno contribuye también la pérdida de importancia relativa, a la que ya hemos aludido, de la masa salarial frente a los beneficios de las empresas en los PIB de los países occidentales.


  Otros van aún más lejos y, como el profesor británico de Seguridad Económica, Guy Standing, ven frente a la tradicional división de clases, que la globalización ha roto, el surgimiento de una nueva que llama –utilizando un término que otros han acuñado antes que él– el «precariado», que responde a la realidad escondida de la globalización que ha salido a la luz del día como consecuencia de la crisis. Se caracteriza esencialmente por la precariedad en su empleo, en su salario y en su formación e incluso por una identidad laboral precaria.


  No es la clase baja, ni un subproletariado, sino un conjunto de gente unida por sus inseguridades que, cuando llegue a expresarse, lanzará una serie de demandas concretas. Pues se definen por la ira, la anomia, la ansiedad y la alienación. En la época de bonanza este «precariado» se sostenía gracias al crédito barato y a la sociedad del Bajo Coste que con su consumismo sustituye el declive del Estado del Bienestar. La crisis ha agravado su situación. Y de hecho se ha generado un «precariado global» que para Standing puede acabar siendo peligroso, pues sus componentes se ven llevados a escuchar a «voces feas» y a dar sus votos y su dinero a plataformas políticas indeseables de creciente influencia. De momento, aunque existe también un «precariado español» estas plataformas se mantienen muy minoritarias en España. Pero ¿por cuánto tiempo?


  
    La crisis política

  


  En menos de cuatro años un vendaval político ha sacudido España, Europa y el mundo. Frente a un período de estabilidad política y social que, en Europa y EE UU, ha caracterizado el primer lustro del siglo XXI, en los últimos cuatros años y, en particular, desde 2011, ha aumentado fuertemente el descontento social y político. El vendaval se ha llevado por delante a muchos de los gobiernos que se han presentado a elecciones, como en España el de Zapatero. Las manifestaciones contra las élites políticas y económicas se han sucedido a lo largo y ancho del planeta en un fenómeno cuyo alcance real está aún por ver pero que ha puesto en el debate público cuestiones que antes estaban soterradas.


  En Europa –donde se ha situado el epicentro de la crisis financiera y económica originada en Estados Unidos en el verano de 2008– la mayoría de los partidos en el gobierno han perdido las elecciones generales –cosechando, en algunos casos, los peores resultados de su historia– o han recibido severos castigos en elecciones regionales y/o locales. Los primeros que optaron por el cambio fueron los griegos en las elecciones de octubre de 2009, al otorgar la victoria a los socialistas liderados por el malogrado Yorgos Papandreu. A la opción del cambio también se sumaron, entre otros, los británicos el 6 de mayo de 2010, que eligieron a los conservadores frente a la continuidad de los laboristas. El mismo camino siguieron, a lo largo de 2011, los electores en Irlanda, Finlandia, Portugal, Dinamarca y España. Asimismo, Angela Merkel en Alemania y Nicolas Sarkozy en Francia han tenido que afrontar contundentes derrotas en comicios regionales.


  Ninguno de los países de la zona euro más afectados por la crisis (Irlanda, Portugal, Grecia, Italia y España) ha escapado a las turbulencias políticas. En Irlanda, Portugal y España el cambio de gobierno fue precedido de la convocatoria de elecciones anticipadas. En Grecia e Italia los primeros ministros se vieron forzados a dimitir, dando paso a gobiernos formados por tecnócratas. Al otro lado del Atlántico, Obama tampoco ha sido inmune al descontento político: a la mitad de su mandato, en las elecciones legislativas de noviembre de 2010, el Partido Demócrata perdió el control del Congreso y su victoria de cara a las elecciones presidenciales de noviembre de 2012 no está asegurada.


  Al igual que la crisis económica ha mutado a lo largo de los últimos cuatro años también lo ha hecho en el plano político, pero en ambos casos con un ingrediente que se ha mantenido estable: la desconfianza. El castigo electoral a los respectivos gobiernos europeos, primero, por la situación de crisis y, después, por las medidas de austeridad que se empezaron a adoptar en Europa en mayo de 2010, se ha convertido en algo más profundo: desconfianza en el poder de la política frente al poder económico, desafección hacia la Unión Europea y cuestionamiento de la capacidad de la democracia para hacer frente a ese difuso poder que llamamos mercados. En este contexto han ganado terreno, en algunos países europeos como en Finlandia, Dinamarca, Suecia y Holanda, partidos de corte populista, antieuropeo y xenófobo.


  En momentos de crisis, la insatisfacción de los ciudadanos con la política y los políticos crece en tanto no se perciben las soluciones a los problemas que aquejan a la sociedad. De este modo, en el descontento de los últimos años hay un elemento coyuntural. Pero hay algo más. La eclosión del malestar político se ha producido en un contexto en el que han aflorado y se han superpuesto numerosos debates: el dominio del poder económico frente al poder político; los límites del Estado nación y de la democracia liberal en un mundo globalizado; la crisis y el futuro de la socialdemocracia; el peso determinante del capitalismo financiero frente al capitalismo productivo; la sostenibilidad del Estado del Bienestar; los obstáculos y carencias de la Unión Europea y del avance del proyecto europeo; la existencia de una sociedad civil global; el efecto de las tecnologías de la información en la forma de hacer política, y el incremento de la desigualdad económica y social. Ninguno de estos debates es nuevo, pero sí el hecho de que hayan confluido todos ellos al mismo tiempo y lo hayan hecho, además, intensa y aceleradamente.


   


   


  El malestar de una parte de los ciudadanos en España y en Europa también se debe a la percepción de que los gobiernos han sido incapaces de embridar al poder financiero, dejando que la factura de la crisis recayera sobre los hombros de quienes no la han generado. Un malestar que se fue traduciendo progresivamente en indignación para una minoría, con la que simpatizaba, sin embargo, una mayoría, en el momento en el que empezaron a aplicarse las políticas de ajuste y recortes en algunos países de Europa, pues éstas han sido percibidas por una gran parte de los ciudadanos como un retroceso en los derechos sociales adquiridos y una pérdida de la calidad de vida, poder adquisitivo y expectativas de futuro de las clases medias.


  Tan vertiginosos y complejos han sido los cambios en los últimos cuatro años, que se ha pasado de un diagnóstico político al contrario. Al principio de la crisis se reclamaba la vuelta del Estado ante los fallos del mercado y se preveía un futuro prometedor a la socialdemocracia. Eran los tiempos en los que el propio Nicolas Sarkozy hacía un llamamiento para «refundar el capitalismo». Era septiembre de 2008 y el diagnóstico del presidente del país que en esos momentos ocupaba la presidencia rotatoria de la UE parecía claro: la crisis financiera se había originado por unos mercados excesivamente desregulados y era necesario cambiar las reglas financieras creando un nuevo orden. Pero apenas dos años después, esas expectativas políticas no sólo se habían diluido sino que eran los mercados los que parecían estar reformando a los Estados. Y algo más tarde, en noviembre de 2011, Sarkozy volvería a hablar de la necesidad de refundación, pero esta vez de Europa y en un sentido totalmente diferente.


  Al ver que los partidos socialdemócratas perdían elecciones o no crecían significativamente, como los resultados de las elecciones europeas de 2009 o la debacle electoral del SPD en Alemania en las elecciones de ese año pusieron de manifiesto, se empezó a hablar de la paradoja de la socialdemocracia. En un momento en teoría favorable para su resurgimiento, en el que entonces se reclamaban soluciones comúnmente llamadas keynesianas, los ciudadanos daban la espalda a los partidos socialdemócratas y optaban por el centro derecha o incluso la derecha extrema. A finales de 2011 sólo en cinco (Austria, Dinamarca, Bélgica, Eslovenia y Chipre) de los 27 países que integran la Unión Europea el gobierno era dirigido por un partido socialdemócrata.


  Desde posiciones progresistas, la explicación de esa paradoja venía dada por el hecho de que una gran parte de los ciudadanos europeos estarían corresponsabilizando de la crisis económica a los partidos socialdemócratas que no sólo defendieron sino contribuyeron a la expansión de un paradigma económico basado en la desregulación. Otros, en cambio, rechazaban esta tesis, arguyendo que las recesiones siempre han fortalecido a los partidos de derecha. O, al menos, habría sido así en el Viejo Continente. La victoria de Obama en 2008 reflejaría que, en épocas de crisis, el electorado, a los lados del Atlántico, se comporta de forma diferente. Según los defensores de esta tesis, en EE UU la recesión económica hace tambalear el sueño de la oportunidad individual y, cuando eso ocurre, los norteamericanos optan por la izquierda. Pero en Europa, cuando la recesión amenaza la cohesión social, los electores confían en la derecha.


  Más allá de este diagnóstico y debates iniciales, y a medida que la crisis se intensificaba y alargaba, los electores parecían decantarse por el castigo electoral a los gobiernos más que por las preferencias hacia unos u otros partidos. Esto suponía que el partido en el gobierno, con independencia de su signo político, era penalizado en las urnas por los electores a sabiendas de que los ganadores impondrían políticas de austeridad aún más duras que sus predecesores.


  En este contexto general se sitúa el cambio político vivido en España en 2011. Un cambio en el que el PSOE ha pasado, por primera vez desde el inicio de la transición democrática, de ser un partido de gobierno a un partido no ya en la oposición, sino de oposición, y en el que el PP ha acumulado más poder –central, territorial e institucional– que ningún otro partido en la historia de la democracia española.


  El 9 de marzo de 2008 el PSOE ganó las elecciones generales con más de 11 millones de votos y comenzó su segunda legislatura en el gobierno central con un elevado poder territorial: gobernaba en solitario o en coalición en nueve (Andalucía, Castilla-La Mancha, Extremadura, Aragón, Asturias, Cataluña, Galicia, Cantabria y Baleares) de las 17 comunidades autónomas. Poco más de tres años y medio después, los socialistas cosechaban –en las elecciones generales del 20 de noviembre de 2011– su peor resultado desde 1977. Una derrota, además, que se unió a la debacle que habían sufrido, tan sólo seis meses antes de esos comicios, en las elecciones autonómicas y locales del 22 de mayo en las que perdieron casi todo su poder territorial. Con Andalucía, en el aire con elecciones el 25 de marzo de 2012, sólo hay una comunidad, en el mapa autonómico, que cuente con un presidente socialista: el País Vasco, y apoyado, precisamente, por el PP.


  La peor crisis económica de los últimos 80 años marcó el inicio de la segunda legislatura socialista en abril de 2008 y el final en noviembre de 2011. Pero ¿qué ocurrió entre medias?; ¿cuáles fueron los momentos decisivos de esta etapa?; ¿cuál fue el punto de no retorno del naufragio socialista?


  LA PÉRDIDA DE POPULARIDAD DE ZAPATERO


  Sin duda, el de Zapatero ha tenido un liderazgo de contrastes, comenzando por haber sido el segundo presidente del Gobierno –después de Felipe González– mejor valorado por los ciudadanos y, al mismo tiempo, el presidente que acabó siendo más impopular. Siguiendo los datos del Centro de Investigaciones Sociológicas (CIS), Zapatero llegó al gobierno en abril de 2004 con una puntuación media de 6,6 (en una escala de 0 a 10) y siendo el líder político mejor valorado. En ese momento, suscitaba mucha o bastante confianza al 66,8% de los ciudadanos. Después de Felipe González, Zapatero ha sido el presidente del Gobierno que, al inicio de su mandato, ha partido de un mayor nivel de popularidad.


  Tres meses antes de que Zapatero anunciara –el 2 abril de 2011– su decisión de no optar a una tercera reelección, el presidente despertaba mucha o bastante desconfianza al 80,7% de los ciudadanos y recibía un claro suspenso (con una valoración media de 3,3). Apenas seis meses después de ese anuncio, en la antesala de las elecciones generales del 20 de noviembre, su impopularidad era aún mayor: casi el 85% de los ciudadanos desconfiaba de él y su valoración media había bajado al 3,05, lo que le convertía en el líder político de ámbito nacional peor valorado y en el presidente que, a lo largo de la democracia, recibía una puntuación más baja.


  La intensidad política con la que se han vivido los últimos años y la voracidad mediática pueden haber transmitido la impresión de que Zapatero vio repentinamente reducido su capital político, pasando de suscitar confianza a generar una gran desconfianza por efecto de la crisis económica. Pero no es así. O, al menos, no lo es del todo. Zapatero tuvo unos altos, aunque decrecientes, niveles de confianza entre abril de 2004 y enero de 2005. Desde abril de 2005, los ciudadanos que desconfiaban de él superaban a los que confiaban en él. Si bien es verdad que entre abril de 2005 y enero de 2008 ese saldo negativo de desconfianza no fue superior a los 24 puntos porcentuales.


  Desde prácticamente el inicio de su segundo mandato, y tras la corta luna de miel vivida en abril de 2008, después de que el PSOE ganara las elecciones generales, la desconfianza no paró de crecer mientras la confianza se reducía a niveles muy bajos. Por tanto, no es que se diera un vuelco y Zapatero pasara de un mes a otro de ser el líder político mejor puntuado por los ciudadanos a ocupar el último puesto del ranking de valoración, sino que, a la largo de su segunda legislatura, se fue desgastando progresivamente.


  Ese desgaste estuvo ligado a la pérdida del principal nexo de unión con los ciudadanos: la confianza. La pérdida de confianza en Zapatero fue generalizada en todos los grupos y especialmente llamativa en los votantes socialistas. Confiar es literalmente «esperar con firmeza y seguridad». Pero también es «depositar en alguien, sin más seguridad que la buena fe y opinión que de él se tiene, la hacienda, el secreto o cualquier otra cosa» y «dar esperanza a alguien de que conseguirá lo que desea». Obtener la confianza de los ciudadanos es siempre difícil para un líder político. Mantenerla mientras se gobierna no es sencillo. Y no perderla en medio de una intensa y grave crisis económica puede resultar casi imposible.


  En estos años, como les ocurrió a otros primeros ministros cuya popularidad también se vio resentida, Zapatero acusó el golpe de la crisis. No obstante, el contexto no lo explica todo. Dos son los factores que fueron determinantes en la erosión de su liderazgo: el reconocimiento tardío de la crisis (aunque, como hemos explicado, se generó un cierto mito sobre este retraso), y el déficit explicativo de las medidas de austeridad y de las reformas de ajuste emprendidas a partir de mayo de 2010. A ello se une, además, la percepción de que Zapatero y su Gobierno gestionaron de forma ineficaz la crisis, improvisando y rectificando continuamente.


  Desde un punto de vista político, más importante que la realidad objetiva de un país –definida, en parte, por los indicadores socioeconómicos– es la percepción que tengan sus ciudadanos de los problemas que, en cada momento, afronte esa nación. Así, de poco sirve apelar a una situación que la mayoría de los ciudadanos no percibe como tal o tratar de minimizar las preocupaciones que sienten éstos.


  En la antesala de las elecciones generales de 2008, y después de cuatro años en los que la economía había llegado a quedar relegada al quinto puesto del listado de problemas del país, la preocupación por la situación económica se disparó. Algo que no era de extrañar si tenemos en cuenta que, al calor de la crisis financiera iniciada en EE UU, el debate sobre la posibilidad de que la economía española entrara en recesión se convirtió en la campaña electoral de 2008 en un tema central del debate público. La segunda legislatura socialista, en abril de 2008, comenzó con el paro y la situación económica como principales preocupaciones de los ciudadanos.


  La economía española técnicamente –al registrar dos trimestres consecutivos de crecimiento negativo– entró en recesión en el cuarto trimestre de 2008, una vez que se hundió Lehman Brothers, pero para entonces el término «crisis» ya había sido interiorizado y plenamente utilizado por los ciudadanos. Como hemos apuntado ya, en una entrevista televisiva a principios de julio de 2008 Zapatero reconoció, por primera vez, que atravesábamos una «crisis». Este reconocimiento se produjo después de varios meses en los que desde el Gobierno se hablaba de desaceleración económica y en los que la atención política y mediática giraba en torno a la resistencia del entonces presidente a hablar de crisis.


  Dos años más tarde, Zapatero admitiría que cometió un error al no haber reconocido antes la crisis. En realidad, éste no hubiese sido tan dañino si no se hubiese unido a los siguientes, ni si la crisis hubiese sido tan grave e intensa como, finalmente, acabó siendo. En el camino, Zapatero se dejaría dos de los elementos clave del liderazgo político en tiempos de dificultad: la credibilidad y la imagen de competencia. Muchos ciudadanos pondrían luego en tela de juicio la rapidez con la que el Gobierno de Zapatero adoptó medidas para hacer frente a la mala situación económica, pues si había reconocido tarde la crisis, ¿no había reaccionado también tarde a la hora de tomar medidas?


  En economía son fundamentales las expectativas. El comportamiento de los actores económicos (incluido el de los ciudadanos-consumidores) depende de lo que esperan que vaya a ocurrir en el futuro, de si perciben que la evolución económica será positiva o negativa. Como presidente del Gobierno, el principal objetivo de Zapatero fue infundir confianza en la economía española, tratando de generar expectativas positivas que redundaran en una mejora de la situación. Además, tampoco creyó que se fuera a cumplir el peor escenario posible, el de una crisis que acabaría siendo sistémica y comparable al crash de 1929. Ese diagnóstico inicial también influyó en la decisión, al principio de la legislatura, de no optar por un socio político estable que, ante la situación de minoría parlamentaria en la que se encontraba el PSOE, le hubiera dado mayor estabilidad al Gobierno y facilitado la aprobación de algunas medidas que fue planteando a lo largo de estos años, transmitiendo una imagen dispersa. También es verdad que el PSOE se encontró sin posibilidad de encontrar aliados fiables, lo que seguramente refleja problemas de fondo durante la primera legislatura, de los que no fue consciente la opinión pública pero sí la élite política.


  Las previsiones económicas del Gobierno, al igual que las de otros organismos, que continuamente quedaban desfasadas por una evolución siempre peor, así como unos brotes verdes tan anunciados por diferentes miembros del Gobierno (aunque paradójicamente no por Zapatero) como efímeros, no favorecieron la credibilidad del Gobierno. Y lo que es peor: se percibió como desbordado por los acontecimientos y sin un plan para afrontar la crisis. Los ciudadanos son conscientes de que la situación económica está sujeta a ciclos y expuesta a factores que van más allá de los gobiernos, por lo que cabe pensar que lo que esperan de los gobernantes no es tanto que les garanticen que todo va a ir bien siempre sino que tienen la capacidad para gestionar situaciones difíciles.


  Zapatero fue consciente del peligro que corría al mostrarse optimista, pero consideró que su principal responsabilidad era infundir confianza en la economía y evitar que el país dejara de creer en sí mismo. Arrastraba con él, además, la imagen de optimista de la primera legislatura, cuando el hecho es que cambió y no lo fue realmente tanto en la segunda, una vez que se desató la crisis, y aún más en mayo de 2010. Pero ante la persistencia de una crisis que no parecía tener fin, esta imagen de tiempos anteriores terminó por restarle credibilidad política.


  Cuando el 12 de mayo de 2010 Zapatero anunció, en el Congreso de los Diputados, el paquete de medidas para reducir el déficit público, su imagen y la del Gobierno socialista ya estaban muy deterioradas. Los ciudadanos percibían a Zapatero como un dirigente que tenía buena intención, pero que no estaba sabiendo hacer frente a la crisis, porque daba bandazos y sólo aplicaba paliativos (o paños calientes). Se le veía, además, solo y sin un equipo gubernamental sólido. Pese a la remodelación del Gobierno que hizo Zapatero en abril de 2009, en la que, entre otros cambios, se produjo la sustitución de Pedro Solbes por Elena Salgado al frente de Economía, ningún ministro conseguía un año después, en abril de 2010, el aprobado de los ciudadanos.


  Entre abril de 2008 y mayo de 2010 el Gobierno no había conseguido transmitir cuál era su hoja de ruta. La Ley de Economía Sostenible pretendía ser ese plan global, pero quedó con el tiempo diluida y acabó siendo percibida como otro de los numerosos planes que presentaba el Gobierno para luchar contra la crisis. Esa percepción encajaba con el marco que se había creado de un Gobierno que rectificaba e improvisaba continuamente. Y la imagen de falta de competencia o solvencia se unió a partir del 12 de mayo de 2010 a la de incoherencia ideológica al llevar a cabo una política económica aparentemente contradictoria con lo que propugnaba el PSOE y con lo que hasta entonces había defendido el Gobierno. La resistencia de los intereses creados de algunos sectores y colectivos y la propia política de austeridad acabaron, como hemos apuntado, ahogando la Ley de Economía Sostenible.


  En la intervención parlamentaria del 12 de mayo Zapatero insistió en tres ideas: necesidad, responsabilidad y esfuerzo colectivo. Como reconoció abiertamente casi un año y medio después, de lo que se trataba era de evitar un rescate por parte del FMI y de la UE. Desde ese momento, el objetivo prioritario y casi único fue evitar la intervención. Era muy difícil que los ciudadanos entendieran por qué el Gobierno parecía cambiar de rumbo económico y, sobre todo, que el electorado socialista lo aceptara. Pero si hubiera conseguido enmarcarlo en un relato coherente con el proyecto socialista, el Gobierno de Zapatero habría tenido más posibilidades de lograrlo.


  Asimismo, a favor del PSOE jugaba su hoja reformista de servicios, reforzando la idea de un partido cuya historia se fundía con la del propio país. Los gobiernos socialistas de Felipe González, a través de un amplio y también duro programa de reformas, lideraron la modernización de una España atrasada, asentándose en cuatro pilares básicos: la consolidación de la democracia, la integración de España en Europa, la modernización de la economía y la modernización de las instituciones políticas. Los gobiernos de Zapatero se presentaron como impulsores de un proyecto de reformas, de alcance histórico, que supondría para España la consolidación de su segunda modernización en un mundo globalizado.


  La defensa del Estado del Bienestar permitía conectar pasado, presente y futuro del proyecto socialista. El PSOE de Felipe González construyó las bases; al PSOE de Zapatero le tocó en su primera legislatura, en época de bonanza, avanzar y, en época de crisis, se trataba de que, ante la necesidad de hacer ajustes, el reparto social de los costes fuera equitativo. No en vano la política social era, después de la política de igualdad entre hombres y mujeres, en la que, a ojos de los ciudadanos, el PSOE resultaba más creíble que el PP.


  Se trataba de dar una visión política global que diera sentido, desde una posición socialdemócrata, a esta nueva etapa de lucha contra la crisis. Había que reconocer –no negar– el viraje producido en la orientación de la política económica. Ello pasaba por asumir que sí había habido un recorte social y una rectificación de la orientación política, aunque, lógicamente, se tenían que haber explicado las razones para haberlo hecho. Dadas las dificultades (baja popularidad, imagen de falta de solvencia y situación de minoría parlamentaria) en que se encontraban Zapatero y el Gobierno, era conveniente explicar no sólo lo que se estaba haciendo sino también lo que no se hacía y por qué.


  Como apuntó en mayo de 2010, en una entrevista publicada en La Vanguardia, un estratega electoral de Obama, John del Cecato, «cuando los tiempos son duros y se han de tomar decisiones difíciles que no van a contentar a nadie, lo único que un político puede hacer es hablar de tú a tú a la gente y ser sincero. Esto no quiere decir que su popularidad suba. Lo normal es que no lo haga y no sea reelegido. Pero no tiene otra forma de ayudar a su país. Si demuestra que no intenta sacar ventaja electoral de la crisis, si logra que todo el mundo arrime el hombro, aunque no gane las próximas elecciones, a la larga desarrollará una confianza con los electores de la que, sin duda, su partido se beneficiará».


  Pero después del 12 de mayo ni Zapatero ni su Gobierno lograron explicar suficiente ni abiertamente a la opinión pública en general, al electorado socialista, en particular, ni a su partido, el PSOE, las razones de ese giro económico. Tras la intervención parlamentaria, Zapatero no compareció ni ofreció ninguna rueda de prensa para explicar por qué se ponían en marcha esas medidas y hasta cuatro meses después no sería entrevistado por un medio de comunicación (Cadena Ser, 10 de septiembre de 2010). Al igual que no hubo una suficiente explicación de los motivos que llevaron a impulsar, con el acuerdo del PP, la reforma de la Constitución para incluir el límite del déficit público en agosto de 2011.


  A partir de mayo de 2010, la prioridad de Zapatero fue convencer a los socios europeos de la solvencia y seriedad de España en la aplicación de las medidas de ajuste. Y lo logró, evitando que España fuera intervenida. Pero la falta de explicación a los ciudadanos contribuyó a crear la imagen, al final de su mandato, de un presidente cuyo único objetivo era satisfacer las demandas de los mandatarios europeos y que acabaría en las antípodas de lo que había sido, siete años antes, el inicio de su presidencia. Por otra parte, el déficit explicativo hacía fácil el discurso del PP de que la mala gestión de la crisis había llevado a Zapatero a aplicar el mayor recorte social de la democracia.


  En todo caso, ¿fue el déficit explicativo de las medidas de austeridad el mayor lastre para el liderazgo de Zapatero? En realidad, no. Cada uno de los tres grandes errores se fueron sumando uno al otro hasta crear un círculo vicioso de liderazgo que empezó por la pérdida de credibilidad de Zapatero, siguió con la de confianza y terminó minando su autoridad dentro del PSOE.


  AQUEL 12 DE MAYO DE 2010


  Hay momentos políticos que suponen un antes y un después en una legislatura, en el liderazgo de un dirigente, en la acción de un Gobierno y en la trayectoria de un partido. Aquella mañana del 12 de mayo de 2010, en la que Zapatero acudió al pleno del Congreso de los Diputados para informar de la reunión de los jefes de Estado y de Gobierno del Eurogrupo que había tenido lugar en Bruselas unos días antes, marcó ese punto de inflexión a todos los niveles para los socialistas.


  El anuncio realizado por Zapatero sobre las medidas de austeridad supuso el inicio de una nueva etapa en la que ya nada sería igual para los socialistas. Un mes después el Gobierno aprobó el decreto de medidas urgentes de reforma del mercado laboral. La paz social, que hasta entonces había sido uno de los activos del Gobierno, se rompió. El 29 de septiembre de 2010 Zapatero tuvo que hacer frente a la primera huelga general (contra la reforma laboral) que, durante todo su período de gobierno, convocaban UGT y CC OO. La huelga, de desigual seguimiento, tuvo un efecto negativo tanto para los convocantes, CC OO y UGT, como para el Gobierno. Si bien, no impidió algunos meses más tarde, el 2 de febrero de 2011, que el Gobierno firmara un acuerdo económico y social con los sindicatos y la CEOE. Pero la huelga acentuó la debilidad política de Zapatero. Apenas dos semanas después de esa convocatoria, el 20 de octubre de 2010, Zapatero, empujado por nuevas presiones desde su entorno y desde el PSOE, remodeló el Ejecutivo, colocando a Alfredo Pérez Rubalcaba como vicepresidente primero y candidatable.


  Por otra parte, las alianzas parlamentarias se complicaron y su precio político se encareció para un Gobierno en minoría cada vez más desgastado. Desde el punto de vista de la intención de voto, el PSOE vio como la brecha a favor del PP se amplió hasta convertirse en una ventaja insalvable. Prácticamente desde el inicio de la segunda legislatura socialista, el PP había aventajado al PSOE en los sondeos. Pero si hasta mayo de 2010, de acuerdo con la serie de sondeos de El País, la distancia de los populares en estimación de voto no fue superior a los seis puntos, a partir de entonces nunca fue inferior a los ocho y desde enero de 2011 hasta el final de la legislatura esa distancia se situó por encima de los 12 puntos.


   


  *


   


  En la primera legislatura de Zapatero (2004-2008) habían sido frecuentes las críticas a la política de comunicación del Gobierno. Se había convertido en un lugar común hablar de la falta de un mensaje claro y de la necesidad de una difusión más eficaz de la acción gubernamental. En abril de 2010, cuando se cumplió el ecuador de la segunda legislatura, a esas críticas se sumaban las contradicciones y rectificaciones del Gobierno. Sin embargo, todos esos fallos quedaron eclipsados tras el anuncio y posterior aprobación del plan de austeridad y ajuste económico. El presidente y el Gobierno dejaban atrás la llegada de los brotes verdes y la «salida social de la crisis», el PP cambiaba de registro pasando de criticar la inacción del Gobierno a los perniciosos efectos de una gestión errática y la sociedad abandonaba la esperanza de que la crisis de origen financiero no tuviera un coste social, más allá del drama que suponía la masiva destrucción de empleo.


  El 13 de mayo de 2010 los principales diarios de ámbito nacional coincidieron en sus portadas y titulares al destacar dos ideas: Zapatero rectificaba su política económica y las medidas anunciadas implicaban un ajuste social sin precedentes. «El mayor recorte social de la democracia», como rotularon El Mundo y La Razón en un mensaje que caló, se había producido con el líder político que había hecho de la defensa y profundización de los derechos sociales no ya su bandera, sino esa línea roja que era infranqueable en tiempos de crisis. Paradójicamente, el 12 de mayo se visualizó el relato político de los seis años anteriores de gobierno socialista: la ampliación del Estado del Bienestar. Si bien el relato emergía, de forma colateral, para desvanecerse después. Los medios no trataban de poner de manifiesto cuál había sido la seña de identidad de Zapatero, sino cuál había dejado de serla. Y aparecía la sombra de que en la primera legislatura las reformas socioeconómicas habían sido demasiado superficiales, y que transformaciones profundas que necesitaba la sociedad española no se habían afrontado.


  Hasta ese día, el 12 de mayo de 2010, el Gobierno había centrado su discurso y medidas, principalmente, en la protección social. Desde el 12 de mayo el foco se puso en la gestión, mientras la dimensión social –como consecuencia de las medidas de ajuste– perdió fuerza. El plan de ajuste económico lo cambiaba todo. Zapatero, el Gobierno y el PSOE tenían que liderar el cambio y hacerlo, además, desde una posición objetivamente difícil: en minoría parlamentaria y con bajos índices de credibilidad y confianza.


  Las principales críticas que se lanzaron desde los grupos de oposición a las medidas de austeridad del Gobierno se resumían en que eran improvisadas, impuestas, injustas, insuficientes e ineficaces. De todas ellas, la más peligrosa era la de que, además de injustas, iban a resultar ineficaces. Una crítica que, desde la perspectiva de los ciudadanos, las convertiría en inaceptables, pues ¿cómo estar de acuerdo con unos sacrificios que, aparte de injustamente distribuidos, no conducirían a una mejora de la situación?


  La principal línea discursiva para justificar el viraje económico fue la de la responsabilidad: el presidente, el Gobierno y el PSOE «hacían lo que tenían que hacer», transitando, así, de la ética de la convicción a la ética de la responsabilidad. Precisamente ese ejercicio de responsabilidad es el que le impidió a Zapatero pensar siquiera en la posibilidad de dimitir para evitar tener que aplicar el plan de ajuste o en plantear una moción de confianza para legitimarla. El plan era urgente y no se podía correr ningún riesgo que pudiera bloquear su aplicación. Además, no había tiempo. El compromiso con los socios europeos era de medidas inmediatas. Como Zapatero reconocería más tarde, España se encontró, en los días previos a ese 12 de mayo, al borde del abismo y la responsabilidad política suponía hacer frente a esa situación adoptando medidas que, aunque duras e impopulares, alejaban al país de la zona de peligro.


  Pero tras más de dos años de intensa crisis no bastaba con decir que el Gobierno socialista había puesto en marcha el plan de reformas que necesitaba la economía española para salir del atolladero y adaptarse a un mundo globalizado, más competitivo y complejo. Cuando las reformas suponen sacrificios, y en medio de una crisis cuyos efectos en el empleo están siendo devastadores, se convierte en una necesidad imperiosa ver los resultados y verlos pronto. La apelación a la responsabilidad era insuficiente y, a medida que pasaba el tiempo, más consciente era Zapatero de que se estaba difuminando la principal señal de identidad de los socialistas: la defensa de lo social.


  La percepción de falta de equidad de las medidas de austeridad y ajuste, especialmente los referidos a las pensiones, es lo que resultó letal para el PSOE. Al fin y al cabo, los ciudadanos podían comprender por qué, como en el resto de los países europeos, se tomaban este tipo de medidas. Pero no aceptarían que fueran injustas. Las encuestas que publicaron los principales diarios tras el anuncio del 12 de mayo mostraban que la inmensa mayoría (más del 70%) de los ciudadanos creía que era necesario adoptar medidas extraordinarias, es decir de austeridad, si bien no se percibían como necesarios todos los recortes. Se vieron con buenos ojos las medidas que implicaban la racionalización del gasto de las Administraciones Públicas (por ejemplo, la adecuación del número de unidades de los envases de los medicamentos) y aquellas que afectaban a los colectivos considerados como privilegiados (como la reducción de un 15% del sueldo de los miembros del Gobierno) o que estaban en mejor posición (como la bajada del sueldo de los funcionarios). En cambio, causaron un fuerte rechazo social las medidas que afectaban a los colectivos más vulnerables, como los pensionistas.


  Ya fuera por el contenido del plan de ajuste, por la valoración que se había impuesto en los medios, por las opiniones de los principales grupos de la oposición o por todo ello, se impuso la idea de que los más débiles iban a pagar la factura de la crisis. Por otro lado, era muy probable que los ciudadanos echaran de menos la aplicación de medidas para los grupos sociales con más recursos económicos. El 75% aprobaba, entonces, la subida de impuestos a las rentas más altas. A ello se unía también la percepción mayoritaria de que el Gobierno adoptaba esas medidas de austeridad como consecuencia de las presiones externas y que éstas no iban a ser suficientes para que España saliera de la crisis.


  El Gobierno no supo explicar el marco, el plan, en el que encajar estas medidas para salir de una crisis que no dependía sólo de España. Faltó el enmarcado, la percha a través de la cual los ciudadanos pudieran entender, de forma convincente, por qué y para qué se hacía, así como por qué era equitativo el esfuerzo colectivo propuesto. Del mismo modo, dentro de esa percha faltaba distinguir nítidamente entre las medidas que eran de reducción del gasto público y las que eran reformas estructurales. Esa distinción era crucial para que los ciudadanos percibieran que el objetivo iba mucho más allá de la lucha contra la crisis y de la adopción de medidas de austeridad cortoplacistas.


  Sin embargo, casi todas las medidas que adoptó el Gobierno de Zapatero desde mayo de 2010 se percibieron como una respuesta al acoso de los mercados, que implicaban un recorte de derechos sociales. Así, el proyecto socialista parecía descansar en un reformismo negativo o, más bien, se reconocía como subordinado a una lógica de los mercados, impotente para invertir o siquiera condicionar. Y ello pese a que el Gobierno insistía en que los principios de su acción respondían a los principios de «austeridad, reformas y cohesión social».


  Zapatero trató de paliar esa imagen de reformismo negativo que estaba lastrando su liderazgo, la imagen del Gobierno y la marca PSOE con el anuncio, a finales de octubre de 2010, de una nueva agenda social (basada en la protección de los sectores más golpeados por la crisis y en la reforma del Estado del Bienestar con el fin de garantizar su sostenibilidad).


  Pero la opción de los gobiernos alemán y francés y, por ende, de la Unión Europea de reducir de forma drástica el déficit público como condición imprescindible para el arranque de una recuperación económica sólida, así como el constante e intenso acoso al que los mercados financieros estaban sometiendo a la deuda española, pusieron al Gobierno socialista en una especie de callejón sin salida. Por un lado, el margen para hacer política social era cada vez más estrecho. Por otro, la evolución económica lejos de mejorar, empeoraba, lo que ponía en cuestión, a ojos de los ciudadanos, que las medidas adoptadas fueran las adecuadas y, por consiguiente, que los sacrificios requeridos estuvieran sirviendo para algo.


  Así, mes a mes, desde mayo de 2010, el presidente, el Gobierno y el PSOE fueron perdiendo la batalla de convencer a los ciudadanos de que las medidas de austeridad eran necesarias, eficaces y equitativas. Y, por el contrario, se fue afianzando la percepción de que la crisis la estaban pagando quienes no la habían generado, mientras los responsables o los que más tenían salían indemnes ante la impotencia del Gobierno.


  A partir de ahí el terreno en el que se moverían los socialistas sólo podía ser resbaladizo. A la mala situación de la economía se unía la mayoritaria opinión de que el PSOE había gestionado mal la crisis (dimensión de competencia) y, desde mayo de 2010, que marcó un punto de no retorno, la idea de que había traicionado sus principios ideológicos. Lo que empezó siendo un enfado de los votantes, se convirtió en una desconexión social, materializada en la deserción en masa en las urnas. En la antesala de las elecciones del 20 de noviembre, el porcentaje de votantes fieles del PSOE, según los datos del CIS, no llegaba al 45%, mientras que los del PP estaban por encima del 85%.


   


  
    Porcentaje de votantes fieles del PSOE y del PP*


    Serie CIS (abril 2008-octubre 2011)
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    *Votantes que en las elecciones generales de 2008 habían optado por el PSOE o el PP y tenían intención de volver a hacerlo.

  


  POLÍTICOS Y POLÍTICA EN EL PUNTO DE MIRA


  En el origen, la duración y la intensidad de la crisis económica se hallaban la pérdida de confianza de los mercados y la dificultad para reinstaurarla. Pero la desconfianza se extendería posteriormente al ámbito social y se traduciría en un notable incremento de la desafección política en la mayor parte de los países afectados por la crisis. Ante una situación económica que no sólo no mejoraba con el paso del tiempo sino que se agravaba, los políticos, primero, y la política, después, se convertirían en el principal blanco del descontento de los ciudadanos. La pérdida de popularidad es algo que en los últimos años han compartido los gobernantes de casi todos los países europeos, al igual que el auge del discurso contra las élites.


  En España, ya desde julio de 2008, ningún líder político recibía el aprobado de los ciudadanos. Y entre abril y octubre de 2010, siguiendo la serie de barómetros del CIS, ninguno superó el cuatro. Cuando se cumplían dos años de la segunda legislatura socialista, ya había dejado de ser llamativo hablar de la elevada desconfianza que generaban Zapatero y el líder del PP, Mariano Rajoy o de la elevada desaprobación de los ciudadanos a la gestión realizada por el Gobierno y a la labor de oposición de los populares.


  El malestar de los ciudadanos con los políticos y el desencanto con la política fue durante 2010 uno de los temas más tratados por los medios. El retrato que hacían de los políticos (y que tan bien condensaban las viñetas de Forges y el El Roto en El País), reflejaba y, a la vez, retroalimentaba las percepciones más extendidas de la clase política y de la actividad política:


   


  – Los políticos sólo persiguen sus propios intereses y no los de los ciudadanos.


  – Los políticos no son sinceros.


  – Los políticos no son honrados.


  – Los políticos no son competentes.


  – Los políticos no son de fiar/mienten.


  – Los políticos son insensibles a los problemas reales de los ciudadanos (viven en su realidad y no están a la altura de las circunstancias).


  – Los políticos están sometidos a otros poderes y, por ello, son débiles con los fuertes y fuertes con los débiles.


  – El proceso político resulta muy poco estimulante para los ciudadanos.


  – La capacidad de los ciudadanos para influir en la toma de decisiones políticas es muy pequeña.


   


  Pasado el ecuador de la segunda legislatura socialista los datos de opinión eran muy elocuentes. De acuerdo con el barómetro del CIS de noviembre de 2010, tres de cada cuatro ciudadanos estaba de acuerdo con la afirmación de que «esté quien esté en el poder, siempre busca sus intereses personales» y con la de que «los políticos no se preocupan de lo que piensa la gente común». Y pese a que, más de dos tercios consideraban que los partidos políticos eran necesarios para el funcionamiento de la democracia, también creían que, aunque los partidos se critiquen mucho entre sí, en realidad son todos iguales. Por otra parte, sobre las relaciones de poder, la opinión predominante de los ciudadanos era que el grupo que tenía más poder en España (por delante del gobierno) era el financiero.


  Al contrario de lo que puede pensarse, por la tendencia a idealizar el pasado, nunca ha habido una edad dorada para los partidos y los políticos. Como en otras democracias, los ciudadanos siempre han mostrado en España una actitud de desconfianza y recelo hacia la clase política. En los últimos años de gobierno de Felipe González, marcados por los escándalos de corrupción y la crisis económica, los ciudadanos también se mostraron muy críticos con los políticos. Si bien, en estos últimos años, la puntuación que han obtenido los líderes políticos ha sido más baja que entonces y la desconfianza que han suscitado, más elevada. Al igual que el nivel de desaprobación del Gobierno y de la oposición ha sido mayor y peor la percepción de la situación económica y política. La duración, intensidad y costes sociales de la crisis, junto a un clima político caracterizado por la falta de acuerdo entre los dos grandes partidos y salpicado por casos de corrupción, conformaron el caldo de cultivo para que el nivel de malestar de los ciudadanos con la clase política alcanzara unas cifras récord.


  Siguiendo la serie del CIS, desde febrero de 2010 hasta el final de la segunda legislatura socialista en noviembre de 2011, los partidos y la clase política ocuparon de forma ininterrumpida el tercer puesto del listado de problemas del país. Independientemente de la adscripción ideológica, la edad, el nivel de estudios y la orientación del voto, todos los electores compartían la percepción de que el paro, la economía y la clase política eran los principales problemas.


  Ahora bien, entre los votantes que se sitúan a la izquierda de la escala ideológica, los que tienen mayor nivel de estudios y los más jóvenes (18-24 años) la preocupación por la clase política era mayor que en el resto de los electores. Por recuerdo de voto, eran los electores de IU los que parecían tener una mayor sensibilidad hacia los problemas políticos (incluido el fraude y la corrupción). Y los votantes del PP a los que menos parecía importarles la corrupción y el fraude. De hecho, los votantes del PP identificaban más los problemas políticos con el Gobierno (socialista) que con la clase política. Es decir, para el electorado del PP los políticos no eran tanto el problema como Zapatero y su gobierno.


  Pero la crisis no sólo estaba pasando factura a la élite política. También estaba contribuyendo a mermar la confianza de los ciudadanos en las instituciones. Disminuyó la satisfacción con el funcionamiento de la democracia, empeoró la imagen del Estado de Derecho y todos los grupos políticos, económicos y sociales vieron, a ojos de los ciudadanos, mermada su valoración. Entre 2008 y 2010, siguiendo los datos del CIS, disminuyó el porcentaje de ciudadanos que se sentían satisfechos (del 59,7 al 50,7%) con el funcionamiento de la democracia y aumentó el de insatisfechos (del 37,2 al 47,1%). Desde 1996 nunca había sido tan pequeña la distancia que separa a ambos grupos. En la misma línea, ya a finales de 2009 eran más los que –puestos en la tesitura de tener que elegir– opinaban (39,5%) que el desarrollo económico era más importante que la democracia (33,4%) o ambas cosas por igual (21,4%). Si bien eso no significaba que se redujera el nivel de apoyo a la democracia: casi el 80% estaba de acuerdo con la afirmación de que «la democracia es preferible a cualquier otra forma de gobierno».


  Aunque los partidos políticos (y los políticos en particular) se llevan la peor parte, los ciudadanos se han mostrado, en general, más críticos con todos los actores políticos. En noviembre de 2010, de acuerdo con los datos del CIS, las Fuerzas Armadas y la Monarquía aparecían como las únicas instituciones de un listado de 12 en las que los ciudadanos confiaban. En octubre de 2011, sólo las Fuerzas Armadas suscitaban confianza dentro, además, de una tendencia decreciente. Ni siquiera una institución como la del Defensor del Pueblo obtenía el aprobado de los ciudadanos.


  De este modo, con la crisis había empeorado la valoración que tenían los ciudadanos de las élites (económicas, políticas y sociales). Algo que también se observaba en el resto de los países europeos. El Barómetro de Transparencia Internacional de 2010 apuntaba a que la crisis económica había elevado la percepción de corrupción en la mayoría de los países. Más que nunca los políticos y los partidos estaban en el punto de mira de una ciudadanía irritada que los consideraba como una casta privilegiada.


  A ello se sumó el incremento del escepticismo sobre el margen de maniobra que tiene el poder político frente al poder económico y sobre la capacidad real que tiene la democracia para imponer las decisiones de la mayoría social. En ese contexto de malestar político creciente, desde los sectores de izquierda se alertaba del peligro de que la democracia se viera vacía de contenido. Dos preguntas emergieron: a) si los que toman decisiones son actores que no se someten a las urnas, ¿para qué sirven las elecciones?, y b) si los políticos y los Estados no pueden hacer frente a los poderes económicos, ¿para qué sirve la política?


  Aunque venía de mucho antes, ese clima de desapego político, de desconfianza y malestar acabó cristalizando en los últimos meses de gobierno socialista. Especialmente, en el verano de 2011, cuando el Gobierno impulsó con el acuerdo del PP la reforma exprés de la Constitución. El desapego político no beneficiaba al PP, pero tampoco le perjudicaba. Por el contrario, resultaba muy dañino para el PSOE. El desencanto político fue alejando al electorado de izquierda y centro izquierda del PSOE. Y no sólo porque fuera el partido que estaba en el gobierno, sino porque era percibido, por este electorado, como el partido que aparentemente estaba traicionando los principios y valores políticos que defendía.


  LOS INDIGNADOS SALEN A LA CALLE


  Crisis económica y malestar social son términos que suelen ir unidos. Hasta el 15 de mayo de 2011 creadores de opinión e incluso políticos se preguntaban por qué en España no había habido protestas masivas en la calle cuando todos los indicadores apuntaban a un gran descontento social. Ni siquiera la huelga general que convocaron los sindicatos el 29 de septiembre de 2010 había tenido un seguimiento masivo.


  Hasta la primavera de 2011, los ciudadanos parecían estar aceptando con cierta resignación y hasta comprensión la necesidad de una política austera. La malla de protección familiar, por un lado, y la economía sumergida, por otro, también contribuían a explicar por qué, en un contexto de elevado desempleo y dificultades económicas, se mantenía un clima de tranquilidad social. Si bien no se podía obviar que algunas de las medidas de austeridad adoptadas por el Gobierno socialista, como la de congelar las pensiones o la prolongación de la edad de jubilación, habían causado un fuerte rechazo social.


  Pero, finalmente, y en el contexto de una crisis que duraba más de tres años, rozando los cinco millones de parados, con una tasa del 45% de desempleo juvenil, con un creciente malestar político y con las protestas de otros países como telón de fondo, lo esperable en España terminó sucediendo. Una parte de los ciudadanos que no creía que el reparto de la crisis estaba siendo equitativo, una ciudadanía que desconfiaba de los principales partidos políticos, había decidido echarse a la calle. El campo era altamente inflamable y la mecha terminó prendiendo. Algo a lo que también se sumaba el llamamiento que, desde sectores de la izquierda, se estaba haciendo para que los ciudadanos reaccionaran ante el sometimiento del poder político al económico.


  Esta movilización social, limitada pero con un importante efecto mediático, y eventualmente político (para la izquierda) se produjo en la antesala de las elecciones autonómicas y locales del 22 de mayo de 2011. Lo que empezó siendo una manifestación convocada a través de las redes sociales derivó en un movimiento más amplio de protestas (Movimiento 15-M), de naturaleza asamblearia y con múltiples focos organizativos.


  Sin embargo, esas movilizaciones ciudadanas no eran las primeras. Sólo un mes antes, el 7 de abril de 2011, bajo el lema «sin casa, sin curro, sin pensión, sin miedo» varios miles de jóvenes habían salido en Madrid a la calle para expresar su malestar contra las medidas de ajuste y la clase política, así como para llamar la atención sobre la falta de perspectivas de su generación. Precisamente, una de las consignas más coreadas en esa manifestación fue la que luego se convertiría en el principal lema del 15-M: «que no, que no, que no nos representan».


  Alentados por las movilizaciones que se habían producido en otros países europeos y por el protagonismo que estaba teniendo, en esos momentos, la juventud en las revueltas del mundo árabe, una parte de los jóvenes españoles había decido pasar a la acción. Siguiendo el ejemplo portugués de Generación en precario, e impulsada por jóvenes universitarios, había nacido Juventud sin Futuro. Una plataforma que pretendía promover y encauzar la movilización política utilizando las redes sociales. Y, como dijeron entonces, la movilización del 7 de abril era sólo el principio.


  Jóvenes, parados, pensionistas, ciudadanos hastiados o ciudadanos que se sentían excluidos conformaban una potente y creciente alianza de indignados (utilizando el término que Stéphane Hessel empleó en su manifiesto ¡Indignaos! para alentar la movilización pacífica contra la injusticia social). Cada uno podía tener una razón concreta para movilizarse, pero todos los que participaron en las protestas compartían un malestar con la situación económica y la clase política.


  En un comentario de un internauta en El País digital sobre la manifestación del 7 de abril se podía comprobar cómo estas movilizaciones podían prender: «Estoy de acuerdo y apoyo la manifestación en todo, pero creo que debemos cambiar el nombre para hacerla monstruosa y preocupante, nombrémosla: “España sin Futuro”, que abarque a jóvenes, trabajadores, parados, prejubilados y jubilados, y sin la presencia de los dos gemelos PSOE y PP, todos a la calle a cambiar nuestro destino».


  Así, la capacidad para sumar apoyos, junto a la lógica de la acción-reacción-acción (con la primera orden de desalojar a los jóvenes que acamparon en la Puerta del Sol la noche del 15 de mayo), explicarían el éxito de la espiral de movilizaciones. La plataforma Democracia Real Ya es la que convocó la protesta del 15 de mayo. Pero a ella estaban adheridas Juventud sin Futuro y No les votes (una plataforma creada para promover que no se votara a los partidos –PSOE, PP y CiU– que apoyaron la Ley Sinde). Además, otros colectivos sociales también la secundaron.


  Con todo, lo más llamativo no fue lo nutridas que estaban siendo las manifestaciones del 15-M en Madrid y en otras ciudades españolas, sino la repercusión política y mediática que lograron, así como la ola de simpatía que despertaron. Desde la sociedad civil predominaban las muestras de apoyo a este movimiento. Muchos fueron los grupos que se sumaron a los que clamaban en la calle por la mejora del sistema político, económico y social. Como rezaba uno de los lemas de estas protestas, muchos ciudadanos no se sentían antisistema, sino que el sistema era «antinosotros».


  No era un movimiento radical sino la expresión de una fractura social profunda y generalizada entre amplias capas de la población que pensaban que el sistema político y económico está quebrado; el económico porque genera inseguridad y desigualdad, pocos ganadores y una mayoría de perdedores, y el político porque es incapaz de contrarrestar al poder económico.


  Era una reacción contra un sistema que consideraban injusto; pero no ya en el sentido abstracto de los «antisistema» que protestan contra la globalización y el capitalismo, sino contra algo más concreto: el sistema español en el que las élites y los insiders tienen copadas las oportunidades en todos los sectores (empresas, partidos políticos, sindicatos, medios de comunicación, judicatura, mundo de la cultura, universidad…) y taponan la energía creativa de una mayoría que se siente –con razón– excluida y sin capacidad de prosperar.


  Este descontento con el sistema conecta con una corriente global, sembrada por 30 años de neoliberalismo que han generado inseguridad y desigualdad, y que la crisis, y la respuesta continuista de los gobiernos, ha cristalizado e impulsado. En la Puerta del Sol conectaron pues los efectos negativos de la globalización, el impacto del modelo neoliberal que ha definido las últimas décadas y la crítica al corporativismo y falta de dinamismo del sistema español. Y este movimiento tuvo a buena parte de la clase dirigente confundida, incluidos los medios, a los que consideraba como parte del establishment contra el que se rebelaba.


  La campaña electoral del 22-M quedó eclipsada por estas movilizaciones. La atención política y mediática se centraba en las causas, las consecuencias y el recorrido que podía tener el 15-M. Incluso los medios internacionales se hicieron eco de estas movilizaciones, estableciendo paralelismos con las revueltas árabes. La Puerta del Sol, rebautizada como «plaza Solución» por los manifestantes del 15-M, se comparaba con la plaza Tahrir de El Cairo, aunque había enormes diferencias entre unos y otros; unos que pedían «democracia real» y otros que reclamaban democracia a secas o simplemente dignidad.


  Así, en la antesala de unas elecciones que ya eran de por sí difíciles para el PSOE, la situación se había vuelto mucho más compleja y adversa. Primero, porque el Gobierno tenía que afrontar el problema de orden público que suponía el desafío del 15-M al convocar concentraciones en la jornada de reflexión. Y, segundo, porque este movimiento era protagonizado por sectores de izquierda.


  El 15-M se dejaría sentir en los resultados de las elecciones de mayo. Junto al desplome socialista, la participación, el voto en blanco, el voto nulo y el voto a fuerzas minoritarias aumentaron. En los últimos 25 años nunca había sido tan elevada la cifra de votos en blanco y votos nulos en unas elecciones municipales. Tanto en los municipios en los que hubo movilizaciones previas al 22-M, como en los que no las hubo, el incremento del voto en blanco y el voto nulo había sido generalizado, lo que refleja que el 15-M tuvo un efecto contagio.


  La canalización del malestar social en las urnas admite muchas combinaciones posibles, pero todas ellas apuntaban al PSOE como principal perjudicado. La competición electoral, en buena medida, se basa en captar a los votantes desencantados. Y la carrera estaba cada vez más reñida en la izquierda y centro izquierda, donde se concentraba la mayoría de los votantes desencantados con la pugna electoral de IU y UPyD por erigirse en el refugio de esos votantes y, en un grado mucho menor, la nueva formación Equo y algunos otros movimientos.


  En cualquier caso, un mes después de la amplia manifestación que dio origen al Movimiento 15-M, las protestas ciudadanas aspiraban a transformarse en un contrapoder. En su etapa inicial, las movilizaciones se caracterizaron por la expresión genérica y difusa del malestar social con las élites políticas y económicas, así como por su civismo. Pero los indignados estaban ampliando su campo de acción: de las acampadas en las plazas y las asambleas en los barrios, habían pasado a oponer in situ el «poder ciudadano/representados» al «poder institucional/representantes». Y, además, en una doble dimensión: política y económica.


  Por un lado, las principales instituciones de representación de los ciudadanos (Congreso, parlamentos autonómicos y ayuntamientos) eran el nuevo escenario de estas protestas. La finalidad seguía siendo la misma (expresar el malestar social) que la que motivó la primera manifestación del 15 de mayo, pero los objetivos eran más concretos.


  Como una masa informe y heterogénea convertida en oposición ciudadana, los indignados se autoconvocaban para «luchar» por causas concretas. Así, aprovechando los actos institucionales, se movilizaban para mostrar su rechazo a que los políticos imputados en casos de corrupción pudieran ser los representantes de los ciudadanos, o para mostrar su desacuerdo con una reforma de la negociación colectiva que consideraban lesiva para los derechos de los trabajadores o con unos Presupuestos autonómicos percibidos como un recorte al Estado del Bienestar. Por otro lado, los indignados se estaban sumando con éxito a las movilizaciones convocadas por la Plataforma de Afectados por las Hipotecas con el objetivo de paralizar los desahucios.


  La expansión (plaza-barrio-Parlamento/Ayuntamiento) de este poliédrico movimiento fue acompañada de un aumento de la violencia protagonizada por grupos minoritarios. Frente a lo que estaban siendo pacíficos actos de protesta, los altercados violentos, junto a ataques verbales a las élites políticas y económicas, fueron en aumento. El mayor exponente de esos altercados se produjo el 15 de junio en Barcelona, cuando un grupo minoritario de manifestantes trató de impedir que los diputados entraran en el Parlamento catalán el día en el que se votaban los Presupuestos.


  Políticamente, el uso de la violencia por parte de los manifestantes –aunque fueran una minoría– complicó las posiciones de respeto hacia este movimiento y colocó al Gobierno y, en particular, a Alfredo Pérez Rubalcaba, entonces ministro del Interior y candidato socialista, en una situación difícil. La línea de no intervenir policialmente para evitar males mayores contó con el respaldo social. También la de actuar con determinación cuando los derechos democráticos eran vulnerados. Si bien, un día después de los incidentes de Barcelona, las reivindicaciones pacíficas volvieron a ser la tónica general de las protestas. Las plataformas que dieron origen o se habían sumado al Movimiento 15-M condenaron taxativamente el uso de la violencia, apelando al carácter pacífico de las protestas.


  Todas las miradas se pusieron en la manifestación (contra el Pacto por el Euro y por la «democracia real») convocada el 19 de junio en varias ciudades de España (y otras europeas). Primero porque el 19-J era un termómetro para calibrar, tras los últimos incidentes, en qué medida el Movimiento 15-M seguía encontrando respaldo popular en la calle y el espíritu seguía vivo. Después de la del 15 de mayo, la del 19 de junio era la segunda gran manifestación que convocaban los indignados. Y esa segunda gran prueba se saldó nuevamente con gran éxito para el 15-M. Como también resultó exitosa la tercera gran movilización: la del 15 de octubre, esta vez traspasando las fronteras con una convocatoria de ámbito global a la que se sumaron indignados de 951 ciudades (y 82 países).


  En cualquier caso, a Zapatero y al Gobierno socialista no les preocupaba tanto que hubiera manifestaciones como el elevado y extendido malestar en la sociedad que reflejaban esas movilizaciones. El estallido social se había producido y el PSOE no podía ignorarlo ni esperar a que se disipara. A principios de junio de 2011, una encuesta realizada por Metroscopia para El País reflejaba las razones por las que la irrupción del 15-M había despertado tanta simpatía. Más del 80% de los ciudadanos consideraba entonces que los indignados tenían razón en las cosas por las que protestaban y que el Movimiento 15-M «trata de problemas que afectan al conjunto de la sociedad y que se trata de un aviso sobre los problemas reales que existen en nuestra sociedad».


  Al malestar con una situación económica objetivamente adversa se añadía la percepción mayoritaria de que el reparto de la crisis no estaba siendo justo. Muchos ciudadanos estaban viendo cómo sus condiciones de vida habían empeorado o sus perspectivas vitales se habían visto frustradas, sin atisbar un horizonte de salida. Existía una sensación de colapso en el que la política no parecía la solución. En ese contexto, las élites en sentido amplio (económicas, políticas y sociales) se estaban convirtiendo en un blanco ideal hacia el que dirigir la ira de muchos ciudadanos,


  Parte de la desconexión que se había producido entre el PSOE y la sociedad (y, especialmente, con sus votantes tradicionales) tenía que ver con esa percepción. En 2004, el PSOE había ganado las elecciones con un discurso y un proyecto ilusionante, basado en otra forma de hacer política y una revitalización de la democracia. Esa bandera se había perdido. Ya entonces se advertía la necesidad de recuperar el nexo de unión con un proyecto político renovado y creíble. Y ese proceso también tenía que afectar al partido (que debía estar mucho más abierto a la sociedad).


  Más allá de su evolución y futuro, la irrupción del 15-M ha sido indicativa de que la política necesita reinventarse, adaptarse a un mundo donde los ciudadanos no sólo quieren escuchar a sus dirigentes sino comunicarse con ellos, y en el que las élites están continuamente en el punto de mira. Las redes sociales no sólo se revelan como potentes instrumentos para la movilización sino que están cambiando la forma de hacer política: ésta tiene que dejar de ser unidireccional para ser multidireccional.


  EL DESGASTE ELECTORAL DEL PSOE


  Al poco tiempo de ganar las elecciones generales de 2008, el PSOE comenzó a perder apoyos. Su desgaste, además, fue aumentando a medida que avanzaba la legislatura. Las urnas ratificarían esa tendencia que reflejaban los sondeos, pudiendo distinguirse dos etapas diferenciadas. La primera, entre las generales del 9 de marzo de 2008 y las europeas del 7 de junio de 2009, con suaves derrotas del PSOE. Y la segunda, en la que el PSOE se desplomaría, abarca el período comprendido entre las elecciones catalanas del 28 de noviembre de 2010 y las elecciones generales del 20 de noviembre de 2011.


  La primera cita electoral, tras las elecciones generales de 2008, fueron las elecciones vascas y gallegas, celebradas el 1 de marzo de 2009. En un contexto marcado por la crisis económica, estas elecciones no sólo tuvieron una lectura en clave autonómica, sino también nacional.


  Las gallegas se saldaron con el fin del bipartito entre el PSdeG-PSOE y el BNG y la vuelta a la Xunta del PP con mayoría absoluta. En el País Vasco, las elecciones pusieron fin a tres décadas de gobiernos liderados por el PNV. El Partido Socialista de Euskadi (PSE) formó gobierno con el apoyo externo del PP.


  Con independencia de que en los medios se impusiera la lectura de que la pérdida de los socialistas de Galicia había de interpretarse como un voto de castigo a Zapatero por la situación económica, las elecciones se disputaron, ante todo, en clave autonómica. Luego, y en clave nacional, estaban las consecuencias políticas de estas elecciones. A todas luces el resultado era positivo para el PP. Los populares recuperaban Galicia, y en el País Vasco, aunque retrocedían, se convertían en fuerza clave para formar un gobierno no nacionalista, como al final ocurrió. A lo que se añadía la tabla de salvación en la que se había convertido Galicia para Rajoy, cuyo liderazgo a nivel interno, entonces en entredicho, salió reforzado. Por el contrario, la imagen del PSOE quedó algo tocada, pues había que tener en cuenta el efecto amplificador que tenía la lectura mediática que vinculaba la derrota electoral gallega al castigo por la crisis económica.


  Así, las consecuencias políticas de aquellas elecciones fueron amplias: por un lado, confirmaron el inicio del descenso del PSOE, con la pérdida de la Xunta, aunque la obtención del gobierno en el País Vasco veló cualquier atisbo de análisis crítico. Por otro, reforzó la posición del PP y especialmente la de Rajoy dentro del partido. Al tiempo, fortaleció la política antiterrorista mostrando con la estabilidad del Gobierno vasco el acuerdo de las principales fuerzas políticas para acabar con ETA.


  Pero también estaban las conclusiones que se podían extraer de esas elecciones. Un elevado porcentaje de participación, pese a lo dicho hasta entonces, no siempre favorece al PSOE (en Galicia la participación había sido mayor y el PP había ganado, mientras en el País Vasco la participación había sido menor y el PSE había conseguido un buen resultado). La campaña socialista en Galicia en su tramo final estuvo más enfocada a fomentar la participación que a comunicar un proyecto. Segundo, el PSOE debía reforzar su estrategia política en todos los territorios si no quería seguir perdiendo. En Andalucía los populares estaban subiendo, mientras que el PSOE se volvía invisible en los grandes feudos populares (Madrid y Valencia).


  Las elecciones al Parlamento europeo del 7 de junio de 2009 fueron las primeras que se celebraron en todo el territorio nacional después de las generales de 2008. Dieron al PP como ganador en número de votos y escaños. Era la tercera vez que los populares vencían a los socialistas en unas europeas (lo hicieron en 1994 por más de nueve puntos y en 1999 por más de cuatro). Pero la diferencia de 3,34 puntos que en voto habían sacado los populares a los socialistas no permitía hablar de una victoria aplastante de los primeros ni de un desplome de los segundos. Menos aun cuando más de la mitad (55,1%) del electorado no acudió a las urnas.


  La tendencia al bipartidismo seguía siendo muy marcada, pero había sido algo menor que en los comicios anteriores. En las europeas de 2004 el PSOE y el PP sumaron juntos el 84,67% de los votos válidos, mientras que en 2009 sumaban el 80,9%. El resto de los partidos había pasado de aglutinar el 14,72 al 17,71% de los votos, si bien era la caída del PSOE la que hacía que la tendencia bipartidista fuera menor, puesto que el PP había conseguido un mayor porcentaje de voto que en las europeas de 2004. Con la entrada de UPyD en el Parlamento Europeo, las fuerzas que obtenían representación parlamentaria (más PP, PSOE, IU, Coalición por Europa y Europa de los Pueblos) habían pasado de ser cinco a seis.


  Mientras el porcentaje de voto nulo había disminuido entre 2004 y 2009 (del 0,98 al 0,62%), el del voto en blanco había aumentado del 0,61 al 1,39%. Algo que se podía explicar como un mensaje de descontento o protesta hacia la clase política que estaba mandando una parte de los ciudadanos. Al igual que en 2004, en las comunidades autónomas gobernadas por el PP la participación media (49,38%) había sido mayor que en las del PSOE (44,35%). Por otra parte, se producía un significativo incremento de la participación en los graneros de votos del PP: en la Comunidad Valenciana y en Madrid.


  En términos estrictamente cuantitativos para los populares, las europeas fueron unas elecciones de claro crecimiento electoral. Con más de seis millones y medio de votos que representaban el 42,12% de los votos válidos, consiguieron 270.000 más que en las de 2004. Además, el porcentaje de voto que los populares lograron era el mejor resultado que habían obtenido en unas elecciones europeas y el segundo mejor (después de las elecciones generales de 2000) que habían logrado hasta ese momento en unos comicios de ámbito nacional.


  Sin embargo, más llamativo que el crecimiento cuantitativo del PP, era el cualitativo. Los casos de corrupción, con el caso Gürtel en el primer plano de la actualidad en el momento en que se celebraron los comicios europeos, no parecían estar pasándoles factura en las urnas. Desde un punto de vista territorial los populares consiguieron avanzar respecto a las europeas de 2004 en nueve de las 17 comunidades, además de las ciudades de Ceuta y Melilla. Y lo que era más importante, la Comunidad Valenciana –donde se situaba el epicentro del caso Gürtel– era uno de los territorios en los que el avance del PP fue mayor.


  Por su parte, el PSOE perdió cerca de 600.000 votos respecto a las europeas de 2004 (casi cinco puntos porcentuales menos en términos de voto válido). Se había producido, por tanto, un retroceso, pero no un descalabro electoral.


  No obstante, había algo más importante para los socialistas que la derrota electoral y la pérdida de apoyos sufrida: cómo se hallaba el pulso político en los territorios. Las tendencias que se advirtieron entonces eran claras y no se podían relativizar. El retroceso del PSOE era generalizado respecto a las europeas de 2004: perdía apoyos en las 17 comunidades y en las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla, siendo el retroceso mayor en la Comunidad de Madrid (descenso de más de siete puntos frente a los cinco que se habían perdido en el conjunto de España), Cataluña (-6,85 puntos), Murcia (-6,53), Andalucía (-6,22) y Castilla-La Mancha (-5,88 puntos). Al igual que en las elecciones europeas de 2004, el PSOE superaba al PP en votos en seis comunidades (Andalucía, Aragón, Asturias, Cataluña, Extremadura y País Vasco), pero, salvo en el País Vasco, el PP había conseguido acortar las distancias en todas ellas. En nueve (Canarias, Cantabria, Castilla-La Mancha, Castilla y León, Comunidad Valenciana, Galicia, Madrid, Murcia y La Rioja) de las 11 comunidades en las que el PP era el partido más votado en las europeas de 2004 y seguía siéndolo en 2009, los populares ampliaban la ventaja respecto a los socialistas. Al igual que se ampliaba la ventaja a favor del PP en las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla.


  De este modo, lo preocupante para el PSOE era el retroceso en las comunidades donde entonces gobernaba, ya fuera en solitario (como en Andalucía) o en coalición (Cataluña), mientras el PP acortaba distancias. Y, por el contrario, no conseguía levantar el vuelo en las comunidades gobernadas por el PP. Asimismo, era llamativo que en algunos de los feudos del PP, como Madrid y Valencia, que se habían visto salpicados por casos de corrupción, el PSOE lejos de arañar votos, los perdiera. Y, en especial, lo era en la Comunidad de Madrid, pues si bien el PP había perdido algo de apoyo electoral (-0,96 en porcentaje de voto en comparación a las europeas de 2004), el PSOE, en lugar de capitalizarlo, había retrocedido siete puntos.


  La principal conclusión que se extrajo de estas elecciones fue la llamativa debilidad del PSOE y especialmente allí donde era oposición. Se constataron las dificultades que tenían los socialistas en los feudos del PP para hacer una oposición que conectara con las inquietudes de los ciudadanos. A ello se unía el hecho de que otros partidos, como UPyD, captaban cada vez más espacio a costa del PSOE.


  Las primeras elecciones, tras el punto de no retorno producido en mayo de 2010 con la puesta en marcha de las medidas de austeridad, fueron las que se celebraron en Cataluña el 28 de noviembre de 2010, en un ambiente crispado contra los socialistas, que gobernaban en coalición, debido por una parte a la crisis y a las medidas del 12 de mayo, por otra a la sentencia en junio del Constitucional sobre el Estatut que generó una ola nacionalista en la sociedad catalana y una división de los socialistas catalanes, y a los errores y el hartazgo con el propio tripartito encabezado por José Montilla. Con el 18,38% de los votos, el Partido Socialista de Cataluña (PSC) cosechó en esos comicios su peor resultado desde 1977 y se puso fin a la etapa de siete años del gobierno tripartito (PSC-ERC-ICV). CiU logró su mejor registro desde las autonómicas de 1995: más de 260.000 nuevos votos respecto a 2006 y más de 625.000 votos de diferencia respecto al PSC. Sin embargo, no logró la mayoría absoluta, aunque sí la fuerza parlamentaria suficiente para gobernar en minoría, con apoyos puntuales del PP. Éste aumentó sus apoyos, consiguiendo su segundo mejor resultado en unas elecciones autonómicas en Cataluña. ERC e ICV cotizaron a la baja. Mientras, Ciutadans creció en votos y Solidaritat –la formación independentista promovida por Joan Laporta– logró representación parlamentaria con algo más de 100.000 votos. Plataforma per Catalunya –el partido xenófobo de Josep Anglada–, con 75.000 votos, se quedó a las puertas de entrar en el Parlamento catalán. Ese 28-N, contra todo pronóstico, la participación electoral aumentó en Cataluña respecto a las elecciones autonómicas de 2006.


  De las urnas salió un Parlamento autonómico más atomizado (con siete fuerzas políticas; una más que en 2006), escorado a la derecha y en el que el nacionalismo catalán había ganado terreno (las fuerzas catalanistas sumaban cinco escaños más que en 2006). El voto a otros partidos, los votos en blanco y los votos nulos aumentaron. Al igual que en los municipios donde el PSC era fuerte había aumentado el voto a CiU. Esto suponía que podía haber muchos votantes del PSC que, en vez de optar por la abstención, habían votado a otras opciones.


  Estas elecciones fueron las primeras, desde el inicio de la segunda legislatura socialista en 2008, en las que se produjo una debacle del PSOE. El PP y otras fuerzas políticas –como ICV o ERC– personalizaron y responsabilizaron a Zapatero de la derrota del PSC. Enlazando el resultado de las elecciones catalanas con el de las elecciones gallegas y las elecciones europeas en 2009, los populares hablarían de la «tercera derrota electoral de Zapatero» y «del principio del cambio».


  Pese a que no se podían extrapolar los resultados a nivel nacional y a que el hundimiento del PSC en las urnas no podía atribuirse exclusivamente a la penalización en clave nacional por la crisis y el plan de ajuste económico, estos comicios contribuyeron a aumentar el desánimo dentro del PSOE y a minar el liderazgo de Zapatero. Una tendencia que era inversamente proporcional en las filas del PP, donde se producía el reforzamiento del liderazgo de Rajoy.


  A comienzos de 2011, el PP ya se había instalado en una ventaja sobre el PSOE superior a los diez puntos en los sondeos. Los socialistas se enfrentaban a la percepción de cambio de ciclo político. La debacle de los socialistas en Cataluña en noviembre de 2010 y la posibilidad, según los sondeos, de que el mapa autonómico y local se tiñera de azul en las elecciones autonómicas y locales de mayo de 2011 no hacía sino alimentar esa percepción.


  En el ecuador de la legislatura ya se observaba que el PSOE sufría una pérdida generalizada de apoyos sociales. El desgaste sufrido no se concentraba en un único electorado. Aunque en unos grupos resistía mejor que en otros, el PSOE sufría una pérdida generalizada de apoyos. Por condición socioeconómica, es llamativo que el PP lograra adelantar ya en enero de 2010 al PSOE en intención directa de voto en el grupo de los trabajadores manuales no cualificados. Entre los parados, el PP aventajaba al PSOE desde octubre de 2009. Por edad, el PSOE también estaba viendo disminuir sus apoyos en todos los grupos de la población. Pero el descenso era más acusado entre los más jóvenes (de 18 a 24 años); en enero de 2010 el PP adelantaba al PSOE en intención directa de voto en el electorado de entre 18 y 44 años y los mayores (a partir de los 65 años). El PSOE sólo conseguía aventajar al PP en el grupo de los de 45 a 64 años. La coalición sobre la que Zapatero había basado su triunfo electoral en 2004 y 2008 se estaba deshaciendo rápidamente, y desaparecería en las urnas el 22 de mayo y el 20 de noviembre de 2011.


  Cuando todo se pone cuesta arriba para un partido y empieza a cundir la sensación de derrota electoral, todas las miradas se dirigen al líder, a quien se le tiende a responsabilizar de la situación adversa. A partir de ahí el siguiente paso en la cadena es cuestionar la autoridad de ese líder. En el caso de Zapatero, su autoridad ya estaba muy mermada a finales de 2010, no sólo por la contundente derrota de las elecciones catalanas y el desgaste de la crisis, sino porque el episodio de las primarias del Partido Socialista de Madrid –que se había saldado en octubre de 2010 con la victoria de Tomás Gómez, frente a la apuesta personal de Zapatero por Trinidad Jiménez– había afectado negativamente a su liderazgo interno.


  Aunque en 2010 reinó cierta calma a la espera de que Zapatero anunciara si pensaba presentarse o no a las próximas elecciones generales, el propio presidente la rompió al anunciar a la prensa en un corrillo en la copa de Navidad de diciembre de ese año en La Moncloa que ya había comunicado a un miembro del PSOE su decisión. Aunque no reveló el sentido de las armas, esa declaración fue el disparo que lanzó la carrera entre los aspirantes. Aunque él mismo hubiera querido hacerlo en febrero de 2011 –de lo que se le disuadió– ante las malas perspectivas de las municipales y autonómicas, el aparato en Ferraz y los barones presionaron a Zapatero, de forma privada y pública, para que anunciara antes de los comicios que no volvería a ser candidato. El 2 de abril de 2011 –un mes y medio antes de esos comicios– Zapatero anunció su decisión de no optar a un tercer mandato. Aunque la decisión sobre quién sería la candidata o candidato se postergó para después de esas elecciones.


  Era posible que a corto plazo el anuncio de un nuevo candidato pudiera surtir un efecto de reanimación de las expectativas electorales del PSOE, pero también que éstas volvieran a empeorar enseguida. Al igual que había ocurrido tras la remodelación del Gobierno realizada el 20 octubre de 2010, los efectos positivos sobre los indicadores de voto son efímeros cuando toca seguir impulsando medidas y reformas impopulares que, además, eran consideradas por una parte del electorado de izquierda como una traición ideológica


  Finalmente, el anuncio no impidió que las peores previsiones demoscópicas se terminaran cumpliendo. El 22 de mayo de 2011 se produjo un vuelco electoral a favor del Partido Popular, que se tradujo en una expansión sin precedentes de su poder territorial. De gobernar con mayoría absoluta en seis comunidades (Galicia, Castilla y León, Madrid, La Rioja, Comunidad Valenciana y Murcia) pasaba a hacerlo en nueve (Castilla-La Mancha, Baleares y Cantabria), mientras en Aragón y Extremadura llegarían a acuerdos para gobernar. En total 11 de las 17 comunidades pasaban a estar bajo su control. Del intenso azul con el que quedaba teñido el mapa autonómico, en ese momento, sólo se salvaban: Canarias, Navarra y Asturias (además, del País Vasco, Andalucía y Cataluña, que, junto a Galicia, celebran elecciones autonómicas por separado).


  En el ámbito local, la derrota fue aún peor de lo previsto. Mientras algunos sondeos apuntaban a una ventaja del PP no superior a los siete puntos porcentuales, la diferencia había sido casi de diez. Fue todavía mucho más contundente si nos fijamos en el número de votos que había sacado el PP al PSOE: 2,2 millones de votos. Una severa derrota que recordaba a las elecciones generales de 2000 (donde el PP obtuvo 2,4 millones de votos más que el PSOE) y a las elecciones europeas de 1994 (en las que los populares sacaron a los socialistas más de nueve puntos de ventaja y más de 1,7 millones de votos).


  Con 6.270.000 votos, el 27,8%, el PSOE había cosechado su peor resultado en unas elecciones municipales. Y es que pese al triunfo del PP, en las elecciones de 1995 el PSOE alcanzó entonces el 30,8% de los votos. Desde 1991 no se producía una derrota tan contundente de un partido en unas elecciones municipales. En aquella ocasión el PSOE sacó al PP 13 puntos de ventaja. En 1995 la victoria del PP fue de 4,4 puntos. Y entre 1999 y 2007 el pulso entre el PSOE y el PP estuvo muy reñido. Respecto a las elecciones municipales de 2007, el PSOE se había dejado en el camino cerca de un millón y medio de votos y más de 2.200 concejales. En cuatros años, el PP había pasado de ser el partido más votado en las elecciones locales en ocho Comunidades a serlo en 13, mientras el PSOE sólo mantenía la condición de fuerza más votada en Asturias. Especialmente significativo era el sorpasso del PP en Andalucía, Extremadura y Castilla-La Mancha, así como de CiU en Cataluña. En Canarias el PSOE había pasado en los comicios locales de ser la primera a la tercera fuerza política.


  La lectura que se había impuesto en los medios del 22-M se condensa en el elocuente titular de El País (23 de mayo): «El PP barre a los socialistas». Al margen de la victoria del PP, también se produjeron algunos movimientos de interés. Así, el PP se beneficiaba del castigo que sufría el PSOE, pero no lo capitalizaba. Una cosa era que el PSOE se hubiera desplomado y otra que el PP creciera de forma notable. En las elecciones locales el PP sumaba algo más de medio millón de votos respecto a 2007 (1,92 puntos porcentuales más), mientras el PSOE perdía alrededor de un millón y medio de votantes (más de siete puntos en porcentaje de voto). En las elecciones autonómicas, además, no todo era avance electoral para los populares. En voto, sus apoyos decrecían en Valencia, Madrid, Melilla y Asturias (si bien aquí se debió a la irrupción del partido –Foro Asturias– de Francisco Álvarez-Cascos).


  Los partidos minoritarios ganaron terreno. El descontento con el PSOE y, en menor medida, con el PP se había traducido en un aumento del voto a terceras opciones. El ascenso de IU se traducía en un regreso de esta formación a los parlamentos autonómicos de Castilla y León y Extremadura. Por otra parte, los buenos resultados de UPyD, especialmente en la Comunidad y en la ciudad de Madrid, eran indicativos de la capacidad de la formación de Rosa Díez de atraer y fidelizar a votantes desencantados con los dos grandes partidos. El movimiento de protestas del 15-M, como ya hemos señalado, tuvo su traducción en las urnas. Más de 580.000 ciudadanos optaron por el voto en blanco y más de 380.000 por el voto nulo. Juntos sumaban casi un millón de votos. Evidentemente, no fueron votos al 15-M, pero el voto protesta se colocaría, así, en la cuarta posición de las fuerzas más votadas (después del PP, PSOE e IU). En 2007, no llegaron a 700.000 las personas que optaron por el voto en blanco y el voto nulo (los que les colocó en la quinta posición en número de votos). En las elecciones autonómicas también se observaba una subida de voto de protesta.


  En todo caso, era evidente que el PSOE había sufrido un castigo de los electores. El retroceso era generalizado, aunque en algunos puntos la caída fuera mayor que en otros. Especialmente sangrante era el retroceso socialista en las comunidades donde el PP llevaba más de 16 años en el Gobierno (como Valencia, Madrid o Murcia).


  Por otra parte, para los socialistas las elecciones del 22-M pusieron de manifiesto que los tradicionales graneros de votos estaban cada vez más vacíos. Desde las elecciones generales de 2004, los principales caladeros del PSOE habían sido Cataluña y Andalucía (frente a Madrid y Valencia, que estaban en manos del PP). En Cataluña, por primera vez, el PSC había perdido en número de votos y de concejales en unas locales. En Andalucía, el PSOE retrocedía sensiblemente. En esas elecciones, al PSOE le habían dejado de votar 1,5 millones de electores. La campaña electoral había demostrado que el voto del miedo no funcionaba y la apelación al voto útil era un argumento que, con partidos regionalistas asentados, era difícil activar. Y estaba claro que en posteriores convocatorias electorales, los desencantados podían seguir optando por otros partidos minoritarios (IU, UPyD, y en menor medida Equo).


  Desde las elecciones europeas de 2009 se observaba cómo el PP avanzaba en los feudos socialistas y el PSOE no sólo no avanzaba en los feudos del PP sino que retrocedía. Así, muchos factores podían explicar la debacle sufrida por el PSOE el 22-M. Y seguramente se podían encontrar razones de toda índole (debilidad de su organización en estos territorios, falta de conexión con las demandas de la población, mala valoración del candidato, dificultad del partido para hacer oposición allí donde el PP gobierna, etcétera). Y en esa clave más compleja había que analizar los datos de la derrota.


  No obstante, era innegable que la marca PSOE estaba desgastada. Ese desgaste era posible explicarlo por los efectos de la crisis (especialmente por el paro), el gran volumen de personas afectadas por las medidas de ajuste (funcionarios y pensionistas), a lo que se unía la percepción de que éstas eran injustas, pues no estaban afectando a los sectores con más recursos de la sociedad y, en particular, al mundo financiero y los altos directivos de las grandes empresas con remuneraciones crecientes.


  Otras causas del desgate tenían que ver con el diagnóstico que había hecho el Gobierno de la crisis, primero dando la impresión de que la minimizaba y luego pareciendo mostrarse demasiado confiado sobre la recuperación. No sólo había miles de personas que habían visto empeorar sus condiciones de vida con la crisis, sino que ellos mismos y sus familiares no veían posibilidades de mejora. Se había ido imponiendo una percepción de que el Gobierno socialista no estaba sabiendo gestionar la crisis. Y que era necesario un cambio.


  A estos elementos de tipo económico cabía atribuir otros, que también pudieron contribuir al desgaste de la marca socialista. Por ejemplo, la conocida como Ley Sinde había contribuido a incendiar la Red; de hecho, en los primeros días de las movilizaciones después de la manifestación del 15 de mayo de 2011, el tema más tuiteado, tras PSOE y PP, era dicha ley (9%), por encima, de la crisis o el paro (5%, cada uno de ellos), aunque la protesta desapareció tras la victoria del PP. También resultó polémica la medida temporal que a finales de febrero de 2011 adoptó el Gobierno, dentro de un paquete de medidas de ahorro energético, de reducir de 120 a 110 kilómetros por hora el límite de velocidad en las autopistas y autovías. La combinación de la política económica de austeridad y de medidas que se asocian con prohibiciones o limitaciones de la libertad había convertido al PSOE en un partido antipático (nasty party), a lo que se sumaba que el Gobierno transmitía una imagen de improvisación y desorden.


  20-N Y LA DEBACLE FINAL


  Después de las elecciones autonómicas y locales del 22 de mayo, era evidente que el PSOE necesitaba replantearse muchas cosas si quería recuperar la ingente bolsa de votantes desencantados con los socialistas. Dentro de las posibles medidas estaba la de lanzar una señal a la ciudadanía y al electorado socialista, en particular, de haber entendido o reaccionado ante el mensaje de las urnas del 22-M. Ello conllevaba la asunción de responsabilidades (que se materializaran en forma de dimisiones). Pero se decidió que internamente era mejor no mover ninguna ficha para no perjudicar las ya de por sí sombrías expectativas que se cernían sobre las elecciones generales. Además, una vez que Zapatero había anunciado, antes de los comicios del 22-M, su decisión de no optar a un tercer mandato, los socialistas pusieron, después de la derrota electoral, el foco de acción (y tensión) en el debate y proceso para elegir al candidato a la presidencia del Gobierno.


  Tras algunas turbulencias y conatos de rebelión interna, el camino de la sucesión dentro del PSOE se despejó a finales de mayo, cuando la entonces ministra de Defensa, Carme Chacón, anunció su decisión de no presentarse a unas primarias para optar a ser la candidata del partido en las elecciones generales frente a Alfredo Pérez Rubalcaba. Ese anuncio no estuvo exento de polémica, ya que la propia ministra explicó que había decidido no presentar su candidatura para evitar poner en peligro la autoridad de Zapatero y la estabilidad del Gobierno. En todo caso, a partir de ahí la incógnita se despejaba: Alfredo Pérez Rubalcaba fue proclamado candidato del partido el 9 de julio de 2011, un día después de que comunicara su decisión de salir del Gobierno para centrarse en su tarea de candidato. El 11 de julio de 2011 Zapatero hizo la última remodelación del Gobierno, en la que Rubalcaba fue sustituido por José Blanco en el cargo de portavoz y por Antonio Camacho en el de ministro del Interior.


  Pese a que tras las elecciones autonómicas y locales no se sabía, todavía, si habría o no adelanto electoral, había empezado la cuenta atrás de las generales. Para los socialistas el contexto era muy adverso y lo seguiría siendo, si bien se pensaba que existía un pequeño margen de maniobra para remontar. La elevada desconfianza que seguía suscitando Mariano Rajoy no era una condición necesaria para evitar la derrota, pero sí una oportunidad para rearmarse.


  Más allá de la necesidad de luchar contra la percepción de cambio de ciclo político, el principal problema del PSOE era que se encontraba atrapado entre los dictados del mercado y el descontento de su electorado. Los socialistas tenían que hacer frente a la erosión de su marca. Tras el giro económico de mayo, la simpatía que despertaba el PSOE había ido disminuyendo. Entre enero y abril de 2010, de acuerdo con los barómetros políticos del CIS, el PSOE encabezó el ranking de cercanía que sienten los ciudadanos hacia los partidos. En julio de 2010, la opción de «ningún partido» lideraba ese ranking. Así, los socialistas necesitaban combatir la imagen de reformismo antisocial con la que muchos de sus votantes le asociaban.


  Pero el tablero de juego en el que se tenía que mover el PSOE era muy complicado. No parecía que en la antesala de las elecciones generales fuera a haber una recuperación sólida y visible de la economía y, sobre todo, del empleo que permitieran mostrar que los sacrificios daban sus frutos y la política económica del Gobierno estaba resultando eficaz. Y probablemente el PSOE seguiría sin margen para recuperar su política de aumento del gasto social


  Paradójicamente, en la recta final de la segunda legislatura socialista los problemas del Gobierno no derivaban de la política de comunicación, pero la comunicación podía ser la única tabla de salvación o de minimización de daños. Acertar con el enfoque era lo más importante. Y la candidatura de Alfredo Pérez Rubalcaba lo pretendió.


  Las líneas discursivas (empleo; economía sana y competitiva; defensa del Estado del Bienestar; cambio en la política y la democracia) y propuestas concretas (tasa de transacciones financieras, impuesto nacional al sistema bancario, impuesto a las grandes fortunas) planteadas por Rubalcaba en el acto de su proclamación fueron interpretadas mayoritariamente como un giro a la izquierda, pero también como instrumentos insuficientes para afrontar la crisis. La debacle del 22-M constataba que las pérdidas socialistas no se concentraban en un único sector sino que se perdía por todos los lados, incluidas las clases medias, afectadas por la crisis y molestas, además, con la reintroducción del impuesto sobre el patrimonio del que realmente escapaban las grandes fortunas, entre otras medidas.


  El PSOE necesitaba recuperar a la vez el apoyo de los votantes de centro y de izquierda. La clave estaba en construir un discurso político y una oferta electoral que resultaran atractivos para ambos, lo cual no era fácil dadas las circunstancias. Aparte de la preocupación por el paro, existía una demanda social mayoritaria de repartir equitativamente los costes de la crisis; de reducir las desigualdades sociales; de garantizar los servicios públicos, y de regenerar la vida política. No era la crítica ideológica de radicalidad la que podía resultar dañina al PSOE sino la de oportunismo, basada en la falta de credibilidad de su proyecto político.


  Como reflejó el barómetro realizado por el CIS en julio de 2011, aunque no otras encuestas en los medios, el lanzamiento de la candidatura de Rubalcaba sirvió para mejorar las expectativas electorales del PSOE al reducirse la ventaja del PP de los diez a los siete puntos. Quién lograra inspirar más confianza para gestionar la economía se revelaba como el factor determinante de las elecciones generales. Ni siquiera, antes del verano, se advertía que la posibilidad de un inminente final de ETA pudiera cambiar la clave económica en la que se iba a librar la batalla política de las elecciones generales; como, al final, por otra parte, acabó ocurriendo cuando el 20 de octubre la banda terrorista anunció el cese definitivo de la violencia.


  En este sentido, la única posibilidad que tenía Rubalcaba era lograr ser percibido como el líder (frente a Rajoy) que inspiraba más confianza para hacer frente a la crisis económica. Pero la credibilidad en materia económica era el punto más vulnerable del candidato socialista. La pregunta retórica de por qué no había impulsado como miembro del Gobierno las medidas económicas que proponía en su calidad de candidato resultaba muy dañina. El argumento de que estábamos en otro momento de la crisis y, por ende, eran aplicables otras medidas, no resultaba convincente desde el momento –a partir del verano de 2011– en el que volvieron a intensificarse las turbulencias financieras y el pesimismo económico a acrecentarse con la idea de que volvía la recesión.


  Por otra parte, era necesario taponar los principales agujeros del PSOE. Más allá de la atención que requerían los territorios (Cataluña y Andalucía) que habían dejado de ser un granero de votos para los socialistas, no se podía obviar la desconexión con el electorado joven. En julio de 2011, siguiendo los datos del CIS, era entre los votantes más jóvenes (18-24 años) donde la ventaja (12 puntos) del PP sobre el PSOE resultaba más elevada. Resultaba llamativo que, mientras en el conjunto del electorado Rubalcaba era percibido como un líder que proyectaba una mayor visón de futuro que Rajoy, entre los más jóvenes fuera al revés.


  En cualquier caso, las expectativas electorales del PSOE empeoraron a partir del verano de 2011, con el agravamiento de la crisis de la deuda, y el horizonte de recaída en una nueva recesión, occidental y española. El 29 de julio, antes que se hubiera generalizado la idea de la caída en una segunda recesión, Zapatero anunció el adelanto de las elecciones generales al 20 de noviembre. No había previsto que agosto resultaría negro. La reforma exprés de la Constitución para fijar un límite al déficit público, que impulsó el Gobierno con el acuerdo del PP, supuso para el PSOE otro punto de inflexión negativo. Ensombreció y restó credibilidad a las propuestas del candidato para recuperar terreno en el electorado socialista en el ámbito de la participación y mejora de la democracia, y lanzó un mensaje de más austeridad. Muchos puntos clave del programa anunciado por Rubalcaba en julio quedaban así desautorizados.


  Desde la vuelta del verano, la carrera electoral del 20-N se convirtió para los socialistas en un tortuoso trayecto en el que, lejos de iniciar la remontada, se perdían posiciones frente a un adversario que se veía cada vez más cerca de una llegada triunfal a la meta. A un mes de las elecciones, todas las encuestas sin excepción apuntaban en la misma dirección. Con una ventaja de entre 15 y 17 puntos porcentuales en voto estimado, el PP estaba a las puertas de lograr su mejor resultado. Al PSOE, en cambio, le parecía esperar el peor escenario posible: cosechar el peor resultado desde las elecciones generales de 1977.


  Si bien la bolsa de indecisos seguía siendo muy elevada y, aunque se había impuesto la idea del cambio, ni el PP ni Rajoy suscitaban ningún entusiasmo. Los estrategas del PSOE eran conscientes de que no se podía confiar en que el miedo a un PP todopoderoso o que el voto útil a favor del PSOE se fueran a activar en la antesala del 20-N. A los socialistas sólo les quedaban 34 días y un debate electoral para evitar el desenlace esperado.


  La orientación de la campaña socialista reveló también algunas carencias y la necesidad de hacer ajustes. El candidato necesitaba despertar un voto en positivo, generando ilusión (factor clave para (re)conectar con el electorado). Pero la campaña discurrió en un tono gris. La soledad y omnipresencia del candidato contribuyó a desgastar su imagen. Necesitaba verse rodeado de un equipo de gobierno que no apareció. El excesivo énfasis en la parte racional (propuestas e imagen de buen gestor) estaba evitando que Rubalcaba proyectara su perfil de líder político. Se echaba en falta una campaña más emotiva. Asimismo, la estrategia del candidato de estar presente en los medios con el lanzamiento de una propuesta diaria estaba dificultando que se visualizara el proyecto político del PSOE. A todo ello se unía una percepción de falta de conexión entre la gravedad de la crisis y lo limitado de las propuestas electorales.


  Finalmente, los peores augurios para los socialistas se acabaron cumpliendo en las elecciones generales del 20 de noviembre. En apenas seis meses, el PSOE sufrió dos debacles electorales. La del 22 de mayo le había descabalgado del poder territorial y la del 20 de noviembre del poder central, con el peor resultado histórico de los últimos 34 años. Entre ambas citas electorales sólo se habían acentuado las tendencias: más que vencer el PP, se había desplomado el PSOE; la contundente y generalizada pérdida de apoyos del PSOE apuntaba más a una desconexión social que a un castigo electoral; la cuestión no era que los votantes socialistas desencantados se habían abstenido masivamente, sino que se habían decantado por otras opciones, y la fuga de los votantes socialistas se había fragmentado en las urnas, perdiendo el PSOE por la izquierda y por el centro.


   


  
    Evolución del porcentaje de voto válido obtenido por el PSOE y el PP en las elecciones generales (1977-2011)
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    Fuente: Ministerio del Interior y elaboración propia

  


   


  El 20-N el PP consiguió el mejor resultado de su historia: casi 11 millones de votos, el 44,63% del voto válido, y 186 escaños. Por el contrario, el PSOE, con siete millones de votos, un 28,76% del voto y 110 escaños, cosechó su peor registro en unas elecciones generales. En menos de cuatro años, el PSOE había perdido más de cuatro millones de votantes, retrocedido 15 puntos en porcentaje de voto y 59 escaños. No es comparable la dimensión de esta caída con la que sufrió el PP en las elecciones generales de 2004, cuando pasó de gobernar con mayoría absoluta a la oposición. Entonces, los populares perdieron medio millón de votantes, casi siete puntos porcentuales de voto y 35 escaños. Para encontrar en España un desplome de esta magnitud de un partido en el gobierno, había que retrotraerse a los tiempos de la UCD, aunque aquella situación tampoco es equiparable a ésta. Con un partido en descomposición y dividido en las urnas, UCD pasó de alcanzar 168 escaños en 1979 a 11 en 1982.


  En todo caso, fue en el desplome socialista en el que se asentó la victoria del PP. Los populares sacaron a los socialistas una ventaja de más de 3,8 millones de votos, de casi 16 puntos y de 76 escaños. Pero entre las elecciones generales de 2008 y las de 2011, el PP sólo logró medio millón de votos más.


  Se reprodujo el escenario electoral del 22 de mayo, pero más acentuado. En las elecciones locales, el PP sacó al PSOE más de 2,2 millones de votos de diferencia (y casi diez puntos de ventaja). No obstante, las ganancias de los populares, en comparación con las pérdidas de los socialistas eran limitadas. Mientras el PSOE perdía un millón y medio de votos respecto a las elecciones locales de 2007, el PP ganaba más de 560.000 votos.


  En unas elecciones generales, la mayoría de los escaños (176 de los 350 que hay en juego) se disputan en cuatro comunidades (Andalucía, Cataluña, Madrid y Valencia). Andalucía y Cataluña habían sido hasta ese momento los principales graneros del PSOE, mientras Madrid y Valencia eran los bastiones electorales del PP. En las últimas elecciones generales de 2008, el PSOE había ganado gracias a la gran distancia que sacó al PP en Cataluña (casi 29 puntos de ventaja y 17 escaños) y Andalucía (14 puntos y 11 escaños de diferencia). Pero también en el País Vasco (20 puntos y seis escaños más que el PP).


  En realidad, en las elecciones generales de 2008 se constató un desequilibrio territorial-electoral del PSOE, pues frente a unos apoyos más equilibrados a lo largo y ancho del territorio español su victoria se asentaba en los espectaculares resultados sobre el PP en algunas comunidades. Seguramente, la posición de confrontación del PP en el tema territorial y en el Estatut tocó fibras sensibles en Cataluña en la primera legislatura socialista (2004-2008), contribuyendo a que el PSOE lograra en las elecciones generales de marzo de 2008 allí un muy buen resultado y en el País Vasco su mejor registro. El coste de la posterior gestión de la sentencia del Tribunal Constitucional sobre el Estatut catalán lo asumieron el Gobierno español, y los socialistas en Cataluña, y despertó una cierta aversión a la gestión del tema autonómico por el Gobierno en otras comunidades.


  Ya en las elecciones europeas de 2009 se observó cómo un PP mucho más moderado en las formas y con la crisis como tema prioritario avanzaba en los feudos del PSOE, mientras el PSOE no sólo no avanzaba en los del PP sino que se desgastaba en ellos y en los suyos. Esa tendencia se mantuvo constante y en las elecciones locales y autonómicas la consecuencia fue la pérdida de poder territorial. Aunque el descenso del PSOE ha sido generalizado en todos los territorios, el resultado en Cataluña y Andalucía explica en buena medida el descalabro electoral sufrido por el PSOE. En el País Vasco también, aunque aquí el PSOE lo tenía más difícil por la entrada en el juego de Amaiur.


  Las elecciones generales de 2011 parecieron una reedición de las de 1982, pero con el PSOE y el PP en las posiciones opuestas. Algo así como un nuevo reparto de apoyos sociales, que seguramente marcará el sistema político durante un largo período de tiempo. En 1982, el deseo de cambio se impuso en las urnas. El PSOE casi dobló el número de votos respecto a las elecciones anteriores y con 202 escaños alcanzó el mejor resultado obtenido por un partido político en España en unas elecciones generales. Tras el período constituyente, se abrió una etapa dorada para el socialismo español que le llevaría a gobernar numerosas alcaldías y CC AA, mientras contemplaba al PP (entonces AP) a más de 21 puntos de distancia. En las elecciones del 20-N también se impuso el deseo de cambio. El PP consiguió el segundo mejor resultado, en número de escaños, alcanzado por un partido en unas elecciones generales. Se ha iniciado una etapa de absoluto dominio del PP (con mayoría absoluta en el Congreso, 11 de las 17 CC AA. bajo su poder, a la espera de Andalucía, y la mitad de los ayuntamientos) que, además, convierte al PP en el partido que más poder territorial e institucional ha concentrado en lo que llevamos de democracia. Sin embargo, no es tanto el crecimiento propio el que ha llevado al PP (como, por el contrario, sí llevó al PSOE en 1982) a su mejor resultado histórico como el desplome socialista, lo que abre un período en el que se invierten las tendencias de los años ochenta; esto es, ahora es el PP el partido de gobierno y el PSOE el partido de oposición.


  Dejando a un lado el censo electoral de los residentes ausentes en el extranjero (CERA), la participación no fue excesivamente baja. Ante el descontento de un buena parte del electorado socialista, y con el PP en los sondeos como caballo arrollador, se temía que se produjera un récord de abstención. Sin embargo, un 71,7% de los electores residentes en España acudieron a las urnas, lo que supone un descenso de la participación sobre el censo de los electores residentes (CER) de menos de cuatro puntos respecto a las elecciones generales de 2008.


  La hegemonía del PP se combina con una mayor atomización del Congreso. El 20-N, 13 partidos consiguieron representación parlamentaria. Esto supuso un aumento de tres fuerzas políticas respecto al Congreso de los Diputados, de diez partidos, que salió de las urnas de 2008. Sólo en dos ocasiones (1979-1982 y 1989-1993) el Congreso estuvo tan atomizado –con 13 fuerzas políticas– como lo está ahora. En esta ocasión, además, es la primera vez que se combina la mayoría absoluta de un partido (en 1989, el PSOE consiguió 175 escaños) con una atomización parlamentaria tan acusada.


  La fragmentación del electorado socialista ha favorecido a los partidos minoritarios. Desde las elecciones generales de 1993, la suma de apoyos del PSOE y del PP frente a los partidos minoritarios no paró de crecer, alcanzándose en 2008 una cifra récord: PSOE y PP aglutinaron el 83,8% de los votos válidos, frente al 15% que lograron el resto de las candidaturas. El 20-N se atenuó el bipartidismo, pues los dos grandes partidos sumaban el 73,4% de los votos, frente al 25% que lograron los partidos minoritarios. En menos de cuatros años, los partidos pequeños han pasado de recibir algo menos de 3,9 millones de votos a más de 6,1 millones. Evidentemente esa menor tendencia al bipartidismo se debió al desplome socialista, pues el PP vio incrementado sus apoyos en 4,7 puntos porcentuales respecto a 2008.


  El nacionalismo periférico ha ganado terreno. En 2008, las fuerzas nacionalistas sumaban 24 escaños en el Congreso, mientras que en las elecciones de 2011 esa suma (principalmente por el crecimiento en seis escaños de CiU y la irrupción con siete asientos de Amaiur) se elevaba a 36.


  El 20-N, al igual que en las elecciones del 22 de mayo, el malestar social se tradujo en un ligero incremento del voto de protesta no alineado (voto en blanco/voto nulo). En las elecciones al Congreso aumentó el voto en blanco (en 0,26%) y el voto nulo (en 0,65%) respecto a 2008, pero de forma más tímida que en las elecciones del 22 de mayo. En las elecciones al Senado, en cambio, el aumento del voto en blanco (en más de tres puntos) y del voto nulo (en casi 1,5 puntos) fue más acusado. Algo que se podía explicar por el debate planteado en la sociedad sobre la utilidad de esta Cámara, lo que pudo haber llevado a muchos electores a optar por el voto de protesta para mostrar su descontento con la existencia del Senado.


  Se produjo una fuga múltiple y diversificada de los votantes del PSOE. Al igual que en las elecciones del 22 de mayo, en las del 20 de noviembre los votantes socialistas desencantados se refugiaron en múltiples y diversas opciones electorales. Los cerca de 4,3 millones de votantes (el 38% de los 11,3 millones de electores que votaron socialista en 2008) que perdió el PSOE no parecían haber optado masivamente por la abstención ni por el PP sino que su voto se había fragmentado en las urnas. Como pauta lógica de un desplome y de un electorado heterogéneo, el PSOE perdió por la izquierda y por el centro, por la abstención y por la participación, por el voto a otras candidaturas y por el voto de protesta. Inicialmente, sin disponer de encuestas postelectorales que lo confirmen, el análisis de los resultados electorales, junto al de las tendencias de los sondeos preelectorales, apunta a que más de 1,7 millones de ex votantes socialistas pudieron optar por los pequeños partidos (IU, UPyD, Equo, Compromís, CiU, etcétera). El PP pudo ser refugio para 1,2 millones de electores desencantados con el PSOE. Y algo más de un millón se habría decantado por la abstención (900.000) y el voto de protesta (150.000 por el voto en blanco y el voto nulo).


  En las elecciones generales de 2008 el PSOE aglutinó el voto mayoritario de la izquierda con cerca de 11,3 millones de votos frente a los 10,3 millones del PP. En las de 2011, el PP sumaba cerca de 10.900.000 votos frente a una izquierda y centro izquierda que se había fragmentado (siete millones de votos del PSOE, 1,6 millones de IU, 1,14 millones de UPyD y 342.000 de Equo y Compromis). Con el considerable ascenso de IU (que había pasado de tener dos a 11 escaños) se había roto, además, su tendencia declinante de los últimos diez años y esta formación vuelve a suponer un rival (por la izquierda) para el PSOE. A ello se suma la competencia real y cada vez mayor que representa UPyD para el PSOE (y también para el PP) en el espacio de centro. La formación de Rosa Díez está poniendo en práctica con bastante éxito una nueva síntesis de discurso político transversal: descontento con la política, recentralización del Estado, intransigencia frente a ETA, pero a la vez defensa del Estado del Bienestar.


  LA ESTRATEGIA POLÍTICA DEL PP


  Siguiendo la máxima de que las elecciones no las gana la oposición, sino que las pierde el Gobierno, la estrategia del PP durante la segunda legislatura socialista consistió en poner todo el foco de atención en el PSOE, dejando que la crisis le desgastara. Si bien esta estrategia se fue modulando con el tiempo, pasando de una oposición de acoso y derribo al Gobierno a otra más pausada.


  En un primer momento, tras la derrota en las elecciones generales de 2008, Rajoy intentó centrar la imagen del partido, con un cambio de caras y de líneas de oposición. En el congreso del PP de 2008 cambió sus alianzas internas y apostó por un nuevo equipo: mujeres –clave porque mostraba su determinación de atraer a este sector–, más moderadas en las formas y desligadas en su imagen del pasado. Frente al cálculo de que su derrota en las urnas en 2008 se había producido por la movilización del electorado de izquierda contra el PP, la apuesta de Rajoy era erigirse en una alternativa en positivo, o al menos neutra. Sin embargo, en esa primera etapa en la que su liderazgo interno no estaba afianzado, el líder del PP se vio acosado por el ala dura de su partido que no veía con buenos ojos tanta renovación programática y tibieza.


  La mala valoración de Rajoy en los sondeos contribuía a su cuestionamiento interno, que fue diluyéndose a medida que, convocatoria tras convocatoria electoral, el PP ganaba elecciones, aunque Rajoy no lograra mejorar su imagen en los sondeos. En todo caso, el líder del PP decidió centrarse en la economía, mientras otras voces de su partido cubrían otros ámbitos (como la política antiterrorista) y en un tono menos moderado. Aunque en el propio País Vasco en este tema el PP apoyó al PSOE sin mover los labios siquiera.


  Hasta mayo de 2010 Rajoy pareció estar persuadido por la idea de que era necesario paliar la imagen del PP como una oposición obstruccionista (que sólo criticaba al Gobierno) y carente de alternativa. Pero a partir de mayo de 2010 Rajoy pareció convencerse de que lo mejor era no decir nada que pudiera incomodar, aun a riesgo de que calara la imagen de un líder y un partido de oposición que carecían de un programa sólido. Las razones que podían explicar este cambio eran dos. En primer lugar, tras el giro económico dado por el Gobierno el 12 de mayo de 2010, el PP se quedó sin una línea de oposición creíble. Sus propuestas genéricas de reducción del déficit público y la crítica al inmovilismo del Gobierno ya no eran válidas. Lo habían sido cuando el Gobierno socialista aplicó una política de estímulos y de incremento del gasto público. Los populares podían haber desvelado su verdadero programa económico (con medidas impopulares), pero esto hubiera contribuido más a restar votos que a sumarlos. Tenían, además, como (contra) ejemplo el de David Cameron en el Reino Unido, a quien su transparencia programática le había llevado a perder apoyos en la antesala de las elecciones de 2010 (aunque ello no le impidió ganarlas, pero para tener que gobernar en coalición con los liberales).


  A la luz del desgaste demoscópico sufrido por el PSOE tras el 12 de mayo de 2010, y a partir del cálculo de que no habría una recuperación económica sólida cuando se celebraran las elecciones generales, la dirección del PP pudo dar por descontada la desmovilización del electorado socialista. Contaron con que el PSOE estaría condenado de forma irremediable a sufrir el castigo electoral por unas medidas y reformas contestadas por la izquierda. Por tanto, de lo que se trataba era de no activar, bajo ningún concepto, el voto anti-PP. Otras alternativas eran posibles. Pero si Rajoy ampliaba su radio de oposición a temas no económicos tendría que mostrarse moderado para no activar el voto de izquierda. Algo que molestó al ala dura o a los grupos de presión más conservadores que son próximos al PP. Por tanto, un perfil bajo permitió a Rajoy sobrevivir internamente con relativa calma y no despertar al electorado de izquierda ni ahuyentar a posibles aliados políticos. Y en este perfil bajo se incluyeron algunos pactos, como los de Zurbano, o una renovación parcial del Tribunal Constitucional, demasiado demorada.


  Nuevamente, como entre 2004 y 2008, la estrategia electoral del PP pasaba por evitar el triunfo del adversario, más que por buscar directamente la victoria propia. Partiendo del supuesto de que, con más de diez millones de votos, los populares podían estar rozando su techo electoral, pudieron creer arriesgado intentar captar nuevos votantes porque eso supondría un viraje real al centro que podía crear tensiones internas dentro del partido. Por tanto, si la fidelidad de sus votantes era muy elevada, de lo que se trataba era de favorecer la desmovilización de la izquierda o, al menos, de no alentar su movilización.


  Pero esa estrategia de liderazgo de baja intensidad seguida por Rajoy le reportó una serie de efectos no deseados. La opción por el silencio o la no respuesta a temas incómodos había reforzado la imagen de un líder que trataba de escabullirse ante los problemas. En vez de liderar, en numerosas ocasiones se vio obligado a respaldar las iniciativas de otros dirigentes del PP (por ejemplo, cuando en la antesala de la huelga general del 29 de septiembre de 2010 se vio forzado a apoyar la iniciativa de Esperanza Aguirre de reducir el número de liberados sindicales).


  Ésos eran los efectos colaterales de la (aparente) inacción de Rajoy que, no obstante, se vieron totalmente compensados por la mejora de la imagen que experimentó el PP. El rechazo de los ciudadanos a este partido fue disminuyendo en la segunda mitad de la legislatura. Tanto en simpatía como en preferencias electorales, el PP ganó puntos, si bien ese avance se produjo esencialmente por el desgaste sufrido por el PSOE. Desde enero de 2010, siguiendo los datos del CIS, el PP no sólo era percibido por los ciudadanos como el potencial partido ganador en unas elecciones generales sino que aventajaba al PSOE como el partido preferido para ganarlas. El rechazo suscitado por el PP se estaba superando, un aspecto crucial de la estrategia de los populares.


  Rajoy consiguió crear una imagen de equipo a su alrededor, con Cospedal, Sáenz de Santamaría, Mato y Montoro que cumplieron su papel, mientras que el candidato del PSOE aparecía, como ya hemos señalado, sin equipo. También logró dejar en espacios secundarios los aspectos más ideológicos de su programa. El PP siempre había aparecido asociado a una España un tanto pasada y logró desligarse de esa imagen. Consiguió dejar de ser visto como un partido ideologizado y lastrado por el pasado para mostrarse como equipo competente dispuesto a gestionar una crisis. Y lidió bien con sus socios naturales más ruidosos como las asociaciones de víctimas del terrorismo y, sobre todo, la Iglesia católica. Benedicto XVI estuvo en Madrid en agosto, y no radicalizó su actitud ante los temas planteados desde Roma o desde la Conferencia Episcopal. Además, Rajoy sorteó bien muchos temas de corrupción que no le salpicaron.


  Ni la pobre valoración de Rajoy ni la percepción mayoritaria de que el PP había actuado mal en la oposición al no apoyar al Gobierno socialista en la lucha contra la crisis, entre otras cosas, con su conocida votación en contra del decreto con el que se aprobarían in extremis las medidas de austeridad anunciadas por Zapatero el 12 de mayo, impidió que los populares se erigieran en la opción del cambio. Pues el cambio era contra el PSOE, ya no sólo contra Zapatero.


  El PP había apostado, acertadamente, a que la situación económica iría a peor y a que, frente a un PSOE impotente para reconducir su gestión de la crisis, habría una demanda mayoritaria de cambio que canalizaría este partido. Para los populares se trataba, por tanto, de esperar a que llegara ese momento, sin cometer errores que les alejara de un final político casi sentenciado. Y todo (incongruencias, incoherencias e inconsistencias del PP) quedaría tapado y en un segundo plano frente al desgaste del PSOE.


  Dado que, en vez de mejorar la situación económica, ésta empeoró, Rajoy finalmente consiguió ponerse por delante de Zapatero en valoración, aunque con una puntuación muy baja. Igualmente, Rajoy, sin desvelar su programa económico, consiguió al final de la legislatura adelantar ligeramente a Rubalcaba como candidato presidencial: mientras casi un 36,9% de los electores prefería que Rubalcaba fuera el próximo presidente del Gobierno, el 38,8% prefería que lo fuera Rajoy (de acuerdo con los datos de la encuesta preelectoral del CIS).


  De este modo, y pese a que, en la antesala de las elecciones generales de 2011 más del 70% de los ciudadanos desconfiaba de Rajoy, éste llevó al PP a su mejor resultado en unas elecciones generales.


  ¿HA DEJADO ESPAÑA DE SER UN PAÍS

  DE CENTRO IZQUIERDA?


  ¿Se ha producido un giro en el centro de gravedad ideológico de la sociedad española, en sentido inverso al que se produjo en los años ochenta? Los datos del CIS apuntan a que, pese a la ventaja electoral que tiene el PP y a que el electorado se ha desplazado más hacia el centro ideológico (en abril de 2008 la media ideológica era de 4,56 en una escala de 1 a 10 donde 1 es extrema izquierda y 10 es extrema derecha y en diciembre de 2011 es de 4,91), el PSOE sigue teniendo una teórica ventaja social.


  Ahora bien, también se puede detectar que, en cierto modo, los valores conservadores están resurgiendo frente a los progresistas. La cuarta (2010) Encuesta de Valores Sociales del Ayuntamiento de Barcelona, que podría proyectarse a escala nacional, apuntaba un cambio de actitudes hacia la moderación o conservadurismo. Se refleja esta tendencia en la autoubicación ideológica de los individuos, que se han derechizado. En 2006 un 44% era (muy) progresista y un 33% (muy) conservador. En 2010 un 34% era (muy) progresista y un 39% (muy) conservador. Estas posiciones, además, se refuerzan por el menor apoyo hacia el desarme, el aborto y la eutanasia o un mayor apoyo a la pena de muerte, ser más permisivo con la justificación de la guerra y el castigo físico a los niños. Aunque no todos los valores en el ámbito político se pueden estructurar en el eje progresista-conservador. También cuenta el materialista-post-materialista.


  Los datos del barómetro de septiembre de 2011 del CIS mostraban que más allá de la edad y del partido al que se vote, la mayoría de los electores (más del 65%) cree que el Estado debe ser responsable del bienestar de todos, frente a una minoría que aboga por un Estado asistencial (centrado sólo en el bienestar de los más desfavorecidos).


  De acuerdo con esos datos, el crecimiento económico (independientemente de que unas personas se beneficien más que otras) no ocupaba el primer puesto de los objetivos prioritarios que, según los ciudadanos, debería tener un gobierno. La opinión predominante, en ese momento, era la de que el Gobierno debía garantizar un nivel de vida mínimo para todas las personas (35%), seguida de asegurar que haya igualdad de oportunidades para que todas las personas salgan adelante (29,4%) y, sólo en tercer lugar, promover el crecimiento económico con independencia de que unas personas se beneficien más que otras (16,7%). Y, pese a que los votantes del PP otorgaban una mayor importancia a la economía que los votantes del PSOE o de IU, el orden de prioridades era el mismo para todos los electores.


  El voto tampoco parece marcar una diferencia en la visión que se tiene de las desigualdades existentes y del modelo de sociedad al que se aspira. La mayor desigualdad que perciben los ciudadanos es la socioeconómica. Más del 75% de los votantes del PSOE, PP e IU cree que existen muchas o bastantes desigualdades entre las clases altas y las clases medias. El 85% de los votantes del PSOE y de IU cree que uno de los grandes problemas de España es la diferencia de ingresos entre quienes ganan mucho y ganan poco. En el caso de los votantes del PP el porcentaje de los que creen lo mismo es más bajo, pero mayoritario (68,6%).


  Y ya voten al PSOE, al PP o a IU, el aspecto de la igualdad que consideran prioritario todos los electores es la igualdad de oportunidades, seguido de la igualdad de acceso a bienes como la educación y la sanidad. Respecto a la igualdad de trato entre sexo, color de piel, personas con discapacidad, etcétera, el electorado que se muestra más sensible es el de IU. Mientras que para los electores del PSOE y del PP resulta más acuciante centrarse en la igualdad de rentas o recursos económicos, para los de IU es más importante la igualdad de trato.


  Uno de los aspectos clave del modelo social y del futuro del Estado del Bienestar es el debate fiscal. Y la sociedad está polarizada al respecto. O, al menos, lo estaba en septiembre de 2011, pues mientras un 41,3% era partidario de gastar más en prestaciones sociales y servicios públicos, aunque eso significara pagar más impuestos, un 39,5% prefería pagar menos impuestos, aunque ello conllevara gastar menos en prestaciones. Si bien hay grandes diferencias por votantes. Mientras la mayoría (52,2%) de los electores del PSOE respaldaba la subida de impuestos para tener más prestaciones sociales, la mayoría de los votantes del PP (51,1%) apostaba por la reducción impositiva. No obstante, en ambos electorados había una proporción similar de votantes que defendía lo contrario: esto es, un 33,7% de votantes socialistas preferían una bajada de impuestos y un 33,9% de electores del PP optaba por la subida fiscal para tener más prestaciones.


  La aparente contradicción de una sociedad que mayoritariamente respalda el modelo del Estado del Bienestar –movilizándose contra los recortes en servicios que considera básicos como la sanidad y la educación públicas– y es reticente a pagar impuestos puede obedecer a una falta de conciencia sobre lo que cuesta financiar los servicios públicos, en un país, además, como España con poca cultura de pagar impuestos. Pero también a la percepción de que el sistema fiscal es injusto y no pagan más impuestos los que más tienen, ya sea porque tienen mecanismos legales para evadirlos o porque defraudan a Hacienda.


  En cualquier caso, aun con todos los matices que podamos establecer en las diferencias entre los electores de uno u otro partido, hay una visión social compartida. Y es que en España, como en la mayor parte de los países europeos, los ciudadanos abogan por un modelo social equitativo con un papel del Estado como garante de la igualdad de oportunidades y facilitador del acceso a los recursos públicos.


  Ahora bien, es posible que la hegemonía política del PP se traduzca en hegemonía social (ideológica) tal y como ha sucedido en Madrid, Valencia o Murcia. El PP tiene sólidos apoyos que ha ido construyendo de abajo arriba (con sus territorios) y ha cimentado en alianzas económicas, sociales, mediáticas y políticas con grupos de interés. Un terreno en el que, por otra parte, el PSOE ha ido perdiendo fuerza. Desde 1996, los populares se mueven con un nivel de apoyos en torno a los diez millones de votos. Los del PSOE son fluctuantes y muy elásticos, tanto cuando gana (en 2004 logró más de tres millones de votos que en 2000), como cuando pierde (en 2011 perdió más de cuatro millones de votos respecto a 2008).


  Pero aunque la crisis pueda contribuir a explicar parte de la derrota, no lo explica todo. El problema es más profundo y complejo. La sociedad española ha cambiado y el PSOE no se ha adaptado a esos cambios. Electoralmente, los socialistas han seguido operando con los esquemas de los años ochenta y noventa del siglo pasado. El voto del miedo a la derecha no funciona y cada vez es menos válida la teoría de los techos y suelos electorales. Al PSOE le cuesta conectar y fidelizar a la clases medias, urbanas y a los jóvenes. Políticamente el electorado es plural y no se identifica mayoritariamente con ninguna etiqueta ideológica. En octubre de 2011, de acuerdo con los datos del CIS, un 14,6% de los ciudadanos elegía para (auto) posicionarse políticamente, como primera opción, la etiqueta de «liberal» dentro de un listado de 12 categorías. Le seguía un 13,3% que se identificaba con la etiqueta de «socialista» y un 12,9% con la de «conservador». Los que se definen en mayor medida como liberales son los más jóvenes (18-24 años).


  En este sentido, la derrota del PSOE también se enmarca dentro de un debate mucho más amplio sobre la crisis de la socialdemocracia en Europa. Los partidos socialdemócratas están fallando a la hora de adaptarse a los grandes cambios que se han producido en los últimos años con la globalización, e incluso con la integración europea. No se percibe a estos partidos como los agentes del cambio. La socialdemocracia no ha tenido un discurso propio sobre la globalización. Se ha quebrado la idea de progreso y se ha perdido la agenda de la visión de un futuro mejor. La socialdemocracia no ha sabido responder al reto de gestionar el Estado del Bienestar en un mundo más complejo y en un contexto de creciente individualismo y diferenciación. Los ciudadanos demandan a sus representantes públicos una respuesta a la inseguridad del mundo actual, pero la socialdemocracia no está sabiendo hacer frente a esa demanda. Ante este reto, como bien ha observado y teorizado el ex ministro e intelectual brasileño Roberto Unger, los progresistas aparecen como los humanizadores del inevitable advenimiento de una sociedad de mercado y su programa aparece tan sólo como el programa de sus adversarios conservadores con un descuento humanizador, como una versión edulcorada pero insostenible de las políticas de la derecha, acomplejada por un pensamiento único y una supuesta falta de alternativas.


  Dos son los principales cambios sociales a los que no han sabido adaptarse los partidos socialdemócratas en Europa. En primer lugar, el declive de la clase trabajadora y los sindicatos en la era postindustrial. La socialdemocracia empezó como un movimiento de masas, pero en los últimos 20 años han disminuido sus afiliaciones. Se ha perdido identidad. Ha aumentado el voto flotante. Y en segundo lugar el crecimiento de la desigualdad entre generaciones; la polarización entre ganadores y perdedores de la globalización con jóvenes abocados a la precariedad laboral y clases medias que ven como su nivel de vida empeora. Todos ellos abandonan a los partidos socialdemócratas porque no perciben a éstos como los defensores de sus intereses.


  Además, se está dando un crecimiento del individualismo. La idea de la socialdemocracia en el pasado representaba esperanza y optimismo, y un polo de poder social alternativo. La gente creía que las aspiraciones de cada grupo podían conectarse con el bien común. Esa capacidad para conectar lo individual con lo colectivo era lo que hacía a los partidos socialdemócratas ser fuertes. Defendían que no era suficiente una visión política basada en derechos y libertades individuales; que había que fomentar un sentimiento de ciudadanía común, de responsabilidad cívica compartida a través de obligaciones mutuas y de la capacidad para definir su propio destino. Y que el vehículo para lograrlo era la expansión de la participación ciudadana en el sistema socioeconómico y una más intensa democratización de las instituciones que rigen la vida social, política y económica, para anclar en ellas la voz y los intereses de los ciudadanos y su inclusión social. Pero esto se ha perdido. Aunque la situación llame, en algunos países, a dar nuevas posibilidades a una socialdemocracia renovada.


  Relacionado con lo anterior se ha producido un declive de las formas tradicionales de cohesión social. La desigualdad ha aumentado en casi todas las sociedades europeas y americanas, pero la socialdemocracia ha abandonado en parte el discurso sobre la igualdad de ingresos y la redistribución a favor de la igualdad de género y la igualdad de oportunidades, en las que los conservadores insisten también. De hecho, utilizar el término «conservadores» ya no sirve para describir al centro derecha. Quizás más para el centro izquierda o incluso aún más a la izquierda. En mayo de 1968 los jóvenes franceses protagonizaron una revuelta para, decían, cambiar el mundo. En 2010 lo hicieron, como otros en diversos países, para conservar lo que hay, para, al menos, vivir como sus padres.


  Como ha señalado Tony Judt, «hay mucho que conservar, preservar y defender. Pero en las actuales circunstancias hay mucho que cambiar para conservar los valores y políticas nucleares progresistas». De hecho, el centro derecha le ha robado parte de su discurso social al centro izquierda. Los llamados «nuevos conservadores» han asumido una parte del discurso sobre el Estado del Bienestar, si bien insistiendo en su modernización y redimensionamiento. El primer ministro sueco, Fredrik Reinfeldt, del Partido Moderado, ha sido el gran impulsor de los «conservadores sociales» que han crecido también en otros países.


  El electorado es mucho más diverso y con intereses dispares (religión, educación, situación laboral, etcétera). El voto de clase ha disminuido. Pero al tiempo emergen nuevos ejes de fractura social. Uno, no nuevo pero que se ha exacerbado con la crisis, es la gestión de la inmigración, incómoda para partidos de centro izquierda que compiten por votos de sectores sociales que se sienten atraídos por la xenofobia de dirigentes populistas.


  Con independencia de las singularidades de cada contexto nacional, el PSOE, al igual que el resto de los partidos socialdemócratas en Europa, no ha dado respuesta a esos cambios. Por otra parte, la globalización –y los mercados– han reducido el margen de acción de la política. Muchas cuestiones escapan del control de la política de ámbito nacional, mientras no existe una verdadera gobernanza global, ni siquiera europea. Hay una incapacidad (o falta de voluntad) para gobernar la globalización y los mercados. Como señaló en febrero de 2010 Ivan Krastev, del Consejo Europeo de Relaciones Exteriores, «somos testigos de un colapso de la confianza en las élites políticas y empresariales [...]. Las elecciones están perdiendo su significado de opción entre alternativas y se transforman en procesos a las élites. La democracia ya no es una cuestión de confianza, sino más bien de gestión de la desconfianza».


  
    La crisis y el cambio geopolítico

  


  La crisis financiera y económica está produciendo un cambio geopolítico de gran alcance, que afecta a España y al que ésta ha tenido que adaptarse, con desigual fortuna. Sin entender ésta no se entiende ni el conjunto ni la situación particular de España. Mucho se habla de la influencia del entorno global, pero la verdad es que se discute poco en los debates políticos. La geopolítica empezó a cambiar a una velocidad vertiginosa ya desde el comienzo de la crisis. Se estaba produciendo un cambio de mundo. Y, en efecto, así ha sido y sigue siendo, pues el cambio sigue avanzando. La crisis está variando las hegemonías existentes, con un nuevo reparto del poder y nuevas reglas. Lo que ha afectado a España y le afectará aún más en el futuro. Algunos cambios en estos años han favorecido a España y los ha aprovechado en lo que cabe mejor calificar de acción exterior que de política exterior. Ante otros, sin embargo, España no ha recuperado el terreno perdido en esta mutación de su entorno geopolítico.


  La crisis económico-financiera ha acelerado y cristalizado unas tendencias globales que ya estaban en curso, en particular el desplazamiento de poder económico y geopolítico hacia Asia, hacia el antiguo sur y, en general, hacia las economías emergentes, que así han emergido económica y políticamente en detrimento de Occidente y de sus valores; el declive, en términos relativos, de Estados Unidos que ya no puede, ni quiere, ejercer de hegemón y cuyo dólar tiene ahora que competir en un mundo multidivisa, pero que sigue siendo la mayor potencia tanto en términos militares como económicos y de poder blando; el cambio en nuestra vecindad árabe; el avance hacia un mundo multipolar, no necesariamente más multilateral ni centrado en la ONU; la pérdida de peso de Europa atrapada en su propio torbellino; la aparición de nuevas amenazas, y la importancia creciente de los actores no estatales.


  A ello hay que sumar el debilitamiento del consenso sobre la globalización, y los riesgos de desglobalización. Aunque hasta ahora se han evitado las tentaciones proteccionistas, éstas, como ya se ha dicho, están latentes, tanto entre las economías emergentes como las desarrolladas, y surgen también nuevas formas de proteccionismo indirecto, como las devaluaciones de divisas o el proteccionismo financiero.


  La crisis ha provocado una desafección ante la globalización por parte de las clases medias de países desarrollados que se sienten ahora amenazadas por ella e inseguras, y de las clases trabajadoras que no se han beneficiado de este proceso. Pues desde hace unos años los efectos de la globalización han sido negativos para el empleo y la riqueza de los ciudadanos de muchas economías avanzadas. Entre otros Dani Rodrik, economista de la Universidad de Harvard, ha señalado que la globalización genera ganadores pero también perdedores, y que estos últimos cada vez son más. Y es que en los últimos años la propia globalización ha cambiado. Como señala el economista Michael Spence en Foreign Affairs, hasta hace una década los efectos de la globalización en la distribución de la riqueza y los empleos para Occidente eran en general benignos, e incluso permitieron a las clases medias y trabajadoras de las economías desarrolladas disponer de productos más baratos. Pero a medida que los países en vías de desarrollo crecieron, avanzaron en la cadena de valor añadido y desplazaron a las sociedades industrializadas, afectando de manera general al precio de los bienes, a las pautas de empleo y a los salarios. La globalización sirvió durante un tiempo a las clases medias y trabajadoras de las sociedades industrializadas. Pero en los últimos años no. Como se ha explicado, entre estas clases hay ya amplias capas de perdedores de la globalización, además del aumento de la desigualdad que ha supuesto este proceso.


  Al tiempo que las clases medias occidentales –según McKinsey, las que disponen de entre 6.000 y 30.000 dólares (en paridad de poder de compra)–, soporte y actor del crecimiento de los últimos lustros, se depauperan o se desclasan, surgen y se consolidan en economías emergentes. Los mercados de estos países son poderosos gracias al desarrollo de sus clases medias. No todos las tienen. En Rusia no representan todavía más de un 10%. En 2000, los países en vías de desarrollo acogían ya a un 56% de la clase media global. Para 2030 puede ser un 93%. China y la India representarán dos terceras partes de esta expansión (China: 52%, y la India: 12%) según el Banco Mundial, que estima que esta clase media global aumentará de 430 millones en 2000 a 1.150 millones en 2020, al crecer en 50 a 150 millones cada año, con altos niveles de ahorro que constituyen una base para el poder económico, para el cambio político, y son un poderoso instrumento de inversión. Pero la crisis, especialmente si es duradera y empieza a afectar, como parece, a las economías emergentes, puede también poner en peligro el desarrollo de esa clase media global, con consecuencias desestabilizadoras para cada uno de los países que la sufran (especialmente países como China o Brasil).


  Uno de los mayores cambios de nuestros tiempos es cuando la gente pasa de la pobreza más miserable a viviendas con cañerías y electricidad y con acceso al transporte motorizado en una generación. Ésta es una de las dimensiones centrales de la revolución social de nuestros tiempos, junto al crecimiento de la desigualdad, pues en economías emergentes muchos millones han salido de la pobreza pero con mayor desigualdad. Es la desigualdad, más que la pobreza, la que genera descontento e inseguridad ciudadana, como han puesto de manifiesto estudios de la OCDE. Y la creciente desigualdad se ha convertido en el primer riesgo global, según el análisis para 2012 y la década siguiente del Foro Económico Mundial.


  La crisis ha agrandado la brecha entre ricos y pobres dentro de los países con todas las consecuencias de violencia y conflictos que ello puede conllevar. Si la desigualdad se ha acentuado en los países desarrollados, especialmente en EE UU, el empobrecimiento de los más pobres, el bottom billion (los 1.000 millones atrapados abajo), según la expresión de Paul Collier, se da en un 80% en el África Subsahariana, situación que se agrava ante el hecho de que la crisis, salvo excepciones, ha producido una reducción de la Ayuda Oficial al Desarrollo por parte de los países más ricos. Según algunos expertos la suma de la ayuda y las inversiones extranjeras en los países en vías de desarrollo –de un billón de dólares en 2008– podría haberse reducido a la mitad como consecuencia de la crisis.


  En España, la crisis también obligó al Gobierno a rebajar la Ayuda Oficial al Desarrollo, uno de sus grandes compromisos. Si entre 2004 y 2008 se multiplicó por 2,3 hasta alcanzar los 4.761 millones de euros, en 2009, las medidas anunciadas el 12 de mayo de 2010 por Zapatero la redujeron en 300 millones ese año y 500 millones más en 2011, pasando la contribución española a estos fines de 0,51% del PIB en 2010 a un 0,4% en 2011, alejándose así del objetivo oficial del 0,7, postergado oficialmente a 2015, pero que de hecho la crisis aleja aún más. Aun así España es el sexto donante a nivel mundial, y Zapatero impulsó en su segunda legislatura la lucha contra el hambre, problema agravado con el encarecimiento de los precios de los alimentos a comienzos de la legislatura y en 2010-2011, junto a varias otras iniciativas.


  El caso es que la aceleración del cambio a partir de 2008-2009 en todas estas dimensiones ha producido una mutación del mundo. No se está llegando aún a un nuevo orden, o desorden, mundial permanente. Estamos metidos de lleno en una transición cuyos orígenes algunos sitúan simbólicamente en 1989 con la caída del Muro de Berlín, y otros en 1981 con el inicio de la desregulación financiera que impulsó Ronald Reagan (y después de él Bill Clinton), o en el principio de la transformación de China que empezó a impulsar Deng Xiaoping en 1978.


  «En la historia todo es transición», escribió Ortega y Gasset, pensador que otorgó una importancia central al concepto de interregno. Y en un interregno nos encontramos. Varias veces en la historia, al menos en la historia europea, estas transiciones, estos interregnos en los cuales ha desaparecido un orden pero no se ha plasmado aún su sucesor, han durado 30 años. Estaríamos así en la última década de esta transición, años en los que ya se empiezan a atisbar algunos perfiles de los tiempos venideros. Las dos anteriores fueron, respectivamente, la de la destrucción de un orden y la de la incertidumbre. Empieza la última década, la de la definición de un nuevo orden. En estos momentos se va viendo cuáles son las piezas (con la incógnita de qué hará la Unión Europea), pero aún no su encaje final –siempre temporal, claro– en lo que está influyendo la crisis financiera y económica.


  Algunos de estos cambios han supuesto que España perdiera terreno, a lo que se suma el impacto negativo que ha tenido para nuestra influencia en nuestro entorno la crisis económica, que ha sido más dura en el caso español. Otros le han permitido a este país desempeñar un nuevo papel. En todo caso, el mundo que se encontró el Gobierno de Zapatero al inicio de su segunda legislatura es bien diferente al que existía a su salida. A él y a sus nuevos condicionantes y necesidades tuvo que adaptarse la acción exterior española, y seguirá teniendo que hacerlo en los años venideros. Un primer documento, desde la perspectiva de la seguridad, que recoge esta adaptación de forma moderna, integral y europea al mundo que está surgiendo, ha sido la Estrategia Española de Seguridad, la primera que se ha elaborado en este país, bajo la dirección del ex alto representante de la UE para la Política Exterior, Javier Solana, aunque el Gobierno la aprobara algo tarde en la legislatura, en mayo de 2011, y el PP declinara finalmente pactarla, pese a que en un principio estuvo dispuesto a ello.


  EL DESPLAZAMIENTO DEL PODER


  En la cumbre del G-20 en Pittsburgh, el 24 de septiembre de 2009, en la que participaba Zapatero, tras sus palabras introductorias, el anfitrión, Obama, miró a su alrededor. Probablemente vio a muchos europeos, demasiados, que representaban a una UE desunida. Tras su propia introducción, el presidente de EE UU decidió darle la palabra en primer lugar a su homólogo chino, Hu Jintao. Quizás lo hiciera de forma premeditada, pero en todo caso, reflejó así el desplazamiento de poder y riqueza de Occidente a Oriente, y muy particularmente a China, que se está acelerando con la crisis.


  En 2003 Goldman Sachs acuñó el acrónimo BRICS para referirse a una nueva realidad formada por Brasil, Rusia, la India, China y Sudáfrica. Sin embargo, la crisis ha dejado corta esta palabra que pretendía designar a las economías emergentes, que en muchos aspectos han emergido en parte de la mano de los problemas del mundo postindustrial. Y no se trata sólo de los grandes. También de muchos países medianos. El caso es que Occidente, aunque aún forme el mayor conjunto económico y comercial, ha estado perdiendo terreno.


  A principios de agosto de 2011, en plena crisis sobre el presupuesto de EE UU, China se permitió acusar a este país de «adicto a la deuda» y en un mensaje dirigido tanto a Washington como a Europa consideró que Occidente debe reducir sus gastos sociales si quiere competir en el mundo. «China, el mayor acreedor de la única gran potencia del mundo, tiene todo el derecho a pedir a Estados Unidos que afronte sus problemas estructurales de deuda y garantice la seguridad de los activos chinos en dólares», aseguró en un artículo la agencia oficial de noticias Xinhua. Pekín urgió a EE UU a que aplicara «el sentido común» para curar su «adicción a la deuda», mediante recortes de los «hinchados costes de protección social» y de su «gigantesco gasto militar». «El Gobierno estadounidense tiene que aceptar el hecho doloroso de que los buenos viejos tiempos en los que podía simplemente pedir prestado para salir de los líos en los que se había metido se han ido para no volver», afirmó el texto de Xinhua.


  Por esas fechas, un editorial en el Global Times de China, rechazaba el sistema occidental para resolver sus problemas. «Aprendemos de los otros y sacamos lecciones, pero entretanto deberíamos prepararnos para resultados diferentes.» Mensaje claro. Occidente había dejado de ser un referente si alguna vez lo fue, pues cabe recordar que Gandhi, al ser preguntado sobre qué pensaba de la «civilización occidental», contestó: «Sería una gran idea».


  En su reciente libro Civilization: The West and the Rest (Civilización: Occidente y el resto), el historiador conservador británico Niall Ferguson, mantiene que Occidente ha desarrollado seis tipos de aplicaciones ganadoras que han asegurado su predominio: 1) la competencia entre y dentro de los Estados europeos; 2) la ciencia, comenzando con las revoluciones científicas de los siglos XVI y XVII; 3) el Estado de Derecho y el Estado representativo, basado en los derechos a la propiedad privada y la representación en parlamentos elegidos; 4) la medicina moderna; 5) la sociedad de consumo que resultó de la Revolución Industrial, y 6) la ética del trabajo. Puede ser que estas seis características, inexistentes o débiles en otras sociedades, le otorgaran una superioridad y un poder sin igual a Occidente. Pero en gran parte, salvo la tercera, las economías emergentes han asumido y con creces estas características, aunque le pese a Ferguson. Occidente ha pasado de comprar e invertir en esos países a ser comprado por ellos en estos años de crisis de la deuda, e incluso antes.


  China fabrica ya el 14% de los coches del mundo, el 48% de los teléfonos móviles, el 50% de los ordenadores, y el 66% de todos los ascensores. En cinco años más, China va a convertirse en la primera economía del mundo en PIB –aunque distará mucho de serlo per cápita–, y estará produciendo más ingenieros y científicos que todo Occidente junto. La creatividad que le falta, llegará. Es ya la segunda economía del mundo y el primer consumidor de energía. En 2009 consumió más acero que la UE, EE UU y Japón juntos y se compraron más coches en el país que en Norteamérica. En 2010 y 2011 se han vendido en China más teléfonos móviles que en el resto del mundo junto. En conferencia de prensa tras las elecciones de noviembre de 2010, Obama aludió a que China acaba de construir el superordenador más potente del mundo, con un pesaroso «los que solíamos hacer eso éramos nosotros». Para 2016, que está a la vuelta de la esquina, se espera que el PIB de la eurozona medido en paridad de poder de compra, sea inferior al de China. Y ésta es, como es bien sabido, el principal tenedor extranjero de deuda pública norteamericana. Por algo la revista Forbes nombró en 2010 a Hu Jintao como el hombre más poderoso del mundo, por encima de Obama.


  No obstante, los propios dirigentes chinos insisten cuando se les pregunta que su país está lleno de problemas, no tanto hacia afuera como hacia dentro, con enormes tensiones sociales (dadas las diferencias existentes entre sectores y entre campo y ciudad, el envejecimiento de la población y la necesidad de crear de forma masiva empleos suplementarios) e incluso económicas y financieras, con una preocupante burbuja inmobiliaria, un sector bancario lleno de agujeros y un nivel inversor insostenible. Y es que China ha crecido hasta ahora con un modelo basado en las exportaciones y en un enorme volumen de inversión interna, sobre todo en infraestructuras. El problema es que ningún país es lo suficientemente productivo como para reinvertir el 50% del PIB en nuevo capital productivo sin generar una enorme capacidad ociosa y un enorme volumen de préstamos impagados. De hecho, China tiene ya problemas muy serios de sobrecapacidad en capital físico, infraestructuras y construcción en algunas zonas. La inversión residencial es excesiva y la capacidad automovilística ha superado ya a la demanda. A corto plazo, esta sobreinversión alimentará la inflación, dado que el crecimiento es muy intensivo en recursos naturales, de los que carece. Pero a largo plazo, esta sobrecapacidad puede llevar a serias presiones deflacionistas, empezando con los sectores manufacturero e inmobiliario. Eventualmente China puede sufrir una caída fuerte. Todos los episodios históricos de inversión excesiva –incluida Asia en los noventa– han acabado en crisis financieras y/o en largos períodos de crecimiento lento. Y el tránsito ahora hacia un modelo más equilibrado, impulsando el consumo interno, que el Gobierno estableció en su último plan quinquenal, no va a ser fácil, si la historia es una guía.


  Todo esto plantea la posibilidad de un crash en China, que tendría un efecto enormemente disruptivo en la economía mundial. Los analistas escépticos sobre la evolución económica de China se agrupan en cuatro teorías: 1) La teoría del descarrilamiento, que viene a argumentar que en algún momento la economía china va a sufrir una contracción seria catalizada por una burbuja inmobiliaria o del crédito y lo desajustado de su modelo de crecimiento. 2) La teoría de la inestabilidad intrínseca, que defiende que, históricamente, cada vez que China se ha abierto, ha generado mucha riqueza pero también mucha desigualdad entre sus regiones (principalmente entre la costa y el centro), lo que ha llevado a tensiones sociales ingobernables que inevitablemente han conducido al país a revoluciones o gobiernos totalitarios que han vuelto a cerrar y empobrecer el país. 3) La teoría de la esclerosis, que sugiere que un sistema que limita la libertad individual, que es la base de la innovación y la creatividad, nunca podrá ser a largo plazo superior a otro en el que la iniciativa privada está catalizada por su entorno. Y 4) La teoría del déficit institucional, que argumenta que lo que realmente define a las economías de éxito es un régimen institucional que recoge y da continuidad a las prácticas que generan crecimiento en una economía de mercado, algo que China aún no ha logrado, que está aún por ver si lo conseguirá, y que en todo caso lograr esta capacidad institucional lleva mucho tiempo.


  Dicho todo lo anterior, el crecimiento de China es real y también sus ganancias de productividad. Cada vez hay más gente escéptica que viaja a China y vuelve con dudas sobre su escepticismo, impresionada (o atemorizada) por la competencia que se nos viene encima, pero también con esperanzas de que se abre allí y en toda la zona, también para España, un inmenso mercado si se sabe aprovechar. Apostar por un descalabro de China está hoy de moda, pero el gigante asiático se ha empeñado en demostrar durante los últimos 30 años lo equivocado de estas predicciones. Una buena gestión macroeconómica –apoyada en políticas heterodoxas sin complejos–, una enorme masa de mano de obra barata, un gran mercado interno, una capacidad para avanzar rápido en la escala de valor, no sólo en la réplica de tecnología sino cada vez más en el desarrollo de la suya propia, y unos cuadros tecnocráticos de primer nivel son sólo algunos de los factores que dan visos de credibilidad al auge chino. Cualquier visitante a ese país percibe que, sin poner en duda los obvios desequilibrios existentes, la historia del despertar económico de China tiene mucho más de cierto que de burbuja.


  Además, cualesquiera que sean las dudas sobre el futuro, el ascenso de China está ya cambiando el mundo o, desde un punto de vista histórico, regresándolo en buena parte a donde estaba antes de 1820, cuando China era la mayor economía del mundo. El auge de Occidente transformó el mundo. El auge de Asia traerá una transformación igualmente significativa, y Occidente tendrá serias dificultades para adaptarse a él. La tesis de Kishore Mahbubani del predominio de Asia, explicitada antes de la crisis, se ha visto confirmada. Para el diplomático de Singapur, «Asia y Occidente deben aún llegar a una comprensión común sobre la naturaleza del nuevo mundo». Es lo que opina también Martin Jacques en su libro When China rules the World («Cuando China mande en el mundo») para el cual China no será sólo la próxima superpotencia económica sino que el orden mundial que va a querer construir será muy diferente del que se ha construido bajo el liderazgo de EE UU. Es un error de perspectiva creer que China querrá ser como Occidente o defender los valores de éste (que han variado a lo largo de la historia). Será, previsiblemente, mucho más comunitaria, soberanista y autoritaria más que democrática, y sacará su inspiración de su milenaria historia.


  Occidente, del que forma parte España, se ha puesto estos años a la defensiva. Está perdiendo atractivo frente a otros modelos de desarrollo autoritario como China, régimen que, además, no vincula su ayuda o inversión exterior en África y otros lugares a progresos democráticos. Esta tendencia, que viene ya de antes de la crisis ante el alto crecimiento de esas economías frente a las occidentales, le resta también peso al FMI –ahora centrado en las crisis europeas cuando se pensó para otros fines– y llevará a una mayor diversidad en los modelos y ortodoxias económicas.


  Además, y a pesar de las rectificaciones parciales de Obama, las guerras de Irak y de Afganistán han restado auctoritas a Occidente. Las torturas en Abu Ghraib o Guantánamo, que pese a las intenciones presidenciales sigue siendo un centro de detención extraterritorial, han deteriorado la imagen de EE UU y por extensión de Occidente. Pierden fuerza, fuera de su zona, los valores occidentales como el apego a los derechos humanos, a la democracia, o a la Corte Penal Internacional, aunque las revueltas árabes vayan en esa dirección. Ahora bien, que Occidente pierda peso no significa que nazca una alianza antioccidental, sino que los emergentes podrán exigir reglas de juego internacional más acordes a sus intereses, y diferenciar entre liberalismo, democracia y mercado, tres elementos separables.


  Los chinos, que no son proselitistas pues no creen que su sistema valga para otros, se sienten más libres para invertir, de forma mercantilista, en asegurarse mercados, suministros energéticos y de materias primas, y alimentos, especialmente en África y en América Latina. La seguridad alimentaria está llevando a una nueva forma de colonialismo, por ejemplo, con las grandes extensiones adquiridas por Corea del Sur en Madagascar o Arabia Saudí en Ucrania, entre otros muchos ejemplos.


  La crisis, en su segunda fase de una recesión en W, puede estar empezando a afectar también a las economías emergentes. China salió bien de la primera fase con un inteligente estímulo interno de su economía, pero puede tener ahora más problemas cuando pierden fuelle sus mercados de exportación como EE UU y Europa. La teoría del decoupling –la idea de que las economías emergentes podían seguir desarrollándose basadas en su demanda interna independientemente de la crisis del mundo desarrollado– pudo ser válida en la primera fase de la crisis pero quizás ya no en la segunda, ante una nueva caída en la recesión. Los emergentes parecen sufrir menos dada la pujanza de sus mercados internos, si bien crecen los casos de revueltas sociales en países en desarrollo y otros ante un shock económico y poblaciones empobrecidas.


  La nueva fase de la crisis puede frenar el desarrollo de estos países, pero aun así crecerán previsiblemente más que los países desarrollados, lo que contribuirá a acortar distancias. En todo caso, los países que más han ahorrado (China y otros asiáticos, junto a Japón) cobrarán mayor importancia. Lo que implica menos control sobre ellos por parte occidental, y mayor capacidad de financiar la deuda de los países occidentales. Pero aunque Pekín está preparándose para ofrecer un paquete de nuevas inversiones en Europa, el jefe del principal fondo soberano chino, Lou Jiwei, señalaba a finales de 2011 que su objetivo es el gasto en infraestructuras más que en fondos de rescate del euro. En paralelo, el ministro chino de comercio, Chen Deming, afirmaba que están esperando la venta de los activos europeos para comprar lo que puede tener un efecto sobre el margen de autonomía de Europa. Además, el giro en la política económica china para potenciar el consumo interno llevará posiblemente a una menor disponibilidad de capital para poder ser prestado al exterior, lo que hará que las compras chinas de activos en el extranjero se reduzcan (incluida la deuda pública), afectando negativamente a países con déficit de cuenta corriente como EE UU y España que necesitan esa financiación.


  Es la primera vez que China tiene una clase media (de unos 100 millones), pero también la primera grave crisis económica que sufre en 30 años desde el inicio de la nueva política económica. 1.000 millones habrán visto su nivel de vida multiplicarse por 100 en una generación. Nunca ha ocurrido algo así. Algunas estimaciones sitúan entre un 6% y un 8% (por debajo los chinos lo llaman recesión) las necesidades de crecimiento para seguir generando empleo. China necesita crear 24 millones de empleos al año para los desplazados de zonas rurales y evitar sobresaltos sociales. Pero en septiembre de 2011 su sector manufacturero tuvo su mayor caída desde marzo de 2009, alimentando temores de un aterrizaje duro por parte de la segunda economía del mundo. Aunque sigue desafiando a los críticos con un crecimiento del PIB mayor de lo esperado –del 8,9% interanual en el último trimestre de 2011–, la tasa de crecimiento es la menor de los dos últimos años y refleja una ligera desaceleración.


  El relevo generacional que se va a producir en el poder en China en 2012 y sus incertidumbres también puede alimentar la volatilidad en los mercados. Y es que en este mundo los cambios internos en regímenes autoritarios como el chino –pero también el ruso– también son un factor de riesgo. Especialmente en China que, como señalaba un comentario en el Financial Times, se juega en la próxima década seguir el «desarrollo armonioso» que propugna el actual presidente Hu Jintao para pasar a convertirse en el mayor mercado de consumo, además del de producción –lo que se puede ver dificultado por la crisis del euro y el bajo crecimiento en EE UU–, o caer en el caos y la inestabilidad, lo que afectaría al mundo entero.


  Si nos hemos extendido sobre China es porque una parte importante del futuro de los españoles se juega allí. Competimos con Alemania, sí, pero cada vez más con China –y otros emergentes– lo que afecta a nuestras industrias, servicios, finanzas y salarios. Competimos, pero a la vez sería un desastre general, también para España, que China fuera mal.


  China fue una de las prioridades de Zapatero desde su primera legislatura. España había hecho pocos esfuerzos, en comparación con otras importantes potencias europeas, hacia China y hacia Asia, región hacia la cual se planteó el III Plan Asia-Pacífico (2009-2012). Zapatero realizó en su segunda legislatura tres viajes a Pekín; en la anterior había viajado ya una vez al gran país y recibió en varias ocasiones a delegados chinos, incluido el primer ministro. En 2008 viajó a Pekín para asistir a la VII Cumbre ASEM (Asia-Europa), de nuevo en 2009 para la Exposición Universal, y en 2011 en una gira a China y Singapur con éxito, pero que reventó la filtración por la delegación española de que el Fondo China Investment Corporation se había comprometido a invertir más de 6.000 millones de euros en las cajas españolas, lo que se tuvo que desmentir. No obstante, China había comprado deuda española en varias ocasiones en el curso del año anterior, y tenía a mediados de 2011 más del 12% de las letras españolas en manos extranjeras.


  La búsqueda de un puesto permanente de España en el G-20 y el interés por las inversiones chinas en España –ya sea en empresas o en deuda pública– llevaron a impulsar esta relación. Con su posición favorable a que la UE levantara el embargo de venta de armas a China, España se había convertido en lo que el primer ministro Wen Jiabao calificó como «el mejor amigo de China en Europa».


  Ahora bien, si las empresas españolas –especialmente las de materias primas y telefonía– presentes en América Latina se han vuelto más interesantes para China, ésta se puede estar convirtiendo en un competidor de España en términos de inversiones en esa zona, cuyo comercio con Asia crece mucho más rápidamente que con Europa. Además, el crecimiento chino les está convirtiendo en líderes no sólo en producción sino también ya en el desarrollo tecnológico de muchos productos. De ahí que ya no esté tan claro que un alto crecimiento en Alemania vaya a tirar necesariamente de la economía española como hasta ahora era garantía; puede que ya sean China y otros países asiáticos los que abastezcan a los mercados occidentales no sólo de productos finales sino de los componentes necesarios para ellos.


  América Latina salió bien de la primera fase de la crisis, aunque la segunda fase le puede afectar para peor. En 2009 el PIB cayó en un 2,9%, pero en 2010 había crecido un 6% y se esperaba que aumentara en un 4% en 2011. No todos han aprovechado por igual la situación. Brasil y Chile, por ejemplo, han visto crecer las inversiones en su suelo, mientras Venezuela seguía instalada en la inestabilidad. Quién más se ha beneficiado en términos geopolíticos ha sido Brasil, convertido en auténtico hegemón regional, con una política inteligente de atracción de sus vecinos, especialmente a través de la creación de UNASUR, Unión de Naciones Suramericanas, que aunque nació antes de la crisis, se vio impulsada por ella, como estructura de integración, excluyente de EE UU, y a finales de 2011 de la CELAC (Comunidad de Estados de Latinoamérica y el Caribe). Asimismo, hay un mayor acercamiento de China y Rusia a la región, con un claro sentido anti-EE UU en el caso de Rusia, y con una política mercantilista en el de China.


  España está bien situada –si bien con peligro de retroceder– de cara a América Latina, aunque es una relación que no se debe dejar cultivar sólo a las grandes empresas y a las Pymes sino también incumbe al Estado y al Gobierno. Si la primera legislatura fue más latinoamericana, con una política hacia la Venezuela de Chavez y la Cuba del castrismo llevada por intereses económicos, que no políticos (y que posteriormente se dejó ir), la crisis llevó a Zapatero a viajar menos a la región, aunque sus ministros siguieran haciéndolo y el presidente del Gobierno recibiera a muchos mandatarios latinoamericanos en La Moncloa.


  En su segunda legislatura, Zapatero viajó a la zona sólo en tres ocasiones, para participar en la V Cumbre UE-América Latina y Caribe y a la XVIII Cumbre Iberoamericana en San Salvador. La decisión tomada en el último momento, en base a la posible convocatoria de un Consejo Europeo extraordinario, de no asistir a la XX Cumbre Iberoamericana en Mar de la Plata en diciembre no fue bien recibida en la región, que empieza a mirar hacia otras partes. Un primer reflejo fueron las destacadas ausencias en la siguiente de estas reuniones en Asunción en 2011. Las cumbres iberoamericanas han perdido importancia para los países de la zona, mucho más volcados en otros marcos con Asia y el Pacífico. El hecho de que en 2010 la Secretaría de Estado para Iberoamérica se subsumiera en la Secretaría de Estado de Asuntos Exteriores tampoco mandó una señal positiva de Madrid hacia la zona.


  España se ha globalizado en buena parte gracias a las empresas españolas presentes en América Latina, muchas de las cuales sacan más de la mitad de sus beneficios de sus actividades allí (y otros países). España debe reforzar su política hacia la zona, que ahora vive un viaje de vuelta, con más inversiones latinoamericanas en España y con España yendo a Brasil y otros países a vender su deuda. Debe preservar este activo no sólo por motivos histórico-culturales sino porque hay también una tendencia local a echar a España de la región en términos empresariales e incluso políticos, con la mayor competencia, ya comentada, de China en América Latina. En los últimos años, lejos del gran impulso que se dio en los años noventa, la inversión directa española ha disminuido, pasando del 10% del total de la región a un 9% entre 2006 y 2010, pisándole los talones a China que superó ampliamente a España en términos absolutos en 2010. Hay que volver a pensar en términos de triangulación América Latina-Asia (especialmente China)-España. Este país está bien situado para ello.


  En cuanto a Rusia, es el caso más claro de política exterior puramente geopolítica en busca de esferas de influencia. Sigue un diseño geopolítico regional de su estrategia del petróleo y del gas, y su intento de controlar las redes de distribución, o de poder vender directamente sin pasar por territorios de aliados poco fiables como Ucrania, lo que ha conseguido con la entrada en funcionamiento del gaseoducto Nord Stream que une directamente a Rusia con Alemania a través del Báltico. La posición de Rusia se ha reforzado como primer exportador mundial de petróleo, a costa de reducir sus reservas y su futuro, y con grandes problemas económicos internos debido a su monocultivo energético de petróleo y gas.


  Algunos observadores dudan de que Rusia se pueda incluir en el grupo de las economías emergentes. La crisis ha empezado a afectar a su estabilidad económica, y en sus planes de modernización y privatización de empresas para atraer inversiones y tecnologías hacia sectores estratégicos. Rusia se enfrenta a serios desequilibrios demográficos además de a las incertidumbres políticas de un régimen cuyas limitaciones democráticas están empezando a soliviantar a una población que vio como la inmensa riqueza del país fue apropiada por un reducido grupo de oligarcas. El anuncio en noviembre de 2011 de que Vladímir Putin volvería a presentarse a las elecciones presidenciales generó una salida de capitales del país además de manifestaciones en su contra.


  Con Rusia, de la que importa un 10% de su petróleo, España ha tenido buenas relaciones, quizás por verse menos afectada por el enfrentamiento de la Guerra Fría, por unas relaciones económicas energéticas sanas, y por la creciente importancia de un turismo ruso que gasta e invierte en nuestro país. Estas pautas se mantendrán independientemente de la buena sintonía que tuvieron Medvédev y Zapatero. Ha sido un buen momento, aún no aprovechado económicamente, cuando Rusia se ha convertido en un importante suministrador de petróleo para España, aunque ésta tuviera que dejar la cuestión de las exigencias democráticas y los derechos humanos en el aire (como ha ocurrido con casi todos en casi todo el mundo, pues otro de los efectos del cambio, pese al avance de la democracia en los países árabes, ha sido relegar la defensa de los derechos humanos en beneficio de las relaciones económicas y financieras).


  Aunque no un poder en sí, una región que ha comenzado a emerger, a pesar de la crisis o ayudada por ella, ha sido África. Steven Radelet, en su libro Emerging Africa, considera que cinco factores han contribuido a ello, al menos para 17 países: 1) la ampliación de la democracia que ha abierto los gobiernos; 2) mejores políticas económicas, especialmente en materia de impuestos; 3) la reducción de la deuda, que ha liberado recursos para la educación y la sanidad; 4) las nuevas tecnologías, especialmente el teléfono móvil de más fácil implantación, que han impulsado el acceso a los mercados, y 5) la llegada de una nueva generación de líderes enérgicos, la llamada generación cheetah (de emprendedores frente a la de los corruptos hippo, según la terminología del economista de Ghana George Ayittey), que ha traído nuevas ideas y formas de actuar, a lo que habría que añadir una cierta reducción de los conflictos armados. El FMI esperaba que África creciera en un 6% en 2011, y otro tanto en 2012, es decir, como Asia. Aunque la región parte de niveles muy bajos y de enormes desigualdades, y hay muchas diferencias entre unos países y otros.


  El Gobierno de Zapatero apostó por África, y en particular por África Occidental, sobre todo llevado por la necesidad de controlar, con la ayuda de los gobiernos locales, los flujos de inmigrantes ilegales del África Subsahariana. Los Planes África, la relación con varios de sus países, y el hecho de, a diferencia de Francia, no ser percibida como una potencia colonial –salvo en la dictatorial y enriquecida (aunque para unos pocos) Guinea Ecuatorial– facilitó esta cooperación y acercamiento. En 2009, Zapatero realizó la primera de tres giras previstas –aunque sólo dos realizadas– al continente africano. En junio de 2009, ya en plena crisis, el presidente de Senegal, Abdoulaye Wade, elogió la política de Zapatero por escuchar antes que imponer y por haber conseguido, mediante la cooperación, reducir unos flujos de inmigración ilegal que parecían imposibles de controlar. En 2010, en el marco de la presidencia española de la UE, Zapatero participó, en calidad de invitado de honor, en la XIV Cumbre de la Unión Africana en Addis Abeba.


  EE UU: POTENTE PERO MENOS


  La crisis ha acelerado el declive relativo de EE UU. Relativo, pues no es que EE UU haya bajado, sino que muchos otros han subido. Aun así, sigue siendo la principal potencia económica, militar y cultural, sólo que menos. Ya no es el hegemón, aunque en buena parte sigue siendo la «potencia indispensable», como la calificara Madeleine Albright cuando era secretaria de Estado del presidente Bill Clinton. En el caso de los ataques contra Libia, para aplicar el principio, acordado por la ONU, de la Responsabilidad de Proteger, el presidente Obama optó por lo que se llamó leading from behind, dirigir desde atrás, probablemente de forma correcta para sus intereses, pero que significaba que, aún desde atrás, Washington seguía dirigiendo. Sin EE UU la intervención en Libia no hubiera sido militarmente posible.


  Se puede considerar que Bill Clinton fue el presidente de la globalización, George W. Bush del (efímero) imperio y Barack Obama del postimperio y del mundo multipolar. La crisis, que empezó con Bush y que ha tenido que gestionar Obama, ha llevado a una reducción (retrenchment) de la posición de la superpotencia en el mundo, aquejada por problemas políticos y económicos internos, como el paro, la falta de crecimiento suficiente, o el surgimiento del Tea Party que está favoreciendo un ensimismamiento del país.


  EE UU ha retirado las tropas de Irak y está en retirada de Afganistán; ha perdido capacidad de influencia en Oriente Medio, debido a su alineamiento prácticamente incondicional con Israel –Obama ha desaprovechado su presidencia para empujar el proceso de paz entre palestinos e israelíes–, y a las propias revueltas árabes que, aunque en un principio no han tenido un carácter antioccidental, sí han hecho perder peso a Occidente, EE UU y Europa, que habían apoyado a los dictadores.


  Además, la crisis, y la cultura del propio Obama han fortalecido la tendencia a mirar más hacia su oeste, hacia Oriente, hacia el Pacífico, con una obsesión con China, vista, no sin razón, como el gran rival –no necesariamente enemigo– de EE UU, no ya en las próximas décadas sino en los próximos lustros. Washington sabe que China es la única potencia capaz de competir con EE UU en casi todos los terrenos.


  Este enfoque coincide con el estado de la opinión pública. Según un sondeo del Pew Center, ya en 2009 el 41% de los norteamericanos pensaba que EE UU desempeñaba un papel menos importante y poderoso como líder mundial que diez años antes. El público ve el surgimiento del poderío chino con más preocupación que los expertos.


  Aunque EE UU siga siendo la mayor potencia político-militar y económica, en términos diplomáticos está perdiendo peso frente al resto, y de su mano y la europea, Occidente. Las ideas occidentales ya no calan necesariamente en el resto del mundo como antes, como tampoco logran imponer sus posiciones relativas a Birmania o Sudán. El sur cada vez pesa más, y a Occidente (cuando está unido, aún más si EE UU y Europa van por separado) le cuesta cada vez más imponer su visión del mundo y sus valores, incluso su modelo económico. ¿Es Occidente todavía capaz de darle la forma que desea al mundo? Pues estas potencias que emergen, estos nuevos polos, quieren influir en la estructuración del mundo.


  Eso suponiendo que Occidente siga siendo una entidad. El británico Timothy Garton Ash habla de un «post-Occidente» como entidad mayor que incluiría a países como Australia o Israel (ignora a América Latina). Otros dudan que Occidente pueda seguir manteniendo una identidad propia. Incluso si lo hiciera, hay cuestiones que lo dividen seriamente: Irán, Afganistán (con Irak en el trasfondo); cómo tratar a Rusia; cómo incorporar a Turquía, y los gastos en defensa. Hay una crisis de confianza europea en el modelo económico de EE UU (y del resto del mundo hacia Occidente, porque crecemos poco, y cuando uno no crece, como se dice en Wall Street, deja de interesar). La idea de la canciller alemana, Angela Merkel, de un Marco Económico Transatlántico, sigue en pie. Ha habido un punto bajo en la admiración mutua entre Europa y EE UU, derivado de la guerra de Irak, Abu Ghraib, Guantánamo y otros incumplimientos del derecho de guerra y los derechos humanos. Como señala un embajador alemán, en las relaciones transatlánticas, o intraoccidentales, «es necesario recuperar el punto de vista moral».


  Pese a todo, hay un convencimiento general europeo de que la relación transatlántica es esencial para su seguridad y para seguir pesando en el mundo, frente a culturas políticas que tienen otras prioridades y valores que las occidentales. Pero también puede haber un factor que complique esta relación si EE UU decidiera seguir una política de confrontación con China (de momento ningún candidato a la presidencia lo propugna, pero está en el ambiente), frente a una de implicación (engagement) que es la que quiere Europa. Dicho sea de paso, los chinos no están preocupados con la ampliación de la OTAN… hasta que empiece a aplicarse a países que tienen frontera con China.


  Realmente, ¿sigue EE UU creyendo en Occidente? La secretaria de Estado Hillary Clinton proclamó al siglo XXI como el «Siglo del Pacífico de Estados Unidos», título del artículo que publicó en la revista Foreign Policy. Lo cual significa que el Atlántico ha quedado en un segundo plano, salvo cuando Europa y el euro, como ha ocurrido a lo largo de todos estos meses, se han convertido en un problema para el crecimiento y la estabilidad financiera de EE UU y, por tanto, para la reelección de Obama, aunque la UE como tal es aún el mayor socio económico y estratégico del país. Esto ha quedado muy claro en la nueva Estrategia que ha diseñado el Pentágono para recortar gastos, lograr unas fuerzas armadas más ligeras y tecnológicas, desentenderse de Europa y preocuparse más por contrarrestar el creciente poderío militar chino en Asia. Lo que plantea un reto a los europeos ahora más solos.


  La de 2008 es la primera crisis desde el fin de Bretton Woods cuyo epicentro ha sido EE UU, corazón de la economía global. Con limitaciones, esta gran economía se recuperó mejor, pero contagió vía el sistema financiero a una Europa endeudada. Con un peligro que se vio a finales de 2011: la separación en términos financieros entre las dos orillas del Atlántico con el riesgo de caer en lo que hemos llamado un «proteccionismo financiero».


  Fareed Zakaria, en su libro El mundo después de USA, parte de la ansiedad de los estadounidenses no sólo porque esté emergiendo un nuevo mundo sino porque, por primera vez en la memoria vital de los actuales ciudadanos de ese país, EE UU no esté liderando el cambio. El mundo, según Zakaria, ha virado del antiamericanismo al postamericanismo. Lo que está emergiendo es el resto, el resto del mundo. Y de forma pacífica, pues, pese a los conflictos existentes, estamos viviendo probablemente el período más pacífico de nuestra existencia como especie, como se ha aventurado a afirmar el psicólogo experimental Steven Pinker, en The Better Angels of our Nature.


  En efecto, aunque hay amenazas reales (como el terrorismo yihadista o las consecuencias de los Estados fallidos) y algunos ven que crece el peso de los regímenes autoritarios a pesar de las revueltas árabes, el surgimiento de las nuevas potencias está siendo relativamente benigno. En el pasado, cuando los países se hacían ricos querían convertirse en grandes potencias militares, imperios con sus esferas de influencia. Ahora, como parece el caso de China o la India, por ejemplo, quieren hacerse ricos dentro del orden internacional existente. China y Rusia están ahora más integrados en la economía global que en los últimos 100 años. La mayor parte de Oriente Próximo, salvo por las revueltas, vive un boom económico. La expansión de la tarta económica global ha sido tan amplia, con tantos países participando de ella, que se ha convertido en la fuerza creadora de la era actual. Pero a la vez que crece la riqueza económica, crecen los nacionalismos y los peligros que comportan.


  Zakaria ve muchas posibilidades para EE UU, sobre todo dada su superioridad en tecnología, como un «imperio emprendedor» o una «nación de educación» y «demográficamente vibrante». Sigue estando a la cabeza en términos político-militares pero en un mundo definido y dirigido desde muchos lugares y por mucha gente. Su conclusión es que la sociedad americana se puede adaptar a este nuevo mundo. Pero ¿puede hacerlo el Estado americano? El objetivo de EE UU debe ser integrar a esas otras potencias emergentes. Para ello Estados Unidos necesita comprometerse claramente con el sistema general. Y aprender del resto, lo que «ya no es una cuestión de moralidad o política sino de competitividad». «Para que América continúe liderando el mundo, tenemos antes que unirnos a él», afirma. Pues EE UU globalizó el mundo, pero olvidó globalizarse a sí mismo.


  Las relaciones de España con EE UU han pasado por altos y bajos en los últimos años. Aznar apostó por una relación especial con los EE UU de Bush, a los que veía como el imperio y a su presidente como el «emperador», en sus propias palabras. La retirada repentina de las tropas españolas de Irak por Zapatero agrió las relaciones con Washington, y Bush le mantuvo a raya prácticamente hasta que acabó su mandato aunque al final le tuvo que invitar a la Casa Blanca con ocasión de la primera cumbre del G-20. La elección de Obama despertó ilusiones en Zapatero en su segunda legislatura, aunque luego estas ilusiones se fueron enfriando ante la escasa respuesta de Washington hacia las aperturas de Madrid y de Europa. El anuncio precipitado por parte de la ministra de Defensa, Carme Chacón, sin consultar a los aliados, de una próxima retirada del contingente militar español en Kosovo a punto estuvo de volver a enfriar estas relaciones. Zapatero tuvo que acudir a la cumbre de gobernanza progresista en Viña del Mar (Chile) en marzo de 2009 para entrevistarse con el vicepresidente de EE UU, Joe Biden, y disipar el malentendido. Sin embargo, la legislatura acabó con un respeto y afecto mutuo entre Obama y Zapatero y una relación fluida entre los dos países, aunque la decisión de no aprobar finalmente el reglamento que desarrollaba la Ley Sinde fue mal vista por EE UU y supuso un pequeño borrón a última hora.


  Estratégicamente, España sigue siendo importante, especialmente la base de Rota, en la visión militar global de EE UU, en particular hacia Oriente Medio. Eso no sólo no cambió, sino que en los años de Zapatero se incrementó. Los encuentros entre Zapatero y Obama normalizaron las relaciones, ayudadas por una clara participación de España en Afganistán. Zapatero fue invitado por los organizadores, The Fellowship Foundation, de cristianos conservadores conocidos como La Familia, a participar junto a Obama en el Desayuno Nacional de Oración en Washington en febrero de 2010. Fue una ocasión muy religiosa para un español tan laico que, sin embargo, salió bien del paso con un discurso en el que, además de loar las relaciones entre ambos países, citó el pasaje del Deuteronomio que incita a «no explotar al jornalero pobre y necesitado, ya sea uno de tus compatriotas o un extranjero que vive en alguna de las ciudades de tu país». Recordó también que el «español fue el primer idioma en el que se rezó al dios de los evangelios en este continente». Y en Washington acudió a varias reuniones con alguna propuesta novedosa, en línea con las ideas de Daniel S. Hamilton (del Center for Transatlantic Relations) y Anne Marie Slaughter del Departamento de Estado, como la de instaurar una iniciativa para la cuenca del Atlántico cuatrilateral –América del Norte, América del Sur, África y Europa–, para resolver problemas comunes como la lucha contra el narcotráfico, inmigración ilegal, cooperación y energía. De hecho, el ministro Moratinos había empezado a impulsar lo que se llamó, por el lugar donde se celebró la primera ministerial, Iniciativa de Lanzarote de Cooperación Atlántica, aunque con poco éxito.


  El Gobierno de Zapatero, en consonancia con el nuevo Concepto Estratégico de la OTAN aprobado en Lisboa en la cumbre de 2010 y la propia Estrategia Española de Seguridad, aceptó que una parte naval del sistema de defensa antimisil de la OTAN tuviera como base Rota. Fue un empeño personal de Zapatero el ir a Bruselas a anunciarlo coincidiendo con el Consejo de Ministros de Defensa en octubre de 2011, acuerdo que corresponde materializar al siguiente gobierno.


  Zapatero y Obama se vieron en múltiples ocasiones, pero el presidente de EE UU no llegó a viajar a España. Y lanzó un jarro de agua fría al decidir no convocar la cumbre UE-EE UU durante la presidencia española, gesto que sentó mal no sólo a España sino al conjunto de la Unión Europea, que se sintió ninguneada. El mayor ensimismamiento de EE UU y los problemas económicos de España, a pesar de actuar como un aliado fiel, impidieron aumentar la intensidad de las relaciones entre Washington y Madrid al más alto nivel, aunque España llegó a preocupar seriamente a Washington por su efecto en la estabilidad del euro. De ahí la famosa llamada de Obama a Zapatero en mayo de 2010, para apoyar las medidas de austeridad y reformas que acabaría anunciando unos días después el presidente del Gobierno. Las relaciones con la Administración de Obama mejoraron pero no en el grado de intimidad que buscaba Zapatero.


  MULTIPOLARIDAD SIN MULTILATERALISMO


  La crisis ha acelerado el avance hacia un mundo más multipolar, pero no necesariamente más multilateral. Se vio enseguida cuando el entonces presidente saliente de EE UU, George W. Bush, se vio obligado a convocar una cumbre del G-20 para el 14 de noviembre de 2008, días después de la elección de Obama. Es ésta una agrupación que reúne a economías desarrolladas y emergentes, que representa un 85% del PIB y un 65 % de la población del globo. El G-7, formado por EE UU, Canadá, Alemania, Francia, el Reino Unido, Italia y Japón, y que en su formación como G-8 incluye también a Rusia, se quedó vaciado.


  Estaba claro desde un principio que había que incluir también a China, como poco, y a otras economías emergentes o emergidas, en la solución a la crisis que se había desatado. El marco más a mano era el G-20, que a los países citados añadía Arabia Saudí, Australia, Brasil, Corea del Sur, la India, Indonesia, México, Sudáfrica y Turquía (el vigésimo miembro es la Unión Europea). No era el grupo más democrático, pero sí el más representativo. Hasta entonces sus reuniones habían sido a nivel de ministros de Finanzas y gobernadores de Bancos Centrales, habiendo desempeñado estos últimos, a través de acciones coordinadas en repetidas ocasiones, un papel que se revelaría de primera importancia en la gestión de diversos episodios de la crisis. Pero el momento llamaba a una presidencialización (tendencia que venía de lejos) de las decisiones. De ahí la necesidad de cumbres del G-20 para coordinar al más alto nivel la salida a una crisis financiera que ya estaba llevando a una recesión global.


  Tras la hecatombe de septiembre-octubre de 2008 llegó la primera reunión del G-20. Un grupo hasta entonces poco conocido y relevante (años antes, coincidiendo en México el G-20 y una convención de moteros de Harley Davidson, el foro gubernamental había sido desplazado de los hoteles del centro de la ciudad; así de poco relevante era), pasó de repente a ser el depositario de las esperanzas de una gobernanza económica global más eficaz. La súbita ascendencia del G-20 planteó a España un problema: no éramos miembros. En el momento de su constitución, en septiembre de 1999, el Gobierno de Aznar no quiso incorporarse porque temió que debilitara su aspiración a incorporarse al G-7.


  La diplomacia española tuvo que moverse rápido y logró conseguir una invitación con calzador vía Francia, gracias a Sarkozy. España fue imponiendo su presencia cumbre tras cumbre, siempre de modo lateral, pero acabó siendo integrada como «invitada permanente», lo que a efectos prácticos implica una presencia indefinida. Fue el mayor logro de la política internacional de la era Zapatero, según ha reconocido él mismo. Nuestra calidad de invitado agradecido hizo que España nunca pudiera actuar en el G-20 con una posición de excesiva fuerza, aunque ningún país, salvo quizás el Reino Unido y Francia, destacó tampoco por la originalidad o peso de sus aportaciones. En todo caso, nuestra posición siempre fue clara: apoyar un reforzamiento de la gobernanza financiera internacional y apoyar medidas coordinadas de estímulo económico, que se dieron en un principio antes de que en Europa se impusiera la fiebre del recorte del déficit.


  Dicho sea de paso, el esfuerzo para entrar y quedarse que desplegó España insufló una nueva dinámica a la política exterior española dada la necesidad de buscar el apoyo de los países miembros del G-20. Aunque luego se reforzaría por la necesidad de una política exterior contra la crisis, que buscara inversores y mercados, los esfuerzos para permanecer en el G-20 llevaron a reforzar las relaciones diplomáticas con casi todos los países de este grupo y a impulsar una política exterior más multipolar.


  Mientras convergieron los intereses para salir de la crisis, con estímulos de gasto público y otras medidas que evitaron que la recesión fuera más grave, el G-20 se demostró con un marco eficaz para la gobernanza global, al menos para la económica, aunque en detrimento de una organización realmente global como es Naciones Unidas. El punto álgido de las cumbres del G-20 fue la reunión en Pittsburgh en septiembre de 2009, en la que se acordó un diagnóstico global, e incluso una terapia, pero ésta no fue posteriormente puesta en práctica. Las buenas conclusiones de Pittsburgh están aún pendientes de aplicación. Los intereses de unos y otros, e incluso las terapias, habían empezado a divergir.


  La nueva relevancia, relativa, del G-20 indica que estamos en un mundo crecientemente multipolar. Baste pensar que las economías emergentes, antiguamente países en vías de desarrollo, poseen actualmente las tres cuartas partes de las reservas de divisas globales (China por sí sola, una cuarta parte). Para 2020, si se mantienen las actuales tendencias, EE UU, China y la UE tendrán cada uno un 20% del PIB global (la India, 10%, y Japón, 5%). Una situación que puede llevar a una auténtica multipolaridad que habrá que dotar de una gobernanza para la que el G-20 puede ser central.


  Richard Haas, presidente del Council on Foreign Relations de EE UU, ve el mundo como «no polar», dominado no por uno o dos, o incluso varios, sino por docenas de actores que poseen y ejercen diversos tipos de poder. Lo califica de cambio tectónico respecto al pasado. En contraste con la multipolaridad –que implica varios polos claros o concentraciones de poder– un sistema internacional no polar se caracteriza por el hecho de que ninguna potencia lo domina.


  La idea de una multipolaridad se basa en que las principales potencias (China, la UE, la India, Japón, Rusia y EE UU) cuentan con la mitad de la población mundial, un 70% del PIB y 80% del gasto global en defensa. Pero para Haas hay más centros de poder, algunos de los cuales no son Estados-nación sino ONG, organizaciones globales, milicias y grupos terroristas. La preeminencia del Estado-nación, reclamada tras el inicio de la crisis en que regresaron los Estados, sigue en cuestión. En este mundo, EE UU seguirá siendo el mayor agregado de poder, pero, según Haas, en la era de la no polaridad, el poder no se traduce necesariamente en influencia.


  Los principales polos formados por Estados o por conjuntos de Estados serían: EE UU, China (de la que no se sabe qué tipo de potencia va a ser), la India, Rusia (también ayudada por el precio del petróleo), Brasil (cuya importancia aumentará aún más con los nuevos descubrimientos petroleros), México, Sudáfrica y la UE (si ésta consigue transformarse en potencia). Se podría añadir Arabia Saudí, que se ha vuelto a convertir en una gran potencia regional y hasta global en términos de la exportación no ya de su petróleo, sino de su visión religiosa wahabista, pero que tiene también serios riesgos de inestabilidad, pues comparte varios de los factores que llevaron a las revueltas árabes, como la alta tasa de desempleo juvenil y la marginación de una parte de la población.


  A España, como venimos mostrando, no le va mal este mundo multipolar. Probablemente, de la UE, junto con los nórdicos, es no ya de los que menos pierde sino de los que gana. Debe reforzar sus relaciones con los polos, aprovechando su condición de país europeo, iberoamericano y puerta de África. Pero hay un doble riesgo de ventas forzadas de partes importantes de multinacionales españolas y de cuestionamiento de la inversión directa de España en el extranjero (especialmente en América Latina), lo que traería la consiguiente pérdida de peso de España en el mundo.


  Pero multipolar no implica multilateral, que es lo que más le conviene a España como potencia media que, además, defiende unos valores. El marco más global para la multilateralidad es la ONU, que, aunque muy presente en el discurso de Obama a favor de un multilateralismo flexible, tiene sus límites para EE UU sin llegar por ello al unilateralismo de George W. Bush. La estimación de noviembre de 2008 –antes de la llegada de Obama– del Consejo Nacional de Inteligencia de EE UU para 2025 no mencionaba prácticamente a Naciones Unidas, e indicaba que «la fragmentación de intereses y actores erosionará aún más las perspectivas para la ONU de reforzar el consenso entre sus miembros para una acción multilateral efectiva». No ha sido así en el caso de Libia, en que la intervención estuvo avalada por dos resoluciones (1.970 y la 1.973) del Consejo de Seguridad, mencionándose en la primera el principio de reciente adquisición por la propia ONU de la Responsabilidad de Proteger y el apoyo de la Liga árabe y de la Unión Africana.


  Aprobada por la Asamblea General de la Cumbre Mundial de la ONU de 2005, la Responsabilidad de Proteger establece que si un Estado no cumple con la responsabilidad de proteger a sus ciudadanos, la comunidad internacional debe asumir esta responsabilidad. El principio responde a la ineficaz respuesta internacional ante conflictos interestatales como Ruanda o Srebernica en los años noventa. Los bombardeos de la OTAN en Kosovo en 1999 –ejercidos sin la autorización del Consejo de Seguridad y en contra de la voluntad de Estados como Rusia o Brasil– causaron alarma en el Sur, recelosos de los intereses e intervencionismo del Norte.


  El «derecho a la intervención humanitaria» que la OTAN invocó en Kosovo, puso en entredicho la soberanía de los Estados sin establecer unas reglas de juego claras y dejó en evidencia la tensión entre soberanía e intervención, dos principios consagrados en la Carta de la ONU (aunque la injerencia en los asuntos internos subyace a la Declaración Universal de los Derechos Humanos, que no es un tratado internacional). A diferencia de este supuesto derecho, en la Responsabilidad de Proteger la respuesta militar es sólo el último recurso. Desde 2005, la Responsabilidad de Proteger se ha invocado una vez para frenar la violencia tras las elecciones en Kenia en el 2007-2008. En otros casos como Darfur o Myanmar, algunos Estados la han invocado para intentar impulsar una respuesta más clara de la comunidad internacional, pero sin éxito. Y la invasión de Irak en 2003 supuso un reto casi infranqueable para este principio que Blair intentó esgrimir sin éxito para justificar su apoyo a la política de Bush.


  La responsabilidad de proteger fue una de las bases de la intervención en Libia, aprobada tanto por el Gobierno de Zapatero como por el PP. Claro que lo ocurrido en Libia fue más lejos, y con paciencia y con éxito llevó a apoyar el derrocamiento del régimen de Muammar el Gaddafi. España apoyó desde un principio, tanto en lo que se refirió a la zona de exclusión aérea como marítima, aunque no participó en bombardeos directos.


  Sin embargo, ha sido imposible que el Consejo de Seguridad aprobara una resolución en el mismo sentido en el caso de Siria, que, además, plantea problemas militares más serios. China y Rusia han frenado toda repetición de la jugada. Las economías emergentes no van a aceptar que el Consejo de Seguridad de la ONU –y otros organismos multilaterales– respondan en el siglo XXI al reparto del poder que resultó de la Segunda Guerra Mundial. O se reforma profundamente, o el Consejo de Seguridad y la ONU perderán eficacia, centralidad y legitimidad, como ya está ocurriendo. La crisis debía haber servido para acelerar estas reformas. Ha empezado a ocurrir en el Fondo Monetario Internacional y en el Banco Mundial, pero no en el Consejo de Seguridad. El Fondo Monetario Internacional, por ejemplo, ha reformado algo, insuficientemente, el reparto de votos en su Junta de Gobernadores. Y el Banco Mundial ha incorporado a un nigeriano como director gerente y a un chino como economista jefe.


  Además, el discurso de los emergentes es esencialmente soberanista. Rusia y la guerra de Georgia han marcado esta tendencia con un golpe al sistema internacional de la ONU. Hay debate entre los sinólogos sobre si China quiere ser realmente multilateralista o no. Para algunos, China quiere entrar en todas las instituciones internacionales, y no crear nuevas, sino reformar las que hay. No sería, pues, una potencia revisionista. Otros no son de esta opinión. En todo caso, China –junto a EE UU, Japón y otros– han frenado la eficacia del multilateralismo en materia de lucha contra el cambio climático. En general, todos los BRICS son soberanistas, poco partidarios de la injerencia externa en asuntos internos.


  Pese a sus buenas palabras iniciales, más que abogar por el multilateralismo en abstracto, la Administración de Obama lo ha hecho por lo que llama multipartenariado como política que le permita resolver cuestiones concretas y preservar el orden y su liderazgo mundial. A veces, como en las negociaciones sobre lucha contra el cambio climático, este multipartenariado puede plantear una agenda negativa. Se vio en la práctica en la cumbre de Copenhague en diciembre de 2009 donde salió a la luz el tipo de relaciones que la Administración de Obama había ido cultivando. El punto culminante en Copenhague fue la sorprendente reunión entre Obama y los líderes de China, la India, Brasil y Sudáfrica, en contra de Europa.


  El analista francés Zaki Laïdi pronto vio que «si el mundo es multipolar, lo es de un modo imperfecto y la diplomacia americana pretende mantenerlo así». El objetivo de la Administración de Obama es «la selección de socios estratégicos para las acciones internacionales», sobre todo en las tres agendas mundiales en la actualidad: la agenda estratégica, la económica y la climática (en la que EE UU está a la defensiva, con acuerdos de hecho con China, como se ha visto desde Copenhague a Durban). Pero también con la India, Rusia y Brasil. Es decir, «seleccionar socios privilegiados en cada una de las áreas relevantes de la acción exterior a fin de mantener su liderazgo en todas ellas».


  «El corazón de la misión de América en el mundo de hoy», según la secretaria de Estado Hillary Clinton, es el «liderazgo americano para resolver problemas en concertación con otros», es decir, para «inducir una mayor cooperación, y alejarse de un mundo multipolar hacia un mundo de multipartenariado». Insiste en las alianzas sólidas, pero también en «las mayores potencias emergentes», entre las que cita a China, la India, Rusia, Brasil, Turquía, Indonesia y Sudáfrica. El multipartenariado básicamente expresa el deseo de EE UU de estar en el centro, a través de múltiples asociaciones con diversos actores internacionales, ya sean Estados o entidades no estatales. Frente al unilateralismo y visión imperial de Bush, o la anterior calificación de «nación indispensable» que asume el liderazgo internacional, el multipartenariado responde más bien al deseo de impulsar reglas globales y construir asociaciones, a veces de forma agresiva, a través de todo el paisaje estratégico con jugadores en auge, de forma triangular u otra. Es un cambio de visión profunda e importante, que puede llevar a geometrías variables –en algunas de las cuales acabe no estando EE UU–, lo que puede generar cierta inestabilidad. Pero es un desafío para Europa, que tiene que ser socio estratégico, y también para España en sus relaciones con Washington.


  Significa trabajar a través de las instituciones existentes y reformarlas. «Pero iremos más lejos. Utilizaremos» –dijo Clinton al hablar del poder inteligente (smart power)– «nuestro poder de convocar»: la capacidad de conectar a países en el mundo y, de crear asociaciones dirigidas a resolver problemas concretos. Esto va en la dirección de esta administración de fomentar foros más pequeños y relaciones estratégicas que aporten soluciones concretas. En esta dirección va su oposición a ampliar el G-20, cuyo alcance quiere limitar. No casualmente, EE UU ha centrado la labor de la reforma financiera en el Consejo de Estabilidad Financiera porque es un foro que controla.


  España está bien posicionada para este multipartaneriado, incluso mejor que ante un orden multipolar. Puede aportar su valor añadido a foros más pequeños y más concretos y su poder de convocar, a través de su capacidad de interlocución con otros países y culturas, especialmente con el mundo árabe y musulmán. Y puede sacar provecho de esta situación si tiene algo que aportar: no sólo potenciando la Unión Europea en todas sus dimensiones sino también a través de la política africana, el Magreb y América Latina. En lo que se incluye la Alianza de Civilizaciones. Aunque haya dudas sobre su planteamiento es un haber en manos de España que perdería si decayera.


  Al tiempo, Europa y España deben reforzar sus políticas y relaciones hacia las potencias emergentes y hacia EE UU. De otro modo puede surgir eso que es una ficción y que se viene a llamar G-2 (EE UU y China). Pero para impedirlo es necesario que haya otros polos, y que uno de ellos sea Europa. EE UU no teme el surgimiento de nuevas potencias, o de sus modelos de desarrollo –sabe que es un proceso inevitable– sino que lo que intenta es acompañar, y darle forma, a este cambio, para evitar inestabilidades. En este contexto hay que situar la participación de Obama a la cumbre, en otoño de 2011, del APEC (Foro de Cooperación Económica Asia-Pacífico) y de EE UU-ASEAN (Asociación de Naciones del Sureste Asiático).


  El mundo avanza, pues, hacia una mayor multipolaridad, pero no, necesaria ni automáticamente, hacia un mayor multilateralismo. El objetivo de España debe ser contribuir a reconducir esa multipolaridad hacia el multilateralismo, porque nos conviene como potencia intermedia, porque responde a nuestros valores como sociedad, y porque contribuirá así a una gobernanza internacional o global, el siguiente y necesario escalón. El multilateralismo no es una opción para España y para Europa. Es la única posibilidad.


  Según el británico Charles Grant, director del CER (Centro para la Reforma Europa), este mundo multipolar podría evolucionar de dos maneras (que de hecho responden a dos maneras de ver el mundo desde EE UU): hacia alianzas hostiles contra Occidente, o hacia el multilateralismo por el que abogan los europeos.


  En todo caso, es necesario hacer el multilateralismo más representativo (no cabe decir más democrático, pues en él hay Estados no democráticos) y que los miembros sientan que participan más en la toma de decisiones colectivas, más transparente, y más eficaz, aunque a veces son principios reñidos entre sí. Sea como fuere, este sistema multilateral de gobernanza global va a tener una creciente complejidad, con organizaciones diversas y entidades no estatales. Y estas reformas –sobre todo la tan difícil del Consejo de Seguridad– tendrán un coste para Europa, en general sobrerrepresentada, y para España. Pero la alternativa no es que los europeos mantengan su peso sino que lo pierdan las instituciones, lo que es peor. Y el Consejo de Seguridad, por ejemplo, lo está perdiendo.


  Europa debe europeizar su presencia en las instituciones y lograr, así, más peso en el mundo, aunque será difícil que los Estados europeos presentes en estas instituciones o foros renuncien a sus puestos en aras de una representación europea. Unir las voces y votos europeos en las instancias colectivas (aunque no figure en el horizonte previsible que Francia y el Reino Unido cedan sus escaños permanentes en el Consejo de Seguridad a favor de uno de la UE, ni el Tratado de Lisboa lo favorezca, sino más bien lo contrario) es aún, en el mejor de los casos, un desideratum. Vale también para la presencia en el G-20.


  UN MUNDO MULTIDIVISA


  La crisis financiera ha dado lugar a una cooperación sin precedentes y casi permanente, desde luego en los momentos decisivos, entre los Bancos Centrales de EE UU, Europa, Japón, Inglaterra, Canadá y Suiza, y en múltiples ocasiones con el de China. Se ha generado así una especie de gobernanza financiera global en episodios de esta crisis en los que todos tenían algo que perder si se descontrolaba.


  Pero ello no ha sido óbice para que hubiera tensiones en lo que algunos han descrito como una «guerra de divisas», como la que se vivió a finales de 2010. Esta guerra, que sigue, responde a un proteccionismo encubierto, pero es también manifestación del cambio geopolítico que estamos viviendo. Es parte del efecto que está teniendo este cambio en la globalización, como ha ocurrido siempre en los últimos 1.000 años, según han puesto de manifiesto con maestría Ronald Findlay y Kevin H. O’Rourke en su libro Power and Plenty («Poder y abundancia») pues detrás de cada tipo de globalización hay una estructura de poder, y cuando ésta cambia, la globalización cambia. Un primer efecto de la estructura multipolar en la que se está configurando el mundo puede estar en el avance hacia un mundo multidivisa que aleje la centralidad del dólar estadounidense.


  La controversia sobre el tipo de cambio del reminbi o yuan, la divisa China, no es pues una mera disputa bilateral entre Washington y Pekín, sino reflejo de un choque macroeconómico global entre países desarrollados y economías emergentes. Las inyecciones de liquidez de la Reserva Federal americana, que llevaron a una devaluación encubierta del dólar, pueden aumentar los flujos de capital hacia las economías emergentes e incrementar los desequilibrios globales. Estos países han respondido adoptando controles de capital y medidas para proteger sus exportaciones y limitar las importaciones. Brasil, Tailandia y Corea del Sur, entre otros, han impuesto este tipo de controles para restringir la entrada y salida de flujos de dinero. El Banco de Japón también ha intervenido para evitar la apreciación del yen, como lo hizo el Banco de Suiza con su franco. De hecho, el FMI acepta la necesidad de controles de capital, en lo que es uno de los mayores cambios en la escena monetaria internacional de las últimas décadas.


  En el fondo son las fricciones esperables del tránsito hacia un sistema monetario internacional multidivisa –formado esencialmente por el dólar, el euro, el yuan-reminbi chino, y en segundo lugar por el yen japonés, el franco suizo, presionado como moneda refugio, y la libra esterlina– que es consecuencia lógica de la crisis y del mundo multipolar cuyo surgimiento se ha acelerado, como hemos visto, con la crisis. Lo novedoso de este momento histórico es la coincidencia de una gran crisis económica con un cambio geopolítico, de la unipolaridad a la multipolaridad, y la guerra de divisas es una expresión de este choque.


  Dos factores convirtieron el crack del 29 en la Gran Depresión: una política monetaria restrictiva y las políticas proteccionistas con que la mayoría de los países intentaron protegerse. Hasta ahora se han evitado ambos. El primero, porque se conoce mejor el funcionamiento de la política monetaria y hay un amplio consenso sobre la necesidad de tipos de interés bajos para reactivar la actividad económica, aunque los programas de reducción del déficit en Europa van en sentido contrario. Las segundas, por lo entretejido del sistema económico mundial y porque las instituciones de gobernanza económica como la Organización Mundial del Comercio han dificultado las tendencias proteccionistas.


  Sin embargo, la presión para resucitar el proteccionismo sigue latente en aquellos países que no terminan de superar la crisis. Y, muy especialmente, en EE UU, donde la lenta recuperación y creación de empleo, y el hecho de no ser los primeros en salir de la crisis, son verdaderas novedades históricas que están causando un serio impacto psicológico en el país. Ello, junto con la ansiedad de la comparación con una China cada vez más pujante, pero a la que se acusa de juego sucio por su artificial devaluación del reminbi, puede precipitar medidas proteccionistas por parte de EE UU. Todo empieza a valer ya para salir de la crisis, incluidas las inyecciones de liquidez vía compra de deuda pública sin precedente con el fin de fomentar el consumo y la inversión, pero que también llevan de manera indirecta (pero intencionada) a devaluar el dólar para abaratar las exportaciones.


  La guerra de divisas, que es una de las formas más fáciles de proteccionismo pero también de las más peligrosas, podría catalizar una ola de medidas proteccionistas tradicionales y dar lugar a una nueva recaída económica en esta larga crisis. No en vano ha sido uno de los temas macroeconómicos dominantes de debate en los últimos tiempos (una búsqueda en Google genera más de 20 millones de referencias).


  Paradójicamente, EE UU ha decidido que para reactivar su economía está dispuesto a intensificar los desequilibrios globales que han llevado a la crisis. Y China, por su parte, aduce que la mejora de la competitividad en EE UU debe hacerse por vía de reducción de precios y salarios, como Alemania está imponiendo a la Europa periférica. Pero EE UU no es Grecia y no va a permitir que se le imponga un ajuste deflacionista cuando la deflación es el enemigo número uno de la Reserva Federal (y con razón, pues mientras se conocen las herramientas a emplear contra la inflación, la deflación es un fenómeno mucho más difícil de combatir).


  Hasta hace poco EE UU podía imponer su criterio en un sistema monetario donde tenía una ventaja singular. Pero las cosas han cambiado. China, la India, Brasil y el resto de economías emergentes potentes no quieren ya jugar con unas reglas diseñadas para beneficio de EE UU. El sistema financiero internacional en su conjunto está en entredicho. Y como han analizado Stephen Cohen y Bradford DeLong en su libro (El final de la influencia: qué pasa cuando otros países tienen el dinero), todo ello no es más que el lento pero imparable desarrollo de las consecuencias de que ya son otros países, y no EE UU, los que tienen el dinero. Sobre todo China, pero también otros países emergentes, y desde luego los países del Golfo, son ahora los banqueros de Occidente; los que financian su deuda pública, e indirecta, e incluso directamente a través de sus fondos soberanos, son dueños de buena parte de los activos del país.


  Lo ideal sería una respuesta coordinada, con una revaluación gradual del reminbi que fomentase el crecimiento vía consumo interno en China y una contención de costes en EE UU que fomentase sus exportaciones, reduciendo así los desequilibrios globales. Es decir, una acción internacional coordinada para reducir los desequilibrios globales, especialmente el déficit por cuenta corriente de EE UU. Éste debe asumir su parte de liderazgo, pero China, como líder mundial que de facto es, debería actuar también como tal.


  China es reacia a asumir esas responsabilidades o, por lo menos, a asumirlas en los términos y plazos fijados por otros. Por varias razones. Un rápido influjo de capitales puede llevar a la inflación y a burbujas en mercados ya sobrecalentados, especialmente el inmobiliario. Éstas podrían provocar mayores tensiones sociales, siempre la primera preocupación de los dirigentes chinos en un país con tantas desigualdades. Y la transición de liderazgo que ya ha comenzado hace difícil que se adopten ahora medidas de calado. Por todo ello, y porque va a seguir jugando la carta de ser un país en desarrollo, China asumirá las responsabilidades y presencia que vayan en su beneficio (como sus inversiones mercantilistas en buena parte de Asia, África y América Latina) pero no aquellas que supongan una carga sin nada a cambio.


  Por su parte, la Reserva Federal de EE UU acometió desde el inicio de la crisis varias inyecciones monetarias destinadas a reactivar la economía americana. Como ya hemos señalado, esto puede haber contribuido a aumentar los desequilibrios. Pero la Fed no iba a aceptar limitaciones foráneas en su política monetaria ni iba a adoptar una política coordinada o cooperativa. Sus decisiones estuvieron y estarán determinadas exclusivamente por su mandato, que es maximizar la estabilidad de precios y el crecimiento y el empleo en EE UU. Nada en el mandato de la Reserva Federal le invita a tener en cuenta el efecto de sus medidas en el resto del mundo, a excepción de cómo puedan afectar al crecimiento e inflación en su país.


  Como ha resumido Martin Wolf, EE UU quiere generar inflación en el mundo, mientras que el mundo quiere generar deflación en EE UU. Pero los americanos harán cualquier cosa por evitar la deflación, incluida una expansión monetaria aunque ello incremente los flujos de capital a los emergentes o encarezca el euro y deprima las exportaciones y el crecimiento europeo.


  John Connally, secretario del Tesoro de EE UU a principios de los setenta, acertó al decir que «el dólar es nuestra moneda y vuestro problema». EE UU no va a abandonar fácilmente la enorme ventaja competitiva que le otorga el ser el único país que actualmente puede emitir moneda y endeudarse sin límite. Pero pasará, y las consecuencias para la economía global de la llegada de la multipolaridad al sistema financiero internacional se dejarán sentir durante mucho tiempo.


  El dólar, el euro –si sobrevive– y el reminbi compartirán la función de divisa de reserva y unidad de cambio para el comercio exterior. No será una anomalía histórica. Antes de 1914 el marco, la libra y el franco francés eran las tres principales divisas. En los años veinte la libra y el dólar compartieron el papel de divisa principal. Ninguna de las actuales grandes divisas por sí misma podrá ser ya la clave de bóveda del sistema financiero. Esto, sin duda, generará mayores riesgos y quizás mayor volatilidad que la existencia de una sola divisa, respaldada por una potencia hegemónica como hasta ahora. Así, ningún país será capaz de, como ha hecho EE UU en los últimos años, incurrir en un endeudamiento persistente, con el consiguiente privilegio (y peligro) que ello conlleva. Habrá, también en el sistema monetario internacional, un equilibrio de poderes.


  Ante todo esto palidece la idea de que los países de la zona euro podamos volver a nuestras divisas nacionales. El mundo multidivisa lleva a grandes monedas. Y el que no se asocia o se integra en ellas (salvo que sean monedas refugio como el franco suizo) quedará marginado.


  LA INSOPORTABLE LEVEDAD POLÍTICA DE EUROPA


  Europa ha perdido peso político de la mano de su crisis económica y financiera interna, y con ella sus Estados miembros, España incluida. La Unión Europea, sobre todo la zona euro, se ha convertido en una global liability, en un problema global, y de ahí que haya habido tantas intervenciones extraeuropeas, desde Obama a Hu Jintao, para que los europeos, o algunos gobiernos en particular, incluidos el italiano y el español, pusieran su casa en orden. Es decir, que todos se interesan por la UE, por los problemas económicos y financieros que conlleva para el conjunto global, pero no por Europa como actor o emisor de política exterior.


  La crisis de la eurozona ha disminuido este papel de la UE por una serie de razones. En primer lugar porque, como indica Nicu Popescu, del Consejo Europeo de Relaciones Exteriores (ECFR), y como confirma la experiencia vivida, los dirigentes tienen menos tiempo que dedicar a la política exterior, estando, como han estado y siguen estando, absorbidos por el estrés de sus problemas internos derivados de la crisis y de la respuesta europea a sus diversas dimensiones. Los problemas internos de cada uno y de la propia eurozona y de la UE han agravado el problema europeo, y éste a su vez ha agudizado los problemas de cada país. La política exterior, en la UE depende cada vez más de los jefes de Estado o de Gobierno, mientras que los ministerios y los ministros de Asuntos Exteriores han perdido peso a favor de las oficinas de los primeros ministros y de los departamentos de Economía y Hacienda. Les dedican menos tiempo, cuando los asuntos exteriores requieren estudios en profundidad y la necesidad de diseñar estrategias nacionales y europeas y la implicación de los líderes. Cada vez se reúnen más, pero para gobernar económicamente la Unión, o al menos la zona euro. No para hacer política exterior, salvo que surjan crisis de primer nivel.


  No deja de ser paradójico que esta pérdida de peso y de atención se produzca cuando la UE cuenta con más instrumentos de Política Exterior y de Seguridad Común (PESC) que nunca, derivados de la entrada en vigor del Tratado de Lisboa: una Alta Representante, Catherine Ashton, y un Servicio Europeo de Acción Exterior que es su brazo diplomático. Y sin embargo, con estos mimbres, la UE está haciendo menos política exterior que en tiempos pre-Lisboa cuando Javier Solana contaba esencialmente con su voluntarismo y capacidad de movimiento incesante.


  Cuenta, naturalmente, la personalidad menos activa de Ashton, que, además, ha parado, probablemente en razón de su sensibilidad británica, el desarrollo de una Europa militar, lo que ha llevado a varios países a pedir que se pusiera en marcha, al menos entre los que quisieran y pudieran, lo que se llama «cooperación reforzada», como han solicitado Alemania, Francia, Italia y España, entre otros. No obstante, sobre el terreno hay más demanda de Europa, y ésta ha reaccionado bien con la operación Atalanta de vigilancia contra la piratería en el Índico, cerca del cuerno de África. Oportunidades para avanzar hacia una UE más unida y eficaz a través de la PESC y la PESD no han faltado. Lo que sí ha faltado, pese a algunos avances, es voluntad y capacidad política.


  En segundo lugar, la política exterior, y mucho más aún la de seguridad, cuesta dinero, y la crisis ha recortado los presupuestos para estos fines cuando más demanda hay de acción europea en operaciones de paz o de seguridad. Se vio en Libia cuando, enseguida, los países participantes en las operaciones aéreas y navales empezaron a preocuparse por el coste de una operación a la que desde un principio Alemania rehusó apoyar ya fuera en la ONU (se abstuvo en el Consejo de Seguridad donde tenía un asiento temporal) o sobre el terreno. Pero Gaddafi no hubiera caído, al menos no tan fácilmente, sin el apoyo europeo desde mar y aire, y la ayuda al encuadramiento de las fuerzas rebeldes por parte de unidades especiales del Reino Unido y de Qatar, como poco.


  Tampoco hay más presupuesto para ayuda exterior. Se está viendo con la reacción europea a la primavera árabe frente a la que faltan fondos europeos. De ahí que pronto Zapatero planteara por parte de España una especie de Plan Marshall para la región, para ayudar a los países en vías de democratización, pero con la participación del sector privado, pues el público no tiene medios suficientes. Menos aun cuando todos los países, España incluida, se han visto forzados por la crisis a reducir sus presupuestos de cooperación, como ya hemos apuntado.


  Además, la cultura del uso de la fuerza militar del Reino Unido y Francia no es compartida por otras sociedades europeas, para empezar Alemania. Estos dos países llegaron en noviembre de 2010 a un amplio acuerdo bilateral de cooperación militar en muchos aspectos, pero dictado más por consideraciones de ahorro económico que para constituir un brazo armado en la UE.


  En tercer lugar, la falta de progreso en la política exterior común se debe a que en estos tiempos la de cada país, al menos hacia los grandes, es política económica, financiera y comercial. Y en eso los europeos no funcionan –¿aún?– como tales, sino como competidores entre sí. Tampoco es pensable que los europeos entreguen sus políticas hacia EE UU, China y Rusia, entre otros, a una política única sino, en todo caso, común.


  A la vez, los Estados europeos no tienen políticas exteriores excesivamente activas. Alemania lidera en economía, pero en política exterior sólo en lo referente a sus intereses geográficamente inmediatos, como es Rusia y sus vecinos. La UE no está sirviendo a sus Estados miembros, que en este mundo se han quedado pequeños, de multiplicador de poder, como parecía que podía serlo no hace tanto. La salida es, una vez más, más Europa, pero no está garantizada. Para los intereses de una potencia media como es España, es muy negativo.


  En cuarto lugar, la Unión Europea no logra transformarse en potencia e irradiar (no exportar) valores democráticos salvo a través del proceso de su ampliación, e incluso las largas a Turquía están causando que este país pivote en su área geográfica y se le vaya a Europa, a pesar de que Ankara gane una importancia estratégica regional crucial (y que sea un país con el que España ha profundizado sus relaciones en estos años). Con todo esto, la dimensión moral de la política exterior europea se ve, así, también mermada. Como recuerda Popescu, «en los últimos 20 años, la mayor ocupación de la UE en materia de política exterior ha sido intentar enseñar a otros a vivir como los europeos y querer lo que la UE quiere». La crisis de la eurozona ha socavado seriamente el poder blanco, el atractivo, de la Unión Europea.


  Pese a su apoyo tardío a las revoluciones árabes, la UE –como el conjunto de Occidente– ha retrocedido en su defensa de la democracia. Sigue pesando el apoyo que prestó a algunas dictaduras como las de Túnez o Egipto, o el que sigue prestando –intereses obligan– a algunas autocracias. Incluso por dentro, la UE ha bajado su nivel de democracia. Ha tardado demasiado en reaccionar frente al recorte de libertades y asfixia de la prensa crítica y de la oposición, además de otras tropelías legislativas, en Hungría, quizás también porque no esté ya para batallas internas. Y las soluciones de gobernanza económica que se han propuesto a lo largo de estos años vienen a agravar el llamado déficit democrático en la UE, y a vaciar en parte el contenido de las democracias nacionales, hoy por hoy las únicas reales pues se basan en un demos, mientras que la UE es un conjunto de demoi.


  La cuestión de la democracia se ha abierto paso en medio de la crisis económica y financiera. ¿Va a ser la democracia representativa nacional la próxima víctima? ¿Estamos asistiendo a la vez a una crisis de la democracia nacional, y de la democracia europea? Las soluciones que se van dando a la crisis del euro agravan el problema democrático. Son, por lo tanto, soluciones parciales que no durarán mucho.


  La crisis de la deuda soberana y la necesidad de recortes en los déficits nacionales están socavando la visión de la democracia. Berlusconi y Papandreu han caído sin provocar elecciones –y sin suscitar grandes críticas en sus respectivos electorados– sino poniendo en pie gobiernos definidos como tecnócratas para sacar adelante las reformas necesarias, exigidas por el mercado, o los mercados, por Berlín y/o por Bruselas. Hay una sensación creciente en la ciudadanía de que ya no sólo el cambio económico y social sino el cambio político vienen impuestos desde fuera. Pero también hay una cierta resignación, pues no se le ofrecen claras alternativas a la tecnocracia.


  Los rescates, según Olaf Cramme de Policy Network, demuestran que las democracias liberales aceptan una pérdida parcial de la soberanía nacional si es temporal y hay una relación causal clara entre el origen de los problemas y las medidas impuestas para solucionarlos. Pero hemos cambiado de época, y el sistema económico, frente a los tiempos de la Guerra Fría, no se siente amenazado por una alternativa; por tanto, no se ve en la necesidad de crear mecanismos para redistribuir mejor la riqueza creada y garantizarse así el apoyo social (que fue el origen del modelo europeo del capitalismo moderado surgido de la posguerra mundial) y no requiere una alternativa fuerte, sólo una dirección racional que conduzca a resultados llevaderos. Los mecanismos institucionales que antaño servían para canalizar y traer a la mesa de las decisiones políticas los intereses de la mayoría, como los sindicatos o la regulación, han sido erosionados progresivamente. Hoy, y eso es lo peligroso, el sistema no parece tener mecanismos para articular el descontento de la mayoría social que se ve afectada negativamente por el sistema económico. El malestar no tiene válvula de salida y degenera en frustración e impotencia, lo que en el pasado siempre ha sido caldo de cultivo de movimientos extremistas y populistas, que pueden llegar a ser mayoritarios.


  Da la impresión de que en algunos países periféricos de Europa se estuvieran manifestando los efectos políticos de un formidable cambio económico que ha alterado los ejes del poder social, y que obliga a dejar en suspenso, o al menos a rebajar, la democracia en favor de objetivos más amplios. Es una consecuencia también de la erosión y desclasamiento de las clases medias. Berlín exige que toda la UE, o al menos la eurozona, integre la regla de oro constitucional contra déficits excesivos. Alemania, sin embargo, se ha protegido más garantizando la preservación de la autonomía presupuestaria de su parlamento, a través de las sentencias del Tribunal Constitucional de Karlsruhe. Aunque en su momento, cuando no le vino bien por tener que integrar a Alemania del Este, no cumpliera ella misma con los límites del déficit, pues hay que recordar que España fue un país disciplinado fiscalmente en tiempos de bonanza, como prueba el hecho de que durante los primeros diez años de la Unión Monetaria, y hasta la crisis, España cumplió todos los años el requisito de un déficit máximo del 3% establecido en el Pacto de Estabilidad y Crecimiento de la UE, mientras que Italia lo sobrepasó seis de los diez años, Alemania cuatro y Francia tres.


  Fritz W. Scharpf diferencia entre la legitimidad en origen (input), es decir cuando es el pueblo el que decide, y la legitimidad de resultados (output). La UE es un caso claro en el que cada vez está predominando más esta última, aunque no esté produciendo los resultados esperados ante la crisis. Como consecuencia del conflicto entre estas dos legitimidades, han crecido los populismos antieuropeos en muchos países de la Unión, o los diversos movimientos de indignados. Como también hemos visto, las tensiones que se pueden crear entre la necesidad de ajustes y la resistencia de los ciudadanos, tienen sus límites.


  Dani Rodrik ha planteado un trilema sobre la globalización, sobre el que volveremos, que, si se traduce a Europa, significa que no es posible conseguir a la vez más integración, preservar la democracia y mantener el Estado nacional. Se pueden conseguir dos de estas cosas a la vez, pero no tres, por lo que habrá que elegir.
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  La solución democrática y europea pasa por avanzar hacia lo que Delors llama una «federación de Estados-nación», que no es federalismo entendido en un sentido clásico que lleve a un Estado federal. La UE no es ni será Estado. Es una nueva forma política que seguirá evolucionando. Este federalismo de Delors pasa necesariamente por hacer ajustes en los sistemas democráticos nacionales que permitan funcionar al conjunto de 17 de la eurozona. De momento, la UE está avanzando hacia ese objetivo de Delors más por medio del intergubernamentalismo que por un comunitarismo que se ha frenado; este modelo puede y debe ser más hospitalario a soluciones nacionales diferentes, a la diversidad institucional, por lo que habrá a partir de ahora un mayor espacio para soluciones institucionales nacionales propias. España debe aprovecharlo.


  En un sentido democratizador, algunos como el alemán Joschka Fischer han propuesto dar más poderes al Parlamento Europeo y crear una segunda cámara formada por delegados de los parlamentos nacionales. Merkel, y muchos otros, proponen la elección del presidente de la Comisión por sufragio universal directo. Sería un paso ambicioso, y a la vez necesario para recuperar el «método comunitario» de integración (frente al «método de la Unión» o intergubernamental propuesto por Merkel) que obliga a un proceso de generación de acuerdos en los que todos ganen (aunque sea cada vez más difícil si los intereses están menos alineados, porque económicamente los Estados de la UE están divergiendo) y con una Comisión Europea fuerte.


  Dependiendo de las cuestiones, a España le conviene a veces el método comunitario, basado en las instituciones, y que genera un sistema de toma de decisiones que privilegia una instancia común con el presidente de la Comisión y el colegio de comisarios como garante del edificio y con la iniciativa legislativa en sus manos que acaba en creciente co-decisión entre el Consejo y el Parlamento Europeo. Pero en otras, le conviene el intergubernamentalismo.


  Reconocer que se comparte soberanía, o incluso que se cede a una instancia común, implica, por ejemplo, reconocer que se forma parte de un todo que no puede ser alterado por las tensiones en cada una de las partes, o al menos, deben ser gestionadas. ¿Hubiera sido posible EE UU sin que desde muy pronto se acordara que las elecciones a gobernadores y legislaturas de los Estados se concentrasen en fechas determinadas? ¿Serían posibles reformas constitucionales o en los usos constitucionales que permitieran a los países de la eurozona estabilizar sus gobiernos durante períodos acotados coincidentes con la gestión de la Comisión Europea? ¿Podrían articularse instrumentos de coordinación entre la actividad legislativa de la Unión Europea y los parlamentos nacionales, quizás a través del sistema esbozado por Fischer?


  Ya sea a través del método comunitario o intergubernamental lo que se está poniendo también de relieve es que un formidable invento como la Unión Europea requiere ajustes en sus instituciones, que habían sido diseñadas para seis y con un grado mucho menor de integración –y entre ésta y sus Estados miembros, precisamente para preservar su carácter democrático. De lo contrario, la dinámica de las cosas llevará cada vez más a gobiernos tecnocráticos y a formas europeas tecnocráticas, o al triunfo de peligrosos populismos.


  El apoyo a la UE y a la Unión Monetaria se mantiene, sin embargo, aunque a la baja y embargado por un preocupante pesimismo. Si en la primavera de 2008 un 60% se declaraba a favor y un 30% en contra de una Unión Económica y Monetaria con el euro como moneda única, en otoño de 2011, según los datos del Eurobarómetro para los 27, los que estaban a favor habían disminuido hasta un 53%, frente a un 40% que se mostraba en contra. En la zona euro, no obstante, la situación es mejor, con un 64% de apoyo al euro, y sólo un 29% en contra a finales de 2011, a pesar de la crisis. Aunque el deterioro de la imagen de la UE viene de lejos, la crisis lo ha reforzado. Si en 2008 un 45% de los ciudadanos europeos veían a la Unión Europea como algo positivo, en otoño de 2011, esta visión la compartía sólo un 31%, mientras que la visión negativa ha pasado de un 27% a un 35%, aunque peor es la pérdida de apoyos de los gobiernos y de los parlamentos nacionales. En España, según el Eurobarómetro, también la imagen de la UE se ha resquebrajado seriamente, con un 30% declarando su confianza en la Unión y un 62% en contra, a finales de 2011, aunque según el Barómetro del Real Instituto Elcano es la institución mejor valorada.


  Aunque algunos preexistían y no son nuevos en esta Europa, la crisis ha impulsado a los populismos antieuropeístas. La construcción de la UE los lleva arrastrando al menos desde Maastricht. No son inanes. Están provocando choques de consecuencias perversas. La Europa de los populismos es la Europa de los egoísmos, contraria a la de la solidaridad; la del resurgir de los nacionalismos que tanto mal han causado a Europa. Pero estos populismos no se sitúan en los márgenes del sistema sino que ya son parte de él.


  En Finlandia, en las elecciones de abril de 2011, llegó en tercer lugar, pero en una posición influyente, el partido populista antieuropeísta Finlandeses Auténticos, que basó su campaña en su oposición a un rescate de Portugal, bajo la bandera del «no pagaremos» (aunque la presión de la realidad les llevó a pagar). Este tipo de populismo puede crecer cuando predomina la política de austeridad y la gente rechaza recortar en su país y financiar a otros. No se trata sólo de un fenómeno de la Europa del Norte o de los socios que entraron en la UE desde la EFTA o desde el Este con un espíritu poco europeísta. Ha ocurrido en Suecia, Dinamarca, y ahora Finlandia, pero también en Austria, Italia, en Países Bajos o en Bélgica. La idea del Benelux como punta de lanza de la integración europea se ha quebrado.


  Y puede que esta tendencia se amplíe a otros países, especialmente si la crisis de crédito de la eurozona va para largo. España no está protegida frente a estos movimientos telúricos en Europa. Si anteriormente la opinión pública española se mostraba partidaria de ayudar a Grecia, en mayo/junio de 2011, según el Barómetro del Real Instituto Elcano, los contrarios a socorrer a Atenas eran un 44%, es decir, tres puntos más de los que se declaraban a favor. El informe añade que «frente a lo que sucede en otros temas europeos, presididos muchas veces por la indiferencia o el desconocimiento, es importante subrayar que todos los encuestados han podido y querido manifestarse en esta cuestión: sólo un 15% no se ha manifestado». En España este populismo, aunque aún no antieuropeísta pero sí antiinmigración, anida en un sector de los votantes del PP (y también en otros partidos, pues hay populismo antiespañol o antiinmigración en CiU y otros).


  En Francia, el crecimiento del Frente Nacional, ahora dirigido por Marine Le Pen, es notable. Lo que propugna no es la defensa de la «Europa de las patrias» de su padre sino una Europa proteccionista y la salida de Francia del euro, lo que destruiría la moneda única. No actúa en el vacío. Quiere atraer esos votos de los perdedores de la globalización en Francia. Justamente los mismos que pretende recuperar el Partido Socialista que, en su pre-programa aprobado en abril de 2011, abogaba por una Europa proteccionista. La contaminación proteccionista ha crecido en Francia desde que Sarkozy defendiera en su campaña en 2007 la preferencia comunitaria, aunque luego parece haberla olvidado en la práctica. Y este movimiento por una Europa proteccionista se ve apoyado por una influyente corriente intelectual.


  Criticar el resultado –el ascenso de la ultraderecha y la contaminación de las otras fuerzas políticas– no es suficiente, sino que hay que preguntarse cuáles son las razones estructurales que están despertando, en una parte de la ciudadanía, estos sentimientos de rechazo hacia Europa, hacia el extranjero (ya sean los inmigrantes o los rescates de terceros países), que están detrás de estas tendencias, y abordarlas. Entre ellas está la rebelión de los perdedores de la globalización, ya citada. Se da en muchos países europeos. La situación de estos sectores de la población se ha agudizado con la crisis que empezó en 2007-2008, con las políticas de austeridad y con el aumento de la desigualdad. En el sur, los efectos de la austeridad van en detrimento de la actividad económica. En el norte, hay un rechazo a recortes para resolver los problemas derivados de lo que ven como un dispendio del sur. También, hay que decirlo, están las tensiones derivadas de la inmigración, pues Europa sigue sin haber podido desarrollar un modelo de sociedad multicultural en la que sentirse cómoda y que, como han logrado EE UU o Canadá, se vea a la inmigración como lo que realmente puede ser si se le facilita la integración: una fuente de diversidad, creatividad y riqueza. Todo ello acentuado por la visión de los políticos y de la burocracia de Bruselas como distante y parte del establishment.


  También influye el temor a los recortes en el Estado del Bienestar en tiempos de dificultades económicas. Los llamados conservadores sociales, como en Suecia, lo han entendido bien y la competencia de modelos económicos alternativos con menos beneficios sociales, vacaciones, etcétera. A ello se añade la percepción de que el coste de la crisis no se está distribuyendo de forma equitativa dentro de las sociedades y de que los más ricos son los que menos pagan. Además, crece la percepción de que la UE lleva mucho tiempo sin funcionar y merecer la pena. Atrás quedan los grandes hitos que hicieron ver la utilidad del proyecto europeo para el ciudadano común.


  La participación de Finlandeses Auténticos en el Gobierno ha puesto de manifiesto las dificultades de construir la Unión Europea, al menos la eurozona (o la Eurozona Plus, ahora), sobre la base del intergubernamentalismo, que se está reforzando, y la unanimidad y los vetos, que se están debilitando. En Eslovenia el tema europeo –cuando la oposición tomó como rehén el aprobar el funcionamiento del Fondo– hizo caer al Gobierno. ¿Vamos a poder gestionar así las situaciones? Con dificultad.


  Como se está viendo, estos populismos antieuropeístas afectan a la financiación de nuestra deuda, condenan a España en la periferia, impiden la profundización de una política de inmigración común que interesa a este país, y va a dificultar aún más la consecución de unas perspectivas financieras –marco presupuestario– de la UE para 2014-2020 acorde con los intereses españoles.


  En general, en toda Europa falta explicación, especialmente cuando se avanza hacia un sistema de gobernanza económica que puede mermar la democracia nacional –el único marco realmente existente–, lo que provocará, a medio o largo plazo, una crisis de la política que, en parte, ya ha empezado. Han quedado prácticamente en el olvido las dos grandes razones que dieron y dan razón a la existencia de la Unión Económica y Monetaria y del euro: que era una forma de acompañar a la unificación alemana. Y que todos ganábamos: los países ricos, y los menos ricos. Pero también hay que saber transmitir que esta UE se está adaptando a los retos del siglo XXI, no ya del siglo XX.


  España ha apostado y sigue apostando por Europa –sin ella, seríamos mucho menos– pero sabiendo que quizás no responda a las expectativas ni puede agotar nuestra política exterior. Le conviene que la UE se convierta en uno de los polos políticamente dinámicos del mundo multipolar que ya es una realidad, y un retorno a un sistema de toma de decisiones a escala europea que genere consensos internos, como insiste Delors. Es inexorable que Alemania y Francia sean el eje de la UE, pero solos levantan recelos.


  El Gobierno de Zapatero apostó por Europa en términos políticos. La presidencia semestral rotatoria de España se inauguró en enero de 2010 al tiempo de la entrada en vigor del Tratado de Lisboa. Como hemos visto, aunque fue una presidencia de transición, en cuanto Lisboa estuvo listo, España se volcó en su aplicación, que cambiaba institucionalmente muchas cosas y rebajaba la presidencia nacional semestral rotatoria, especialmente en cuanto al papel del presidente del Gobierno.


  La crisis griega tuvo una primera solución, de rescate a cambio de un severo programa de austeridad, a principios del mes de mayo de 2010, pero ese momento obligó también a Zapatero a recortar su gasto público y volcarse sobre esta gestión para evitar una intervención, un esfuerzo que se mantuvo posteriormente y que restó fuerzas y dinamismo para que España estuviera en la primera línea de las reformas de la UE que se empezaron a aplicar a partir de entonces. Pero en estas reformas fue Merkel quien llevó la voz cantante, con Sarkozy siguiéndole.


  En cualquier caso, la evolución de la Unión Europea en los últimos tres años no ha favorecido a España. La ampliación desde 1995 ha sido, primero, hacia el norte y, después, en 2004, hacia el este, dejando a España en una posición políticamente periférica, y en esta crisis se ha notado. Si en los noventa España se sumó al eje franco-alemán como «socio fiable del sur», especialmente con el canciller Kohl, su sucesora tras Schroeder, Angela Merkel, ha sido poco amiga de ampliar la pareja franco-alemana a otros invitados, entre ellos España. Últimamente el dúo ha incorporado a Italia, pero no se trata aún de un directorio sino de una forma de apuntalar al Gobierno tecnocrático de Mario Monti, con carencias de legitimidad. Si se convirtiese en un embrión de directorio, España tendría que estar en él, especialmente si Polonia logra introducirse a pesar de no estar en el euro.


  Merkel vio con recelo a Zapatero, especialmente después de frustrarse la compra de Endesa por la alemana E.on para que se la quedara la italiana semipública Enel. En estos años España no ha sabido tejer una necesaria red de complicidades salvo con Francia, socio esencial no sólo para la UE sino también por su papel determinante en la lucha contra el terrorismo de ETA y por su importancia como inversor en España. Aunque la imagen de Zapatero mejoró a los ojos de Merkel tras las decisiones de mayo de 2010, el Gobierno socialista ha tenido que navegar en unas aguas comunitarias, en tiempos de crisis, dominadas por el centroderecha y sin estar en el núcleo de las decisiones.


  Además, como decíamos, salvo en lo referente al euro y a sus implicaciones financieras, EE UU está mirando para otro lado. Ha dejado de ser lo que De Gaulle llamó el «federador externo» de Europa. Durante la Guerra Fría Europa fue central. Pasada la Guerra Fría, y con la unificación de Europa a través de la ampliación de la UE, Europa ya es no campo de conflicto que pueda tener consecuencias globales, salvo en lo del euro.


  Cuando menos se necesitaban han regresado las visiones nacionales, nacionalistas, a la construcción europea. La crisis, de momento, ha supuesto una vuelta atrás en el sentido federalista, para imponer de nuevo los nacionalismos e incluso los populismos. En este mundo, y ante las actuales dificultades, Europa está necesitada de mayor integración. Pero las opiniones públicas van por otro lado. Un conflicto que, para resolverse, requiere liderazgo. Y en estos momentos la UE carece de liderazgo, que necesariamente tiene que ser colectivo.


  Estamos en un momento delicado de transición en Europa. Pese a lo logrado en términos de gobernanza económica en la eurozona y en la UE, algo impensable en 2008, o se avanza más y mejor o se irá para atrás. Y en términos de política exterior, de defensa y de seguridad no se está avanzando. Los movimientos de profundidad en las sociedades europeas están dificultando estos avances. Aunque, ante el abismo, la UE, o al menos la eurozona, se debe dotar de nuevas alas o caerá, lo que sería una catástrofe general, para los europeos y para el resto del mundo. Pues, como en octubre de 2011 comentaba en Madrid el ex presidente de Brasil, Luiz Inácio Lula da Silva, «la Unión Europea es un patrimonio democrático de la Humanidad». O avanza en la integración o avanzará hacia un desastre. No cabe excluir ninguna de las dos opciones, a pesar de los esfuerzos europeos por ir tirando o limitarse a ir saliendo del paso. ¿Hasta cuándo?


  CUANDO NUESTRA VECINDAD SE MUEVE


  No ha sido ni una ni primavera, pero las revueltas en el mundo árabe que, aunque comenzaron antes, simbólicamente estallaron cuando el 17 de diciembre de 2010 Mohamed Bouazizi se quemó a lo bonzo en la ciudad tunecina de Sidi Bouzid para protestar por la acción de la policía, han trastocado y siguen trastocando el entorno geoestratégico de toda una región central para la estabilidad mundial, y muy en especial para España. El panorama estratégico ha cambiado y sigue cambiando radicalmente. Aunque es un proceso que sólo acaba de empezar y cuya evolución no está aún clara, es parte importante de la transformación del mundo de estos años, con posibles repercusiones no sólo en las sociedades árabes sino en el entorno mucho más amplio de las sociedades musulmanas, e incluso más allá (como en Rusia, en China –donde las revoluciones de Jazmín han sido recibidas como una amenaza por el régimen–, o incluso en los propios movimientos de indignados en España, y de forma global).


  Las revueltas, o revoluciones, no tuvieron que ver directamente con la crisis, pero sí con la situación económica particular de esas sociedades. Aunque la dinámica principal fue política, también contaron otros elementos, que pueden resurgir. Así, muchos manifestantes en Túnez, Jordania y Yemen al principio llevaban barras de pan, en protesta contra el aumento de los precios de los alimentos, especialmente del grano, derivado de la sequía en Rusia y en otros lugares. En julio de 2010, el trigo se cotizaba a 4 dólares el bushel. En febrero de 2011, a 8,5 o 9. En Egipto, uno de los importadores de trigo, y donde en promedio las familias gastan un 40% de sus ingresos en alimentos, las protestas ya habían empezado antes. Varios análisis han concluido que ha habido una relación entre las protestas en el mundo árabe y el cambio climático, el calentamiento global.


  Hay razones estructurales, como el hecho de que los jóvenes en edad de trabajar (aquellos entre 15 y 29 años) representan entre una cuarta y una tercera parte de la población total de una región, cuya edad media es de las más bajas del mundo, y es una juventud sin perspectivas. La incapacidad de incorporar a los jóvenes al mercado de trabajo –se estima que entre dos y cuatro de cada diez jóvenes entre 15 y 25 años está desempleado–, está en grandísima medida en el origen de esas revueltas. De la capacidad de encauzar la energía y las aspiraciones de la juventud y de generar empleo para ella y sus padres dependerá la estabilidad económica y política de la región, y, por extensión, la seguridad de España y de Europa.


  Se puede añadir la brecha económica entre la ribera norte y la ribera sur, posiblemente la más acusada del planeta: la relación de renta per cápita es de cerca de 14 a 1 favorable a la orilla norte. Las revueltas árabes no son sino una manifestación de la lucha por cerrar esta brecha. Así como la pobreza y la desigualdad, que en el norte de África se traduce entre otros en un reparto desigual de las rentas y beneficios dentro de las sociedades de la región. En Egipto, por ejemplo, mientras el PIB aumentaba una media del 5%, el 40% de los egipcios vivía y vive en la pobreza. Aunque los países del norte de África vivían, antes de las revueltas, en un crecimiento anual del PIB de entre 3 y 5% en los últimos años, la corrupción de las élites (ampliamente retratados en los telegramas filtrados por WikiLeaks y que han tenido difusión entre estas poblaciones) y la inflación han reducido el nivel adquisitivo de la población.


  Además, en los últimos diez años, especialmente en Egipto, ha habido un cambio de paradigma económico, con la entrada de un capitalismo consumista –retransmitido y, por tanto, alentado por las televisiones– sin que una gran parte de la población tuviera posibilidades de siquiera acariciarlo. Las difíciles perspectivas socioeconómicas de la región dificultarán la consolidación de democracias estables, si es que es posible y los ejércitos ceden el poder real, y a medio plazo, previsiblemente éstas resultarán en modelos imperfectos y en todo caso diferentes al europeo. El triunfo electoral de movimientos islamistas en Túnez, Marruecos y Egipto obedece a razones más socioeconómicas y políticas que religiosas.


  Naturalmente las revueltas se explican frente al carácter cerrado de regímenes dictatoriales, que impedían –y en muchos casos siguen impidiendo– el paso hacia la dignidad, el término más usado, y la democracia, aunque no vayan a resultar en democracias liberales a la occidental sino en aperturas. Por ello, el islamismo político ha ganado un protagonismo que estaba latente en la sociedad, en detrimento de corrientes violentas como la que representa Al Qaeda, perdedora en este cambio.


  De esta forma, los acontecimientos recientes en el mundo árabe podrían definirse como una serie de alzamientos populares liderados por la juventud en reacción a unos regímenes y unas élites que impiden el reparto equitativo de la riqueza, el ejercicio de la dignidad y el desarrollo del potencial individual a través del trabajo. El papel político de las redes sociales por Internet –otra novedad– ha sido clave, pero aún más lo ha sido el de la televisión Al Jazeera desde Qatar, canal que se ha convertido en un verdadero nexo de unión actual de la Nación árabe.


  Occidente en general había apoyado estas dictaduras. Y muy en particular EE UU y Francia, que con su apoyo a las de Ben Alí en Túnez y Mubarak en Egipto, a lo que se suma el apoyo prácticamente incondicional de Washington a Israel –que también favorecía a estas dictaduras por previsibles–, han perdido influencia con estos cambios. También España, que mantuvo relaciones cercanas con todas estas dictaduras durante el Gobierno de Zapatero y anteriormente. No obstante, en el primer año de revueltas, salvo casos episódicos en Egipto, éstas no se han tornado –¿aún?– antioccidentales, aunque resulte preocupante que en Egipto el 82% de los encuestados asegure tener una visión negativa de EE UU. Pero han cambiado las relaciones de poder en la zona, planteando todo un nuevo entorno geopolítico para Occidente y para Israel, lo que puede acabar dificultando una salida negociada al conflicto con Palestina. Desbloquear este conflicto sería esencial para que Occidente recupere una buena imagen.


  Desde hace decenios la política occidental hacia el mundo árabe ha girado, además de sobre el petróleo, en buena parte en torno a Israel, aunque no la española para la cual la prioridad ha sido y seguirá siendo el Magreb. Para Israel, cuyo Gobierno tardó en dar públicamente la bienvenida a la apertura de procesos democráticos en algunos de estos países, la caída de Mubarak ha representado una catástrofe geoestratégica. Con Jordania, Egipto es el único país de la región que tiene un tratado de paz firmado con Israel (al que formalmente se oponen los Hermanos Musulmanes, vencedores de las elecciones). La duda ahora es si Israel considerará que debe avanzar en el proceso de paz Israel-Palestina, que está paralizado, antes de que la situación regional le aísle totalmente o si dejará que se cierre esta posibilidad definitivamente. Los cambios en la región también han alterado los cálculos israelíes en cuanto a cómo y cuándo evitar un Irán nuclear, la mayor preocupación para Tel Aviv.


  El liderazgo egipcio que emerja –con El Cairo buscando un nuevo protagonismo que en parte ya ha conseguido– será indudablemente menos pro-israelí que Mubarak, a lo cual se añade el creciente poder de Hizbulá en Líbano, el mantenimiento de Hamas, y la radicalización de la Autoridad Nacional Palestina en las negociaciones con Israel con la búsqueda de un reconocimiento de un Estado palestino, y el sentimiento anti-israelí en Turquía.


  En todo caso, Oriente Próximo y, detrás, Asia Central son el terreno de un nuevo Gran Juego de influencias en cuyo centro se sitúa Irán, las tensiones entre chiíes y suníes en toda la zona. Irán ha ganado margen de maniobra e influencia en la región, aunque se renuevan las presiones en contra de que Teherán se haga con el arma nuclear o con la mera posibilidad de poder llegar a fabricarla en un tiempo corto (la llamada opción japonesa). Para afrontar su retirada de Irak y Afganistán, e incluso de Oriente Próximo, EE UU necesitaría un acuerdo global con Irán que la cuestión nuclear impide. Irán es importante para España. No es una amenaza directa, aunque su nuclearización podría llevar a una nueva carrera de armamentos en toda la zona y el Mediterráneo. El embargo de la UE sobre la compra de petróleo a Teherán supone, en aras de un interés mayor, una merma para España que importa la quinta parte del petróleo de Irán (y en más de un 95% de la mano de Repsol). Además, las exportaciones españolas hacia Irán han crecido en un 20% en el último año, y no es baladí el número de iraníes que cada año compra casas en España.


  Después de décadas de unas relaciones de avenencia y complicidad con EE UU y Europa, los nuevos líderes que pueden surgir de estos países tendrán que responder más a la calle árabe, a sus propias ciudadanías, y serán necesariamente más críticos con los países que durante años desoyeron su situación en pro de su propia estabilidad. Pero también tendrá que imperar el realismo, sobre todo en materia económica. Egipto, el caso más obvio, recibe 1,5 billones de dólares de EE UU. Mucho de ello va destinado a la compra de armamento militar, pero también a los productos básicos con el fin de responder al déficit alimentario, y es totalmente dependiente del turismo, que se alejaría si se instaurase un ambiente antioccidental.


  Estas revueltas han favorecido a la posición española porque, a pesar de las relaciones con los dictadores desde Gaddafi a Mubarak o El Assad –desde Madrid se apoyó en un primer momento el cambio desde el propio régimen sirio hasta convencerse de que no sería posible–, el Gobierno supo hacer uso de la capacidad de interlocución de España y decidió apostar por el cambio, y eligió Túnez como elemento ejemplar de la gran transformación. Zapatero fue el primer dirigente europeo en viajar a ese país cuando la situación no estaba aún clara, el 1 de marzo de 2011. Posteriormente, como ya se ha señalado, apoyó la intervención en Libia y, políticamente, a los rebeldes, como también acabó abriendo un diálogo con la oposición siria.


  Marruecos por su proximidad, por la inmigración marroquí en España y la contribución de Rabat a la lucha contra la inmigración ilegal subsahariana, por Ceuta y Melilla y por la colaboración contra el terrorismo yihadista, representa un interés estratégico para España. El Gobierno de Zapatero siempre tuvo las buenas relaciones con Marruecos como prioridad, a pesar de algunas diferencias respecto a problemas relacionados con el Sáhara Occidental, como el caso de la activista saharaui Aminatou Haidar en diciembre de 2009 y el violento desmantelamiento del campamento de protesta en El Aiún en noviembre de 2010, o a propósito de Ceuta y Melilla, donde hubo algunos incidentes que enturbiaron la relación. Zapatero apoyó personalmente desde un primer momento el proceso de apertura y de reforma política y económica que puso en marcha en Marruecos el rey Mohamed VI, cuya estabilidad es esencial para España. Los problemas entre los dos países persistieron, pero canalizados, aunque desde diciembre de 2008 no se volvió a producir ninguna Reunión de Alto Nivel (RAN) entre ambos países.


  El actual contexto de transiciones democráticas era el momento de trazar una nueva forma de interactuar por parte de Europa, y en concreto de España, con los partidos islamistas del mundo árabe que, estaba claro, podían ganar muchas de las elecciones libres que se iban a celebrar. España, al no ser una potencia colonial importante en el mundo árabe y contar con una buena imagen en la región, y por unas excelentes relaciones con Turquía, que se ha erigido como ejemplo de un sistema islamista democrático y modernizador, está en buena posición para tratar con los nuevos regímenes, que no dejan de plantear serios problemas en el horizonte. Se cuenta además con la experiencia del diálogo con los islamistas argelinos antes del golpe de Estado que en 1991 frustró las posibilidades del FIS (Frente Islámico de Salvación) de ganar las elecciones. Y con la experiencia de nuestra propia Transición, que puede ser un modelo para muchos de estos países. España debe explotar estas ventajas competitivas, proveyendo asistencia técnica en las labores de construcción y fortalecimiento de las instituciones democráticas que estos países deben acometer y, en el proceso, fortalecer su presencia y poder blando en la región. De hecho, se empezó a hacer desde la sociedad civil (a través de las labores del Real Instituto Elcano, la FIIAPP, el CIDOB, Aspen España y otros centros).


  «Ustedes, los occidentales, se han subido sobre la ola de las revueltas árabes, pero no saben hacia dónde va esa ola», le dijo a Zapatero el emir heredero del emirato de Abu Dhabi. Probablemente, con agudeza, mucho más que la de algunos observadores y diplomáticos europeos, el jeque Mohammed Bin Zayerd Al Nahyan, ya preveía la clara victoria de los movimientos islamistas en varios países –que tiene mucho de «regreso de lo reprimido»–, y el cambio geopolítico que ello podía significar.


  Los cambios en estas sociedades y la normalización del islamismo como actor político democrático deberían alejarse de la disyuntiva dictadura secular o islamismo radical tras la cual se han refugiado estas dictaduras. En 2007, Kenneth Roth, director de la prestigiosa Human Rights Watch, resumía bien la política de la Administración Bush en el mundo árabe y sus efectos: «Ellos están totalmente a favor de la democracia, siempre y cuando les gusten los resultados». No aceptar la victoria de Hamas en las elecciones parlamentarias palestinas de 2006 fue un grave error, ya que se perdió una oportunidad para hacerles entrar en el juego democrático y para la propia credibilidad occidental que impulsó elecciones para luego no reconocer sus resultados.


  Esta vez no ha sido así. Los islamismos que de momento han ganado en Túnez, Marruecos y Egipto no son violentos y están adoptando un perfil dialogante y moderado. Es urgente corregir el grave déficit de conocimientos que existe sobre qué piensan estos grupos, y tratar con ellos cuestiones de interés nacional, como la Administración española ya hizo con el FIS en Argelia antes del golpe de 1991. Pero tampoco debemos olvidar que en Egipto, al menos, quien sigue mandando son las fuerzas armadas, con las que han entrado en connivencia unos islamistas que han ganado las elecciones sin estar al principio en el origen de las revueltas.


  Frente al auge de los islamistas cabe una visión pesimista y otra optimista. Entre los estudiosos occidentales, la primera la representaría Bernard Lewis, el veterano británico experto en el mundo árabe, para el cual crear repentinamente democracias occidentales en estos países es un juego peligroso. Considera que «la verdadera cuestión es qué viene después (de los regímenes que han caído), no si hay democracia». Y, en su opinión, la llegada de los Hermanos Musulmanes al poder crea «una situación muy peligrosa».


  La visión optimista la ha representado el francés Olivier Roy, uno de los que más ha criticado el paralelismo que muchos comentaristas intentan establecer entre los levantamientos y la revolución iraní de 1979. Roy, que habla de post-islamismo, insiste en que la mayoría de los árabes de hoy no entiende el Islam como una solución para sus muchos problemas. En un contexto en el que las dictaduras favorecían un Islam más conservador, la religión se ha individualizado y se ha separado de la política, secularizando a ésta. Ni Irán ni Arabia Saudí son modelos para estos árabes y los más radicales tan sólo encuentran cobijo en Pakistán o el desierto del Sahel.


  No obstante, el último gran estudio de Gallup sobre el mundo árabe de 2006 indicaba que para la gran mayoría de los árabes «la religión es una parte importante de su vida diaria». Por citar dos ejemplos importantes, los porcentajes en Egipto y Turquía eran del 98% y del 86% respectivamente. Roy sitúa este fenómeno dentro de una sorprendente paradoja: se ha despolitizado el Islam a pesar de un contexto de creciente islamización en los últimos 30 años. En sus palabras, «al ser todo religioso, nada es religioso».


  Por otro lado, explica que los islamistas han perdido el monopolio que tenían sobre el discurso religioso en los años ochenta. Por su parte, los salafistas, segundos en las elecciones en Egipto, defienden los signos y valores islamistas de forma radical –por ejemplo, en Egipto atacando cristianos y quemando prostíbulos y tiendas de licor– pero no tienen un verdadero programa político.


  Las revueltas árabes son nuestro 1989, en el sentido de cambio fundamental en la vecindad de España. Pero un problema, frente a los países de Europa central y oriental, como señala Javier Solana, es que no hay «estructura de recepción». Para los afectados por la caída del Muro de Berlín la había, y por partida doble: la Unión Europea y la OTAN. En el caso de los árabes, carecen de un proyecto regional en sí y con Europa.


  Uno de los retos centrales para España era y es afrontar el cambio –que tomará tiempo– en el mundo árabe, para lo que puede hacer mucho bilateralmente, pero en el terreno económico necesita que Europa actúe, aunque la UE no sea bien vista en estos países. Pero en este clima de egoísmo y renacionalización de la política exterior no va a ser fácil convencer a los socios europeos que pongan sobre la mesa lo que se necesita para ayudar a estos países en sus transiciones, ya sea por medio de fondos del BEI y del BERD, o un nuevo Banco para el Mediterráneo; no digamos ya para que tengan acceso a la financiación de la Política Agrícola Común o a los Fondos Estructurales.


  Desde la UE hay que revisar los instrumentos de cooperación regional, a comenzar por la Unión por el Mediterráneo (UPM, cuya sede se estableció en Barcelona pero que no ha producido resultados) y la Política de Vecindad de Europa. Todos ellos necesitarán una seria puesta a punto que incluya reformas en el caso de la UPM y, en general, de un enfoque riguroso basado en indicadores destinados a responder a las reivindicaciones de estas sociedades en pro de sus libertades básicas y de sus necesidades primarias, como la alimentación. Como impulsor de estos instrumentos y, en general, de una mayor atención europea e internacional a esta región, España puede apoyar este proceso con propuestas específicas, y arrastrar a Europa. Pero no hay dinero para ello. La reacción de la UE se demoró y ha sido cicatera en términos económicos, aunque algo ha avanzado primero con el voluntarioso pero insuficiente, por falta de recursos, Partenariado para la Democracia y Prosperidad Compartida en el Mediterráneo Sur. Luego con la creación de la figura del representante especial de la Unión Europea para la región del Mediterráneo Sur, cargo que recayó en un español, Bernardino León, aunque es significativo del juego geopolítico que se da en la UE que los británicos no quisieran que su mandato se ampliara a los países del Golfo. Y es que parece haber una estrategia anglosajona, es decir con EE UU, e incluso europea diferente para el norte de África, donde se apoyan los cambios, y para el Golfo, cargado de gas y petróleo y de pulsos con Irán por la influencia en la zona.


  Finalmente, está el posible efecto que puedan tener las revueltas árabes y los resultados de las elecciones celebradas hasta ahora en la población inmigrante en España proveniente de estos países, que no son ajenas a los cambios en sus Estados de origen. La consolidación de sistemas democráticos parecidos a los que existen en Europa en estos países serviría, sin duda, para afianzar una integración más activa y positiva en nuestras sociedades, aunque también el islamismo puede crecer entre ellas. Pero resulta preocupante el creciente racismo y xenofobia dentro de nuestras sociedades. En España, las encuestas sobre la comunidad musulmana de origen inmigrante arrojan resultados positivos. La de Metroscopia de 2010 para los ministerios de Interior y Justicia, en su quinta oleada, revela que el porcentaje de encuestados que creen que «la religión islámica es perfectamente compatible con la democracia y los derechos humanos» es de un 88%. Y el porcentaje encuestado que piensa que «es perfectamente compatible ser a la vez buen/a musulmán/a y buen/a español/a» se sitúa en un 87% (dos puntos menos que un año antes). La percepción por los inmigrantes musulmanes de la sociedad española ha ido mejorando. Pero son realidades fluctuantes.


  OTROS ACTORES: MERCADOS E INDIGNADOS


  Entre los actores no estatales que han cobrado protagonismo en estos años, están los mercados y los movimientos populares de indignados, ambos ya globalizados. Los mercados, como se señalaba en el Financial Times, se han convertido en una especie de «supra-gobierno global», capaz de deshacer gobiernos en toda Europa y más allá, y de imponer sus reglas y demandas de austeridad y reformas sin que medie ninguna legitimidad política por detrás. Se han convertido, «dejando a un lado las armas nucleares, en la fuerza más poderosa en la Tierra». Es sumamente pernicioso que los mercados se apropien de la política, pero también lo sería, como certeramente opina Daniel Innerarity, que la política se adueñara de los mercados.


  Cabe decir que desde, al menos, mayo de 2011, el Gobierno de Zapatero vivió pendiente de ese famoso diferencial de la deuda (la diferencia con el bono alemán a diez años en el mercado secundario de deuda) que variaba de hora en hora y de día en día, pareciendo que superar la barrera de los 200 puntos era algo intolerable, y para, cerca de las elecciones del 20-N, pasar de los 400. Y las variaciones llegaban puntualmente a los móviles de muchos de sus asesores, generando o amplificando la angustia. Y todo ello bajo la dictadura de las agencias de calificación de la deuda, las mismas que no vieron llegar, o no quisieron ver llegar, la crisis de Lehman Brothers y otras instituciones financieras.


  Las tan denostadas agencias de calificación más grandes son de propiedad privada estadounidense. Proyectoras de los intereses y poder político de los inversores, actúan como sus herramientas de presión, porque sus decisiones tienen un impacto inmediato en las cuentas públicas, al encarecer la financiación (y también la del sector privado del país). A pesar de sus insuficiencias y de las críticas de que han sido objeto, son necesarias, pues los inversores, la mayoría de los cuales no tiene tamaño para contar con equipos de análisis propios, necesitan instituciones independientes –ya sean estadounidenses o pueda crearse alguna europea, como se pide con insistencia– que den una valoración del riesgo de las inversiones y los activos, sean públicos o privados. Lo que no quita que tengan carencias importantes; por ejemplo, las metodologías con que evaluaron la calidad crediticia de las famosas hipotecas subprime y de toda otra serie de complejos productos financieros habían sido diseñadas con otro propósito y fueron a todas luces inadecuadas. Otro aspecto preocupante es que a veces evalúan a las mismas empresas o fondos con los que tienen relación, lo cual puede generar conflictos de intereses. Y finalmente que las grandes forman un oligopolio. Son demasiado fuertes para su propio interés y han perdido el control sobre su enorme peso, que puede llegar a ser político, ya sea por influir en elecciones o en la distribución del poder en Europa. La rebaja de la Triple A a la deuda francesa por S&P a principios de 2012 no sólo se convirtió en un factor de política interna francesa sino que de un plumazo recreó una cierta línea de demarcación en torno al Rin al romper la paridad, en favor de la disparidad, entre Francia y Alemania.


  Los mercados financieros se han desbocado. La globalización los ha hecho gigantescos gracias al tamaño del dinero que mueven y a las cambiantes tecnologías que permiten hacerlo de un modo instantáneo. Hoy, el volumen de las transacciones financieras globales anuales representa 70 veces el PIB mundial cuando esta proporción era de 15 veces en 1990. Se ha creado así un peligroso desequilibrio y desconexión entre la economía financiera y la economía real, con una pérdida de peso de la política, recordando además que no puede haber democracia sin mercado, pero puede haber mercado sin democracia. Hay, pues, que reconectar el sistema financiero a la economía real. Las propuestas para tasar las transacciones financieras, que los dirigentes de la zona euro están haciendo suyas, van en ese sentido.


  Los flujos han cambiado. Ya no van de lo que antiguamente se llamaba norte a sur sino muy a menudo de las economías emergentes, que se han convertido en acumuladores de ahorro y capital, a las postindustriales del viejo mundo. China tiene unas reservas de tres billones de dólares. Y los países postindustrializados, entre ellos España, se ven obligados a buscar en estas fuentes dinero para financiar su deuda, a menudo de fondos soberanos (nacionales) para contrarrestar las fuerzas ciegas del mercado. De ahí que, como hemos explicado, las políticas exteriores hayan tenido que cambiar y amoldarse paulatinamente a esta nueva realidad.


  Estos mercados empequeñecen a los Estados y a las instituciones monetarias internacionales como el Fondo Monetario Internacional. Sin embargo, en Europa el Banco Central Europeo tiene la capacidad de hacerles frente, comprando deuda en el mercado secundario como ha hecho en estos meses, lo que sin embargo es una forma de socializar las deudas de las entidades privadas que se deshacen de esos bonos nacionales poco seguros.


  Naturalmente cabe preguntarse qué son los mercados. Los mercados (sobre todo los financieros, pero también los de materias primas, por ejemplo el petróleo) son personas, y son a menudo movidos por unos pocos inversores con grandes apuestas en una dirección u otra, con lo que el argumento de que el mercado refleja los análisis y preferencias de la mayoría de los inversores tampoco es cierto. Los mercados reflejan también miedos, temores, incertidumbre. No son tan racionales. No hay un mercado, hay muchos mercados. Y cada uno es una construcción social, que refleja una estructura de poder, como toda construcción social. Cada mercado refleja en su dinámica el poder relativo de los agentes que lo forman. Entrar a hablar de los mercados como realidades económicas objetivas e imparciales implica someterse a un marco economicista y distorsionado. Como ha escrito Lord Skidelsky, la opinión de los mercados no existe. Existen las preferencias de inversores individuales que los componen, cuyo efecto agregado en determinadas circunstancias puede ser muy destructivo (algo que incluso jugadores importantes en los mercados como George Soros o Warren Buffett vienen admitiendo y advirtiendo desde hace tiempo). Demasiado a menudo la opinión de los mercados es utilizada como herramienta de presión por parte de actores financieros para obligar a los gobiernos a tomar decisiones que les permitan ganar dinero. Dicho esto, es una realidad que las acciones de los inversores pueden generar una crisis a los gobiernos. Además, en el caso de los mercados de bonos soberanos, los gobiernos tienen lógicamente necesidad de ser vistos como solventes a medio y largo plazo para poder así vender su deuda.


  No hay que demonizarlos, sino actuar conjuntamente, y mejorar la información que llega a ellos. Como dijera Octavio Paz, «el mercado es ciego». Por lo que cabe sólo influir en él, o en ellos. Los roadshows –ante inversores privados e institucionales– del ex secretario de Estado de Hacienda, José Manuel Campa, y de la propia ex vicepresidenta, Elena Salgado, en la última etapa del gobierno de Zapatero fueron útiles, pues anteriormente no se había explicado bien la realidad de España y las reformas que se habían tomado o se estaban adoptando, como ya hemos apuntado. Y, naturalmente, lo que más ha pesado en los últimos tiempos ha sido la actuación del Banco Central Europeo comprando masivamente deuda soberana de los países en riesgo en los mercados secundarios.


  Frente a los mercados, en la crisis se han levantado en los países postindustriales una serie de movimientos que en buena parte empezaron en España con los ya analizados indignados, otra palabra que este país ha aportado al mundo, aunque surgiera del panfleto ¡Indignaos! del diplomático octogenario francés Stéphane Hessel. Si el 15 de mayo de 2011 marcó su llegada como movimiento en España, el 15 de octubre siguiente se globalizó, alcanzado a muchas sociedades postindustriales. Sus objetivos son, en primer lugar, «la banca», pero también «Bruselas» o en el caso de EE UU «Wall Street», es decir, el sistema financiero. Representan, en parte, a los perdedores de la crisis y de la globalización.


  El movimiento en España tuvo una repercusión amplia, tanto entre los medios nacionales como los internacionales, con crónicas en la BBC, el Washington Post (que lo llevó en portada con foto y bajo el titular de «Revolución Española»), el New York Times, y la mayoría de los diarios europeos. También dio lugar a manifestaciones frente a embajadas y consulados españoles en ciudades en todo el mundo, alguna de ellas significativas (más de 300 personas en Londres, por ejemplo). Dicho esto, el movimiento en sus inicios sorprendió a los medios algo confusos ante un fenómeno que no terminaban de entender y que los situaba a ellos también como parte del establishment contra el que se rebelaba.


  Nunca hasta el 15 de octubre de 2011, quizás con la excepción de algunas movilizaciones contra las guerras de Vietnam, en su día, y de Irak, habíamos sido testigos de una movilización en demanda de un cambio global que recorriese en un mismo día todos los husos horarios del planeta: comenzara en las calles australianas de ciudades como Sídney, Brisbane y Melbourne, tomaran el relevo Nueva Zelanda y los ciudadanos de Auckland, tuvieran lugar actos testimoniales de adhesión, con centenares de participantes, en Seúl, Tokyo, Hong Kong y Kuala Lumpur, inundaran las calles europeas hasta culminar en manifestaciones por las calles de Nueva York, México, Sao Paulo, Buenos Aires y Santiago de Chile.


  Una movilización sin precedentes, que reunió a más de 10.000 personas en la neoyorquina Times Square y otras tantas que se movilizaron en la capital federal, en Los Ángeles, en Chicago y las principales ciudades canadienses. Una cifra similar recorrió la avenida Unter den Linden de Berlín y otras 5.000 se concentraban ante la sede del Banco Central en Fráncfort. Más de 1.000 personas se concentraron ante la catedral de San Pablo en Londres. En torno a 6.000 personas desfilaron por las calles de Bruselas y más de 15.000 por las de Lisboa, además de diversas ciudades españolas.


  Así pues, hemos sido testigos de una muestra incipiente de acción global, por más emocional y confuso que resulte su aún balbuceante discurso. Es la respuesta política improvisada de una ciudadanía cada vez más asustada frente a una crisis que también es global y ante la que muchos se sienten abandonados e ignorados por sus representantes políticos. Una crisis que, cuanto más se prolonga, más difícil les resulta a gobiernos y partidos encontrar paliativos que alivien sus devastadores efectos económicos y frenen el imparable descrédito ante una ciudadanía cada vez más temerosa y desconcertada por la dureza del presente y la incertidumbre del futuro.


  Ante la crisis, las calles y las redes sociales han sido testigos del retorno de un impulso igualitario que contrasta y mucho con el individualismo rampante e inducido de años pasados, o los movimientos sindicales. La tradicional dialéctica izquierda-derecha cede el paso a un modelo distinto de polarización política en el que adquiere un protagonismo cada vez mayor una ciudadanía informada y con opinión propia, cuya indignación alimenta la exigencia, cada vez más perentoria, de consecuencias y de responsabilidades ante un desastre cuya dimensión y alcance todavía están en fase de evaluación. En cualquier caso, se extiende con rapidez la conciencia de que los falsos buenos tiempos no volverán y de que, por el momento, no se atisba ni el final de la crisis económica ni que se atenúen sus múltiples consecuencias sobre los más débiles y vulnerables.


  Este movimiento se nutre también del profundo pesimismo que domina a las sociedades del antaño próspero norte, en contraste con el optimismo que avanza en las sociedades del hasta ayer empobrecido sur. Aunque, según el Eurobarómetro de otoño de 2011, un 85% en Suecia, un 65% en Dinamarca y un 78% en Alemania ven bien la situación de sus economías, mientras un 99% en Grecia, o un 96% en España la ve mal (estando la media de la UE en un 71% de visiones negativas).


  Forma parte de un ciclo de protestas que recorre el mundo con fuerza creciente desde hace más de un año: la primavera árabe y la caída en cadena de dictadores corruptos; Chile y la revuelta de sus estudiantes; el Reino Unido y las protestas contra los recortes; Israel y la revuelta de sus clases medias; las protestas cívicas en Italia o en México al margen de partidos e instituciones; las movilizaciones antinucleares tras la crisis de Fukushima en Japón y Alemania o las manifestaciones contra la candidatura de Putin en Rusia. Incluso en EE UU, la eclosión del movimiento Occupy Wall Street logró en poco más de un mes tras su nacimiento extenderse a otras ciudades, doblar en popularidad al Tea Party –que también es reflejo de la crisis desde un populismo de derechas–, así como un apoyo del 60% entre los jóvenes y que en los votantes demócratas llega al 66% de los encuestados, según datos del Pew Institute.


  EL PESO DE ESPAÑA


  Una constante de la crítica del PP ha sido que España había perdido peso internacional con Zapatero. Pero no es sólo el PP. En mayo de 2009, en un demoledor artículo, Charles Grant, director del británico Center for European Reform, más bien pro-laborista, se preguntaba: «¿Por qué pesa poco España? […] El papel de España en la UE encierra una extraña paradoja. Aunque se trata de uno de los Estados miembros más europeísta, es el que menos influencia tiene de los seis países más grandes», escribió. Aunque Grant creía que la situación no cambiaría si Rajoy llegaba al poder, lo atribuía a que Zapatero no estaba dispuesto a tomar decisiones en política exterior que fueran impopulares entre su electorado, a que en temas como Irán, Cuba o China estaba en posiciones contrarias a las de sus principales aliados en Europa o en la UE y a que, aunque pueda parecer un tema menor, la política exterior tiene mucho de relaciones personales e informales entre líderes, y Zapatero no hablaba inglés (aunque tampoco Felipe González ni José María Aznar lo dominaban al entrar en La Moncloa).


  Grant recogía así una opinión que estaba extendida no ya sólo en la oposición, sino entre buen número de expertos y diplomáticos. Sin embargo, se trataba de un análisis sumamente superficial, que no tenía en cuenta realmente cómo estaba cambiando el mundo y cómo se estaba adaptando la acción exterior española a él y a las nuevas necesidades que imponía la crisis y que quedaron aún más de manifiesto cuando ésta se convirtió en una crisis de la deuda soberana, y obligó a reforzar la dimensión económica y financiera de la política exterior.


  La política exterior de Zapatero en su segunda legislatura empezó de forma enérgica y con un gran impulso antes de que estallara la crisis, con un discurso del presidente del Gobierno en el Museo del Prado en junio de 2008 titulado «En interés de España: una política exterior comprometida», en el que esbozaba un programa ambicioso en la materia. Ponía de manifiesto la necesidad de afrontar lo que ha sido la principal debilidad de la política exterior española durante lustros: su falta de planificación estratégica. España debe hacer un análisis de las ventajas competitivas de las que goza, evaluar sus intereses estratégicos, riesgos y oportunidades en el cambiante entorno geopolítico, y definir una línea de acción, construyendo las capacidades para ponerla en marcha. El discurso del Prado aspiraba a comenzar esa labor.


  Sin embargo, la necesidad de volcarse sobre la gestión de la crisis hizo que este intento, así como el de dar un discurso anual sobre política exterior para darle empuje y continuidad, se quedara en una ocasión única, y que Zapatero atendiese a las necesidades exteriores más urgentes y prioritarias para España, que ya hemos analizado.


  La Estrategia Española de Seguridad, la primera en la historia de nuestro país, fue también muestra de la voluntad de adoptar un enfoque más completo y estratégico en lo referente a nuestra posición en un mundo globalizado en lo que atañe a la seguridad. En ella se analizaron los riesgos a los que se enfrenta nuestro país y se definieron líneas estratégicas de acción para hacerles frente desde una perspectiva de país, pues hoy en día la seguridad es «responsabilidad de todos».


  Dicho esto, cuando uno mira a Europa, cabe preguntarse qué país tiene una política exterior de primer orden. Merkel se equivocó con Libia, y no es muy activa en el terreno de política exterior, salvo hacia su este y Rusia y, claro está, la UE. Sarkozy se vio llevado a Libia por motivos internos y por el rechazo que causó Francia en Túnez y en Egipto tras las revoluciones que acabaron con Ben Alí y Mubarak. Londres tiene su política europea completamente desenfocada. No es casualidad que los países europeos busquen un mayor protagonismo internacional ante la falta de protagonismo de la propia UE, pero que no lo logren porque ya se han quedado pequeños, mientras en términos políticos Europa funciona mal o no funciona. Lo saben bien algunas potencias como Rusia que juegan con las divisiones europeas. España no ha escapado a esta regla. Y todos en Europa siguen políticas de salir del paso, de ir tirando.


  Ahora bien, como hemos visto, España en estos años se ha ido adaptando al cambio de mundo. La presencia en el G-20 puede ser lo más vistoso y elegante. Pero también están ahí su activismo –el del Gobierno y el de la sociedad civil– ante los cambios en el mundo árabe. Y, quizás la apuesta más decidida de Zapatero, el compromiso español con la Ayuda al Desarrollo mientras pudimos permitírnoslo, muestra de un país digno y generoso.


  Ha sido, sin embargo, infructuoso el impulso hacia las Américas, especialmente hacia América Latina cuyas relaciones con España son un ingrediente central para el peso de España en el mundo. Y en Europa, la situación general y la crisis han jugado en contra de Zapatero, y pueden seguir jugando en contra de España si persiste su difícil situación económica.


  Pero lo que sobre todo ha dominado es un intento, a menudo discreto, de impulsar la dimensión económica de la política exterior en tiempo de crisis, a menudo en detrimento del discurso sobre los derechos humanos, por ejemplo en los casos de China, o de las relaciones con algunos países árabes, como Arabia Saudí –esencial, pero que ha reaccionado únicamente inyectando más dinero en la población–, los Emiratos, o Bahréin, con verdaderos problemas de adaptación, o el cada vez más esencial Qatar, que une una intensa actividad exterior y la palanca de Al Jazeera con el mantenimiento de un régimen político estricto, cuya Fundación luce en las camisetas del Barça.


  España se ha ido adaptando, sí, aunque aún no plenamente, a este cambio y desplazamiento del poder en el mundo; una adaptación que tiene que venir impulsada no sólo por el Gobierno sino por la sociedad civil y por las empresas que han de salir más, y no sólo hacia América Latina, sino en todas las direcciones. Pues el futuro no ya de las grandes empresas sino de muchas Pymes pasa ahora no por el mercado español sino por el global.


  En la única cumbre de la Unión por el Mediterráneo celebrada en París en julio de 2008, antes de que estallara la crisis, el entonces primer ministro israelí, Ehud Olmert, que había estado viendo algún acontecimiento deportivo por la televisión, le dijo a Zapatero que los políticos podían hacer mucho, pero los que más «llevaban a España por el mundo son los Rafael Nadal, el Barça o el Real Madrid». Eso es parte de un poder blando que España debe saber aprovechar mejor en la nueva coyuntura global.


  
    Conclusión: España debe

    rescatarse a sí misma

  


  En los últimos cuatro años España ha sufrido no sólo una crisis económica sino también una crisis social, con un fuerte componente moral, y una crisis de la fuerza progresista mayoritaria del país, el PSOE, envuelto todo ello en un gran cambio geopolítico que todavía está en marcha y que lo condiciona todo. La conjunción de estas crisis, esta tormenta perfecta, ha hecho aflorar los desequilibrios que se habían ido acumulando durante los últimos 30 años. O mejor dicho, ha puesto de manifiesto la insuficiente modernización de las estructuras económicas, sociales, culturales, administrativas, judiciales y políticas del país. Un proceso modernizador que, acuciado por las circunstancias, reactivó el Gobierno de Zapatero con la agenda reformista puesta en marcha en la segunda legislatura, que encontró serias resistencias pero que se ha de proseguir. Le corresponde ahora a Rajoy y al PP llevarlo a cabo.


  España puede salir de esta compleja crisis. El país se ha reinventado a sí mismo varias veces en la historia, y especialmente en la Transición a la democracia, que también tuvo una dimensión de reforma económica con duras transformaciones que el país supo sacar adelante con un sentido de unidad y de esfuerzo compartido. Los Pactos de La Moncloa en 1977, los sucesivos acuerdos interconfederales y la reconversión industrial en los años ochenta fueron el resultado del esfuerzo que implicaba este impulso. Luego vendría el reto de adaptarse al ingreso en la hoy Unión Europea y, el paso siguiente, al euro.


  Pero probablemente ésta es la crisis económica más grave que ha vivido España, al menos desde la reinstauración de la democracia en 1978, sin que esta vez hayan sido posibles grandes pactos de Estado. La gestión de la crisis reflejó el desgaste de estas fórmulas y también la ausencia de voluntad política de unos y otros para lograrlas, salvo en temas menores. Las consecuencias de esta falta de grandes pactos nacionales marcó la segunda legislatura del Gobierno socialista. Al carecer el PSOE de una mayoría parlamentaria suficiente se vio obligado a buscar aprobaciones parciales a un gran impulso reformista que quedó desdibujado en parte por la heterogeneidad de los apoyos conseguidos, que dispersó la imagen de coherencia de propósitos y acuerdo nacional. Esta gestión política ha marcado considerablemente las diferencias entre la salida de las crisis de 1973-1981 y de 1991-1994 y la actual.


  Sin duda, el Gobierno del PSOE encabezado por Zapatero cometió errores en la gestión de la crisis, unos por inacción y otros por acción, pero la dimensión de la crisis se acrecentó también por la no asunción por las fuerzas políticas, las élites empresariales y los agentes sociales de la responsabilidad colectiva que implicaba afrontarla. España se había convertido, antes de la crisis, en una potencia intermedia con serias fisuras en sus pilares. Quizás se llegó a creer que era un país de renta alta cuando la realidad, en el marco de una Unión Europea ampliada a países menos ricos, es que estamos en la media. El conjunto de la sociedad actuó en consecuencia, asumiendo riesgos y endeudamiento por encima de sus posibilidades, especialmente el sector privado. Pero también es verdad que la clase política y los diversos gobiernos tuvieron serias responsabilidades en la creación de este clima antes de que empezaran las dificultades.


  Con la crisis, muchos españoles han empezado a sospechar que España ha dejado de funcionar y que todos tenemos una responsabilidad en ello, aunque esto no terminó de penetrar de una manera general hasta bien entrado el declive. Asumir que el país debe reinventarse para salir de esto es, por tanto, un reto nacional. Es necesaria una segunda gran modernización, de mucho mayor alcance que la primera de la Transición, y en la que va a haber que corregir algunas de las decisiones que se fueron tomando en estas tres décadas. Nos hemos convertido en una de las sociedades más pesimistas de la Unión Europea. Sin embargo, España puede y debe avanzar, puede reinventarse como país y como maquinaria productiva y de bienestar y seguridad para sus ciudadanos. Pero es un reto que atañe a todos pues, con la excusa fácil de culpar a los políticos, ha cundido en España una clara dejación de responsabilidad cívica. Un país no puede salir adelante si no es sobre la base del esfuerzo y la responsabilidad colectiva. Las constantes alusiones a la falta de liderazgo sirven a menudo para no afrontar la falta de cultura cívica que caracteriza al país. Hoy resuenan admonitorias y más relevantes que nunca las palabras de Ortega hace casi un siglo en su España Invertebrada: «Cuando oigáis decir: “Hoy no hay hombres”, entended: “Hoy no hay masas”».


  GOBERNAR LA GLOBALIZACIÓN


  Como en una muñeca rusa, España se enfrenta a una crisis dentro de otra, a su crisis nacional dentro de una crisis europea, que a su vez se da en una crisis global. Desprestigio de la globalización, shock económico por la incorporación de las economías emergentes, empobrecimiento y pérdida de influencia de Occidente y riesgo de estancamiento económico, incremento de la desigualdad económica global y nacional, resurgir del proteccionismo, dudas ante la resistencia de la Unión Económica y Monetaria en la UE… Todo está desembocando en una sensación de que el sistema mundial está roto. No es casualidad que por primera vez esté surgiendo, en buena parte del mundo occidental, desde Madrid hasta Tel Aviv, desde Nueva York hasta Atenas, un movimiento que tiene, a pesar de sus diferencias, claramente un sentimiento común: el rechazo a un sistema económico en el que una minoría cada vez tiene más y la mayoría cada vez tiene menos renta disponible y mayor inseguridad económica y social.


  La dinámica social, a escala global, parece estar desembocando en una tensión orientada a ver hasta qué punto las élites, que no están dispuestas a reducir sus niveles de bienestar y acumulación de riqueza, consiguen imponer recortes al nivel de vida de otros sectores sociales para mantener su posición. Con salvedades nacionales, éste es el hilo conductor de las movilizaciones de los dos últimos años.


  Todo ello en el marco de la primacía del pensamiento económico conservador, que no sólo creó sino que sigue intensificando muchas de estas tendencias negativas, desde la desregulación que desató el poder destructivo de los mercados, especialmente los financieros, hasta la progresiva erosión de lo que posiblemente es el mayor logro de la sociedad occidental en el último siglo: el Estado del Bienestar.


  Esto es paradójico. El pensamiento conservador se impuso en los ochenta como fuerza intelectual dominante sobre la oferta implícita de que liberando al mercado de las riendas que le había impuesto la socialdemocracia se extendería un crecimiento económico imparable que resolvería los problemas de bienestar. Tres décadas más tarde este paradigma se tambalea: ha crecido la riqueza (aunque ni siquiera tanto como en la era dorada de la economía mixta europea y el Estado del Bienestar de finales de los cincuenta y los sesenta), pero se ha concentrado en pocas manos y no se han resuelto los más graves problemas de pobreza. Pese a ello, nuevas facetas del pensamiento conservador siguen imponiendo su hegemonía, ahora revestida en Europa de austeridad creativa.


  La cuestión es cuánto va a durar este proceso, si es coyuntural o estructural y hacia dónde nos lleva. El riesgo es que los efectos de esta crisis sobre una parte mayoritaria de las poblaciones de los países de economías avanzadas, especialmente las clases medias, acentúen el latente descontento contra la globalización y desencadenen una revuelta, a través de vías como las redes sociales cuyo potencial desestabilizador es aún desconocido y de efectos imprevisibles. Descontento causado por el simple hecho de que la globalización está generando cada vez más perdedores, incluidas ya las clases medias en Occidente. A pesar del incremento de la riqueza en términos agregados, un número cada vez mayor de ciudadanos occidentales sienten que la globalización política y económica está reduciendo, no aumentando, su bienestar, y que está haciendo retornar a las sociedades avanzadas a climas sociales de competencia desaforada, lo que subjetivamente es aún más relevante. En frase del Nobel Joseph Stiglitz estamos construyendo «países ricos de gente pobre», una tendencia poco comentada pero cada vez más difícil de obviar.


  Hay evidencia no sólo empírica sino también teórica para ello. En los últimos años han surgido dudas sobre las teorías en las que se sustenta el comercio internacional. La paradoja está en que el comercio internacional puede generar riqueza agregada, al permitir que los factores de producción vayan allá donde son más eficazmente empleados, pero que la mayoría de la población acabe perdiendo. Según las teorías clásicas ricardianas, los países ganan más de lo que pierden cuando comercian internacionalmente y se centran en lo que hacen bien. Sin embargo, hoy los avances en las comunicaciones como Internet o el abaratamiento de los transportes físicos hacen la transferencia de conocimientos y tecnologías mucho más rápida, lo que ha generado un tipo de comercio que no cuadra tan bien con estas teorías y un mercado laboral global muy diferente al que teorizaron los clásicos, ahora que el talento puede desplazarse de manera virtual a través del globo sin problemas y que incluso los trabajos de alta cualificación pueden fácilmente deslocalizarse.


  En otras palabras, en ausencia de mecanismos de redistribución, la globalización crea perdedores y ganadores. Pero lo que ha cambiado en los últimos años ha sido que los perdedores ya no son sólo las clases trabajadoras sino también las clases medias de las sociedades desarrolladas. Es decir, la globalización está resultando ya negativa para la mayoría social y electoral occidental, lo cual puede empezar a ponerla en peligro. Entre las reacciones previsibles está la renacionalización de las políticas: ante una globalización amenazante y que expande la pobreza y el riesgo, el retorno a la tribu, a colectividades de reducido tamaño en las que son identificables fácilmente los afectos que dan lugar a la cohesión, es percibido por muchos como el mejor mecanismo de protección. Que tales experimentos estén condenados al fracaso no enturbia su atractivo potencial ni su capacidad para generar desorden y crisis, especialmente en manos de dirigentes populistas. Un aspecto llamativo es que, en este momento, la única vía de resistencia a la globalización opera a través de la renacionalización de la política: no se entrevén líneas o proyectos políticos destinados a corregir el rumbo de la globalización o capaces de imponerle reglas que hagan que favorezca al conjunto de la sociedad. Como señala Zygmunt Baumann, la política ha quedado retrasada en relación con la economía. La política sólo parece ofrecer como alternativa radical la renacionalización.


  Así, hay tres vías a través de las cuales este nuevo contexto puede afectar negativamente a trabajadores (asalariados o autónomos), no sólo de cualificación baja sino también media y alta. Primero, con el aumento de mano de obra cualificada en países en desarrollo y la facilidad para deslocalizar estos puestos, los salarios de estos trabajos en los países avanzados están sufriendo una fuerte presión a la baja. Una vertiente de este proceso es la sustitución progresiva del conocimiento humano por el conocimiento inoculado –y dentro de poco desarrollado– por las máquinas. Como ha ocurrido con el ajedrez, en muchas profesiones la programación permitirá reproducir procesos mentales complejos mucho más rápidos, fiables y baratos. En tal caso, el conocimiento profesional de amplias capas sociales se devaluará a gran velocidad. La obsolescencia de las cualificaciones profesionales está bien estudiada, pero ahora puede producirse a gran escala.


  En segundo lugar, el beneficio del libre comercio globalizado llega a la mayoría de los ciudadanos de nuestras sociedades principalmente vía reducción de precios. Como se ha dicho, hasta ahora la deslocalización y consecuente bajada de salarios afectaba sobre todo a trabajadores poco cualificados. Las clases medias salían ganando del libre comercio porque mantenían sus salarios y disfrutaban de precios más baratos. Pero ahora que la globalización empieza a presionar a la baja también los salarios de las clases medias, éstas pueden empezar a perder más vía reducción de salario de lo que ganen vía menores precios.


  Es decir, los beneficios del comercio internacional son cada vez más para los accionistas y propietarios de empresas, que obtienen más beneficios gracias a los menores costes laborales, y menos para los trabajadores. Como ha dicho Dani Rodrik es perfectamente posible que el comercio internacional genere más riqueza agregada, pero en un contexto en el que «ganen todos los accionistas y pierdan todos los trabajadores».


  Y, en tercer lugar, según vayan mejorando las cualificaciones de los trabajadores de las economías emergentes, éstas empezarán a competir precisamente en los productos y servicios en los que las economías avanzadas tienen su liderazgo, proceso que se dará ahora con más rapidez gracias a las nuevas tecnologías. Esto hará que los precios de estos productos y servicios bajen y lo haga también el valor de las exportaciones de las economías avanzadas, afectando negativamente a toda su economía.


  También a nivel empírico, en la última década la convergencia de los procesos anteriores ha dejado evidencia del estancamiento de los salarios de una buena parte de la población y, aunque el debate sigue abierto como ya se ha explicado, lo que está claro es que: a) los salarios reales medios se han incrementado mucho menos de lo que lo ha hecho la riqueza total y en muchos casos apenas han subido; b) se ha incrementado la desigualdad de rentas, con el consiguiente resquebrajamiento de la cohesión social, agravios comparativos y sensación de que no se forma parte de una misma sociedad (si bien esto es más acusado, por lo menos hasta ahora, en los países anglosajones que, por ejemplo, en España), y c) cada vez es menor el porcentaje de riqueza que se canaliza hacia los asalariados y mayor el que obtienen los propietarios del capital.


  En suma, la globalización corre el riesgo de generar un proceso de deslocalización y reducción de salarios y condiciones laborales entre una mayoría de asalariados, incluidas las clases medias occidentales, entre ellas la española, sin cuyo apoyo político la globalización no será sostenible. Cuando la mayoría ve que sus salarios se estancan o se reducen y que sólo una minoría se beneficia del sistema, la sostenibilidad de éste es dudosa. Un escepticismo que no viene dado sólo por razones económicas sino también sociales y políticas. La globalización se percibe como un proceso que separa a los ciudadanos de las decisiones que afectan a sus vidas, algo que para muchos no compensa las oportunidades económicas o de consumo que genera.


  Dicho esto, es indudable que la globalización genera riqueza, mejoras de productividad, nuevos productos y servicios y nuevas ventajas comparativas en los países avanzados que permiten seguir creando empleos con salarios crecientes. Pero debería ser posible que los ganadores del libre comercio (accionistas, consumidores y empleados de alta cualificación y de rentas más altas) compensasen a los perdedores (asalariados de rentas bajas y medias) a través de transferencias compensatorias de redistribución de riqueza (impuestos). Sin embargo, esto ocurre cada vez menos. De hecho, estudios en EE UU demuestran que la gran mayoría de los trabajadores que pierden su puesto por la deslocalización acaban con rentas menores (un 13% de media), si es que tienen la suerte de encontrar un nuevo empleo. Las ciudades que ven cerrar fábricas que emplean a buena parte de su población tardan lustros en recuperarse. Y en muchos casos ese declive es permanente.


  Lo que está claro es que, a pesar de las promesas de que generaría un incremento continuado del nivel de vida para la mayoría, el proceso de globalización ha empezado a ser percibido por una parte muy importante de las poblaciones occidentales como una amenaza a su seguridad económica, en el mejor de los casos, y como causa de desempleo y de estancamiento de sus salarios en muchos otros. La crisis económica, percibida como generada por aquellos que más se benefician del sistema, ha catalizado este descontento, resquebrajando incluso el consenso intelectual sobre la globalización. Asumida hasta ahora como algo inevitable, está surgiendo la constatación de que la globalización quizás no lo sea y de que sus cimientos pueden deshacerse con más rapidez de lo que se pensaba. Se ha abierto la caja de Pandora.


  Ante este creciente descontento, y ante las demandas proteccionistas que le dan cauce, la reacción de muchos dirigentes públicos y privados es pensar que, o se recupera el patrón de globalización que teníamos hace unos años, o se llegará a una espiral proteccionista que empobrecerá a todos. Si bien lo que estamos viendo, como ya se ha dicho, no es una demanda de proteccionismo económico sino la manifestación de un profundo descontento con el modelo imperante de globalización o, por lo menos, con una más justa distribución de la riqueza que ésta genera.


  La respuesta no puede ser el proteccionismo, pero tampoco, como hasta ahora, la negación de la realidad. Desde Occidente se debe proponer un tipo diferente de globalización, con más transferencia de riqueza entre los consumidores, accionistas y aquellos con rentas altas que ganan y los asalariados que pierden, aunque Occidente está cada vez en peor posición para dictar sus términos.


  Es necesario un proyecto nuevo que dibuje una globalización verdaderamente diferente donde las ganancias se distribuyan mejor entre las sociedades y dentro de ellas, y se reduzca la brecha de retribuciones –aunque no está claro que el futuro sea tan salarial como en la economía industrial– y de riqueza como vía para recuperar la sensación de pertenencia a un proyecto cívico compartido. Un discurso que defienda el comercio internacional por su capacidad de generación de riqueza, pero que asuma que genera más perdedores de lo que se esperaba en nuestras sociedades y que, por lo tanto, debemos crear nuevos y más ambiciosos mecanismos de distribución de las oportunidades, la riqueza y la protección social si queremos hacerlo sostenible, y generar un conjunto de reglas compartidas por todos los actores –protección social, derechos sociales y laborales, protección del medio ambiente–, sin las cuales los países emergentes, y en primer lugar China, nos arrollarán. Reeditar, en suma, a nivel global el gran pacto social (mercados abiertos a cambio de protección social) que hizo de la segunda parte del siglo XX en Europa la era de mayor crecimiento económico y progreso social de la historia reciente. La crisis económica puede representar un big bang de donde salga algo nuevo, un nuevo paradigma socioeconómico global, europeo y nacional.


  Eso requiere enfrentarse a la gran vaca sagrada de nuestro tiempo, la globalización, y empezar a decir alto y claro que está generando problemas y que quizás sea hora de replantearnos el equilibrio entre la globalización y una soberanía nacional y europea que permita salvaguardar los derechos sociales y económicos de la mayoría que tanto ha costado conseguir.


  Quizás sea hora de reconocer que se ha tomado el camino equivocado en el intento de construir una globalización excesiva. Como ha explicado Dani Rodrik, la estabilidad y crecimiento de la posguerra fue posible en buena medida gracias al acuerdo de Bretton Woods, un sistema de multilateralismo poco profundo que permitía a los gobiernos nacionales un amplio margen de autonomía. Es decir, una globalización limitada. Pero en los ochenta y los noventa se intentó sustituir esto por una mayor liberalización comercial y, sobre todo, financiera. Al hacerlo, se olvidó lo que convirtió a Bretton Woods en un éxito: la combinación de una economía internacional abierta y unos Estados, o grupos de Estados, con capacidad de control y regulación sobre ella. Las tensiones que hoy muestra la globalización, de las que la reciente crisis es tan sólo una muestra, son una advertencia de los peligros de seguir por este camino.


  Hasta hace poco los descontentos con la globalización eran los países en desarrollo, críticos con las imposiciones del mundo industrial, y una variada, pero minoritaria gama de grupos antisistema. Lo que es nuevo es que los países ricos occidentales son ahora los que ya no están contentos con la globalización que ellos mismos impulsaron. Las encuestas muestran una caída en picado en el apoyo a la globalización económica entre sus poblaciones, incluidas unas clases medias cada vez más inseguras y empobrecidas que piensan que la globalización ya no juega a su favor. Un proceso que la crisis ha acelerado. Según una encuesta del Wall Street Journal, el apoyo a la globalización en EE UU cayó del 42% en junio de 2007 al 25% en marzo de 2008.


  El desequilibrio entre el alcance nacional de los gobiernos, o de agrupaciones de ellos como la UE, y la naturaleza global de los mercados es el gran punto débil de la globalización. «Tendremos el Estado del Bienestar que podamos tener» se ha convertido en un mantra de los conservadores. Sin embargo, la evidencia empírica muestra que hay una correlación positiva entre exposición al comercio internacional y el tamaño del Estado. Cuanto más abierta es una economía (lo que a su vez suele estar correlacionado con un mayor crecimiento económico) mayor es el gasto público y más fuertes y amplias son las redes de protección social. La razón, según algunos expertos, estriba en que los ciudadanos demandan de sus Estados mayores redes de protección social cuando se ven expuestos a los riesgos que traen las fuerzas de la economía internacional. El pacto es el de una mayor apertura a cambio de una red sólida de protección social, pero de una forma muy nueva y adaptada a nuestra realidad social.


  La disyuntiva entre mercado y Estado es falsa. Los mercados necesitan Estados y reglas para funcionar. De hecho, una función histórica del Estado ha sido crear mercado nacional y hasta local, empezando por fijar el día en que se reunían mercaderes y compradores en la plaza y velando por la fiabilidad de las pesas, medidas y monedas. Sin ese control, que implica impuestos, la economía aún estaría en el trueque. Si se quiere expandir los mercados, también hay que expandir el alcance del Estado u organizaciones supraestatales como la UE. Instituciones que hagan respetar las reglas del juego y preserven su legitimidad protegiendo a las personas de la inseguridad y el riesgo que generan. La gran recesión es la mejor muestra: en Europa o en EE UU no se ha caído en una depresión social como en los años treinta gracias a las redes de seguridad que las instituciones han articulado.


  En otras palabras, los Estados son indispensables para el funcionamiento de los mercados nacionales. Sin embargo, son también el principal obstáculo para el establecimiento de mercados globales, pues son el origen de los costes de transacción que la globalización debe superar. Ese es el principal dilema de la globalización. La hiperglobalización, explica Rodrik, con su énfasis en reducir los costes de transacción para la economía internacional, choca con la democracia nacional por la sencilla razón de que su objetivo no es mejorar el funcionamiento de la democracia sino acomodar intereses financieros y comerciales que buscan mercados al coste más bajo posible. Requiere que se dé preeminencia a los intereses de las grandes multinacionales y bancos sobre otros objetivos sociales. Pero los mercados globales carecen de instituciones globales que les hagan funcionar bien y preserven su legitimidad.


  De la experiencia de los últimos años se sacan, así, dos importantes conclusiones que son muy diferentes a las que el pensamiento conservador pretende imponer. Primero, los mercados funcionan mejor no donde el Estado es más débil sino donde es más fuerte. Por tanto, si se quiere mejorar el funcionamiento de los mercados globales, hace falta más y mejor gobernanza global. Ésta no puede, sin embargo, estar articulada en torno a grandes organizaciones globales que en el fondo no tienen el poder necesario, puesto que la identificación de la mayoría de los ciudadanos y, por lo tanto, la verdadera legitimidad y poder de las instituciones políticas siguen estando a nivel nacional. De ahí que Rodrik y otros hayan sugerido reorientar la gobernanza global hacia un modelo más pragmático, articulado en torno a acuerdos voluntarios entre Estados sobre reglas de juego legítimas.


  La segunda lección es que el capitalismo no está asociado a un único modelo. La prosperidad económica y la estabilidad pueden conseguirse a través de diferentes configuraciones del mercado laboral, financiero, gobernanza corporativa, bienestar social y otras áreas. Los países van a tender a elegir –y deben tener derecho a hacerlo– diferentes combinaciones y modelos de capitalismo en función de sus necesidades y valores.


  En suma, apunta Rodrik, buena parte de las tensiones del sistema económico mundial vienen de intentar combinar tres cosas incompatibles: la soberanía nacional, la democracia y la hiperglobalización económica. Se pueden tener dos de ellas, pero no las tres… La crisis actual es en buena medida consecuencia de no entender la realidad e implicaciones de este trilema; de un choque inevitable entre la política democrática y la hiperglobalización. Ambas son incompatibles, pues la primera acaba imponiendo reglas globales, fijadas lejos de los parlamentos nacionales, sobre temas que son parte esencial del pacto social de una democracia como los derechos laborales, los impuestos, los estándares de salud o la política industrial. Hemos de elegir y, mientras que la sensación de pertenencia siga siendo a comunidades nacionales, ahí es donde residirá la legitimidad política y la globalización deberá ceder a ella. Estas mismas tensiones se dan en torno a la integración europea, aunque Europa nos proporciona un marco diferente y, de momento, posible.


  Dicho todo esto, una globalización bien gestionada puede, como lo ha sido hasta ahora, ser fuente de enorme prosperidad. Tres quintas partes de la población se están incorporando a la economía global y, gracias a ello, una buena parte de esa población está saliendo de la pobreza. Este proceso va a generar, como ya se ha explicado, una enorme deslocalización. Pero también enormes necesidades de consumo, sobre todo por el surgimiento de una nueva clase media global. En EE UU el consumo es el 80% del PIB, en China es el 20%; ello da idea del mercado que puede suponer el país asiático. En los próximos cinco años China tendrá que importar por valor de 20 billones de yuanes (2,5 billones de euros, dos veces y media el PIB español). Y mucho de ello en sectores donde España es un país en posición de satisfacer su demanda, como el de las energías renovables. China aspira a que los sectores verdes representen un 15% de su PIB ya en 2020.


  Los países emergentes serán la gran locomotora de la economía mundial en los próximos años. Un crecimiento mundial del 4% de aquí al 2014 crearía entre 25 y 50 millones de empleos en todo el mundo, también en España. Por ello, la dimensión exterior, europea y global, debe incorporarse mucho más en el debate político español. Europa debe ser nuestro marco de referencia, pero en España se ha dejado de discutir, si es que se discutió alguna vez, de la Europa que queremos de modo que Europa siga siendo la solución.


  El caso es que entre la globalización y el marco europeo, el margen de maniobra de los gobiernos, entre ellos del español, se ha ido estrechando cada vez más, sin que incorporemos suficientemente estas dimensiones al debate público. Hoy la política presupuestaria –además, evidentemente, de la monetaria, por citar el ejemplo más importante– pasa por la UE, en parte como soberanía compartida con los otros Estados miembros y las instituciones, en parte como soberanía delegada, en el caso del Banco Central Europeo. España debe llevar a cabo una profunda reflexión sobre Europa y adaptar nuestra acción exterior e interior a ella. Corremos el riesgo de vaciar de contenido nuestra democracia, sin crear una nueva a escala europea. Hoy las soluciones ya no pueden ser sólo nacionales sino europeas y globales. Pero también tienen que ser nacionales ante una Europa más amplia y más insolidaria, y una globalización que no se deja gobernar.


  ¿PUEDE RECUPERARSE EL PSOE?


  La socialdemocracia junto con la democracia cristiana, más que los liberales, han sido los pilares sobre los que se construyó Europa tras la Segunda Guerra Mundial, aunque España se sumó tardíamente a este proyecto debido a la dictadura franquista. Hoy, como ya hemos apuntado, la socialdemocracia en Europa está sumergida en una crisis de identidad derivada de los retos de la globalización y de la propia crisis económica y social. La globalización y los cambios internos en las sociedades donde era fuerte han desplazado a la democracia cristiana del espacio político, ganando peso en el centro derecha posiciones más favorables a las fuerzas sociales e intelectuales que impulsan la globalización, con un discurso más radicalizado. En España este movimiento que pudiéramos calificar de tectónico se ha traducido en la crisis del PSOE y en la preeminencia del Partido Popular en el centro derecha.


  Ni en España ni en el resto de Europa los progresistas han sido capaces de crear un armazón intelectual y político que se impusiera intelectualmente en esta crisis económica, financiera y social que, sin embargo, lo reclamó, así como, en un principio, el regreso del Estado. Hay una profunda demanda latente de que se recupere la capacidad de acción de la política sobre los mercados para garantizar la seguridad vital y económica de la mayoría, pero no se puede abordar de una forma estrictamente conservadora o preservadora.


  Durante las dos últimas décadas las fuerzas mal llamadas conservadoras han logrado construir un nuevo discurso en sintonía con los procesos sociales desencadenados por la globalización alrededor de la idea de la ineficiencia de los servicios públicos y en la desconfianza hacia lo público en general. La lógica de este discurso conduce a reducir el Estado del Bienestar a los aspectos meramente asistenciales, descargándolo de los que tienen más que ver con el equilibrio de las fuerzas sociales y la movilidad social ascendente o la meritocracia. Un escenario fundamental es la educación. Desde el discurso conservador (pero no en economías fuertes como la francesa, la alemana o las nórdicas) se fomenta el sector privado, rodeado de conceptos como libertad de elección, competitividad entre los centros, libertad en la selección de profesores, etcétera. Mientras, la enseñanza pública queda como una parte subsidiaria, a cargo de quienes no pueden incorporarse a la red privilegiada del sistema. Estos diferentes acentos conllevan, de un lado, que el ascensor social que supone el Estado del Bienestar se pare y se bloquee la movilidad social ascendente, lo que ha ocurrido con mayor intensidad aún en EE UU, anteriormente vista como tierra de oportunidades. Por otro lado, implican un modelo de concentración de los riesgos en quienes quedan atrapados, por razones económicas, en la parte pública del sistema.


  Se suele desconocer que el Estado del Bienestar es, también, un sistema de reequilibrio de los poderes sociales. El escenario privilegiado de esta faceta es el mercado de trabajo. El discurso conservador conlleva una deriva paulatina hacia la mercantilización del trabajo, bajo la idea de flexibilidad sin contrapartidas, no de flexiseguridad a la nórdica. En realidad, esto implica la ampliación de la inseguridad a capas cada vez más amplias de la sociedad, incluidas las clases medias. Como recuerda el filósofo esloveno Slavoj Žižek, si los empleados eran antes unos explotados, ahora se consideran unos privilegiados.


  Pese a sus efectos, es cierto que el discurso del centro derecha se ha revestido de los atributos de modernidad y de ajustarse a las demandas funcionales de la globalización, en tanto el discurso socialdemócrata se convertía en un referente del pasado. En buena parte, el programa de ésta parece resumirse en la humanización del sistema, en paliar sus elementos más agresivos, pero sin capacidad para invertir los elementos que lo hacen justamente más agresivo.


  Se limita a defender la protección de un sistema de transferencias sociales definidas con criterio paternalista para un tipo de sociedad que ya no existe e intentando combinar la flexibilidad económica del modelo americano con la protección social del modelo europeo, a costa de una creciente disminución de la calidad del empleo. La tentación a limitar la ambición transformadora se ha convertido en la última trinchera y a la vez principal barrera a las reformas que hoy necesita el mundo y que la izquierda puede y debe representar.


  La crisis ha marcado el final del proyecto socialdemócrata light. La próxima década va a ser testigo de una renovada presión sobre el Estado y sus capacidades, de origen tanto ideológico como financiero, con la consolidación fiscal como caballo de Troya ideológico del nuevo conservadurismo. El modelo de intentar tan sólo combinar la flexibilidad con la seguridad puede haberse agotado incluso antes de haberlo llegado a implantar realmente en España. Hacen falta ideas más transformadoras, que aspiren a renovar el modelo productivo de manera tal que la generación de la riqueza sea más eficaz e igualitaria y no fiarlo todo a una redistribución expost para la que es crecientemente más difícil lograr el apoyo político en unas sociedades occidentales cada vez menos cohesionadas y en las que los ciudadanos reclaman sus derechos individuales pero ignoran las responsabilidades colectivas que hacen aquellos posibles. Es, por tanto, imprescindible democratizar, ampliar, el acceso a los resortes del poder, de la innovación y de la producción.


  Estas demandas latentes pueden surgir fuera de los partidos socialdemócratas o de los sindicatos. En España el Movimiento 15-M ha sido reflejo de esta demanda que se extiende a todos los ámbitos: políticos, económicos, sociales, etcétera, y exige políticas distintas a las que se han puesto en práctica en las tres últimas décadas, que seguramente tendrán componentes no convencionales y, paulatinamente, traspasarán fronteras.


  Sería incomprensible un programa basado en ampliar prestaciones o el paternalismo estatal cuando es necesario un programa para dinamizar la sociedad y reinventar la acción pública desde el Estado, y cada vez más desde la Unión Europea, respaldado por profesionalidad y firmeza para emprenderlo. En este cuadro general se tiene que enmarcar una nueva fase de la modernización de España, esta vez en un marco necesario de integración europea y de globalización mucho más avanzado.


  Si éstas son las bases sociológicas y de renovación ideológica de un proyecto progresista o de centro izquierda en Europa para España, ¿cuál puede ser su actor político? La cuestión no es baladí. El centro izquierda español se ha plagado de interrogantes, y el resultado de las elecciones del 20-N lo prueba. Parte del centro izquierda está tentado a optar por salidas de renacionalización de la política, una suerte de populismo de izquierdas. Otra parte por opciones tan extremas que la invalidan para conseguir mayorías sociales. Y otras se ven cada vez más atraídas por las opciones verdes que ya han probado su madurez política en otros países europeos.


  Queda, por último, el espacio de centro izquierda articulador de las mayorías sociales progresistas que en España ha representado el PSOE. Pero el socialismo no tiene garantizada la representación política de la mayoría progresista. Aquí se enlaza el complejo tema del actor político y su base social. La respuesta no es tan obvia como lo fuera hace un par de años. Si el PSOE quiere volver a ocupar este espacio debe adherirse a la dinámica de la innovación, el crecimiento y la creatividad. La opción política que abandere este proyecto transformador será la que se haga con la mayoría social y electoral progresista. Y esta innovación va a requerir amplios pactos económicos y sociales que no se pueden limitar al Gobierno, aunque disponga de mayoría absoluta. El PP en el poder necesita también un PSOE que funcione, una oposición fuerte que plantee alternativas o, cuando sea necesario, y lo va a ser en estos años duros, apoye grandes pactos.


  Pero surgen incertidumbres: ¿es capaz el PSOE de tejer un nuevo movimiento político que se identifique con el reformismo, que dé salida a la frustración que late en una mayoría de españoles ante el corporativismo que todo lo permea en España, que sea capaz de liberar la energía de los pequeños propietarios y de los jóvenes, que garantice un papel relevante en la construcción europea, y que defina, con otros partidos socialdemócratas, un programa para canalizar el impulso de la globalización? Para conseguirlo, tendría que renovarse a través de mecanismos que le permitan atraer talento de una base social que ha perdido en parte, y funcionar, como lo hemos descrito, como un partido de oposición no como un gobierno a la espera (confiando en que la crisis también acabará llevándose por delante al Gobierno del PP); abrir su organización a nuevas formas de participación que le permitan captar impulsos de sectores sociales que puedan ser el embrión de una nueva mayoría social que ahora ni se intuye; y profesionalizar su aparato técnico. Aspirar a volver al gobierno implicará para el PSOE no sólo un cambio de personas, a lo largo y ancho de toda la organización, sino también un cambio de estructuras, cultura interna y formas de hacer política. Sólo entonces podría el PSOE empezar a responder a la gran cuestión de ¿volver al gobierno, para qué?


  Dar poder a los ciudadanos ha de ser la seña de identidad del progresismo del siglo XXI. Su objetivo no debe limitarse a la reducción de la desigualdad a través de la redistribución; debe ser la mejora de las capacidades de los ciudadanos y la ampliación de las oportunidades, debe ser reequilibrar el poder en la sociedad organizando a los consumidores, empleados y pequeños empresarios, representándolos y dándoles instrumentos legales e institucionales. Y ha de hacerlo a escala europea. Éste ha de ser el marchamo del progresismo español, y europeo, del siglo XXI.


  Y sólo puede haber progresismo español si es europeo. Para ello se requiere que haya política europea, partidos y movimientos europeos, y no sólo yuxtaposición de marcos nacionales. Incluso más, pues cada vez es más necesario que los progresistas se articulen a escala global. La Internacional Socialista está en crisis y vale de poco. El movimiento, que ya existe en cumbres regulares sobre «gobernanza progresista» impulsadas desde la organización Policy Network –puesta en marcha en su día por Tony Blair y su equipo–, tiene que incluir desde la izquierda que representa Lula y sus sucesores y seguidores en Brasil, hasta el mundo demócrata de EE UU, lo que requeriría unas redes y una organización más potente.


  En España, el PSOE requiere que los ciudadanos vean, o vuelvan a ver, en él profesionalidad y capacidad de gestión. Demandan seriedad, competencia y firmeza para dirigir este proceso de cambio complicado pero necesario, arriesgado pero fértil. El socialismo español, si quiere volver a contar, debe demostrar que tiene capacidad para atraer talento a sus equipos, diversidad, y coraje para tomar decisiones difíciles. Ahora que Alfredo Pérez Rubalcaba ha sido elegido Secretario General, cabe decir que no basta cambiar el liderazgo o las ideas, sino que debe cambiar también su funcionamiento interno. Si no lo hace, el camino del PSOE puede ser el de la SFIO francesa en los años cincuenta y sesenta del siglo XX: un partido con una base electoral estable pero envejecida, con cuadros enquistados en sus posiciones orgánicas, que más que contribuir con sus votos a una mayoría progresista operaba como un obstáculo. Con el tiempo, la SFIO acabó fusionándose con otros partidos de centro izquierda que le aportaron un nuevo liderazgo y nuevas ideas.


  La base electoral en la que el socialismo se ha apoyado tradicionalmente –la clase trabajadora– está disminuyendo demográficamente y, aunque tuvo particular éxito en atraer los apoyos de las clases medias, en España a partir de los años noventa esos apoyos se fueron evaporando. Una mayoría progresista requiere un discurso que recoja y traduzca a propuestas políticas operativas las preocupaciones y los sueños de las clases medias, que suture su incertidumbre ante el futuro y empodere a los individuos.


  La dimensión cuantitativa de lo sucedido en 2011 va acompañada de datos cualitativos inocultables. Bajo el descenso en el apoyo electoral y social al PSOE hay procesos sociales y políticos que iban más allá del descontento con el Gobierno de Zapatero. La forma de ver el mundo y su posición en él por parte de la sociedad española, y la propia estructura social, cambiaron en apenas tres años, como ya hemos apuntado. El argumento consolador, muy repetido entre los dirigentes del PSOE, de que el suyo es el partido que más se parece a la sociedad española, ha perdido una parte de su validez. La base social y electoral del PSOE es una reminiscencia del pasado. Su bajo nivel de apoyo entre los jóvenes condensa esta idea. El PSOE se ha alejado del centro de gravedad de la sociedad española, mientras que el PP ha roto las barreras sociológicas que constreñían su crecimiento en los sectores de clase media baja. Algo que, por otra parte, explica sus buenos resultados electorales.


  El PSOE ha registrado un proceso de centrifugación de su voto que, más allá del resultado numérico de las elecciones de 2011, puede alterar los equilibrios políticos durante un largo período. Sus fragmentos más moderados, pero también personas de estatus social medio bajo, han pasado al PP. Si este partido consolidase estos apoyos –lo que parece ser una norma en el sistema político español–, y no retrocede –aunque acabará pasándole–, las posibilidades de mayorías alternativas progresistas serán más limitadas. Aunque el alargamiento de la crisis puede volver a cambiar muchas cosas, como un debilitamiento del PP en el que cuenta demasiado el PSOE para recuperarse (las pérdidas del PP no tienen por qué convertirse en ganancias del PSOE), o el surgimiento de peligrosos populismos también en España.


  En términos operativos, el saber hacer electoral del PP ha superado al del PSOE. Una ventaja determinante se ha esfumado: el PSOE sabía hacer campañas más eficaces. El PP ha estudiado las estrategias del PSOE, las conoce, evade sus celadas. En las campañas electorales de 2011 el PP pudo mantener sin apenas ajustes su discurso, eludiendo los ataques socialistas. El modelo de campaña del PSOE, reiterado hasta la saciedad, se ha quedado congelado en el pasado.


  Por voluntad de los ciudadanos el PSOE se ha convertido en un partido de oposición en sentido estricto y su capital político en términos de gestión se ha evaporado a casi todos los niveles. Pero la organización del PSOE, desde finales de los ochenta, es ineficaz en la oposición, como lo ha demostrado en múltiples ocasiones y a todos los niveles. Su estructura interna, basada en agrupaciones territoriales, es muy poco atractiva para la vida moderna. Sencillamente, la vida social no se articula sobre el territorio, salvo en ciudades con menos de 50.000 habitantes, y con reparos. La sociedad actual es mucho más compleja, y captar sus impulsos requiere una organización con terminales de muy diverso tipo. El PP lo entendió bien hace tiempo.


  UNA ACCIÓN PROFUNDA, REAL, INMEDIATA


  La crisis ha sumido a la sociedad española no sólo en un parón económico sino también en una crisis de confianza en las capacidades del país. Y esto es un problema político en el mejor y más noble sentido de la palabra. La política como constructora de sociedades y de países, de marcos de convivencia cada vez más humanos, necesita, utilizando palabras de Jean Monnet, «acción profunda, real, inmediata». Más allá de los malos datos económicos, la conciencia colectiva se ha sumergido en una depresión en la que se entrecruzan la desesperanza de los parados, el temor al despido entre los ocupados, la sensación de bloqueo entre los jóvenes, la certeza de que España se descuelga del crecimiento de los países europeos y la constatación de que los sectores que tiraron de la economía española hasta hace tres años se han gripado sin que surjan otros que la impulsen. Pesa, además, la disminución de ingresos que alcanza a muchos hogares, las crecientes estrecheces económicas de las familias agravadas por la expulsión mediante prejubilación o despido en el sector privado de los asalariados mayores de 45-50 años, hasta ahora paraguas de la crisis asumiendo los costes de los desempleados y de los jóvenes. Un modelo económico ha colapsado, sin otro que lo sustituya. El modelo de crecimiento de España se ha agotado, pero no se vislumbra el que pueda sustituirle y que responda a la imperiosa necesidad de crecer y crear empleo.


  Ante esta realidad, los ciudadanos tienen miedo a la precarización de su vida y de su familia, y dudan del futuro del país. El devenir de la crisis está generando una percepción cada vez mayor de que el sistema está quebrado y es injusto al comprobar el reparto inicuo de los costes. La sociedad española observa con impotencia un mundo cada vez más inseguro en lo social y en lo económico, y una sociedad cada vez más desigual. A pesar de la extensión de derechos y libertades formales, los ciudadanos sienten que sus vidas, su presente y su futuro, están cada vez más controlados por fuerzas y poderes que ni entienden ni pueden controlar. Todo ello agravado por la zozobra que genera un mundo en transformación ante la pujanza de las economías emergentes; una ola imparable que amenaza con dejar a nuestro país como una economía marginal si no somos capaces de dinamizarnos. O cambiamos, o nos enfrentamos a un lento, o no tan lento pero en cualquier caso inexorable, declive económico y social.


  Hay cada vez mayor desafección hacia los políticos, más que hacia la política. La ciudadanía busca en sus representantes públicos respuesta a estas incertidumbres, nuevos modelos que permitan combinar el dinamismo y la capacidad de generación de riqueza de la economía de mercado con la seguridad, calidad de vida y justicia social que definen a las sociedades europeas de nuestro tiempo. Pero los ciudadanos no ven que los partidos políticos articulen sus necesidades y problemas. Ven la política bloqueada, en manos de profesionales poco cualificados, salpicada de casos de corrupción y sometida a los mercados, impulsando recortes y reformas que les hacen pagar los errores de otros que llevaron a la crisis.


  Hay un descontento social profundo y generalizado entre amplias capas de la población, que considera al sistema político y económico quebrado; el económico porque genera inseguridad y desigualdad, y el político porque es incapaz de contrarrestar al poder económico. Cada vez más voces piden que el sistema se abra; que se amplíen las oportunidades y se dé acceso a todos los ciudadanos a los instrumentos que permiten prosperar; que demandan una profundización de la democracia y una recuperación de la política.


  Pero la política padece, y no sólo en España, problemas de liderazgo. Como ha descrito el experto en el tema Ronald Heifetz, el liderazgo consiste en buena medida en tener la honestidad de explicar a los ciudadanos los retos a los que se enfrentan –la distancia entre lo que decimos ser o querer ser y lo que realmente somos, como apuntamos al principio–, y hacerles ver que la responsabilidad es suya; dar de vuelta el trabajo a la comunidad. El líder ha de crear los medios que asistan a la ciudadanía en este proyecto pero corresponde a los ciudadanos asumir la responsabilidad, con su comportamiento, de ejecutar el cambio. Como dijo Obama en su campaña electoral de 2008 «this is not about me, it is about you» («esto no es sobre mí, sino sobre vosotros»); es decir, corresponde a los ciudadanos decidir qué país quieren y ponerse a construirlo, empleando a la política como herramienta. Falta liderazgo de este tipo.


  Pero esta crítica a la clase política esconde también una importante dejación de responsabilidad por parte de la sociedad en su conjunto. Muchas veces se ha subrayado que España es un país con escaso capital social: asociaciones, democracia interna en los partidos y sindicatos, vida comunitaria. Quizás podría concluirse que en España todo el mundo reclama sus derechos pero muchos olvidan que la única forma de mantenerlos es cumpliendo con las responsabilidades colectivas. Todo el mundo quiere buenas autopistas pero demasiada gente en su vida privada quiere facturas sin IVA.


  España recobró su confianza en sí misma entre 1985, con la entrada en la hoy UE y posteriormente en el euro, y 2008. Con la crisis, la ha perdido. Tardará una década en recuperarla y corremos un riesgo real de tener una década perdida, no sólo en términos de creación de riqueza y de rentas, sino de construcción de país: institucional, cultural, vital.


  RENOVAR ESPAÑA: DE LA TEORÍA A LA ACCIÓN


  España tiene un problema de fondo. Países que representan casi tres quintos de la población mundial se han incorporado en las dos últimas décadas a la economía global. Con ingentes reservas de mano de obra barata, consumidores, ahorro, y cada vez más tecnología y capacidad de innovación, son el centro del presente y del futuro del crecimiento económico. Aunque los salarios de los trabajadores chinos empiecen a subir, como nos dice la teoría económica que deberían hacer, aún quedan 600 millones de ciudadanos en las zonas rurales dispuestos a incorporarse a la economía de productos y servicios a esos bajos salarios, por lo que será muy difícil competir con ellos durante mucho tiempo a no ser que se tengan procesos de producción, productos y productividad de altísimo nivel.


  La España actual no tiene mimbres suficientes para competir por sí sola con estos nuevos actores. Nos enfrentamos a los retos del siglo XXI con capacidades y estructuras del siglo XX (y en algunos casos, incluso del XIX). Su incorporación tampoco es tan diferente a la entrada de España en la economía mundial en los sesenta y setenta, cuando se apoyó en los mismos recursos, y de ahí procede la privilegiada posición de España en la industria turística de masas –un invento casi español– o del automóvil. El problema es que la misma transformación de España le obliga a competir ahora a otra escala, con otros recursos. Sin mano de obra barata, sin recursos naturales, sin capacidad de generación de innovación y tecnología, y sin otras fuentes obvias de ventaja competitiva, España, incluso más que el conjunto de la Unión Europea que colectivamente padece este problema, corre el riesgo de un lento empobrecimiento. A ello se une el contexto financiero restrictivo en el que va a tener que vivir el país durante bastante tiempo para pagar la deuda pública y, sobre todo, privada, de la que se habla menos pero es aún de mayor importancia.


  Quizás el principal problema de la última década es que España, satisfecha por haber superado grandes retos nacionales –el ingreso en la UE y la adaptación a ésta, incluso como país con una capacidad de influencia superior a la que le correspondía, y la entrada en el euro–, dejó de tener conciencia del esfuerzo continuado a que obliga la nueva economía mundial. El país, en este sentido, son los ciudadanos, pero también las empresas, los partidos y los interlocutores sociales. Y muy especialmente sus élites, pues no hay que olvidar que una parte muy importante de los ciudadanos ha vivido con unos salarios reducidos y, especialmente entre los jóvenes, una continua inseguridad laboral.


  Paulatinamente el esfuerzo coordinado se fue desflecando, y España fue perdiendo impulso en un clima de satisfacción y hasta euforia. Súbitamente, la realidad económica nos ha devuelto a la realidad: debemos tomar conciencia del inmenso reto al que nos enfrentamos y poner en marcha los mecanismos para superarlo y para hacer ver a ciudadanos, empresas, interlocutores sociales y administraciones la necesidad de un cambio radical. En el ámbito económico, ese big bang reformista, que comenzó durante la segunda legislatura de Zapatero y que ha de proseguir, con aún más fuerza en la actual, ha de tener como piedra angular la democratización de la innovación, la difusión de las herramientas que permiten innovar a la mayoría de individuos y empresas, ya que ésta es la clave del crecimiento económico en la sociedad del conocimiento. Los poderes públicos deben tener un papel estratégico a la hora de facilitar ese acceso a los instrumentos que hacen posible la innovación.


  Hasta ahora, las prácticas e instrumentos que permiten innovar han estado al alcance de pocos en España: las grandes empresas y las élites mejor educadas. Para generar una verdadera transformación productiva es necesario ampliar el acceso a los instrumentos que permiten la innovación a una base mucho más amplia: a la mayoría de Pymes que forman la base del tejido productivo y de la generación de empleo; a la mayoría de trabajadores que no han tenido acceso a los nichos de excelencia donde se aprende y pone en práctica la innovación, y a los estudiantes que no tienen acceso a los centros donde se enseñan y comparten los instrumentos y prácticas de colaboración competitiva que equipan para innovar. Numerosos estudios muestran que en España las grandes empresas tienen un nivel tecnológico equivalente al de sus competidores globales, pero que la tecnología no llega a Pymes y autónomos. Al restringir a un número muy limitado de empresas y personas las palancas que generan innovación y crecimiento, esta desigualdad de acceso limita enormemente el crecimiento económico. En otras palabras, en España demasiados pocos tienen acceso a las prácticas y los recursos que han generado un Google o un Apple.


  Transformar esta realidad no es fácil, pero es necesario y es posible. La clave es desarrollar nuevos mecanismos públicos (leyes, políticas, servicios, programas, mecanismos…) y privados que creen fáciles vías de acceso a los instrumentos que permiten la innovación y que den acceso a ésta a una base mucho más amplia de personas y empresas. Ampliar el repertorio de soluciones institucionales es, pues, requisito esencial de la expansión de las capacidades de innovación.


  Si algo debemos aprender de la crisis es a cuestionar la ortodoxia respecto a las virtudes de las soluciones institucionales imperantes. Debemos abrir la puerta al desarrollo de nuevas políticas y mecanismos públicos, dado que muchos de las existentes se han demostrado deficientes y tienden a verter recursos crecientes sobre estructuras ineficaces, pero que consumen cuantos recursos caigan sobre ellas. La economía de mercado no tiene una formulación unidimensional sino que las instituciones que la rigen son producto de las circunstancias locales y del proceso político. Es la política la que define las instituciones que componen el mercado y, por lo tanto, puede cambiarlas y mejorarlas; mejor dicho, puede introducir incentivos para mejorarlas o cambiar, o simplemente para que se reproduzcan pasivamente. El gran objetivo es desarrollar nuevas y mejores instituciones que faciliten la innovación y generen crecimiento.


  Éste es un reto de alcance universal, pero de particular necesidad para España. Una parte importante de la economía, la que más exporta, funciona bien, pero el conjunto de la sociedad española parece dominada por estructuras del pasado basadas en reglas y comportamientos corporativistas y hasta cierto punto generacionales, lo que bloquea la energía creativa del país: en la política, los sindicatos, los medios, la judicatura, el mundo cultural, y desde luego, el económico y empresarial. En España no hay resistencia al cambio, hay hambre de cambio. La aparente resistencia viene de esta minoría beneficiada por el statu quo, que defiende intereses creados, que en el período de fácil crecimiento de los ochenta y noventa acaparó resortes institucionales en una sociedad de muy baja competitividad y, esencialmente, con una baja tasa de movilidad social ascendente. En España el bienestar ha crecido globalmente, pero el cambio de posiciones sociales de los individuos es muy reducido. España ha avanzado en la redistribución de la riqueza, pero el poder social y económico se ha condensado en escasas manos y aparatos en los partidos, sindicatos y grandes empresas proveedoras de servicios.


  En ningún ámbito se manifiestan de manera tan dramática las consecuencias de este corporativismo como en el laboral. Un 43% de los jóvenes entre 18 y 25 años está desempleado y una gran parte del resto tiene un empleo precario. En otras palabras, la gran tragedia de España es que nuestro potencial, la juventud mejor formada de nuestra historia, se ha convertido en nuestro problema. El objetivo debe ser hacer del problema la solución: pasar del problema de tener a buena parte de nuestra energía laboral en el paro o infraocupada, a hacer de esa energía y esa capacidad de innovación, hasta ahora anegada, la fuerza transformadora de nuestro modelo económico. Pero para ello hay que dar acceso a esta mayoría a los lugares y a los instrumentos que permitan innovar.


  Es imprescindible una renovación del país. Para hacer de esta visión una realidad debemos combinar pragmatismo y ambición reformista, rechazando que los grandes cambios sociales sólo se pueden lograr de manera radical y traumática y que las reformas sean necesariamente dolorosas para la mayoría. El efecto acumulado de pequeños y progresivos avances puede lograr grandes transformaciones. Y las reformas transformadoras pueden serlo en beneficio de la mayoría de los ciudadanos, como lo fue la creación y desarrollo del Estado del Bienestar, que ahora se ha de adaptar a las nuevas necesidades y a las nuevas posibilidades.


  Este proceso requiere dos elementos fundamentales. Primero, un proyecto político que imagine lo posible y ofrezca una visión de la España del siglo XXI que inspire a la mayoría de ciudadanos. Un país que habría de consistir en una sociedad abierta de ciudadanos capacitados para aprovechar las oportunidades de un mundo cambiante y protegidos ante sus riesgos; un Estado dinamizador y estratega, capaz de canalizar los esfuerzos de la sociedad en direcciones productivas, capacitador de ciudadanos y empresas, con unas Administraciones Públicas transparentes, eficaces y al servicio del ciudadano y garantes de sus derechos; y un modelo económico basado en la innovación y la sostenibilidad, con empresas y trabajadores más productivos trabajando en sectores de futuro, de mercados abiertos y competitivos, en un entorno de estabilidad macroeconómica que fomente el espíritu emprendedor, y mida su progreso tanto por el crecimiento económico como por la mejora de la calidad de vida.


  En este proyecto político se debe contemplar la racionalización del modelo de Estado de las Autonomías, que también hace aguas. No hemos entrado aquí suficientemente en él. Pero es imprescindible subsanar las deficiencias que la crisis ha puesto al descubierto y ponerlo al día. Para ello es esencial más y mejor coordinación entre el Gobierno central y las administraciones locales y autonómicas, y entre estas últimas, en lo que ha de ser una España en red. Existen ya algunos mecanismos para ello, pero la falta de cultura de pacto y de lealtad institucional ha impedido que hasta ahora funcionasen como deberían. Y habrá que crear otros. Sin embargo, no debe permitirse que se utilice la coartada de la racionalización económica para desmontar el Estado descentralizado que España es y necesita por su realidad histórica y sociológica, pues no es el Estado de las Autonomías lo que ha generado el déficit de las CC AA, sino su mala gestión. La descentralización es perfectamente compatible con un mercado eficiente y dinámico, como prueba el hecho de que la más potente economía europea, Alemania, es un país muy descentralizado, pero que ha ido revisando su modelo. Como también lo es EE UU. El modelo de Estado debe por tanto respetar la autonomía en la gestión de las CC AA y el Gobierno central debe permitir que en cada una de ellas se desarrollen soluciones diversas a los retos económicos y políticos, identificar las de más éxito y difundirlas en el resto del país. La diversidad es fuente de riqueza, también en esto. Pero debe gestionarse con mayor eficiencia, coordinando las políticas y las instituciones para asegurar que se cumplen los objetivos mínimos de servicio a los ciudadanos y la unidad de mercado.


  Y, en segundo lugar, son necesarias una serie de políticas reformistas que catalicen este proceso de transformación. Los ejes transversales de este nuevo programa, que podrían dar coherencia y unidad intelectual a este nuevo proyecto, son más y mejor democracia; más difusión de la innovación; un concepto de ciudadanía más amplio que dé poder a los ciudadanos, y una política y una administración más estratégica. Un elemento esencial de este proyecto debe ser la modernización del Estado del Bienestar; ni diezmarlo ni preservar a toda costa aspectos que quizás ya no sean razonables o no reflejen el esfuerzo individual o el modelo de carrera profesional de nuestro tiempo. Por ejemplo la forma de calcular las pensiones o las restricciones a la innovación que tiene la prestación por desempleo, que facilita montar una tienda o un taller pero no una empresa de tecnología desde la propia casa. Hay que reinventar la provisión de los servicios del bienestar para el siglo XXI, para hacerla universal, viable, más eficiente, y para liberar al Estado y sus recursos para proveer aquellos servicios de vanguardia que ni la sociedad civil ni el sector privado puede ofrecer. La presión financiera e ideológica sobre el Estado, en un contexto en el que España, limitada su capacidad de acción política tanto por la integración europea como por la globalización, no puede por sí misma cambiar el marco de actuación, hace inevitable hacer reformas para hacer sostenible el Estado del Bienestar. Pero más que intentar mantener el actual sistema, y retroceder cada vez más en la trinchera, la izquierda debería aspirar a transformaciones profundas que, manteniendo y ampliando los objetivos, superen las actuales dificultades.


  Por ejemplo, debe abrirse a nuevos procesos de gestión profesionalizados en los servicios públicos, y a una cultura de la evaluación del trabajo de los funcionarios públicos que permita inculcar una verdadera cultura de servicio al usuario/ciudadano. Tampoco debe tener miedo a la colaboración del sector privado donde sea eficiente hacerlo y no ponga en peligro la naturaleza pública del sistema. Y debe rechazarla sin complejos cuando enajene el derecho a prestaciones universales y gratuitas de calidad y corra el riesgo de crear clases de ciudadanos: los que se pueden permitir servicios privados y los que no, algo que acaba deslegitimando los servicios públicos a los ojos de los que no los utilizan y a la larga mina el apoyo y la viabilidad a esa gran conquista que es el Estado del Bienestar.


  En lo económico, hay que avanzar mediante reformas institucionales que permitan contactar con la realidad del nuevo papel de España en la economía global y, al tiempo, transformar el sistema productivo para que sea éste el que genere riqueza de manera más amplia, sin fiarlo todo a una redistribución, que, como ya hemos dicho, las dinámicas políticas hacen cada vez más difícil (en parte porque, a diferencia de otros países como los nórdicos, las clases medias aquí luego no están dispuestas a pagar los impuestos necesarios para redistribuir y costear servicios públicos que no consumen).


  El objetivo de los gobiernos de España, con independencia de su color, debe ser dinamizar la sociedad española para liberar una energía creativa que actualmente se encuentra bloqueada. Hay que transformar el sistema productivo ampliando a una base más amplia el acceso a los instrumentos que permiten la innovación, pues ésta es también la forma más efectiva de asegurar una distribución más justa de la riqueza que creamos en sociedad.


  Para ello, como ya se ha dicho, debemos democratizar la innovación, mediante políticas y programas públicos más diversos que la difundan. Es necesario poner todos los mecanismos del Estado al servicio de este proyecto de ampliación de las oportunidades, de hacer accesible a la mayoría las herramientas que permiten innovar. Hacerlo requiere innovaciones en las soluciones institucionales de nuestro sistema económico y político. Hay que profundizar en la democratización de la economía de mercado. Democratizarla, y no sólo regularla. Para ello hay que aumentar el repertorio institucional y el de políticas públicas. El mecanismo para lograrlo pasa por una profundización de la democracia en las instituciones sociales, políticas y económicas. Por anclar los intereses de la mayoría en las instituciones que rigen la vida económica y social del país. Es decir, la otra cara de la moneda de una economía más democrática es una mayor democratización de nuestras instituciones democráticas; una democracia de alta intensidad. Que no requiera crisis para hacer cambios. Y hay que construir una idea de país, un proyecto cívico compartido que vertebre y una al país en un marco europeo repensado.


  Todo ello debe estar dirigido a crecer, de una manera sostenible –económica, social y medioambientalmente– y creadora de empleo. Ahora bien, ¿por dónde crecer? Se ha abandonado demasiado tiempo la idea de una política industrial, que Alemania ha mantenido e impulsado, Obama ha recuperado, y en Francia vuelve a un primer plano, por no hablar de China y Brasil como ejemplos. Es necesario poner en marcha una política industrial activa, para asegurar que el ahorro nacional y la inversión internacional se dirijan, no a sectores de baja productividad como la construcción, tal y como ha sido el caso en España durante la última década, sino a sectores de más valor añadido y mayor demanda futura. Se debe apostar por sectores en los que España tenga una ventaja comparativa (el turismo, por ejemplo) o haya construido una ventaja competitiva (como las energías renovables); de futuro, alineados con las grandes tendencias globales; que se hayan mantenido fuertes incluso durante la crisis y estén en disposición de constituir parte del despegue de manera inmediata, y que tengan suficiente volumen en términos de generación de riqueza y de empleo para constituir los nuevos pilares de la economía.


  De acuerdo con estos criterios, una política industrial estratégica debería apostar sin complejos por sectores innovadores como la economía verde, las tecnologías de la información y la comunicación (TIC), la economía del cuidado (sanidad, servicios sociales), la biotecnología o el sector aeronáutico. También habrá que reinventar sectores tradicionales, pero con alto potencial de creación de empleo y riqueza, como el turismo y el ocio, el sector financiero, el agroalimentario, la ingeniería civil y gestión de servicios, las industrias culturales, textil, moda y diseño, el automóvil, la arquitectura o la economía social y del cuidado.


  Pero de nada servirá identificar estos sectores de futuro si no se crea también un entorno de alta productividad que les haga competitivos. Es necesario actuar sobre el conjunto del régimen institucional y social del país para que unas reformas se apoyen sobre otras y creen el entorno económico adecuado: con verdadera competencia, que fomente el espíritu emprendedor y facilite la actividad empresarial, con alta inversión en I+D+i y con un Estado transparente y eficiente que elimine concentraciones de poder y amplíe los accesos a las oportunidades económicas.


  Para ello son esenciales al menos cuatro grandes reformas económicas. En primer lugar, una verdadera liberalización de los principales mercados de productos y servicios para reducir el poder de las grandes concentraciones empresariales y la connivencia ilícita entre lo público y lo privado. Segundo, una reforma del Estado para facilitar la actividad económica, incluyendo la Administración Pública, el modelo autonómico y la justicia. Tercero, una reforma laboral equitativa que allane el acceso al mercado de trabajo, simplificando la contratación a cambio de una mayor contribución de las empresas a financiar una red social que proteja a los trabajadores en períodos de transición y formación, y que impulsa la competitividad. Y, a largo plazo, transitar hacia un modelo social que proteja personas y no puestos de trabajo, aunando flexibilidad y eficiencia económica con seguridad vital. Quizás con un sistema de rentas mínimas, con el Estado, y no un contrato laboral, como garante de los derechos sociales. Sería una forma de aproximarse al ideal de más igualdad y libertad real para todos los ciudadanos, dotándolos de los medios (formación al inicio y a lo largo del desarrollo profesional, derechos, ingresos económicos) para vivir una vida digna y libremente elegida.


  Y en cuarto lugar, una verdadera reforma fiscal que grave las manifestaciones de riqueza del siglo XXI (capital, consumo, uso del medio ambiente) y realmente capture las rentas altas, articulando un régimen anti-fraude más severo para hacer aflorar ese más de 20% de economía informal para que tribute y contribuya a la construcción del país, y, acompañado de una redistribución por el lado del gasto público, lance la señal de un sistema más justo. Y abandonar el mantra conservador de que bajos tipos fiscales son esenciales para atraer inversión. Si España logra generar un entorno de alta innovación, será atractivo para el capital y los proyectos de inversión, aunque tenga un tipo de tributación alto. Alemania y los países nórdicos son claros ejemplos de que los impuestos no son un elemento determinante si existen otros factores que hacen la inversión atractiva.


  Debemos afrontar esta transformación de nuestro modelo con la confianza en las capacidades de nuestro país que da el tener unos pilares sólidos: la generación mejor formada de nuestra historia; unas infraestructuras de primer nivel, con una red de alta velocidad ferroviaria, incluido el AVE, que nos convertirá en 2013 en el país con más kilómetros de tren de alta velocidad del mundo; una población activa expandida de 23 millones de personas (con la mujer plenamente incorporada al mercado laboral); unos servicios sociales sólidos que ofrecen seguridad y estabilidad a trabajadores y sus familias, incluido un excelente sistema sanitario, y empresas españolas que son líderes internacionales en sectores de alto valor añadido. Pero también hay déficits y desequilibrios acumulados en estas tres décadas de crecimiento que deben paliarse mediante un plan ordenado.


  Los problemas tienen solución. España la ha encontrado a los suyos en otras ocasiones. Pero se necesita un shock de modernidad que permita que se libere la energía creativa de este país. Y, especialmente, de sus jóvenes. Para ello es esencial recuperar el sentido de un proyecto común, lo que exige grandes pactos. El primer paso es recomponer, incluso componer, una narrativa compartida de lo que es España. Sin esa identidad común no habrá una base para que los ciudadanos se sientan comprometidos y dispuestos a hacer sacrificios por el proyecto colectivo de revitalizar España. De cada uno de nosotros depende.
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